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Presentación Director de la Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, señor 
Alfonso Pérez Guíñez

Con esta publicación, la Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (BCN) cumple 
una vez más con la tarea de proporcionar apoyo técnico especializado a la comunidad 
parlamentaria, especialmente a los requerimientos específicos de nuestras autoridades. En 
esta oportunidad fue la solicitud de la Segunda Vicepresidenta de la Cámara de Diputadas 
y Diputados, Claudia Mix Jiménez que, durante su periodo en el cargo –entre el 11 de 
marzo y el 30 de octubre de 2022–, nos encomendó la elaboración de este libro. De 
esta forma, la presente publicación aborda el estado del arte del proceso de construcción 
de la sensibilidad de género en el Congreso Nacional de Chile, tanto en su estructura 
interna y vida parlamentaria como en el ejercicio de sus funciones. Además, el objetivo 
fue también elaborar un texto sencillo y en formato amable, que permita la formación 
de la ciudadanía en materia de funcionamiento del Poder Legislativo, proporcionando 
conocimiento acerca del aumento de la participación política de las mujeres en cargos 
parlamentarios y posiciones de poder dentro del Congreso Nacional. Por otra parte, es 
pertinente destacar que esta obra revela cómo –principalmente desde 2018 en adelante– 
la actividad legislativa en torno a esta materia ha marcado un impulso y un ritmo notables 
en comparación con períodos anteriores.
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Asimismo, y quizá más importante aún, esta publicación brinda a la ciudadanía 
y a la comunidad académica interesada en estos temas un análisis de las leyes 
con perspectiva de género aprobadas por el Congreso Nacional, ya sea para 
eliminar o derogar normas que discriminan negativamente a las mujeres, o bien, 
para proteger bienes jurídicos de la mujer, estableciendo nuevos estándares de 
igualdad de género en los distintos ámbitos de la vida.

La colaboración de la BCN con esta iniciativa se armoniza con nuestro rol 
de acompañar y apoyar a la comunidad parlamentaria en temáticas sociales y 
culturales relevantes, de manera de acercarlas a la discusión legislativa y aportar a 
la calidad del debate parlamentario. Por tal motivo, junto con agradecer el trabajo 
realizado por nuestras investigadoras, investigadores y equipo editor, quisiera 
reafirmar nuestro compromiso de seguir aportando al proceso de construcción 
de un Congreso Nacional sensible al género, entendiéndolo además como un 
desafío permanente el constituirnos como una institución pública inclusiva para 
todas las chilenas y chilenos.
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Presentación Secretario General de la Cámara de Diputadas y Diputados
Señor Miguel Landeros Perkic

La presente publicación aborda, de manera reflexiva y prospectiva, un desafío que la Cámara de 
Diputadas y Diputados viene enfrentando desde hace varios años y respecto de cual, pese a que 
aún queda mucho camino por recorrer, se ha avanzado de forma notable: el desafío de contar con 
parlamentos que sean sensibles al género.

Desde que la primera mujer parlamentaria asumiera en el año 1951, hasta el día de hoy, en que las 
mujeres ocupan más de un tercio de los escaños de la Cámara, se ha transitado un largo camino 
de sensibilización. El signo de ese camino ha sido el compromiso irrestricto y proactivo de esta 
Cámara con la equidad y la igualdad de género.

La participación femenina en las decisiones políticas es un imperativo democrático y esta 
Cámara presenta los niveles más altos de representación femenina de toda la historia de Chile. 
De acuerdo con la CEPAL: “garantizar la plena participación de las mujeres en cargos públicos 
y de representación política y alcanzar la democracia paritaria es un objetivo de la región”1. Las 
cifras chilenas están alineadas con el promedio latinoamericano de legisladoras en cámaras bajas 
o únicas y han presentado un desarrollo incremental, observándose sus mayores aumentos en los 
últimos cuatrienios. Como ejemplo de lo anterior, se pasó de 35 escaños ocupados por mujeres, 
entre 2018 y 2022, a 54 escaños ocupados por mujeres, en el cuatrienio de 2022 a 2026.

Podemos afirmar que estos niveles de participación no sólo se presentan como un número para 
destacar, sino que tienen un correlato concreto en la implementación de medidas de diversa 
índole, de protección y promoción de la igualdad de género. 

1 Participación de las mujeres en la toma de decisiones en América Latina y el Caribe. CEPAL, 2023.
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Es así, en 2018, se creó, mediante una reforma Reglamentaria, la Comisión de Mujeres 
y Equidad de Género, constituyéndose como una instancia técnica y especializada para 
el conocimiento de proyectos de ley que tienen incidencia en temas de género.

También, desde el año 2019, esta Corporación cuenta con un Protocolo de Prevención 
y Sanción del Acoso Sexual en la Cámara de Diputados y con una Coordinación 
de Políticas de Género en la Cámara de Diputados, con el objetivo de asegurar su 
implementación y desarrollo. El Protocolo aludido concreta el compromiso de la 
Cámara de constituir un ambiente pleno de respeto a la dignidad de las personas, donde 
resulte efectiva la equidad de género, así como la igualdad de derechos y oportunidades 
para hombres y mujeres.

De la misma manera, ya desde hace más de una década, se han constituido sucesivas 
Bancadas Transversales de Mujeres, que han llevado adelante acciones concertadas de 
parlamentarias de diversos sectores políticos, con la finalidad de ampliar sus espacios 
de representación y de abrir espacios a las legislaciones sensibles al género o con 
enfoque de género.

Los avances que obtienen y los desafíos que asumen los parlamentos en materia 
de género deben ser conocidos por toda la ciudadanía. La Biblioteca del Congreso 
Nacional y la relevante acción de sus investigadores e investigadoras contribuye con 
esta publicación, así como con otras de similar índole, a esta función eminentemente 
democrática, pues la difusión de aquellas no solamente provee a la comunidad de un 
insumo técnico riguroso, sino que además su publicación permite motivar a las nuevas 
generaciones de mujeres políticas para que participen activamente en la vida pública y 
en la toma de decisiones públicas. 
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Presentación de la ex Vicepresidenta de la Cámara de Diputadas y Diputados, 
Honorable Diputada Claudia Mix Jiménez

A lo largo de nuestra historia, valiosas mujeres han logrado marcar una diferencia y romper 
con las estructuras del patriarcado, desde dentro de las instituciones más conservadoras 
del país, incluyendo a nuestro Congreso Nacional. Pero también han destacado en los 
territorios y organizaciones de base, juntas de vecinos, comités de vivienda, clubes de 
personas mayores, centro de estudiantes y sindicatos; en esos espacios, las mujeres han 
sido fundamentales, sacando adelante a sus comunidades.

Sin embargo, todo ese ímpetu, esa capacidad de liderazgo y gestión no han sido 
suficientes, porque durante décadas las mujeres han tenido que enfrentar cientos de trabas 
para acceder a espacios de incidencia política en nuestro país.

Cómo olvidar lo difícil que fue para nosotras obtener el derecho a sufragio, con requisitos 
clasistas propios de una democracia censitaria que no permitían la participación electoral 
plena de todas. Recién en 1934 se nos permitió votar y ser candidatas por primera vez, es 
así como en 1935 fueron elegidas 25 mujeres en el cargo de regidoras, entre 98 candidatas 
que se presentaron en todo Chile. 

Posteriormente, en 1949 logramos ingresar de manera definitiva a la política institucional. 
En 1951, Inés Enríquez Frodden fue elegida como la primera diputada de nuestra historia 
y en 1953 asumió la primera senadora, María de la Cruz Toledo. 

En adelante, los desafíos para aumentar nuestra representación en el Congreso Nacional 
y poner en el debate temáticas de interés para las mujeres no se detuvieron.

La Ley de Cuotas, promulgada el 2015, permitió el aumento de la representación 
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de mujeres en el Poder Legislativo, llegando a la fecha a un 35,5% en la Cámara de 
Diputadas y Diputados, y a un 24% en el Senado. La creación en el año 2018 de las 
Comisiones Permanentes de Mujer y Equidad de Género en ambas Cámaras —de la 
que fui parte en su puesta en marcha— facilitó también la apertura de la discusión y el 
incremento en la presentación de proyectos de ley con perspectiva de género, pasando de 
ocho en la década del 2000, a noventa entre los años 2010 y 2019. Consecuentemente, 
los dos últimos años (2021 y 2022) conseguimos que más del 50% de proyectos de ley 
presentados en comparación al período anterior fueran con perspectiva de género.

Cabe destacar que este estudio se enmarca en un compromiso de nuestro país adoptado 
en el marco del Foro de Mujeres Parlamentarias de la Unión Interparlamentaria (UIP), al 
alero de la Segunda Vicepresidencia de la Cámara de Diputadas y Diputados1, cargo que 
tuve el honor de ocupar entre marzo y octubre de 2022.

Así, junto a la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN), nos propusimos llevar a cabo un 
estudio que nos permitiera analizar contextos, identificar avances y visualizar los desafíos 
que tenemos en la construcción de un Poder Legislativo con ‘sensibilidad de género’ que, 
de acuerdo con la UIP2, es aquel que reconoce las necesidades diferenciadas de cada 
género y crea institucionalidad que promueve la igualdad entre estos, tanto dentro del 
parlamento como hacia toda la sociedad en su conjunto.  

Así, este es el resultado de un trabajo de meses, donde la BCN puso a disposición todo 
su profesionalismo sumado al aporte de las investigadoras e investigadores contratados 
por la Vicepresidencia para ello, a quienes también agradezco su dedicación y seriedad.

1 Cabe señalar que el nombre original de esta corporación fue modificado en el Reglamento el año 2018 a 
petición formal de esta diputada en la Comisión de Mujer y Equidad de Género. Al respecto, véase Acta de 
la Comisión de Mujeres y Equidad de Género. Sesión Constitutiva, correspondiente a la 366ª legislatura, 
celebrada el día miércoles 1 de agosto de 2018. Disponible en: http://bcn.cl/3bkla 
2 Al respecto, véase Unión Interparlamentaria (UIP) (2008). Igualdad en la Política: Un Estudio sobre 
Mujeres y Hombres en los Parlamentos. Reportes y Documentos N°54. Disponible en:  http://bcn.cl/3alyz. 
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Con profunda emoción y desde mi experiencia personal, no solo como mujer sino como 
ex dirigenta social y sindical, me gustaría decirles a las mujeres chilenas que podemos 
llegar donde nuestros sueños nos conduzcan. Que somos capaces de ocupar cualquier 
cargo para el que nos sintamos capacitadas. Que ser mujer no es un impedimento, sino 
una cualidad con la que enfrentamos los obstáculos día a día, durante toda nuestra 
existencia y, por lo tanto, debe entenderse como una fortaleza frente a la responsabilidad 
que conlleva el ejercicio del poder. 

Estamos llamadas a cambiar la realidad y poner nuestra experiencia y perspectiva de 
género al servicio de las grandes transformaciones, eso he intentado hacer desde que 
asumí el desafío de convertirme en una parlamentaria al servicio de un proyecto político, 
para representar los intereses de los sectores más postergados de la sociedad y quiénes 
sino las mujeres hemos sido parte de las mayorías más postergadas a lo largo de la historia. 

Quiero agradecer a todas y todos quienes contribuyeron en la investigación y elaboración 
de este libro, que esperamos sirva como fuente de consulta y reflexión, por ello hago un 
llamado a compartirlo en los diversos ámbitos donde las mujeres nos desenvolvemos: 
espacios de formación y capacitación, trabajo, comunicación, administración pública y 
privada, organismos no gubernamentales, fundaciones orientadas a la promoción de una 
perspectiva de género y derechos humanos, entre otros.

Sembrar el cambio de mirada respecto a la mujer y sus capacidades dará como fruto la 
sociedad moderna y justa que merecemos. Erradicar la desigualdad de género es también 
una victoria sobre la violencia históricamente ejercida sobre las mujeres, porque no 
hay violencia más brutal que anular e invisibilizar nuestro potencial, todo aquello que 
podemos llegar a ser y hacer.

Sin duda, nos queda camino por recorrer y serán las nuevas generaciones de parlamentarias 
quienes defiendan la paridad —pues llegó para quedarse— y construirán espacios libres 
de violencia de género que nos permitan alcanzar la anhelada igualdad, dentro y fuera del 
Congreso Nacional de Chile.
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Unidas lucharán por sus derechos, en Revista ‘La Mujer Nueva’ (1935-1941) | Crédito de la foto: 
Patrimonio Cultural Común, Memoria Chilena de la Biblioteca Nacional de Chile.
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La emancipación femenina ha sido entendida como el proceso 
social mediante el cual las mujeres han buscado y -con el 
paso de los años- conseguido acercarse a la igualdad con los 
hombres en las distintas esferas de la vida, tanto las relativas 
a la intimidad como las relaciones establecidas en el espacio 
público. La primera corresponde propiamente tal al hogar y, por 
tanto, a la ‘labor reproductiva’ (Duffy 2007), donde la mujer 
adquiere un triple rol de esposa, madre y dueña de casa, el cual 
se sustenta a su vez por vínculos desiguales de sometimiento a la 
jerarquía masculina. La esfera pública, por su parte, comprende 
una serie de ámbitos como lo son la economía –y, desde luego, 
el ‘mercado de trabajo’–, la política, la educación, entre otros; 
espacios sociales que, en su mayoría, han sido vedados a la 
participación femenina en los más de 500 años de historia 
latinoamericana.

Esta triada entre esposa, madre y dueña de casa, junto con sus 
funciones correspondientes de servir al marido, labores de 
cuidado y crianza, y de organización del hogar, se consolida y 
transmite desde la época colonial (cf. Montecino 1993) sin mayor 
obstáculo hasta fines del primer siglo independiente en Chile, es 
decir, hasta la aparición avasalladora de la ‘cuestión social’ (cf. 

Grez 1995). Si bien, como concepto, la cuestión social surge 
con anterioridad en Europa, debido a que congrega una serie 
de consecuencias derivas del proceso de industrialización1, en 
Chile aparece aproximadamente en la década de 1880 cuando 
se afianzan las actividades productivas primario-exportadoras, 
principalmente mineras, y se dinamiza la economía urbana, 
empujada a su vez por la migración del campo a la ciudad de 
la familia campesina2. Pero esta transformación de los peones e 
inquilinos de los fundos en asalariados urbanos no dejó ajenas a 
las mujeres, hasta ese momento relegadas casi por completo al 
espacio de la intimidad3. Finalmente ellas, de forma paulatina, 
también comienzan a ingresar al mundo laboral.

Pero, a diferencia de los hombres, las mujeres padecen una 
‘doble complicación’4 -parafraseando a Hannah Arendt (2005: 
88)-, es decir, por una parte, son explotadas en el mercado de 
trabajo, en un contexto de una inexistente protección social; 
mientras que, por otra parte, son oprimidas en el hogar. En otras 
palabras, las mujeres que salen de la casa, entre fines del siglo 
XIX y principios del siglo XX en Chile -y por qué no decirlo: 
muchas hasta nuestros propios días-, comienzan a luchar contra 
la explotación laboral, solidarizando con los obreros, empero 

INTRODUCCIÓN: EL INGRESO DE LA MUJER CHILENA A LA VIDA PÚBLICA Y A LA POLÍTICA 
INSTITUCIONAL
Luis Castro
Mario Poblete
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ese mismo obrero se convierte en un sujeto opresor de otras 
mujeres en la intimidad. 

Así es como el ingreso femenino al mundo laboral viene ligado 
fuertemente a este ethos patriarcal que se construye en la 
Colonia. En consecuencia, si el patriarcado reina en el hogar, 
en el mercado de trabajo sus ocupaciones son principalmente en 
talleres de costura, textiles y cocinerías, es decir, trabajos que las 
mantienen ancladas a sus funciones hogareñas, donde también 
cosen, bordan y cocinan para el esposo y los hijos (Catrileo 
& Carrión, eds. 2018). En cierto modo, se puede sostener que 
sus trabajos se convierten en una extensión del hogar. Incluso, 
aquellas que ingresan a profesiones de mayor prestigio, como 
son las preceptoras, lo que se observa es que son concebidas 
preferentemente como educadoras para las primeras letras, toda 
vez que se cree están mejor dotadas que los hombres para ello, 
gracias a su ‘cercanía natural’ con la crianza5.

Sin embargo, a comienzos del siglo XX -y aparejado a esta 
inserción laboral de la mujer ligada al hogar- surgen otras 
acciones que las llevan a participar de manera más plena en el 
espacio público y, por lo tanto, en la política. Este rol lo cumplen 
una serie de periódicos feministas de la época, los cuales la 
historiografía tradicional ha ignorado6. No obstante este olvido, 
surgieron efectivamente mujeres pioneras como Carmela Jeria, 
Esther Valdés y Eloísa Zurita, quienes dan vida a estas voces 
que levantan una serie de problemáticas habituales de la mujer 
en su ingreso al mercado de trabajo en los albores del siglo XX, 
entre las cuales está, desde luego, la denuncia respecto cómo la 
explotación laboral es potenciada por la opresión que padecen 
en el hogar. Uno entre muchos ejemplos de esta denuncia es 
lo que escribía Carmela Jeria, en la edición número 29 del 
periódico ‘La Alborada’, del 27 de enero de 1907: “(…) el 
propagandista incansable del adelanto de la mujer se hace sordo 
a los ruegos de su esposa y solo, por única respuesta, obtiene 

frases amargas e hirientes que le recuerda su mísera condición 
de esclava” (Catrileo & Carrión, eds. 2018: 125).

Ahora bien, el hecho de plantear este tipo de críticas por la 
igualdad de género, de manera pública y a través de un periódico, 
refleja aquella voluntad de disputa por reconocimiento7 a través 
de la escritura, lo que es, en sí misma, una acción política 
concreta. Los periódicos feministas, en consecuencia, se 
convirtieron en aquel espacio político real para la circulación de 
las ideas8 que denunciaban la desigualdad de género de la época 
y que, desde luego, construyen la solidaridad femenina. Es más, 
desde estos espacios también se intentó impactar explícitamente 
en las acciones del Estado, como fue, por ejemplo, en 1908 al 
demandar el concurso de la autoridad para que tome acciones 
contra el alcoholismo (Catrileo & Carrión, eds. 2008: 193). 
Pero, para que estas y otras demandas tuvieran eco, debían las 
mujeres ingresar a la institucionalidad9.

Sin embargo, desde esta irrupción femenina en la política, hasta 
el ingreso específico de la mujer en la política institucional, 
transcurrieron algunas décadas. En efecto, y aunque 
profundamente censitario, un primer avance lo representa el 
Decreto con Fuerza de Ley N° 320 de 1931, en el que mujeres 
mayores de 25 años adquieren el derecho a participar en 
elecciones municipales. Pero no cualquier mujer, sino aquellas 
“(…) propietarias de un bien raíz y las que figuren en el 
respectivo Rol de Patentes Municipales por pago de impuestos 
correspondientes no inferior a $60 anuales” (Cámara 2019: 
9). Contemporáneo a este hecho, organizaciones femeninas 
comienzan a florecer y presionar por la emancipación de la 
mujer, como son el ‘Comité Pro Derechos Civiles de la Mujer’ 
de 1933 fundado por Felisa Vergara o el ‘Movimiento Pro 
Emancipación de la Mujer chilena’ de 1935 creado por Elena 
Caffarena (Cámara 2019: 9).  
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Con posterioridad al Decreto mencionado más arriba, se publica 
la Ley N° 5.357 de 1934, la cual permitió votar a mujeres 
mayores de 21 años que supieran leer y escribir. Pero además 
las autorizaba a ser candidatas (Cámara 2019: 10). Así, en 
1935, fueron elegidas como regidoras 25 mujeres, de entre 98 
candidatas que se presentaron en todo el país.

Pero no es sino después de más de una década, con la Ley 
N° 9.292 de 1949, que se produce el ingreso definitivo de la 
mujer a la política institucional, en el seno mismo del Congreso 
Nacional de Chile, cuestión que nos convoca en este libro. 
Así, en 1951, asume Inés Enríquez Frödden como la primera 
diputada de la historia de Chile; mientras que, en 1953, María de 
la Cruz Toledo funge como la primera senadora de la República 
(Cámara 2019: 15). 

No obstante, este ingreso a la política institucional representa 
solo un punto de partida en el camino hacia la inclusión de 
la mujer en el Congreso Nacional. En efecto, a estos hechos 
inéditos le siguen una serie de avances institucionales10 que se 
encaminan hacia la igualdad de género en el Poder Legislativo. 
Con el pasar de los años, el concepto acuñado que ha congregado 
una serie de acciones en esta línea es el de ‘parlamento sensible 
al género’. De acuerdo a la Unión Interparlamentaria (2008), 
un parlamento con esta característica es aquel que reconoce las 
necesidades diferentes de cada género, creando estructuras y 
procesos que promuevan la igualdad entre estos, tanto en sede 
legislativa como en la sociedad en su conjunto. En este sentido, 
se requiere que la ‘perspectiva de género’11 sea incorporada en 
todas las funciones parlamentarias, esto es desde la creación 
de leyes hasta sus acciones de representación política; y desde 
luego en el funcionamiento interno mismo de este poder del 
Estado.

Considerando el concepto matriz de parlamento sensible al 
género, este libro se propone describir los avances y desafíos del 
Congreso Nacional de Chile en su camino hacia erigirse como 
un Poder Legislativo con sensibilidad de género. Para ello, el 
libro se ha estructurado en dos partes, cada una de las cuales 
consta de tres capítulos.

En el Capítulo 1 de la Parte I, y con el objetivo de contextualizar 
grosso modo la situación en América Latina, las autoras aportan 
ejemplos sobre cómo los parlamentos latinoamericanos han 
desarrollado y transverzalizado la perspectiva de género. 
Además, realizan un balance con los desafíos que aún faltan por 
enfrentar. Luego, en el Capítulo 2, se analizan en profundidad 
dos casos: los poderes legislativos de Costa Rica y México. 
Dado los evidentes avances de ambos países en el contexto 
latinoamericano, las autoras analizan cada uno bajo cuatro 
dimensiones que son: participación de las mujeres en los 
parlamentos y en distintos puestos de liderazgos dentro de la 
estructura legislativa; creación de orgánica legislativa con 
enfoque de género; transverzalización de la perspectiva de 
género a través de la elaboración de normas y procedimientos 
que institucionalicen la consideración de este factor al interior 
del parlamento; y medidas de aseguramiento para la creación de 
leyes con enfoque de género que impacten a la sociedad en su 
conjunto. Finalmente, el Capítulo 3 de la Parte I comienza con un 
breve recuento de los progresos del caso chileno en la materia, 
desde la década de 1930 hasta el año 2012, cuando en Chile se 
realiza el ‘Taller Nacional y Debate Regional sobre Parlamentos 
Sensibles al Género’. Esto hito representa, sin duda, un punto de 
inflexión que permite definir un antes y un después en cuanto al 
desarrollo de la perspectiva de género en el Congreso Nacional. 
Así, el grueso del Capítulo 3 evalúa la situación chilena de la 



21

última década bajo las mismas cuatro dimensiones utilizadas en 
el Capítulo 2, lo cual contribuye a facilitar la comparación del 
caso chileno con sus pares costarricense y mexicano.

En la Parte II, el libro se centra exclusivamente en el caso del 
Congreso Nacional de Chile y, en particular, en la producción de 
leyes con perspectiva de género. De esta forma, en el Capítulo 4 
y luego de una revisión de las fuentes normativas internacionales 
y las herramientas institucionales para transversalizar la 
perspectiva de género, la autora se embarca en una descripción 
detallada del marco institucional-normativo chileno y de la 
actividad legislativa con perspectiva de género –tanto leyes 
como proyectos de ley–, además aporta un análisis de contenido 
de 17 leyes que consideraron, en su tramitación, una serie de 
argumentos representativos del principio de igualdad de género.  

Por otro lado, los siguientes dos capítulos de la Parte II estudian 
el desarrollo legislativo en Chile de dos temas en específico: 
la violencia contra la mujer y la participación de la mujer en 
el mercado de trabajo. Así, el Capítulo 5 indaga en aquellas 
formas más extremas de violencia, dando cuenta de su devenir 
legislativo, es decir, interrogándose sobre los avances y desafíos 
existentes a la luz de los instrumentos internacionales. El 
Capítulo 6, asimismo, presenta un balance sobre cómo las leyes 
laborales nacionales han considerado el ingreso de la mujer 
al mercado de trabajo, teniendo en cuenta, también, cómo la 
normativa ha venido incorporando la participación de hombres 
en las actividades reproductivo-domésticas. Finalmente, en 
la Conclusión de este libro, se aportan una serie de premisas 
respecto a los avances y desafíos del Congreso Nacional en 
cuanto parlamento sensible al género, las cuales se desprenden 
de cada uno de los capítulos de este libro.

Cabe también agregar que este libro no aborda una serie de 
cuestiones hoy en boga respecto de la igualdad de género, o 
bien las señala muy tangencialmente. Dentro de estos temas 
legislativos están, por ejemplo: las disidencias de género; la 
igualdad de género en otros espacios sociales no abordados acá, 
como puede ser el acceso a la salud con perspectiva de género o 
la inclusión educativa por razones de género; asimismo, resulta 
relevante considerar el tratamiento legislativo de la igualdad de 
género en ciertos grupos específicos de población, como puede 
ser el caso de las etnias originarias o la población migrante, 
entre muchos otros temas. Todo lo anterior, pues, se convierte 
en un aliciente para el desarrollo de una agenda de investigación 
más robusta sobre la incorporación de la perspectiva de género 
en la legislación nacional.
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Notas

1 Básicamente, el concepto de ‘cuestión social’ hace referencia a las 
consecuencias de la industrialización, tanto a nivel social, como laboral, 
ideológico, etc., esto es, principalmente: el problema de la pobreza urbana, 
el surgimiento del trabajo asalariado a gran escala, la deficiencia de la 
vivienda obrera, los problemas en torno a la atención médica y la salubridad 
urbana, la aparición con fuerza de la organización obrera o de clase baja y 
popular, la proliferación de huelgas y manifestaciones públicas, la violencia 
de las fuerzas de orden hacia los trabajadores, entre otros aspectos. Al 
respecto, véase Grez (1995).

2 En relación al declive del modelo hacendal en América Latina, debido a la 
migración campo-ciudad, y su consecuente proceso de urbanización, véase 
Butterworth y Chance (1981). Ahora bien, para un análisis sociológico de 
este declive, véase Cousiño y Valenzuela (1994); mientras que para uno 
económico, véase Kay (1982). 

3 Resulta importante destacar que la mujer, a pesar de este anclaje 
permanente en el espacio de la intimidad, tuvo algunos roles públicos que 
el canon historiográfico ha velado. Uno de ellos tiene que ver con su rol 
en los espacios de diversión, desde fines del siglo XIX. Si bien algunos de 
aquellos roles estuvieron vinculados a su propia ‘objetualización’, ya sea 
en las boites, cabarets y ‘casas de tolerancia’, también desempeñó otros 
importantes en el mercado de trabajo, por ejemplo, como administradora 
de las ‘casas de canto’. Estos eran establecimientos comerciales informales 
atendidos por familias de músicos populares, generalmente ubicados 
en sectores periféricos de las ciudades. Allí también las mujeres eran 
instrumentistas y cantantes, apareciendo por lo general como dúos 
musicales de hermanas. También es importante destacar que, debido a la 
mayor cantidad de mujeres respecto de hombres que se formaron en el 
Conservatorio Nacional de Música, entre principios del siglo XIX y fines del 
siglo XX, hubo una mayor disponibilidad de intérpretes mujeres para nutrir 
a las orquestas de los espacios de diversión de la época, llegando incluso a 
ejecutar instrumentos considerados ‘masculinos’, como el contrabajo. Para 
profundizar más en estos temas, véase González y Rolle (2005).

4 Hemos preferido el concepto de ‘doble complicación’ ya que, en términos 
analíticos, no se trataría ni de una doble opresión ni de una doble 
explotación, sino que, mirada la situación desde el mercado de trabajo, esto 

consistiría en una explotación (cf. Marx 2021) potenciada por una anterior 
y persistente opresión (cf. Hegel 1971), la cual se genera en la esfera de la 
intimidad, pero permeando el mundo laboral.

5 De acuerdo a Núñez y Gajardo (2012), se evidencia que comenzaron 
a aumentar fuertemente las escuelas normales para preceptoras, en 
comparación a las escuelas normales de varones. Esta salida al mundo 
laboral de ciertas mujeres de la época, nos permite aventurar el argumento 
de que la mujer era considerada la más adecuada para proveer la educación 
primaria, toda vez que, de esa manera, se aprovechaba de mejor forma su 
‘predisposición natural’ hacia la crianza de la primera infancia. 

6 Catrileo y Carrión (2018) realizan el rescate historiográfico de dos 
periódicos feministas de la época como son ‘La Alborada’ y ‘La Palanca’, la 
primera con circulación entre 1905 a 1907 en Valparaíso y la segunda en 
1908 en Santiago.

7 Esto correspondería a un tercer nivel de reconocimiento o ‘reconocimiento 
posconvencional’. Los dos anteriores serían el reconocimiento 
preinstitucional de la ‘eticidad natural’ –el ‘mundo de la vida’ para la 
fenomenología– y el propiamente convencional de los derechos civiles y 
políticos –lo que correspondería al contrato social en el contexto de un 
Estado moderno. Al respecto, profundícese en Honneth (1997) y de la 
Maza (2010). No obstante, resulta también evidente que las mujeres de la 
época comenzaron su lucha por el reconocimiento de sus derechos civiles y 
políticos que, en diversas ocasiones, eran exclusivos de los hombres.

8 Es importante destacar que esto estuvo condicionado a los niveles de 
alfabetismo de la época. No se debe olvidar que la educación femenina 
como preocupación estatal –y no solo como iniciativa de la clase 
acomodada para educar a sus hijas– surge recién a fines del siglo XIX con 
la creación de liceos femeninos que vienen a complementar a las escuelas 
primarias. Para profundizar en este tema, véase Vicuña (2012). No obstante 
ello, los mensajes contenidos en los periódicos podían ser transmitidos 
verbalmente desde quienes sabían leer hacia aquellas que no.

9 Si bien es correcto señalar que la ‘triada esposa-madre-dueña de casa’ se 
arraiga en plena Colonia, la cual tiene un fundamento tradicional-religioso 
y, además, dicha época corresponde a un período con una predominancia 
de catolicismo en las diversas esferas de la vida, paradójicamente la 
investigación de Valenzuela (1995) sostiene que el catolicismo de principios 
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del siglo XX no fue un obstaculizador del ingreso de las mujeres a la vida 
pública. Por el contrario, la autora asevera que “(…) existe un rico historial 
de participación de las mujeres católicas en actividades de beneficencia y 
en la vida pública, lo cual llevó a la aparición de una modalidad católica de 
feminismo que propiciaba el sufragio de las mujeres a la vez que procuraba 
contribuir a la difusión de las enseñanzas de la Iglesia en todas las facetas de 
la vida social” (Valenzuela 1995: 196). La tesis de la autora, entonces, tiene 
que ver con que el activismo femenino estuvo capturado –al menos en parte– 
por los sectores conservadores. En ese contexto, siguiendo el argumento de 
la autora, los grupos anticlericales se convirtieron en oponentes del ingreso 
de la mujer a la vida pública, debido a las consecuencias electorales que ello 
podría llegar a tener.

10 Al respecto véase Capítulo 3 de este libro.

11 Para una definición de ‘perspectiva de género’, véase el Glosario de este 
libro.
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PARTE I: LA CONSTRUCCIÓN DE LOS 
PARLAMENTOS SENSIBLES AL GÉNERO EN AMÉRICA LATINA
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CAPÍTULO 1. PANORAMA EN AMÉRICA LATINA DE LOS PARLAMENTOS SENSIBLES AL GÉNERO 
María Pilar Lampert Grassi
Marcela Cáceres Lara

En general, las mujeres han sido históricamente marginadas 
de las estructuras del Estado, por lo que sus experiencias, 
opiniones e intereses no han sido plenamente representados 
(UIP 2008). No obstante ello, desde la celebración de la primera 
‘Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre Mujeres’ 
en la Ciudad de México en 1975, la comunidad internacional 
puso gran atención en la representación de las mujeres y en su 
impacto en la toma de decisiones en la política (ONU 1995). Este 
interés se afianza en la ‘Conferencia Mundial para el Examen y 
la Evaluación de los Logros del Decenio de las Naciones Unidas 
para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz’, celebrada en 1985 en 
Nairobi, donde los gobiernos y parlamentos se comprometieron 
a promover la igualdad de género en todas las esferas de la vida 
política (ONU s/fa). 

La consolidación de estas iniciativas se llevó a cabo con 
diversos instrumentos internacionales suscritos por los estados 
latinoamericanos y caribeños, 

(…) incluyendo la ‘Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer’ (1981) 
y compromisos como la ‘Declaración y 
Plataforma de Acción de Beijing’ de 1995 que 
apelan a los gobiernos a adoptar medidas 
de acción afirmativa para garantizar un 
equilibrio en la representación de hombres 
y mujeres en cargos públicos (Resolución 
AO/2013/12 sobre la Participación Política de 

las Mujeres).

Esta mayor atención era sin duda necesaria, ya que en 1975 
las mujeres representaban el 10,9% de los parlamentarios de 
todo el mundo. Diez años más tarde, ese porcentaje solo había 
aumentado un punto, alcanzando el 11,9% (ONU s/fa).

En este contexto, el presente capitulo busca dar cuenta de dichos 
avances, pero también de los principales desafíos y barreras 
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que las mujeres han enfrentado en su ingreso a los parlamentos 
latinoamericanos. De esta forma, en la primera sección, se 
describen los principales cambios en la legislación de cada país, 
junto con las políticas y estrategias que se han desarrollado a nivel 
internacional, para promover la participación equilibrada de 
hombres y mujeres en los poderes legislativos latinoamericanos. 
A la par, se presentan algunos hallazgos de diversos estudios 
que muestran cómo se ha ido desarrollando dicha participación, 
destacando sus fortalezas y debilidades. En la segunda sección, 
se abordan las buenas prácticas con perspectiva de género que 
ha reconocido la Unión Interparlamentaria. Junto con ello, en 
esta sección se van proporcionando ejemplos de los avances 
alcanzados por los países de la región en esta materia. En la 
tercera sección se presentan los ámbitos, propuestos por la Unión 
Interparlamentaria, sobre los cuales aún es necesario continuar 
avanzando hacia la sensibilidad de género. Finalmente, en 
la cuarta sección y a modo de conclusión, se presentan 
brevemente los avances logrados en la última década, además 
de los desafíos que aún quedan por enfrentar en los parlamentos 
latinoamericanos.

Para llevar a cabo el análisis se han utilizado principalmente 
los documentos e investigaciones realizadas por la Unión 
Interparlamentaria —en adelante UIP—, el Instituto 
Internacional para la Democracia y Asistencia Electoral  —en 
adelante IDEA Internacional—, Naciones Unidas —en adelante 
ONU y posteriormente también ONU Mujeres—, Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico —en adelante 
OCDE— y el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo —en adelante PNUD— para América Latina y 
El Caribe. Se suman también datos entregados por el Banco 
Mundial, así como también páginas Web oficiales y legislación 
vigente de los países señalados.

1. Participación política de la mujer: 			 
un ejercicio democrático

La UIP1, organismo que se ha dedicado a la investigación y la 
recopilación de datos sobre las mujeres en los parlamentos, ha 
respaldado la participación plena de las mujeres en la política. 
Aunque formulado en numerosas ocasiones, el compromiso de 
la UIP se reflejó posiblemente mejor en su declaración de 1992:

El concepto de democracia sólo tendrá un 
significado verdadero y dinámico cuando 
las políticas y la legislación nacional sean 
decididas conjuntamente por hombres y 
mujeres y presten una atención equitativa a 
los intereses y las aptitudes de las dos mitades 
de la población (ONU s/fa).

En la década de los noventa, distintos países, apoyados en 
acuerdos internacionales, comenzaron a aprobar leyes de cuotas 
y financiamiento de campañas femeninas, lo que facilitaría el 
ingreso de las mujeres a los parlamentos. Dentro de las primeras 
normativas en la región se encuentran:

•	 Costa Rica con la Ley N° 7.142 de Promoción de la Igualdad 
Social de la Mujer, aprobada en 1990, la que establece un 
punto de partida mínimo para la participación efectiva de 
las mujeres en las elecciones. En ella se mandata a los 
partidos políticos a incluir, en sus estatutos, mecanismos 
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eficaces para promover y asegurar la participación efectiva 
de la mujer en los procesos eleccionarios internos, en 
los órganos directores del partido y en las papeletas 
electorales. 

•	 Argentina con la Ley Nacional de Cupo N° 24.012 de 1991, 
la que modifica el Art. 60 del Código Nacional Electoral, 
obligó a que las listas que se presentaran tuvieran un 
mínimo de 30% de mujeres de los cargos a elegir y en 
proporciones con posibilidades de resultar electas. 

Posteriormente, entre el año 1996 y 1997, tres países 
establecieron leyes que buscaban aumentar la participación 
política de la mujer:

•	 México reformó su Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales en el año 1996, estableciendo 
que los partidos políticos nacionales considerarán en sus 
estatutos, que las candidaturas  a diputados y senadores no 
excedan del 70% para un mismo género, además de que 
deberán promover la mayor participación política de las 
mujeres.

•	 Perú, por su parte, implementó su primera legislación de 
cuotas en el año 1997, la que fijaba en la Ley de Elecciones 
Municipales N° 26.864, artículo 10, inciso 3, un  mínimo 
de 25% de representación de mujeres en las elecciones 
parlamentarias y municipales.

•	 Bolivia, también en el año 1997, aprobó una reforma 

electoral donde se obliga a que, de los candidatos a 
diputados plurinominales, por cada departamento, se 
incorpore un mínimo de 30% de mujeres, distribuidas 
de modo que de cada tres candidatos al menos una sea 
mujer. Mientras que de candidatos a diputados por 
circunscripciones uninominales se procure la participación 
efectiva de la mujer (Ley N°1.779: art.5).

En este periodo, en septiembre de 1997, se suma la aprobación 
de la Declaración Universal sobre la Democracia (UIP 1997), 
donde los Parlamentos Miembros de la UIP articulan el principio 
de que la democracia presupone una auténtica asociación entre 
hombres y mujeres, que reconoce las diferencias y se enriquece 
con ellas (ONU s/fa). En el entendido de que cuando las mujeres 
se involucran en todos los aspectos de la vida política, las 
sociedades son más equitativas y la democracia se ve fortalecida 
y mejorada (UIP 2008).

Sin embargo y a pesar de los avances logrados en materia 
de cuotas y financiamiento de campañas, para finales de la 
década del 90  la participación de las mujeres en la adopción 
de decisiones fundamentales, como partícipes plenas y en 
condiciones de igualdad, no había logrado consolidarse. Esto 
se debió, a menudo, al resultado de leyes, prácticas, actitudes 
y estereotipos de género discriminatorios (ONU Mujeres s/
fa). Para el año 20002, la participación de la mujer en los 
parlamentos nacionales a nivel mundial solo alcanzaba un 14% 
mientras en Latinoamérica y el Caribe era de un 15% (Banco 
Mundial 2021a, 2021b). 

En este contexto, la ONU (2010) incluyó, dentro de los objetivos 
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de desarrollo del milenio, el Objetivo 3, para promover la 
igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer, en la 
consideración de que la igualdad de género y la ciudadanía 
paritaria eran fundamentales para garantizar el ejercicio pleno 
de los derechos humanos. Organizaciones internacionales 
como la Unión Europea, Organización para la Seguridad y 
la Cooperación en Europa, UIP, IDEA Internacional, ONU y 
ONU Mujeres, que habían promovido la adopción de leyes 
y de reformas constitucionales para la aplicación de cuotas, 
apoyaron el desarrollo de políticas y estrategias para promover 
la participación equilibrada de hombres y mujeres en la política, 
punto de partida para la movilización de los obstáculos sociales 
y económicos existentes, así como también las estructuras 
políticas que habían coartado la participación política de la 
mujer (IDEA Internacional 2003). 

Con la  llegada del nuevo siglo, la participación de mujeres en 
los parlamentos comenzó a ascender, dando cuenta tanto de las 
barreras como de las oportunidades que se iban generando con 
el ingreso de las mujeres en la política.  En este contexto, la 
UIP lleva a cabo la encuesta global a 180 parlamentarias entre 
1999 y 2000 sobre sus experiencias trabajando en parlamentos 
dominados por hombres, la que da origen al libro ‘UIP Política: 
Experiencia de las Mujeres’. El estudio da cuenta de la existencia 
de un vínculo fundamental entre la democracia y la participación 
de mujeres, así como la necesidad del trabajo conjunto entre 
hombres y mujeres para el manejo de los asuntos públicos. 
Sin embargo, también hace presente que las parlamentarias 
siguen enfrentando dificultades en su trabajo, tal vez ninguna 
tan grande como cambiar las estructuras políticas que fueron 
desarrolladas por hombres y que siguen siendo dominadas por 
ellos (UIP 2008).

Luego, un segundo estudio realizado por la UIP entre los años 

2006 y 2008, titulado ‘Igualdad en Política: Un Estudio Sobre 
Mujeres y Hombres en los Parlamentos’, recabó tanto las 
perspectivas de mujeres como de hombres en el parlamento 
con respecto a la toma de decisiones. El estudio concluye que, 
aunque no se trataba de un grupo homogéneo, las parlamentarias 
compartían ciertos intereses e inquietudes generales, donde se 
tienden a enfatizar aquellos problemas sociales que es necesario 
abordar con perspectiva de género. De hecho, las mujeres en 
los parlamentos, en todas las regiones del mundo, se habían ido 
posicionando en primera fila para combatir la violencia en base 
al género, que en muchas sociedades es endémica. También, 
comienzan a jugar un papel decisivo en asegurar temas como 
los permisos por maternidad, el cuidado infantil, las pensiones, 
las leyes de igualdad de género y las reformas electorales que 
mejoran el acceso de las mujeres al parlamento; todas ellas 
prioridades políticas que sus congéneres masculinos sienten 
muy distintas a las suyas (UIP 2008). 

En este contrato social que manifiestan nuevas prioridades, 
los parlamentos comenzaron a jugar un papel fundamental 
para asegurar que la legislación sancionara la violencia contra 
las mujeres, a la vez que no discriminara a las mujeres y 
promovieran la igualdad de género. En efecto, esto se pudo 
apreciar, por ejemplo, en los siguientes casos:

•	 La Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres de 2007 establece en Perú un marco regulatorio 
nacional, regional y local, especificando la función del 
Estado al respecto. En particular, el artículo 6 brinda 
pautas e insta al Congreso a aprobar leyes que garanticen 
el derecho a la igualdad entre mujeres y hombres en 
cualquier nivel, en apego a los tratados internacionales 
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sobre igualdad de género, la inclusión social y la 
igualdad de oportunidades, junto con dar seguimiento 
a la aplicación de normas y políticas que garanticen la 
igualdad de oportunidades y de género.

•	 En Venezuela, a la Ley de Igualdad de Oportunidades para 
la Mujer, aprobada en 1999, que buscaba garantizar a la 
mujer el pleno ejercicio de sus derechos, el desarrollo de 
su personalidad, aptitudes y capacidades, se une, en el año 
2007, la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, destacando que el Estado 
debe garantizar y promover las condiciones para prevenir, 
atender, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres en cualquiera de sus manifestaciones y ámbitos, 
impulsando cambios en los patrones socioculturales que 
sostienen la desigualdad sobre las mujeres. 

•	 Argentina aprueba el año 2009 la Ley Nº 26.485 de 
Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra las Mujeres en los ámbitos en que 
desarrollen sus relaciones interpersonales, garantizando la 
eliminación de la discriminación entre mujeres y hombres 
en todos los órdenes de la vida. 

Si bien las mujeres estaban ingresando a la política y estaban 
generando cambios, para el 2006, ya había un consenso por 
expertos de la ONU y de la UIP, relativo a que un umbral de un 
30% de representación de mujeres en instituciones de decisión 
política era lo recomendable para alcanzar una masa crítica. 
Esto permitiría que ellas pudieran ejercer influencia sobre los 
resultados de las decisiones (OCDE 2014). En ese momento, la 
participación de las mujeres a nivel mundial en los parlamentos 

nacionales alcanzaba a un 17% y a nivel de Latinoamérica y el 
Caribe un 20% (Banco Mundial 2021a, 2021b).

En este orden, el estudio  de la UIP antes mencionado consigna que 
para el año 2008 las mujeres en los parlamentos se encontraban 
principalmente concentradas en comités que tratan problemas 
sociales, de educación, salud y asuntos familiares, pero que 
en la medida que las mujeres empezaban a aumentar, muchas 
también se estaban involucrando en áreas que tradicionalmente 
se pensaba eran del dominio masculino, como la política fiscal, 
la política exterior, seguridad y defensa nacional, lo que en 
síntesis se traduce que podrían brindar una mayor contribución 
en la determinación de las prioridades financieras y las agendas 
nacionales (UIP 2008).

Sin embargo, este estudio también confirmaba el hecho de que 
la igualdad de género en los parlamentos seguía siendo un ideal,  
ya que si bien se había avanzado mucho, esto no se reflejaba en 
estrategias sistemáticas para la integración de la perspectiva de 
género. En particular, se hace evidente que si bien es importante 
que las mujeres ingresen en mayor número a los parlamentos, 
también se hace fundamental que puedan formar parte de las 
estructuras de poder, como son comités ejecutivos de los 
partidos y los comités parlamentarios; así como también que las 
mujeres se organicen en grupos parlamentarios de mujeres a la 
vez que se crean o fortalecen los comités de igualdad de género, 
para así aumentar su incidencia en la agenda pública y cambiar 
la dinámica de género (UIP 2008).
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2. Desarrollo del enfoque de género y su transversalización

Con los resultados del estudio del año 2008, la UIP dio inicio 
a un proyecto de colaboración para estudiar en qué medida 
los parlamentos de todo el mundo incorporaban las cuestiones 
de género, trabajando en colaboración con la Iniciativa de 
Desarrollo Parlamentario en la Región Árabe del PNUD e 
IDEA International en América Latina. El objetivo del proyecto 
‘Parlamentos Sensibles al Género’ fue reunir información 
de base sobre la mejor forma en que los parlamentos pueden 
convertirse en instituciones sensibilizadas respecto de las 
cuestiones de género, para luego ofrecer herramientas para 
incorporar efectivamente el género en sus tareas. Como 
resultado de este estudio se define que un parlamento sensible al 
género es aquel que:

Promueve la igualdad de género y se 
propone lograrla en toda la sociedad. Para 
ello, incorpora la perspectiva de género 
en los procesos y resultados de sus tareas. 
Los parlamentarios pueden asumir la 
responsabilidad de incorporar dicha 
perspectiva en sus actividades diarias: la 
elaboración de legislación, las tareas de control 
y la función de representación (UIP 2011).

En este marco, el principio de igualdad de género se entiende 
que tanto hombres como mujeres tienen los mismos derechos 
a participar en sus estructuras y procesos, sin discriminación 
ni recriminaciones. A la vez, la perspectiva de género permite 

evaluar las implicaciones que tiene, para diferentes grupos 
de hombres y mujeres, cualquier acción que se planifique, 
incluyendo las de tipo legislativo, las políticas o los programas 
en todas las áreas y en todos los niveles (UIP 2011).

2.1. Revisión de buenas prácticas para avanzar hacia un 
parlamento con sensibilidad de género

Al  explorar las diversas áreas en las que los parlamentos del 
mundo han ido avanzando hacia una sensibilidad de género, 
le permitió a la UIP identificar aquellas buenas prácticas, 
tales como: marcos legales, institucionalidad, infraestructura, 
protocolos y programas. Estas  han permitido que, en cada país, 
se vaya avanzando hacia el desarrollo de la perspectiva de género, 
su transversalización y la creación de una institucionalidad 
necesaria para el desarrollo normativo con dicha perspectiva, lo 
que permitirá proyectar la igualdad de género a toda la sociedad 
(UIP 2011). 

Si bien en este proceso de avance hacia la igualdad de género 
se comparten principios, el desarrollo es único para cada país. 
Así y todo, la UIP resalta una serie de buenas prácticas que 
se relevan a continuación, ejemplificada en recuadros con la 
situación específica de cada país estudiado.

2.1.1. Asegurar la participación de las mujeres en los 
parlamentos 

Para el año 2011, en términos generales, la participación 
de mujeres había llegado a ser un 20% a nivel mundial. Sin 
embargo, solo en 37 países —26 parlamentos unicamerales 
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o cámaras bajas y 18 cámaras altas— se había alcanzado el 
umbral del 30%, reconocida como el indicador de masa crítica 
para promover el cambio en un parlamento, mientras que 9 
países no tenían ninguna mujer parlamentaria (UIP 2011).

Recuadro N°1. Participación de las mujeres en los 
parlamentos: Argentina, Costa Rica y Cuba

Las mujeres en las Américas y el Caribe también habían 
luchado para garantizar sus lugares en los parlamentos, 
y sus esfuerzos fueron recompensados. Esta región 
ocupaba el segundo lugar en el mundo —después de 
los países nórdicos: 42,1%— con una media de mujeres 
parlamentarias de más del 23% (Banco Mundial 2021a, 
2021b), destacando  Argentina, Costa Rica y Cuba, donde 
las mujeres representaban más del 35% de sus legislaturas 
nacionales (UIP 2011).

2.1.2 Lograr el cambio mediante el liderazgo y el trabajo de las 
comisiones

Los más de 30 años de estudios que tiene la UIP en la materia le 
permiten afirmar que no solo basta que las mujeres ingresen al 
parlamento en un número que permita generar una masa crítica, 
sino que, una vez allí, se requiere que las mujeres desempeñen 
puestos de poder o autoridad, como son las presidencias o 
vicepresidencias de las cámaras o asamblea. Una segunda vía 
para que las mujeres actúen por la igualdad de género es su 
participación en el trabajo de las comisiones. Muchas veces se 
ha descrito a las comisiones como la ‘columna vertebral’ de un 
parlamento, toda vez que constituyen un enlace crucial entre los 
ciudadanos y sus representantes (UIP 2011).

Los datos dan cuenta de que, en agosto de 2011, a nivel mundial 
poco más del 14% de todos los puestos parlamentarios de 
presidencia y aproximadamente el 22% de los puestos de 
vicepresidencia era ocupado por mujeres. Por otra parte, para el 
mismo año, las mujeres representaban aproximadamente el 21% 
de las presidencias de comisiones (UIP 2011). 

Recuadro N°2. Puestos de presidencia y vicepresidencia 
de las cámaras y comisiones: México y Argentina

Un caso a destacar es el del Senado de México, el que 
aprueba una reforma en el reglamento interno, que 
contiene dos artículos relacionados con la importancia 
de la participación equitativa tanto en la Mesa Directiva 
del Senado (art. 128) como en las presidencias de las 
comisiones (art. 8). La ley, que entró en vigencia  el 1 
de septiembre de 2010, aunque no establece medidas 
obligatorias,  promueve la igualdad de género en sus 
criterios para distribuir los puestos de liderazgo (Senado 
de México 2010). 

En Argentina, desde la adopción de la Ley N° 24.012 
sobre cuotas de mujeres, se ha buscado respetar de manera 
implícita una distribución equitativa de los puestos de 
toma de decisión, aunque no necesariamente de un modo 
muy estricto (UIP 2011).

Por su parte, un estudio realizado en los años 2009 y 2010 
por IDEA Internacional y la UIP, respecto cómo avanzaba el 
desarrollo de la sensibilidad de género en los parlamentos en 
América Latina, especifica que la presidencia de las comisiones 
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dedicadas a cuestiones consideradas tradicionalmente 
femeninas, por ejemplo, las correspondientes a familia, salud, 
discapacidad, educación, intereses y necesidades de mujeres, 
era ejercida preferentemente por legisladoras, mientras que las 
comisiones que tratan temáticas frecuentemente valoradas de 
mayor importancia y prestigio, tales como finanzas y presupuesto, 
política interior y relaciones exteriores, solían ser lideradas por 
parlamentarios. Sin embargo, también es dable señalar que 
en algunos casos las legisladoras conducían comisiones con 
temáticas tradicionalmente consideradas masculinas (Marx & 
Borner 2011). Entre ellas, a modo de ejemplo, cabe destacar 
que, entre las comisiones lideradas por parlamentarias en los 
años 2009-2010, se encontraban:

•	 Asuntos Constitucionales, Defensa Nacional y Legislación 
General (Argentina).

•	 Política Interior (Chile)3.

•	 Relaciones Exteriores (México y Perú). 

Finalmente, vale agregar que en relación a las presidencias, para 
el año 2009:

•	 En Argentina, 18 de 45 comisiones de la cámara de 
diputados eran presididas por una legisladora, mientras en 
el Senado 10 de 25. 

•	 En Bolivia, por su parte, en el periodo 2009-2010, solo 
2 de las 12 comisiones de la Cámara de Diputados eran 
presididas por una diputada, mientras que el Senado, 
ninguna senadora tenía el rol de Presidenta. 

•	 En Perú, cuya organización es unicameral, para el 
período 2009-2010 se contaba con presidentas en 7 de 22 
comisiones del Congreso (Marx & Borner 2011).

2.1.3 Alcanzar la igualdad de género mediante la legislación y 
el presupuesto

Para el 2011, 187 países habían ratificado la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW). En línea con este proceso de ratificación, 
junto con el constante estímulo del Comité de la ONU para la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, surgió una 
tendencia correspondiente a la introducción de leyes para la 
igualdad de género (UIP 2011), como se puede observar en el 
Recuadro N°3 para los casos de Argentina y Perú.
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Recuadro N°3. Leyes para la igualdad de género: Perú y 
Argentina

La Ley de Igualdad de Oportunidades de Perú contribuyó a 
la instalación definitiva de la agenda de género en la labor 
política y legislativa del país. Todo ello tuvo un efecto 
multiplicador en la aprobación de leyes con enfoque de 
género. En efecto, entre 1997 y 2007, se produjo un récord 
de aprobación de leyes con enfoque de género en el Perú, 
pues se sancionaron 82 normas favorables a los derechos 
de la mujer, en comparación a las 38 leyes con enfoque de 
género que fueron aprobadas entre 1980 y 1997. 

Sobresale también Argentina con su ‘Guía Práctica para 
la Incorporación del Enfoque de Género en el Trabajo 
Legislativo’, elaborada en el año 2011 por el PNUD, 
ONU Mujeres, la Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (AECID) y el Gobierno 
Argentino, a través del Consejo Nacional de las Mujeres, 
actualmente Instituto Nacional de Mujeres. Tal como refiere 
la mencionada guía,  la incorporación de la perspectiva de 
género en la labor legislativa es una tarea estratégica para 
la construcción de una sociedad más democrática, sensible 
a desigualdades e injusticias y comprometida en la lucha 
contra ellas (Caminotti y Rodríguez 2011). 

Un segundo punto importante son los ‘presupuestos con 
enfoque de género’ —PEG, en adelante. En palabras del Comité 
Asesor sobre la Igualdad de Oportunidades para las mujeres 
y los hombres de la UE (2003), los PEG son una aplicación 
de la transversalidad de género en el proceso presupuestario. 
Esto implica incorporar una perspectiva de género en todos los 

niveles del proceso presupuestario y reestructurar los ingresos 
y los gastos para promover la igualdad de género, lo cual no es 
una tarea baladí (Jubeto 2008). A continuación, en el Recuadro 
N°4, se puede apreciar este instrumento desplegado en los casos 
de México y Argentina

Recuadro N°4. Presupuestos sensibles al género: México y 
Argentina

El presupuesto con igualdad de género en México tuvo su 
origen en el trabajo coordinado entre la Comisión de Equidad 
de Género de la Cámara de Diputados y la Subsecretaría 
de Egresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
quienes fueron incorporando programas concretos para 
las mujeres en los apartados del presupuesto de egresos. 
Posteriormente, el Gobierno Federal incluyó, por primera 
vez en el 2008, un anexo específico en su presupuesto 
denominado ‘Erogaciones para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres’, conocido como Anexo 13. Su objetivo era 
acelerar el paso hacia la igualdad sustantiva entre hombres 
y mujeres, mediante la asignación de recursos públicos 
(Centro de Investigación en Política Pública 2022). 

En Argentina, mediante la incorporación de nuevos incisos 
a los artículos de la Ley N° 474 de 2010, que establece 
un plan de igualdad real de oportunidades y de trato 
entre mujeres y varones de la Ciudad de Buenos Aires, 
los diputados porteños incorporaron lo que se denomina 
‘perspectiva de igualdad de género’ a las denominadas 
‘normas y lineamientos de formulación, seguimiento y 
evaluación del Presupuesto General de Gastos y Recursos 
de la CABA’ (Gobierno de Buenos Aires 2019). 
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2.1.4 Establecer una orgánica dedicada a la incorporación de 
una perspectiva de género

En el año 2006, la UIP hizo notar que en varios parlamentos 
se había optado por aplicar estrategias para la incorporación de 
una perspectiva de género a través de un organismo dedicado a 
ello. Un primer caso lo constituyen los poderes legislativos que 
originalmente contaban con comisiones que abordaban el tema 
de género entre otros varios tópicos y que, con posterioridad, 
se transformaron en comisiones especializadas en igualdad de 
género y derechos de mujeres (Rodríguez 2011). Para ejemplos 
de esto, véase Recuadro N°5 a continuación.

Recuadro N°5. Comisiones que transitan de la no 
exclusividad a la exclusividad para abordar temáticas de 
género: Guatemala y Paraguay

En la Cámara de Diputados de Guatemala, la Comisión de 
la Mujer, Juventud, Niñez y Familia fue creada en 1991 
y posteriormente pasó a convertirse en la Comisión de la 
Mujer, desligándose de la temática del menor y la familia.  

En Paraguay, la Comisión de la Mujer y la Juventud 
de la Cámara de Diputados, se convirtió en Comisión 
de Equidad Social y Género en 2003, unificando su 
denominación con su homóloga de la Cámara Alta y 
expandiendo sus competencias (Rodríguez 2011).

Una segunda opción son aquellos poderes legislativos que han 
desarrollado comités especializadas en asuntos de mujeres 
y/o igualdad de género, pero que estos dependen, a su vez, de 
unidades de mayor rango (Rodríguez 2011). Para ejemplos de 
esto último, véase Recuadro N°6 a continuación.

Recuadro N°6. Comités y subcomisiones para abordar 
temáticas de género, que poseen una orgánica supeditada 
a una instancia superior: Bolivia y Brasil 

En Bolivia, la Comisión de Derechos Humanos de la 
Cámara de Diputados tiene un Comité de Derechos de 
Género con atribuciones específicas en la materia. En 
Brasil, en el seno de la Comisión de Derechos Humanos 
y Legislación Participativa del Senado, funciona la 
Subcomisión Permanente en Defensa de la Mujer 
(CDHSPDM, por su sigla en portugués). 

Cabe señalar, sin embargo, que estas estructuras son 
instancias de investigación y asesoramiento que están 
conformadas por algunos de los integrantes de la 
respectiva comisión, pero que no dictaminan (Rodríguez  
2011).

Una tercera alternativa la constituyen los grupos de mujeres 
constituidos, pertenecientes a un espectro político diverso, que 
permiten que la perspectiva de género se extienda por el poder 
legislativo. Al respecto, véase el Recuadro N°7 a continuación.
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Recuadro N°7. Agrupaciones interpartidistas de 
legisladoras: Bolivia y Perú

En Bolivia, las seis parlamentarias elegidas para el 
periodo legislativo de 1993-1997 decidieron formar un 
grupo para unirse por encima de las diferencias partidarias 
y con ello aprovechar sus esfuerzos, promover una mayor 
presencia de las mujeres en el parlamento, junto con 
colaborar para una mayor igualdad de género. En 1997, 
se formó la Unión de Mujeres Parlamentarias de Bolivia 
(UMPABOL) como resultado de sendas resoluciones 
de ambas cámaras. Desde entonces, la UMPABOL ha 
funcionado como un foro para manejar conjuntamente la 
demanda de integración de perspectivas de género en el 
trabajo legislativo de ambas cámaras (UIP 2011).

En Perú, la Mesa de Mujeres Parlamentarias Peruanas 
fue constituida en 2006 como una iniciativa de diálogo 
entre partidos y formación de consenso. La estructura 
organizativa de este grupo incluye una asamblea general, 
que es el ente de más alto nivel para la toma de decisiones 
e incluye a todas las mujeres del Congreso y cuenta con 
una presidenta cuyo mandato es de un año de duración.  
Las  decisiones  de este órgano son tomadas por mayoría 
simple y sus principales responsabilidades incluyen 
proponer el plan anual de actividades y buscar fuentes de 
financiamiento para las actividades del grupo (UIP 2011).  

Finalmente, una cuarta alternativa para incorporar la perspectiva 
de género en sede legislativa lo constituyen las unidades 
de investigación dentro de los parlamentos, las cuales han 

demostrado ser una fuente importante de información y apoyo 
experto para los esfuerzos de integración de perspectivas de 
género (UIP 2011). En el Recuadro N°8, se pueden observar 
ejemplos de ello en México y Costa Rica.

Recuadro N°8. Unidades de investigación intra 
parlamentos: México y Costa Rica

En México, el Centro de Estudios para el Adelanto de las 
Mujeres y la Equidad de Género tiene como objetivo apoyar 
el trabajo legislativo desde una perspectiva de género y 
de derechos humanos, y proporcionar soporte técnico y 
análisis especializados sobre igualdad de género. Por su 
parte, en Costa Rica, la Unidad Técnica para la Igualdad y 
Equidad de Género, apunta a promover la integración de 
perspectiva de género en todas las funciones legislativas 
de la Asamblea Legislativa (UIP 2011).

2.1.5. Compartir la responsabilidad de la equidad de género 
con los hombres

Con la llegada del siglo XXI se produjo un cambio de énfasis 
estratégico, pasando de las ‘cuestiones de la mujer’ a las 
relacionadas con la ‘igualdad de género’, donde el foco fue 
desplazado de lo que se entendía eran problemáticas exclusivas 
de las mujeres, a uno  donde se resaltaba la relación entre 
hombres y mujeres, planteándose un desarrollo económico y 
social mutuamente beneficioso (UIP 2011). 

Así, la mayor parte de los hombres entrevistados con el 
cuestionario de la UIP del año 2011 describieron sus esfuerzos 
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para lograr la igualdad de género en términos de apoyar y hablar 
de propuestas de ley en este campo. Pero, en algunos casos, 
también hablaron de los trabajos para promover una mayor 
participación de las mujeres en las mesas o en las comisiones 
parlamentarias, así como también cuestionar al gobierno en 
asuntos de igualdad de género (UIP 2011).

A pesar de lo planteado por los parlamentarios, las legisladoras 
entrevistadas por la UIP  dan cuenta que, para el año 2011, 
la integración de sus congéneres varones en este enfoque de 
género requería aun maduración. Parlamentarias entrevistadas 
de Chile, Perú y Bolivia, dan cuenta de que, si bien el electorado 
ya no toleraría la ausencia de mujeres en la vida política y 
que en la mayoría de los parlamentos, se considera “(…) 
políticamente correcto no oponerse a iniciativas de género” 
(UIP 2011: 66), todavía los congresistas varones eran renuentes 
a aprobar las propuestas que buscaban disminuir las brechas y la 
discriminación histórica de niñas y mujeres. Las parlamentarias 
sentían que había que presionarlos con la prensa o convencerlos, 
porque, según relatan, aún no sienten que   “(…)  nuestros 
problemas son sus problemas también, tal y como los problemas 
de la democracia, la inclusión y el desarrollo incumben a todo el 
país y no sólo a las mujeres” (UIP 2011:69).

Finalmente, el estudio citado concluye que, sin lugar a dudas, 
se estaba produciendo un cambio en los valores sociales y 
existía una creciente conciencia de género en los hombres. 
Sin embargo, este cambio se podía observar particularmente 
en los más jóvenes, lo que iba dando origen a asociaciones 
más vigorosas entre mujeres y hombres en lo que se refiere a 
igualdad de género, promoviendo un profundo convencimiento 
de que, tanto la  incorporación de la perspectiva de género como 
la estrategia para lograr la igualdad, no funcionan sin el apoyo 
de los hombres (UIP 2011). 

2.1.6 Cómo tratar la igualdad de género: políticas y 
procedimientos

Para la UIP, asegurar la igualdad de género demanda un 
compromiso político, más allá de generar leyes y objetivos que 
apuntan a aumentar el número de mujeres en los parlamentos, 
sino más bien requiere de una política de igualdad de género, 
con un plan estratégico de funcionamiento donde se describan 
detalladamente una serie de objetivos y procesos claros para 
lograrla. Esta política general debería ir acompañada de una 
serie de políticas específicas relacionadas con: la prevención 
del acoso, la distribución equitativa de los recursos —
prestaciones como en el acceso a los servicios de investigación, 
los ordenadores y el espacio de oficina— y el comportamiento 
que se espera de los parlamentarios, expresado en un código de 
conducta, entre otros (UIP 2011).

Para la fecha en que la UIP llevó a cabo la investigación, cerca 
del 40% de los parlamentos  considerados en el estudio habían 
implementado alguna política de igualdad de género. Sin 
embargo, vale mencionar que en algunos casos las autoridades 
parlamentarias no vieron diferencia entre una política de 
igualdad de género y las cláusulas de sus constituciones 
nacionales que estipulan la igualdad de toda la ciudadanía. En 
otros casos, las autoridades legislativas observaron que, si bien 
no habían adoptado una política, su gobierno lo había hecho en 
forma de una Política Nacional o Agenda de Género (UIP 2011). 
Como se observa en el Recuadro N°9 a continuación:
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Recuadro N°9. Políticas nacionales de género: Argentina y Costa Rica

En 1998, el Consejo Nacional de la Mujer (CNM) de Argentina puso en marcha el llamado Plan Federal de la Mujer, financiado 
por el Banco Interamericano de Desarrollo. Este plan buscaba fortalecer las llamadas ‘áreas mujer’ en las provincias y apuntalar 
las capacidades del Estado para desarrollar políticas transversales de género. Sin embargo, con  el cambio de gobierno, en el 
año 2001 este programa fue interrumpido cuando el CNM comenzó a desarrollar en su lugar el Programa de Fortalecimiento 
Familiar y Promoción del Capital Social (PROFAM) financiado por el Banco Mundial, el que se focalizaba en la lucha contra 
la pobreza y buscaba promover la autonomía de la mujer, mejorando la salud materna. Finalmente, el Plan Federal de la Mujer 
se restableció en año 2005 y terminó de ejecutarse en 2008 (Rodríguez & Caminotti 2010). 

En Costa Rica, por su parte, el gobierno aplicó una Política Nacional de Igualdad y Equidad de Género, donde la Asamblea 
Legislativa debe cumplir con los objetivos y las pautas de esta política. Frente a esto, se respondió integrando una Unidad 
Técnica para la Igualdad y Equidad de Género, órgano técnico-orgánico responsable de la operacionalización de las tareas de 
formación, capacitación, planificación, coordinación, asistencia técnica, seguimiento y evaluación de las acciones de género 
que implementen todas las fracciones, oficinas y dependencias de la Asamblea Legislativa. Con ello se aseguraba el desarrollo 
y adelanto de la mujer, garantizándole el ejercicio y el goce de sus derechos humanos y las libertades fundamentales en 
igualdad de condiciones con el hombre (Asamblea Legislativa 2022).

Para el año 2011, en un estudio llevado a cabo por IDEA 
Internacional y la UIP, las respuestas obtenidas ante la pregunta 
sobre en qué medida las legisladoras y los legisladores de la 
región han enfrentado situaciones de hostigamiento sexual en 
el ámbito parlamentario, estas indican que esta problemática era 
percibida como algo que se manifestaba de manera ‘excepcional’ 
(Marx & Borner 2011). En este sentido, los reglamentos de 
acoso sexual no eran muy comunes dentro de las políticas 

de género aplicadas en los parlamentos, ya que en menos 
del 20% de estos se contaba con alguno (UIP 2011). En este 
contexto, vale mencionar  que el acoso sexual fue enfrentado 
de diversas formas,  a través  de leyes nacionales dirigidas a 
prevenir y sancionar el acoso sexual (Rodríguez & Caminotti 
2010), o bien a través de normas internas a los parlamentos. En 
el Recuadro N°10, a continuación, se aportan dos ejemplos de 
estas alternativas.
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Recuadro N°10. Tipo de normas existentes para enfrentar 
el acoso sexual dentro de los parlamentos

En Colombia, el tema del acoso sexual es tratado con un 
procedimiento establecido en el Congreso a través de la 
Resolución N°1.424 de 2007, “(…) mediante la que se 
adoptarán medidas preventivas y correctivas y sanciones 
en caso de acoso sexual, establece un procedimiento 
interno dentro de la Honorable Cámara de Representantes, 
y establece comités de mediación para la resolución de 
tales conflictos” (UIP 2011: 74). 

En el caso de Argentina, con la Ley de Protección Integral 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus 
Relaciones Interpersonales, promulgada el 1 abril de 
2009. En específico, se refiere a la obligación de impulsar 
políticas que implementen la normativa vigente en materia 
de acoso sexual en la administración pública nacional y 
garanticen la efectiva vigencia de los principios de no 
discriminación e igualdad de derechos, oportunidades y 
trato en el empleo público (art. 11).

Otra de las conclusiones del estudio de la UIP es que los 
parlamentos de la época estaban  invirtiendo muchos esfuerzos 
en la forma en que se presentan ante el público y los medios.  
En casi el 57% de los parlamentos considerados en el estudio, 
hubo referencia al uso de un lenguaje sensible al género,  un 
ejemplo de esto fue como  el término ‘derechos del hombre’ fue 
reemplazado por el de ‘derechos humanos’ (UIP 2011).

•	 En la Cámara de Diputados de Bolivia  se promovió la 
estrategia de comunicaciones internas sobre la igualdad 
de género a través del boletín parlamentario (UIP 2011).

•	 Costa Rica apostaba por el desarrollo de un nuevo portal 
legislativo en el cual se usaría un lenguaje inclusivo (Marx 
& Borner 2011). 

Si bien lo anterior da cuenta de que los poderes legislativos 
buscaron cumplir un rol ejemplar en el empleo de formas de 
expresión que eviten subsumir a las mujeres en denominaciones 
genéricas masculinas, los resultados de las encuestas y de los 
estudios de casos indican que este aspecto no solía formar parte 
de las intenciones de los reglamentos internos de las cámaras de 
la región (Marx & Borner 2011).

2.1.7. Influyendo sobre la política de género: la función de los 
partidos políticos

A la hora de analizar las responsabilidades que caben a los 
partidos políticos para asegurar una participación equitativa 
de mujeres y varones en el ámbito de la política institucional, 
es importante señalar que en ellos recae el reclutamiento de 
candidaturas a cargos electivos y la confección de las listas 
electorales. Por otra parte, negocian los programas de gobierno 
o principios programáticos; mientras en el marco del trabajo 
parlamentario, las bancadas o partidos políticos están a cargo 
—entre otros asuntos— de la negociación y decisión de la 
integración de las instancias de conducción y del orden de las 
prioridades políticas a incluir en las agendas legislativas (Marx 
& Borner 2011).
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Estudios de caso llevados a cabo en la primera década del año 
2000 en Latinoamérica daban cuenta que, si bien en muchos 
países había leyes de cuotas, los partidos no solían cumplir las 
disposiciones legales respecto de la inclusión de un porcentaje 
mínimo de mujeres en las listas electorales; o bien, en otros, este 
‘piso’ se convertía en un ‘techo’, tal como lo parecían sugerir 
los resultados electorales. Asimismo, se registraron prácticas 
de ciertos partidos políticos destinadas a obligar a legisladoras 
electas a renunciar a sus escaños para ceder sus lugares a 
suplentes masculinos. Finalmente, respecto a la composición por 
sexo de las instancias de conducción y decisión parlamentaria, 
se verificó que, para la fecha, todavía había una limitada 
voluntad de las bancadas partidarias de abstraerse del sexo 
de las personas a la hora de decidir quiénes de ellas cumplen 
mejores condiciones para liderar estos espacios. De este modo, 
a los partidos políticos y sus bancadas se les planteaba el 
desafío de concretizar sus principios de igualdad de género en la 
asignación de los mencionados cargos (Marx & Borner 2011).

2.1.8 El poder legislativo como lugar de trabajo: cultura e 
infraestructura

El análisis de las reglas formales que rigen al interior de los 
parlamentos nacionales de la región, considerados en el informe 
de IDEA Internacional y UIP del año 2011, puso en evidencia 
que en la época los reglamentos internos de las cámaras no 
solían incluir cláusulas orientadas a promover la participación 
equitativa de mujeres y varones en la vida parlamentaria. Para 
la evaluación de las condiciones de trabajo bajo las cuales los y 
las representantes llevan adelante sus propósitos legislativos, las 

reglas informales o no escritas constituyen otro factor de suma 
importancia. 

•	 En esto las parlamentarias argentinas refieren que hombres 
y mujeres no tendrían la misma autoridad, y que si alguien 
tiene que tener la palabra, será un hombre y luego, si 
hay tiempo, la mujer, ya que se da por naturalizada la 
predominancia de la voz masculina. 

•	 En Chile, las legisladoras se quejan de que lo que 
se entiende como la ‘cosa política’, los arreglos, las 
negociaciones políticas, ahí no entran, y no entran porque 
los hombres no las incluyen en dichas conversaciones 
(Marx & Borner 2011).

Al preguntárseles sobre la cultura de sus respectivas 
comunidades parlamentarias, las parlamentarias tendieron, 
de manera más frecuente que los hombres, a considerar a su 
institución dominada por una atmósfera de “club de caballeros”, 
con predominio de “reglas no escritas” o “practicas masculinas”, 
con un el lenguaje ad hoc utilizado tanto en prácticas formales 
como informales y la incidencia de comentarios denigrantes o 
condescendientes, que rayaban en el acoso (UIP 2011: 88). 

•	 Una parlamentaria de Uruguay refiere que “(…) en la 
conversación se usan códigos masculinos, y las mujeres 
deben fingir que los entienden. Esto es un mundo de 
hombres” (UIP 2011: 88). 
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•	 Una legisladora argentina indicaba que las parlamentarias 
se sienten siempre más inseguras y cuestionadas por sus 
congéneres masculinos, que deben llegar más preparadas, 
mientras que entre ellos hay más apoyo.

•	 Una legisladora de Bolivia hace referencia a que una de 
las cuestiones más difíciles para las parlamentarias es el 
lenguaje y los chistes sexistas. Sus respuestas tienden a ser 
individuales. Algunas lo dejan pasar para no enfrentarse 
con miembros de sus coaliciones y ser evitadas, mientras 
que otras prefieren obligar a los demás a respetarlas, 
corriendo el riesgo de quedar aisladas (UIP 2011).

Según el estudio de la UIP del mismo año, lograr equilibrar familia 
y trabajo era también un tema en los parlamentos, en particular 
la preocupación se observaba por el número cada vez mayor 
de parlamentarios jóvenes, los que irían formando familias, lo 
que probablemente generaría la necesidad de que el parlamento 
considere la introducción de instalaciones de guarderías y 
horarios flexibles, para que los padres puedan equilibrar el 
trabajo y la vida familiar con más facilidad (UIP 2011). Por su 
parte, en el estudio realizado por IDEA Internacional y la UIP, 
dos tercios de las encuestadas y los encuestados de parlamentos 
latinoamericanos manifestaron haber enfrentado —como 
mínimo, ocasionalmente— problemas para conciliar su vida 
familiar con las exigencias de sus compromisos políticos (Marx 
& Borner 2011). Pero las opiniones relativas al tema varían 
entre parlamentarios y parlamentarias, como se puede apreciar 
a continuación:

•	 Una legisladora de Colombia, señalo que:

(…) Quisimos cambiar la cultura de los horarios 
de trabajo, pero no pudimos. Teníamos que 
demostrar que podíamos hacer las cosas igual 
que los demás. Tuvimos que trabajar con 
horarios tan agotadores y tener los mismos 
roles, y por eso debimos hacer ajustes en 
nuestras familias, y aprovechar mejor el 
tiempo que pasamos con nuestros hijos para 
poder cumplir con nuestras obligaciones, y 
cambiar la idea de que ‘si no pueden con esto, 
entonces que renuncien’ (UIP 2011: 97). 

•	 Un legislador de Bolivia da cuenta de que: 

Debes comprender que el parlamento es un 
lugar de presiones políticas, y en momentos 
de tensión social y política, no hay horarios, ni 
fechas, ni días. Intentar guiarse por criterios de 
buenas condiciones laborales en un centro tan 
político como el parlamento está simplemente 
fuera de lugar. No es el lugar para discutir tales 
cuestiones (UIP 2011: 97). 

Respecto de los permisos por maternidad y paternidad, los 
parlamentos de la región solían ser regulados por las leyes 
nacionales de trabajo de cada país. Es decir, no se identificaron, 
a la fecha del estudio, casos en los cuales las instituciones 
hayan implementado políticas propias al respecto y que 



Parlamentos sensibles al género. El caso de Chile. 

44

pudieran constituir ejemplos para avanzar en la configuración 
de legislaciones nacionales que fomentaran una participación 
más equitativa de varones y mujeres en el cuidado de sus hijos e 
hijas (Marx & Borner 2011). 

•	 Esta situación trajo graves problemas en Colombia, según 
da cuenta una parlamentaria:

Las parlamentarias que estaban embarazadas 
corrían el riesgo de perder su escaño si 
pedían permiso de maternidad, debido a una 
enmienda que se aprobó, en la que se estipulaba 
que un parlamentario perdía su escaño si no 
asistía a un cierto número de sesiones. Puesto 
que las mujeres son en general invisibles en 
estas funciones, a nadie se le ocurrió pensar en 
la cuestión de las parlamentarias embarazadas 
(…) Como ganamos una mayoría de los votos, 
al menos podemos tener hijos y conservar 
nuestro escaño. Pero fue una batalla muy dura 
(UIP 2011: 98). 

•	 Durante el periodo 2006-2010 de la legislatura 
costarricense, la Diputada Leda Zamora solicitó ante el 
Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) la autorización 
del :

(…) nombramiento temporal de un diputado 
reemplazante para tomar mi lugar de modo 
interino, en tanto esté temporalmente 
ausente durante cuatro meses por permiso 
de maternidad. Aunque el tribunal se declaró 
incompetente, la temática quedó planteada 
(UIP 2011: 99).

Finalmente, según el estudio de la UIP, casi el 30% de 
los parlamentos analizados en el mundo, a la fecha tenían 
disposiciones especiales para madres que amamantan, mientras 
que un 20% contaba con guarderías en sus recintos. Pero, en los 
lugares donde existían, se debían principalmente a la persistente 
presión de las mujeres. 

•	 Perú dio un paso inicial en la región, en marzo de 2009, al 
instalar una sala cerca del recinto principal del Congreso, 
con los servicios necesarios, incluyendo personal de 
apoyo, para que las mujeres amamanten a sus bebés 
durante las sesiones del pleno (UIP 2011).
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3. Ámbitos de acción para avanzar hacia un parlamento 
sensible a género 

Como un complemento al informe realizado por la UIP el año 
2011, en octubre de 2012 se desarrolló un Plan de Acción para 
los Parlamentos Sensibles al Género, cuyo objetivo era:

(…) apoyar los esfuerzos de los parlamentos por 
convertirse en instituciones más sensibles a las 
cuestiones de género”, para lo cual presenta 
una variedad de estrategias en siete ámbitos 
de acción que pueden ser aplicadas por todos 
los parlamentos, independientemente del 
número de mujeres que lo integren (UIP 2012: 
10).

Para cada uno de los ámbitos de acción, se proponen diversas 
herramientas, que permiten que los países, con el apoyo de la 
UIP, puedan ir avanzando en esta temática. Así:

Se insta a los parlamentos a que lo adopten 
y apliquen alguna o todas las estrategias 
propuestas, mediante la definición de objetivos, 
medidas y plazos concretos adaptados a 
sus respectivos contextos nacionales. Se les 
invita también a que supervisen y evalúen 
periódicamente los progresos realizados 
para asegurar que se tengan en cuentan las 
cuestiones de género (UIP 2012:10).

A continuación, se presenta el Plan de Acción para los 
Parlamentos Sensibles al Género, desarrollado el año 2012 por 
la UIP y sus principales ámbitos de acción:

Recuadro N°11. ‘Ámbitos de acción’ del Plan de 
Parlamentos Sensibles al Género

Incrementar el número de mujeres en el parlamento y 
lograr una participación paritaria.

Reforzar la legislación y las políticas relativas a la 
igualdad de género.

Integrar la igualdad de los sexos en la labor del parlamento.

Instaurar una infraestructura y una cultura parlamentarias 
sensibles al género o mejorarlas. 

Asegurar que toda la comunidad parlamentaria con cargo 
de representación popular comparta la responsabilidad de 
promover la igualdad de género.

Alentar a los partidos políticos a que defiendan la igualdad 
de género.

Mejorar la sensibilidad y la igualdad de género entre el 
personal parlamentario.
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A partir de estos pilares y con el apoyo de la UIP, los países deben 
diseñar un proceso adecuado a sus necesidades nacionales, 
incluyendo los siguientes ‘cuatro elementos básicos’:

Recuadro N°12. ‘Elementos básicos’ del Plan de Parlamentos Sensibles al Género

Evaluación. Los parlamentos interesados en evaluar su nivel de sensibilidad de género deben utilizar las herramientas de 
autoevaluación sobre sensibilidad al género desarrolladas por la UIP. Esta evaluación no tiene por objeto establecer una 
clasificación de los parlamentos, sino ayudarlos a identificar sus puntos fuertes y débiles en comparación con las mejores 
prácticas a nivel internacional.

Realización. Independientemente del método utilizado, es esencial que los parlamentos reflexionen sobre la importancia de 
la igualdad entre el hombre y la mujer, así como la forma de promover este objetivo, no sólo entre sus electores sino también 
entre sus miembros. A continuación, los parlamentos pueden definir y poner en práctica un plan de reforma que incluya 
objetivos, medidas y plazos concretos adaptados a su contexto nacional. 

Supervisión. Los parlamentos deben identificar una estructura que se encargue especialmente de supervisar la aplicación del 
Plan de Acción para los Parlamentos Sensibles al Género, así como las medidas tomadas para alcanzar el objetivo previsto. 

Promoción. Los parlamentos deben dar a conocer las reformas emprendidas y los resultados logrados. Deben adoptar medidas 
a nivel internacional destinadas a promover el principio de igualdad de género en todas las instituciones parlamentarias y 
fomentar la participación equitativa de la mujer (UIP 2012).
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Como muchos países, Chile también llevó a cabo un proceso 
evaluativo de su situación respecto a la sensibilidad de género, 
así como también buscó identificar las buenas prácticas que 
permiten que las mujeres (UIP 2016a):

•	 Ingresen en mayor número. 

•	 Participen en la toma de decisiones en todas las áreas y 
comisiones del parlamento.

•	 Integren las estructuras de poder y la toma de decisiones 
de la política.

Entre los días 10 y 12 de julio del año 2012, se llevó a cabo 
el ‘Taller Nacional y Debate Regional sobre Parlamentos 
Sensibles al Género’, organizado por la Cámara de Diputados 
del Congreso Nacional y la UIP, trabajo que no solo le permitió 
a Chile desarrollar un diagnóstico respecto de cuanto había 
avanzado el parlamento en relación a la sensibilidad al enfoque 
de género, sino que le permitió también hacer algunas propuestas 
a desarrollar en los siguientes 10 años.  En la actualidad, es 
posible observar avances respecto a:

•	 La representatividad de las mujeres en el parlamento y sus 
estructuras de liderazgo.

•	 El desarrollo de redes y asociaciones para la 
transversalización del enfoque de género.

•	 La institucionalidad para el desarrollo de marcos legales 
con enfoque de género en el Congreso y sus mecanismos 
específicos para la igualdad de género, entre otros4.

4. A modo de conclusión: avances y desafíos de la última 
década

Para el año 2014, la mayoría de los congresos nacionales 
seguían dominados por hombres, aunque la participación de la 
mujer había estado creciendo notablemente en los últimos 15 
años, llegando a un 22% de promedio mundial y a un 27% en 
Latinoamérica y el Caribe (Banco Mundial 2021a, 2021b). Con 
estas cifras de participación, las mujeres buscaban posicionarse 
en puestos de liderazgo, para lograr hacer los cambios que 
afectarían positivamente en la brecha de género (UIP 2022b).

En 2015, los progresos realizados por los objetivos de desarrollo 
del milenio fueron evaluados y, como resultado, se extiende la 
lista de objetivos. Así, estos pasan a llamarse los objetivos de 
desarrollo sostenible, los que contienen metas que se evaluarán 
en el año 2030. Dichos objetivos consideran de forma particular 
el Objetivo 5, que consiste en lograr la igualdad entre los 
géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas. Este, a su 
vez, contiene como metas específicas:

•	 Asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres 
y la igualdad de oportunidades de liderazgo a todos los 
niveles decisorios en la vida política, económica y pública.

•	 Aprobar y fortalecer políticas acertadas y leyes aplicables 
para promover la igualdad de género y el empoderamiento 
de todas las mujeres y las niñas a todos los niveles (ONU 
s/fb).
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Esta vez, el objetivo es lograr la igualdad de facto entre hombres 
y mujeres, así como también la participación en igualdad en 
todos los cargos de liderazgo y de responsabilidad política. Este 
objetivo viene a reforzar el que es importante seguir avanzando, 
ya que a pesar de todo lo logrado en estas décadas, mujeres 
en todo el mundo seguían enfrentando la discriminación y 
la violencia de género, donde los parlamentos no eran una 
excepción (UIP 2022a). 

La resistencia a la presencia femenina en el parlamento puede 
adoptar formas diferentes, como insultos y comentarios sexistas, 
intimidación o acoso. Estos comportamientos dirigidos contra 
las mujeres que participan en política son particularmente 
preocupantes. Si para el 2011 era algo que pasaba muy poco, o 
se pensaba que eran ‘algo con lo que había que lidiar’ o ´algo 
que formaba parte de la política’, tal como muestran los estudios 
llevados a cabo por la UIP e IDEA Internacional en la época. 
Hoy día son cada vez más numerosas las voces de las mujeres, 
y también las de los hombres, que se alzan en todo el mundo 
para proclamar que esos comportamientos son inaceptables y no 
tienen cabida en la cultura política (UIP 2016b).

Los resultados del estudio de la UIP, llevados a cabo el año 
2016, 

(…) confirman que el sexismo, el acoso y 
la violencia contra las parlamentarias son 
reales y están muy extendidos. Demuestran 
que el fenómeno no conoce fronteras y existe, 
en grados diferentes, en todos los países del 
mundo, afectando a un número considerable 
de parlamentarias (UIP 2016b: 3). 

Así, la violencia psicológica, que es la más generalizada, afecta 
al 81,8% de las encuestadas de todos los países y regiones. Al 
respecto, véase Recuadro N°13 a continuación.

Recuadro N°13. Prevalencia de las diferentes 
manifestaciones de la violencia psicológica

65,5% de las encuestadas indicaron que habían sido objeto, 
varias veces o de manera frecuente durante su mandato, 
de comentarios sexistas humillantes. En la gran mayoría 
de los casos, esos comentarios fueron proferidos en las 
instalaciones del parlamento por colegas masculinos, 
tanto de los partidos de la oposición como de su propio 
partido.

44,4% de las encuestadas indicaron que habían sido objeto 
de amenazas de muerte, violación, palizas o secuestro. 
Algunas fueron amenazadas con secuestrar o matar a sus 
hijos.

27,3% de las encuestadas consideran que los medios de 
comunicación tradicionales han difundido imágenes de 
ellas o comentarios sobre ellas sumamente despectivos 
o con connotaciones sexuales. Este porcentaje se eleva 
al 41,8% cuando se trata de imágenes o comentarios 
difundidos a través de los medios sociales (Twitter, 
WhatsApp, Facebook, etc.). 

32,7% de las encuestadas indicaron que se habían visto 
expuestas a comportamientos insistentes y agresivos de 
naturaleza no sexual. El 20% de las entrevistadas indicaron 
que habían sido víctimas de acoso sexual en el transcurso 
de su mandato parlamentario; el 7,3% declararon que 
alguna persona había tratado de forzarlas para mantener 
relaciones sexuales.
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En ese contexto, era fundamental generar reglas que hicieran 
disminuir este tipo de conductas. Sin embargo, el año 2016, 
solo el 35,8% de los parlamentos que participaron en el estudio 
indicaron que su reglamento o su código de conducta contenían 
disposiciones relativas a los comportamientos inaceptables o 
los actos de intimidación contra las mujeres parlamentarias. 
Mientras el 21,2% de los parlamentos que participó en el 
estudio indicó que tenían una política sobre acoso sexual para 
los miembros del parlamento; el 28,3% señalaron que tenían un 
procedimiento de resolución de quejas (UIP 2016b).

Para el año 2017, la UIP renueva su compromiso con el Plan 
de Acción para los parlamentos sensibles al género, aprobado 
por unanimidad por la 127ª Asamblea en octubre de 2012 y 
por tanto con la  igualdad de género y el empoderamiento de la 
mujer.  Así, para la UIP:

La igualdad de género significa que las mujeres 
y los hombres disfrutan de plena igualdad de 
derechos, responsabilidades y oportunidades. 
La igualdad de género y el empoderamiento de 
la mujer son derechos humanos a los que debe 
darse una expresión política y jurídica. Los 
países deben promover, respetar y proteger 
los derechos humanos de las mujeres, incluido 
el de la igualdad de género (UIP 2017: 5).

Sin embargo, a 5 años de la aprobación del plan, es claro que 
la igualdad de género no se había logrado, por lo que la UIP 
recomienda que para alcanzarla, se adopten medidas directas 
en cada país teniendo siempre en cuenta las especificidades 
culturales, sociales y religiosas de los parlamentos nacionales 
(UIP 2017). 

En este sentido, en el Recuadro N°14 a continuación, se puede 
apreciar el detalle que efectúa la UIP en relación las acciones 
que debe implementar un poder legislativo que sea sensible al 
género. 

Recuadro N°14. Características de un parlamento 
sensibles al género

•	 Promueve y logra la igualdad en el número de 
mujeres y hombres en todos sus órganos y estructuras 
internas.

•	 Se dota de un marco normativo en materia de 
igualdad de género adaptado al contexto nacional. 

•	 Integra la igualdad de género en las labores que 
realiza. 

•	 Fomenta una cultura interna respetuosa de los 
derechos de las mujeres, promueve la igualdad de 
género y responde a las necesidades y realidades 
de los parlamentarios —hombres y mujeres— para 
permitirles conciliar las responsabilidades laborales 
y las obligaciones familiares. 

•	 Reconoce la contribución de los parlamentarios 
hombres que defienden la igualdad de género y se 
basa en ella. 

•	 Alienta a los partidos políticos a que tomen la 
iniciativa para promover y alcanzar la igualdad de 
género. 

•	 Imparte capacitación al personal parlamentario y le 
proporciona los recursos necesarios para promover 
la igualdad de género, fomenta activamente el 
nombramiento de mujeres para ocupar puestos de 
responsabilidad y permanecer en esos puestos, y 
asegura la integración de la igualdad de género en la 
labor de la administración parlamentaria.
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A pesar de la mayoría de los asientos en los parlamentos estaba 
siendo ocupados por hombres, en los últimos años, la presencia 
de las mujeres en los órganos legislativos ha aumentado de 
manera gradual en América Latina y el Caribe, manteniendo 
a la región a la cabeza en el camino hacia la paridad en los 
parlamentos nacionales, específicamente en las cámaras baja 
o única (CEPAL 2021). En 2020,  se alcanzó un promedio de 
33% de legisladoras en los parlamentos latinoamericanos y 
caribeños, mientras que a nivel mundial la presencia de mujeres 
en el parlamento alcanzaba solo a un 26% (Banco Mundial 
2021a, 2021b).

Cabe señalar que, en los años 2020 y 2021, el mundo debió 
atravesar la pandemia por COVID-19, que actualmente se 
encuentra más controlada. Pero, además del riesgo sanitario 
evidente, la pandemia provocó trastornos económicos y sociales, 
subrayando la dependencia laboral que la sociedad tiene de 
las mujeres, tanto en el ámbito público como en el hogar, al 
tiempo que ha puesto de manifiesto las desigualdades de género 
estructurales en todos los ámbitos, ya sea el económico, el 
sanitario, la seguridad y la protección social. Los parlamentos 
debieron actuar rápidamente para frenar el aumento de la 
violencia contra la mujer, solucionar problemas de conciliación 
familia y trabajo autorizando teletrabajo y permisos de 
maternidad de emergencia, proporcionando protocolos de 
atención en salud sexual y reproductiva, procurando programas 
de atención en salud mental, generando protección a las mujeres 
en situación particular de vulnerabilidad —como las mujeres 
migrantes—, entre otras (ONU Mujeres 2021).

Como aspecto positivo y poco frecuente, cabe señalar que desde 
los primeros días de la pandemia se empezó a hablar de la eficacia 
del liderazgo de las mujeres para mitigar las repercusiones 

del nuevo virus en la salud y la vida de las personas. Así, en  
el 2021 hubo numerosos ejemplos de mujeres que dieron un 
paso al frente para reclamar su espacio en la esfera política, 
llegando a los puestos más altos de la jerarquía política, como 
fue, por ejemplo, la presidencia en Honduras.  En este marco, 
se hizo mayor hincapié en entender por qué el liderazgo de las 
mujeres había sido eficaz durante la crisis mundial y en realizar 
llamamientos para poner a las mujeres en el centro de todos los 
planes de recuperación y reconstrucción de cara al futuro (UIP 
2022b).

En 2021, la región de las Américas tuvo el mayor porcentaje de 
representación femenina de todas las regiones del mundo: un 
39,1% de mujeres electas para 15 cámaras en los 11 países que 
celebraron elecciones parlamentarias; mientras al 1 de enero de 
2022, las mujeres representaban el 33,8% de los miembros de 
todas las cámaras y parlamentos de las Américas, es decir, la 
proporción más alta de todas las regiones del mundo, lo que 
supuso un aumento de 1,4 puntos porcentuales con respecto a la 
cifra alcanzada a finales de 2020. Ahora bien, entre los casos a 
resaltar debido a su progreso:

•	 Cuba, México y Nicaragua son tres de los cinco países a 
nivel mundial  que para el año 2022 habían alcanzado la 
paridad de género —o tenían una mayor proporción de 
mujeres que de hombres— en sus cámaras baja o única 
(UIP 2022b).

•	 Perú registró un aumento de 13,8 puntos porcentuales. 
En las elecciones celebradas en abril de 2021, 52 mujeres 
resultaron elegidas para su Congreso con cámara única, lo 
que representó el 40% de todos los parlamentarios electos. 
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Esta cifra supuso una notable mejora con respecto a las 
anteriores elecciones de 20205, en las que las mujeres 
solo representaron el 26,2% de los miembros electos. Esta 
mejora fue consecuencia directa de la ley promulgada 
por el Gobierno peruano en julio de 2020 (N° 31.030), 
que estableció la obligación de que los partidos políticos 
garanticen la paridad y alternar las candidaturas de mujeres 
y hombres en las listas de los partidos (UIP 2022b). 

•	 Chile  por su parte registra una mejora de 12,9 puntos 
porcentuales en la Cámara Baja. A través de la publicación 
de la Ley N° 20.840, se introduce una ley de cuotas que 
obliga a los partidos políticos, a partir de las elecciones 
parlamentarias de 2017 hasta las de 2029, a presentar un 
porcentaje determinado de mujeres entre sus candidatas 
para las elecciones parlamentarias. Con esta ley, la 
participación de la mujer en el Congreso chileno cambió 
diametralmente en las elecciones del 2021, el alza fue 
mayor de lo que se había logrado en las elecciones del 
2017, llegando las mujeres a conformar 35,5% del total de 
quienes integran la Cámara (UIP 2022b). 

Respecto de las mujeres en los principales puestos de liderazgo 
en el Parlamento, en 2021, se designaron o eligieron 73 
nuevos presidentes en las cámaras de todo el mundo. Así, el 
1 de enero de 2022, el 22% de todas las presidencias de los 
poderes legislativos del mundo eran mujeres, lo que supone 
una mejora de 1,1 puntos porcentuales con respecto a 2020. La 
mayor representación de mujeres ocupando la presidencia del 
parlamento se registró en la región de las Américas (35,2%), 
seguida de Europa (28,6%) (UIP 2022b). 

Han pasado casi 50 años desde la Conferencia Mundial de 
las Naciones Unidas sobre Mujeres en la Ciudad de México, 
hito que marca el interés de la comunidad internacional en la 
representación de las mujeres y el impacto que esta representación 
tiene sobre las estructuras de toma de decisiones políticas (UIP 
2022a).  En diferentes niveles y con diversas manifestaciones, 
en los parlamentos del mundo se ha ido desarrollando la 
perspectiva de género expresada en la creación de comisiones 
de igualdad de género y bancadas de mujeres, también se ha 
ido desarrollando la capacidad técnica para elaborar normas, 
políticas e infraestructura que van desarrollando una cultura 
organizacional con perspectiva de género. Para, finalmente, dar 
cuenta de una institucionalidad para el desarrollo de marcos 
legales con perspectiva de género, la cual a su vez permeará 
toda la sociedad.  

Dado que el avance de los países en estas materias es muy 
heterogéneo, para graficar dichos progresos en la región, en el 
Capítulo 2 se estudian los casos de Costa Rica y México. La 
elección de dichos países responde a que ambos son estados 
democráticos de derecho, con una institucionalidad robusta 
que protege y garantiza los derechos humanos de las mujeres, 
donde existe el compromiso de establecer la protección jurídica 
efectiva sobre una base de igualdad con los hombres. Sobre 
esta base, tanto la Asamblea de Costa Rica y como el Congreso 
de la Unión de México, han ido desarrollando estructuras de 
liderazgo, capacidad para elaborar políticas relacionadas con 
el género, culturas de trabajo, infraestructuras y mecanismos 
específicos para la igualdad de género.

Si bien países como los mencionados han sido capaces de 
desarrollar marcos legales y una infraestructura robusta para la 
equidad entre hombres y mujeres,  ya entrado el siglo XXI, se 
observa el largo camino que aún queda por recorrer para lograr 
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la igualdad plena de la mujer en todos los ámbitos sociales y 
culturales (ONU Mujeres s/fb). Pero, como sostuvo Frene 
Ginwala (1932-2013), Presidenta de la Asamblea Nacional de 
Sudáfrica entre 1994 y 2004, “(…) solo podremos hacerlo si 
tenemos la confianza en nuestra capacidad de escribir la historia 
de la mujer como aquella que traiga consigo justicia, paz y 
seguridad para toda la humanidad” (IDEA Internacional 2002: 
9).

Notas

1 La Unión Interparlamentaria, fundada el 30 de junio de 1889, es la 
organización que representa a la rama legislativa de los gobiernos a escala 
mundial. Es una institución creada para el fomento de la cooperación 
entre los parlamentos, con el propósito fundamental de lograr la paz, 
la colaboración entre los pueblos y la consolidación de las instituciones 
representativas a través del diálogo político (Parlamento del Mercosur s/f).

2 Porcentaje de escaños parlamentarios en una cámara única o cámara baja 
ocupados por mujeres.

3 Cabe mencionar que, en la actualidad, en Chile, tanto la Comisión de 
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento como la Comisión de 
Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización y la Comisión 
de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración 
Latinoamericana, todas de la Cámara de Diputadas y Diputados, están 
siendo presididas por una parlamentaria.

4 El capítulo 3 de este libro explora los avances logrados por el Congreso 
Nacional de Chile en el desarrollo de la sensibilidad de género, desde el año 
2012 hasta la fecha.
 
5 Las Elecciones Congresales Extraordinarias de 2020 constituyeron un 
proceso electoral especial que se llevó a cabo como consecuencia de la 
disolución del Congreso de la República.
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CAPÍTULO 2. PARLAMENTOS SENSIBLES AL GÉNERO. LOS CASOS DE COSTA RICA Y MÉXICO.
Marcela Cáceres Lara
María Pilar Lampert Grassi

Desde la Cuarta Conferencia Mundial sobre 
la Mujer de la Organización de las Naciones 
Unidas, celebrada en Beijing en 1995, la 
incorporación de una perspectiva de género, 
o el proceso para asegurar que las políticas 
y prácticas satisfagan equitativamente las 
necesidades de hombres y mujeres, fue 
considerada la estrategia clave para lograr la 
igualdad de género (UIP 2011: 8).

En atención a esto, el año 2008 la Unión Interparlamentaria (UIP 
en adelante) en colaboración con el Instituto Internacional para 
la Democracia y Asistencia Electoral (IDEA), dio inicio a un 
proyecto para estudiar en qué medida los parlamentos de todo el 
mundo incorporaban las cuestiones de género. En razón de esto, 
el año 2011, la UIP desarrolló un documento sobre parlamentos 
sensibles al género, que entrega una reseña global de las buenas 
prácticas, al que se suma, al año siguiente, el ‘Plan de Acción 
para los Parlamentos Sensibles al Género’. Este último, tiene 

por objeto apoyar los esfuerzos de los parlamentos para lograr 
una composición, estructuras, funcionamiento, métodos y labor 
que respondan a las necesidades e intereses tanto de hombres 
como de mujeres. Así:

(…) los parlamentos sensibles al género 
eliminan las barreras que obstaculizan la 
plena participación de la mujer y ofrecen un 
ejemplo o modelo positivo para la sociedad 
en general. Utilizan eficazmente sus recursos 
y orientan su funcionamiento en favor de la 
promoción de la igualdad de género (UIP 2012: 
8).

Si bien, como se mencionó en el Capítulo 1 de este libro, este 
plan establece siete ámbitos para la acción, cada país debe 
diseñar un proceso adecuado a sus necesidades, considerando 
sus especificidades culturales, sociales y religiosas. En este 
contexto, el presente capítulo tiene como objetivo explorar cómo 
dos países de la región han ido adoptando medidas, desarrollado 
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estructuras, estableciendo formas de funcionamiento y métodos 
para ir transitando hacia un parlamento con sensibilidad de 
género. 

Tanto la República de Costa Rica como los Estados Unidos 
Mexicanos son estados democráticos de derecho, con una 
institucionalidad que declara proteger y garantizar los derechos 
humanos que se encuentran establecidos en los tratados 
internacionales y en la Constitución Política. Es por ello que 
han adherido a los principios consagrados en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y ratificado la Convención 
Americana de Derechos Humanos o ‘Pacto de San José’ y el 
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 

En particular, respecto a los derechos humanos de las mujeres, 
la Convención para la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW), ratificada por 
ambos países en la década del 80, se ha constituido en una 
forma de compromiso para establecer la protección jurídica 
de los derechos de las mujeres sobre una base de igualdad con 
los hombres, garantizando la protección efectiva a través de la 
adopción de diversas medidas y sancionando toda discriminación 
contra las mujeres (Hernández Pérez 2021; CNDH s/f).

Bajo este marco, tanto la Constitución Política de Costa Rica 
como la de México han optado por una definición general de la 
igualdad ante la ley, sin distinción de género o sexo. En efecto, 
la Constitución Política de Costa Rica, en una reforma realizada 
el año 1999, señala en su artículo 33 que: “Toda persona es 
igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna 
contraria a la dignidad humana” (Constitución Política de la 
República de Costa Rica 1949); mientras que para México, una 
reforma del artículo 1º de la Constitución realizada el año 2011 
reforzó el marco de protección de los derechos humanos de la 
siguiente forma:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos 
y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece (Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos 1917).

Si bien ambas constituciones se refieren en particular a los 
derechos de las mujeres en el ámbito laboral1, la Constitución 
de México va más allá, al establecer una protección especial 
para mujeres de los pueblos originarios en el establecimiento 
de los sistemas normativos para la regulación y solución de 
sus conflictos internos, en el goce de igualdad en el derecho a 
votar y ser votada, así como en la incorporación de estas a los 
procesos productivos y protección a su salud. Por otra parte, 
en el ámbito de la participación política, establece la paridad 
para todos los cargos de elección popular, de representación y 
conformación de organismos públicos. Finalmente, se regulan 
los contenidos en los medios de comunicación, los que deben 
promover la igualdad entre mujeres y hombres. 

Este reconocimiento constitucional ha ido acompañado del 
desarrollo de un marco legal para el fomento de los derechos 
de las mujeres. Así, a la aprobación de la Ley de Promoción 
de Igualdad Real de la Mujer, en 1990 en Costa Rica y la 
Ley Federal para Prevenir y Erradicar la Discriminación, en 
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México el año 2003, le han seguido diversas leyes importantes 
de protección de los derechos humanos de las mujeres y de 
igualdad de género (Observatorio de Igualdad de Género 2022). 

Con un marco legal de base, apoyando la igualdad de la mujer y 
disminuyendo la discriminación histórica que han mantenido a 
las mujeres fuera de los ámbitos de toma de decisiones y poder, 
la Asamblea Legislativa de Costa Rica y el Congreso de la 
Unión de México han ido desarrollando una serie de aspectos, 
tales como: estructuras de liderazgo, capacidad para elaborar 
políticas relacionadas con el género, culturas de trabajo, 
infraestructuras y mecanismos específicos para la igualdad de 
género, que son el objeto de estudio de este capítulo. De esta 
forma, el análisis de cada país se ha estructurado en función de 
cuatro ejes fundamentales: 

•	 Participación. Bajo este eje se analiza tanto la evolución 
en número de mujeres en el parlamento, como su 
participación en diversos puestos de liderazgo de distintas 
áreas y comisiones parlamentarias, integrándose en las 
estructuras de poder y toma de decisión de la política. 

•	 Desarrollo del Enfoque de Género. Se expresa en la 
creación de comisiones para la igualdad de la mujer y 
bancadas o grupos parlamentarios con enfoque de género, 
para luego ir avanzando a que todos los parlamentarios 
—hombres y mujeres— compartan la responsabilidad de 
promover la igualdad de género. 

•	 Transversalización del Enfoque de Género. Este se verifica 
en un parlamento con capacidad técnica para elaborar 
normas, políticas e institucionalidad que va desarrollando 
una cultura organizacional, donde se ha institucionalizado 
el enfoque de género. 

•	 Institucionalidad para el desarrollo de marcos legales con 
enfoque de género. Este eje se materializa en el desarrollo 
de unidades técnicas de apoyo al proceso legislativo, así 
como también en equipos que desarrollan estudios de 
armonización legislativa y análisis e investigaciones con 
perspectiva de género. 

Cabe agregar que toda la información utilizada en este capítulo 
proviene mayormente de las páginas web oficiales de la 
Asamblea Legislativa de Costa Rica y del Congreso de la Unión 
de los Estados Unidos de México, además de información 
obtenida de los gobiernos de ambos países. A esto se suman 
textos desarrollados tanto por la UIP, ONU Mujeres y el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).

1. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica

Costa Rica ostenta una de las democracias más antiguas de 
América. Entre 1986 y 2002, la política estuvo dominada por 
dos partidos: el Partido de Liberación Nacional (PLN) y la 
Unidad Social Cristiana. Posteriormente, se produce el ascenso 
de nuevas organizaciones políticas, como el centroizquierdista 
Partido Acción Ciudadana (Jager 2015). 

Es un Estado unitario con un sistema político presidencialista y 
una Asamblea Legislativa unicameral. El Poder Ejecutivo recae 
en el cargo de Presidente de la República y dos vicepresidencias, 
elegidos por mayoría relativa de sufragios para un período de 
cuatro años. Sin embargo, para ello es preciso obtener al menos 
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un 40% de los votos válidos emitidos en primera vuelta. De lo 
contrario, se realiza una segunda ronda o balotaje (Jager 2015).

La Asamblea Legislativa es un órgano de decisión, denuncia y 
control político compuesto por 57 legisladoras y legisladores, 
sin posibilidad de reelección inmediata. La relación entre 
el Poder Ejecutivo y el Legislativo se da bajo supuestos de 
colaboración y contrapeso. Por un lado, la Asamblea Legislativa 
dispone de mecanismos de control del Ejecutivo, tales como: 
voto de censura, comisiones de investigación, interpelaciones 
parlamentarias; mientras que, por otro lado, el Ejecutivo dispone 
de iniciativa legislativa en período de sesiones extraordinarias y 
de iniciativa exclusiva en materia presupuestaria y veto (Jager 
2015).

La elección de representantes de la Asamblea Legislativa se 
realiza de forma proporcional con listas cerradas y bloqueadas 
en siete distritos plurinominales, correspondiente a las 
Provincias. Asimismo, los partidos políticos gozan de protección 
constitucional y son los vehículos exclusivos de la participación 
ciudadana en la vida política. El sistema de financiamiento de 
los partidos políticos es mixto —público y privado— y, de 
acuerdo con el Código Electoral, los recursos destinados a la 
capacitación tienen que ser utilizados de manera paritaria entre 
mujeres y hombres (Jager 2015).

El Reglamento de la Asamblea Legislativa establece diferentes 
tipos de comisiones, tanto permanentes ordinarias como 
permanentes especiales, así como la posibilidad de creación de 
comisiones especiales mixtas. Se suman a este tipo de órganos 
las tres comisiones con Potestad Legislativa Plena, que vienen 
a ser los llamados ‘miniplenarios’, que cumplen una labor 
similar a la del Plenario, aprobando proyectos de forma más 
ágil y convirtiéndolos en leyes de la República (Departamento 
de Servicios Bibliotecarios 2017).

1.1. Primer Eje de Análisis: Participación de las Mujeres en la 
Asamblea Legislativa de Costa Rica

1.1.1. Participación de las mujeres en la Asamblea Legislativa

Costa Rica tiene una larga tradición de respeto a los derechos 
humanos, contexto que sirve de base a sus acciones legislativas 
y políticas públicas orientadas a garantizar los principios 
de igualdad y no discriminación entre mujeres y hombres. 
La Constitución de 1949 reconoció a las mujeres el derecho 
al sufragio. En 1953, votaron en las elecciones nacionales 
y se eligió a tres diputadas. En 1986, una mujer accedió a la 
Vicepresidencia de la República y, en 2010, Laura Chinchilla 
del PLN se transformó en la primera Presidenta del país (Jager 
2015). 

En Costa Rica, se han producido varios hechos en materia 
legislativa que han permitido una mayor participación política 
de la mujer en la Asamblea Legislativa. A continuación, en la 
Tabla N°1, se revisan los principales hitos. 
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Tabla N°1: Principales hitos de la legislación de cuotas y paridad 
en Costa Rica

Norma Resumen

Ley de Promoción de la 
Igualdad Social de la Mujer 
(1990)

Los partidos políticos establecerán mecanismos eficaces que promuevan y aseguren la 
participación efectiva de la mujer en los procesos eleccionarios internos, en los órganos 
directores del partido y en las papeletas electorales (Art. 5).

Ley N° 7.653, Código 
electoral (1996)

Debe haber al menos un 40% de mujeres en la estructura partidaria y en los puestos de 
elección popular.

Resolución N° 1.863 del 
TSE (1999)

Ubicación del 40% de mujeres en puestos elegibles (con posibilidades reales de elección). 

Sanciones: no inscripción de las nóminas que no se ajusten a la cuota ni acreditación de las 
reformas estatutarias y actas partidarias que no cumplan con la ley.

Resolución N° 2.837 del 
TSE (1999)

El 40% es un mínimo que puede incrementarse a favor de las mujeres, pero no disminuirse. 

Puesto elegible: es aquel con posibilidades reales de elección. 

Método o criterio histórico: el promedio de los resultados obtenidos en las contiendas 
electorales en las que ha participado la agrupación política da un aproximado de los puestos 
con posibilidades reales de ser electos y la participación de las mujeres debe considerarse 
dentro de ellos.

Ley N° 8.765 (2009) Principio de paridad con alternancia en las estructuras partidarias y en las papeletas para los 
puestos de elección popular. 

No inscripción (o no renovación) de los partidos políticos y de los estatutos, así como de las 
nóminas de candidatos que no cumplan con la ley

Fuente: Jager (2015). 
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En 1990, se aprobó la Ley N° 7.142 de Promoción de la 
Igualdad Social de la Mujer, como consecuencia de la 
necesidad de establecer un punto de partida mínimo para la 
participación efectiva de las mujeres en las elecciones. En ella, 
se determinó que “(…) los partidos políticos incluirán en sus 
estatutos mecanismos eficaces que promuevan y aseguren la 
participación efectiva de la mujer en los procesos eleccionarios 
internos, en los órganos directivos del partido y en las papeletas 
electorales” (art. 5). Del 30% a que se refiere el párrafo primero 
del artículo 194 del Código Electoral, los partidos políticos 
deberán destinar un porcentaje para promover la formación y 
la participación política de la mujer. Sin embargo, con la Ley 
de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer de 1990, no 
se produjo un crecimiento de la participación femenina en la 
Asamblea Legislativa; mientras que en las elecciones de 1994, 
solo aumentó en dos el número de diputadas.

Posteriormente, en la Ley N° 7.653 del 28 de noviembre de 
1996, que reforma el artículo 60 del Código Electoral, relativa 
a la organización de los partidos políticos, se señala que “(…) 
las delegaciones de las asambleas distritales, cantonales y 
provinciales, deberán estar conformadas al menos, por un 
cuarenta por ciento (40%) de mujeres”. 

Esta ley se aplicó por primera vez en las elecciones de 1998 y si 
bien los partidos cumplieron con esta, 

(…) tendieron a ubicar a las mujeres en 
posiciones sin posibilidades ciertas de elección. 
En estas elecciones, también aumentaron en 
dos el número de Diputadas. Frente a ello, 
el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) 
instituyó reglas de posicionamiento más 
precisas, exigiendo que las mujeres estuvieran 
ubicadas en lugares competitivos de las listas 
cerradas y bloqueadas (Jager 2015).

Así, el salto cuantitativo se produjo recién en las elecciones 
de 2002, cuando la proporción de diputadas electas alcanzó el 
35%, llegando al 39% en 2006 y en 2010 (Jager 2015: 13). 

El Código Electoral del año 2009, Ley N° 8.765, estableció 
la paridad de género en la composición de las nóminas de 
candidaturas, junto a la definición de reglas de posicionamiento 
de las personas de ambos sexos. Según su artículo 2: 

(...) la participación se regirá por el principio 
de paridad que implica que todas las 
delegaciones, las nóminas y los demás órganos 
pares estarán integrados en un cincuenta por 
ciento (50%) de mujeres y un cincuenta por 
ciento (50%) de hombres, y en delegaciones, 
nóminas u órganos impares, la diferencia 
entre el total de hombres y mujeres no podrá 
ser superior a uno.
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En marzo de 2014, la Comisión de la Mujer de la Asamblea 
Legislativa dictaminó a favor de un proyecto impulsado por la 
diputada Pilar Porras Zúñiga. El objetivo de este fue procurar la 
efectiva incorporación de la perspectiva de género en los partidos 
políticos, incorporando el mecanismo de paridad horizontal en 
la elección de diputados, alcaldes, regidores e intendentes. Así, 
este establece la obligación de los partidos de colocar mujeres 
en el primer lugar de las papeletas en, al menos, tres de las siete 
provincias en las elecciones nacionales.

1.1.2. Conformación de la Asamblea Legislativa

Respecto a la Conformación de la Asamblea Legislativa 
unicameral, esta está compuesta por 57 miembros y, desde el 
año 2010, se aprecia una importante participación de las mujeres 
en el poder legislativo, aun cuando su presencia es menor a la 
de los hombres. En la Tabla N°2, se puede observar la cantidad 
de diputadas electas versus los diputados electos, durante cuatro 
periodos, comenzando el año 2010.

Tabla N°2: Diputadas Electas y Diputados Electos en el periodo 
2010-2022

Periodo Diputadas electas Diputados electos

2010-2014 22 35
2014-2018 22 35
2018-2022 26 31
2022-2026 28 29

Fuente: Asamblea Legislativa de Costa Rica (s/fb).

De acuerdo al ‘Informe General de Leyes Aprobadas que 
Promueven la Igualdad de Género y Derechos de las Mujeres’, 
la representación 2018-2019 de la administración es “(…) 
emblemática para la promoción de la igualdad de género y los 
derechos de las mujeres en el país” (Hernández Pérez, 2021). 
El Plenario Legislativo, por primera vez, estuvo conformado 
en un 46,5% por diputadas, esto es: 26 de 57 representantes 
(Hernández Pérez 2021). Esta nueva conformación fue producto 
del Código Electoral aprobado en el año 2009 que incorporó la 
paridad y la alternancia en las nóminas de elección popular, más  
el voto de la Sala Constitucional 16.070-2015, el cual obligó 
a los partidos políticos a conformar nóminas cumpliendo la 
paridad vertical y horizontal con alternancia (Hernández Pérez 
2021: 7).

1.1.3. Conformación de las Comisiones Permanentes Ordinarias 
y Permanentes Especiales de la Asamblea  

Con el objetivo de analizar la presencia de parlamentarias en 
las Presidencias de las Comisiones, es interesante mencionar 
las investigaciones realizadas en países del Norte de Europa 
(Skard y Haavio-Mannila 1985; Borner et al 2009). Estos 
estudios revelaron una suerte de división sexual del trabajo en 
ciertos grupos de comisiones parlamentarias, las que fueron 
categorizadas en tres tipos: 

•	 Comisiones de reproducción2: son aquellas que tratan 
temas de política social, familiar, sanitaria, educativa, 
ambiental, cultural, de vivienda, etc.
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Tabla N° 3: Mujeres en la Presidencia de Comisiones 
Permanentes, por categoría y período (1994-2014)5 

Categoría
1994/1998 1998/2002 2002/2006 2006/2010 2010/2014 2014/20186

N % N % N % N % N % N %

Reproducción 1/4 25 7/11 63 9/16 56 12/16 75 12/24 50 2/6 33

Producción 0/12 0 0/12 0 2/12 16 7/16 43 10/16 62 0/5 0

Prese rvac ión 
del Sistema

3/24 12 10/26 38 10/28 35 10/30 33 14/36 38 0/8 0

Fuente: Jager (2015). 

Las mujeres han ocupado los cargos de presidencia 
mayoritariamente en la categoría reproducción. La de 
producción, mostró una tendencia al aumento de presidencias 
femeninas desde 2002 en adelante, y en el periodo que va entre 
los años 2010 y 2014, por primera vez, alcanzaron el 62%. 

La legislatura que se inició en 2014 mostró un fuerte retroceso 
en las presidencias de mujeres en todas las categorías. Solo hubo 
dos diputadas como titulares de la presidencia en las comisiones 
de Asuntos Sociales y Especial de la Mujer, esto es: 2 cargos 

sobre 19 posibles (Jager 2015). Para el año 2015, la Comisión 
Permanente de Asuntos Agropecuarios y de Recursos Naturales, 
estaba presidida por la diputada Marlene Madrigal, mientras 
la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, estuvo bajo el 
mando de la legisladora Rosibel Ramos (informá-TICO, 2015). 

Para la Legislatura 2016-2017, la Diputada Karla Prenda asume 
la presidencia de Comisión con Potestad Legislativa Plena 
Segunda7 y Marta Arauz, la Vicepresidencia de la Comisión de 
Potestad Legislativa Plena Tercera. Asimismo, cuatro Diputadas 

•	 Comisiones de producción3: estas tienen que ver con la 
política económica, fiscal, laboral, industrial y energética, 
etc.

•	 Comisiones de preservación del sistema4: se encargan 
de los asuntos constitucionales, juicio político, reforma 
institucional y administrativa, relaciones exteriores, 
seguridad y defensa nacional, etc. (Jager 2015).
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Comisiones Legislatura Número  de Diputadas

Comisiones Plenas 2018-2019 1

Comisiones Permanentes ordinarias8 2018-2019 4

Comisiones Permanentes Especiales9 2018-2019 7

Comisiones Plenas 2019-2020 2

Comisiones Permanentes ordinarias 2019-2020 3

Comisiones Permanentes Especiales 2019-2020 8

Comisiones Plenas 2020-2021 2

Comisiones Permanentes Ordinarias 2020-2021 2

Comisiones Permanentes Especiales 2020-2021 10

Comisiones Plenas 2022 2

Comisiones Permanentes Ordinarias 2022 3

Comisiones Permanentes Especiales 2022 9

Comisiones Especiales 2022 7

Fuente: Asamblea Legislativa de Costa Rica (s/fb).

son presidentas de Comisiones Permanentes ordinarias 
(Departamento de Servicios Bibliotecarios 2017). En la en la 
Tabla N° 4, a continuación, se expone el número de mujeres que 

han ostentado la presidencia de comisiones plenas, permanente 
ordinarias y permanentes especiales.  

Tabla N°4: Mujeres en la Presidencia de Comisiones Permanentes en las Legislaturas desde el año 2018 al 2021.
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1.1.4. Mujeres Presidentas de la Asamblea Legislativa

Entre los años 2010 y 2022, ha habido una sola presidenta de la 
Asamblea Legislativa de Costa Rica, la Sra. Carolina Hidalgo 
Herrera, para el periodo 2018-2019. En el 2021, por su parte, 
asume como Presidenta la Diputada Silvia Vanessa Hernández 
Sánchez (CEDIL 2021).

1.1.5. Mujeres Jefas de Fracción

Respecto a las reuniones de jefas de fracción10, estas se 
efectúan semanalmente para negociar y llegar a acuerdos sobre 
temas a desarrollar, tanto en el Plenario Legislativo como en 
las Comisiones Plenas. Entre los temas figuran los proyectos 
de ley que se discutirán en las sesiones, los temas de control 
político que se incluirán, la división de tiempo para participar 
por fracción, etc. Las reuniones son importantes para incidir 
y promover la aprobación de la agenda de género y derechos 
humanos de las mujeres pendientes y la participación real de 
las diputadas en diferentes actividades que se desarrollan en el 
Plenario y las Comisiones Plenas (Hernández Pérez 2021).

En los últimos años, la participación de las mujeres como jefa 
de fracción, ha sido la siguiente: 

•	 Período 2018-2019: Ninguna mujer diputada fue 
nombrada Jefa de Fracción. 

•	 Período 2019-2020: Tres mujeres fueron nombradas Jefas 
de Fracción. Estas fueron las Diputadas Silvia Hernández 
del Partido Liberación Nacional (PLN), María Inés Solís 
del Partido Unidad Social Cristiana (PUSC) y Carmen 
Chan del Partido Nueva República. 

•	 Período 2020-2021: Cinco mujeres fueron nombradas 
Jefas de Fracción: Patricia Villegas del  Partido 
Integración Nacional (PIN); Xiomara Rodríguez del 
Partido Restauración Nacional; Carmen Chan del Partido 
Nueva República; Ivonne Acuña, Independiente; y Zoila 
Volio, Independiente (Hernández Pérez 2021).

1.2. Segundo Eje de Análisis: Desarrollo del Enfoque de 
Género en la Asamblea Legislativa de Costa Rica

A partir del año 1999, la Asamblea Legislativa de Costa Rica 
dispone de su propia institucionalidad de género, conocida 
como la Triada de Género, que está conformada por:

•	 La Comisión Permanente Especial de la Mujer, creada el 
año 1999.

•	 La Dirección Técnica de Género, actual Unidad Técnica 
de Igualdad y Equidad de Género, UTIEG, del año 200711. 

•	 El Grupo Parlamentario de Mujeres Diputadas o GPMD, 
constituido en el año 2015.

La Comisión Permanente Especial de la Mujer es fruto de 
un compromiso producto de la adhesión de Costa Rica a la 
Plataforma de Acción de Beijing (1995), en la que se acordó 
crear mecanismos gubernamentales necesarios para facilitar el 
desarrollo y protección de los derechos humanos de las mujeres. 
Inició sus funciones en diciembre de 1999 (Genera Igualdad 
PNUD 2014). 
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Esta comisión propone reformas a la legislación vigente, realiza 
el control de legalidad y desempeña el control político sobre la 
actuación de la administración en todo lo referido a la situación 
de las mujeres. Esta ha sido una de las comisiones con mayor 
proporción de diputadas entre sus integrantes (Jager  2015). Las 
funciones de la Comisión Permanente Especial de la Mujer, de 
acuerdo con el artículo 85, de las Atribuciones del Reglamento 
de la Asamblea, son:

•	 Conocer y dictaminar los proyectos de ley que se 
relacionen con la situación de las mujeres o las afecten. 

•	 Estudiar los problemas sociales relacionados con la 
calidad de vida y derechos humanos de las mujeres, con 
el fin de realizar las reformas necesarias de la legislación 
vigente y efectuar el respectivo control de legalidad. 

•	 Proponer las modificaciones que requiere la legislación 
nacional relativa a la situación de las mujeres para ajustarse 
a lo estipulado por los tratados internacionales sobre la 
materia, procurando el desarrollo pleno e integral de esta 
población, con equidad entre los géneros. Realizar un 
control político sobre la actuación de la Administración, en 
todo lo referente a la situación de las mujeres (Asamblea 
Legislativa de Costa Rica s/fa).

Esta comisión está integrada por siete  diputadas o diputados  que 
serán designados cada año por la Presidencia de la Asamblea, 
durante el mes en que se inicie la legislatura. Los diputados que 
las integren deberán formar parte de las comisiones permanentes 
ordinarias12 13 (Asamblea Legislativa de Costa Rica s/fa). 

Respecto del GPMD, fueron las parlamentarias del periodo 
2014-2018 quienes el 24 de junio de 2015 aprobaron crear 
esta instancia para fortalecer la institucionalidad de género del 
Congreso (Asamblea Legislativa de Costa Rica 2015). 

Entonces, sus objetivos generales son formular y promover una 
agenda legislativa sin distinción de partido político, orientada 
al impulso y fortalecimiento de iniciativas en pro de la defensa 
de los derechos humanos de las mujeres, la igualdad de género 
y la fiscalización del cumplimiento de las políticas públicas 
promulgadas con ese objetivo. Además, se encarga de realizar 
el control político del cumplimiento de la normativa nacional e 
internacional de protección a los derechos humanos de la mujer 
y la igualdad de género (Asamblea Legislativa de Costa Rica 
2020: 4). Así, en el Recuadro N° 1, a continuación, se listan los 
objetivos específicos del GPMD.
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Recuadro N°1. Objetivos específicos del ‘Grupo Parlamentario de Mujeres Diputadas’

•	 Establecer un espacio de intercambio y concertación entre las diputadas sin distinción de partido político que promueva 
los derechos de las mujeres y la igualdad de género en el quehacer legislativo. 

•	 Elaborar y promover una agenda legislativa para la promoción de la igualdad y equidad de género y los derechos de las 
mujeres. 

•	 Realizar intercambios de buenas prácticas para la promoción de la igualdad y equidad de género y los derechos de las 
mujeres en la labor legislativa.

•	 Establecer estrategias de incidencia para la implementación de la Política de Igualdad y Equidad de Género en la 
Asamblea Legislativa o PIEGAL y la aprobación de la Agenda Legislativa de Género. (Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica 2020).

•	 Realizar en forma conjunta actividades de control político con perspectiva de género.

•	 Fortalecer la labor legislativa de las diputadas de la Asamblea Legislativa. 

•	 Fortalecer la institucionalidad de Género de la Asamblea Legislativa de Costa Rica, la Comisión Permanente Especial 
de la Mujer, el Grupo Parlamentario de Mujeres Diputadas y la UTIEG (Asamblea Legislativa de Costa Rica 2020: 5).

El GPMD comprende una asamblea general formada por todas 
las diputadas que conforman la Asamblea Legislativa y un 
Comité Directivo Coordinador. El grupo cuenta con el apoyo 
técnico permanente de la UTIEG (Asamblea Legislativa de 
Costa Rica 2020: 5).

1.3. Tercer Eje de Análisis: Transversalización de género en la 
Asamblea Legislativa de Costa Rica

La Asamblea Legislativa de Costa Rica dispone de ciertas 
herramientas con el fin de contribuir a la incorporación de la 
perspectiva o enfoque de género en la función legislativa. Al 
respecto, se puede mencionar la PIEGAL, construida por la 
UTIEG, con el apoyo técnico y financiero  del PNUD (UTIEG-
PNUD 2013). 
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La UTIEG es el órgano técnico-orgánico responsable de 
operacionalizar las tareas de formación, capacitación, 
planificación, coordinación, asistencia técnica, seguimiento y 
evaluación de las acciones de género que implementen todas las 
fracciones, oficinas y dependencias de la Asamblea Legislativa, 
asegurando con ello el desarrollo y adelanto de la mujer, 
garantizándole el ejercicio y el goce de sus derechos humanos y 
las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el 
hombre (Asamblea Legislativa de Costa Rica s/fa). 

Esta fue creada el año 2007 por el Directorio de la Asamblea 
Legislativa y puesta en marcha el 28 de abril del 2009, siendo el 
órgano responsable de transversalizar la perspectiva de género 
dentro del poder legislativo; apoyar la labor de la Comisión 
Permanente Especial de la Mujer; y elaborar y promover la 
implementación de la PIEGAL (UTIEG-PNUD 2013: 6).  A 
la PIEGAL, hay que sumar el Sistema de Gestión para la 
Igualdad de Género (SIGIEG) y la Matriz de Responsabilidades 
(RASCI14). 

1.3.1. La Política de Igualdad y Equidad de Género en la 
Asamblea Legislativa (PIEGAL)

La PIEGAL fue aprobada en la sesión Nº 159-2013, el día 19 de 
febrero de 2013 y diseñada a través de un proceso participativo 
de funcionarios y funcionarias del poder legislativo. Su objetivo 
principal es establecer las líneas estratégicas institucionales 
para incorporar la perspectiva de género en todo el quehacer 
legislativo, en cumplimiento con la normativa nacional e 
internacional (Hernández Pérez 2021: 5). 

La PIEGAL se complementa con un plan de acción en el 
que se establecen una serie de acciones afirmativas, es decir, 
medidas temporales adoptadas para corregir situaciones de 
discriminación producidas como consecuencia de la legislación, 
políticas, culturas y prácticas sociales en general. En particular, 
procura corregir desigualdades entre hombres y mujeres 
mediante la redistribución de recursos económicos, culturales, 
políticos y ambientales.

La UTIEG tiene a su cargo el seguimiento, monitoreo y 
evaluación de la PIEGAL y su Plan de Acción. Como tal se 
coordina con los órganos administrativos y políticos de la 
Asamblea Legislativa para el desarrollo de una perspectiva de 
género, otorgándoles asesoría técnica especializada; también 
impulsa un proceso de incorporación del enfoque de género en 
la planificación institucional y en los procesos administrativos 
internos, en coordinación con el Departamento de Desarrollo 
Estratégico, con el fin de mejorar la calidad de la prestación de 
los servicios y las condiciones laborales de las funcionarias y 
los funcionarios legislativos.

Así, la PIEGAL y su Plan de Acción 2013-2017 se concentran 
en lograr la incorporación de la perspectiva de género en su 
quehacer institucional. Además, buscan garantizar la igualdad 
y equidad para todas las personas que laboran en la institución, 
en todos los procesos administrativos, legislativos y de control 
político, y el fortalecimiento de la institucionalidad para la 
Igualdad y Equidad de Género, para lo cual se establecen los 
siguientes 4 ejes estratégicos (Asamblea Legislativa de Costa 
Rica 2013). 
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Recuadro N°2. Ejes Estratégicos del Plan de Acción 2013-2017

Eje estratégico 1: Consolidar y fortalecer la Institucionalidad de género.

Acción estratégica: 

•	 La Asamblea Legislativa debe desarrollar todas las medidas que sean necesarias para fortalecer su institucionalidad de 
género y garantizar la integración de la perspectiva de género en el quehacer institucional y la adecuada implementación 
de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Legislativo. 

Eje estratégico 2: Gestión administrativa con perspectiva de género.

Acciones estratégicas: 

•	 La Asamblea Legislativa promoverá ambientes laborales libres de prácticas discriminatorias por razón de género, en los 
cuales las relaciones entre hombres y mujeres se funden en el respeto y la corresponsabilidad.

•	 Desarrollar condiciones de trabajo equitativas que favorezcan el balance entre vida laboral y vida familiar entre 
funcionarias(os) con responsabilidades familiares; garantizar el respeto a la legislación laboral en cuanto a la protección 
de la maternidad y paternidad al interior de la institución.

•	 Procurar reducir la segregación del trabajo por razón de género en los procesos de selección y contratación de personal.

•	 Promover acciones afirmativas para lograr una participación equitativa y proporcional de mujeres y hombres en las 
direcciones, jefaturas y demás órganos de decisión. 

•	 Diseñar protocolos de atención a casos institucionales de hostigamiento sexual y laboral, y garantizar el apoyo psicosocial 
a las personas afectadas.
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Eje estratégico 3: Gestión Legislativa con perspectiva de género.

Acciones estratégicas: 

•	 Establecer directrices y procedimientos para la incorporación de la perspectiva de género en los procesos y acciones que 
realizan las Fracciones Políticas, Comisiones Legislativas, Comisiones con Potestad Plena y el Plenario Legislativo.

•	 Desarrollar e implementar herramientas y guías prácticas para la incorporación de la perspectiva de género en la 
elaboración de proyectos de ley, en los informes técnicos de proyectos de ley y en las investigaciones y resoluciones 
asociadas al proceso de la formación de la ley.

•	 Desarrollar e implementar herramientas para facilitar la labor de los Diputados y Diputadas incorporando la perspectiva 
de género en el proceso de creación, discusión y aprobación de las leyes.

•	 Promover la conformación del Grupo Parlamentario de Género y el establecimiento de agendas legislativas para la 
promoción de la igualdad y equidad de género.

Eje estratégico 4: Control Político con perspectiva de género.

Acciones estratégicas: 

•	 Promover la elaboración de informes de impacto de género con perspectiva de género para apoyar la labor de control 
político que realizan los diputados y diputadas.

•	 Promover mecanismos de rendición de cuentas a la sociedad sobre los avances en materia de igualdad de género.
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1.3.2. Sistema de Gestión para la Igualdad de Género (SIGIEG)

Amparada en una concepción universalista de promoción y 
protección de los derechos humanos, en la igualdad de género 
y en el logro de un desarrollo humano sostenible, la Asamblea 
Legislativa de Costa Rica comenzó a dar sus primeros pasos en 
la incorporación de la perspectiva de género con la adopción 
de una serie de herramientas institucionales, mencionadas con 
anterioridad, como es la PIEGAL y el Plan de Acción 2013-2017. 
Estos, a su vez, dan soporte a la Política Nacional de Igualdad y 
Equidad de Género, que establece los lineamientos a nivel país 
en este tema, así como el cumplimiento de los compromisos 
adquiridos al ratificar los convenios internacionales, tales como 
la CEDAW (SIME Consultoría 2014).

Con el fin de disponer institucionalmente de la metodología que 
definiera, paso a paso, el camino que se debía realizar para el 
cierre de las brechas de género, las y los diputados del periodo 
2010-2014 incorporaron recursos financieros en el presupuesto 
institucional para contratar la consultoría denominada 
“Contratación de servicios profesionales para la elaboración de 
una metodología de gestión de Igualdad y Equidad de Género”. 
El producto final de este trabajo fue el Modelo de Gestión para 
la Igualdad y Equidad de Género de la Asamblea Legislativa 
(SIGIEG-AL).

El modelo se basó en la Norma INTE 38-01-01: 2013 denominado 
Sistemas de Gestión de Igualdad y Equidad de Género, 
instrumento utilizado por el Instituto de Normas Técnicas de 
Costa Rica (INTECO) para evaluar Sistemas de Gestión de 
Igualdad y Equidad de Género en cualquier organización. Con 
esto, la Asamblea Legislativa de Costa Rica se convertiría en 
la primera institución de este tipo a nivel mundial en definir un 
modelo de gestión con estas características (Servicios Integrales 
para el Mejoramiento Empresarial, 2014).

1.3.3. Matriz de Responsabilidades (RASCI)

Con el fin de determinar las responsabilidades sobre el 
SIGIEG en la Asamblea Legislativa, se desarrolló la Matriz 
RASCI la cual le asigna responsabilidades a todos los órganos 
administrativos y legislativos de la misma. Es decir, es una guía 
de ejecución de acciones para cada órgano institucional, según 
sus competencias (Hernández Pérez, 2021).

La elaboración de la matriz RASCI se alinea con el Manual de 
Funciones de la Asamblea Legislativa y con la Norma INTE 38-
01-01, asignando roles de la siguiente manera:
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Tabla N°5. Roles en la matriz de responsabilidades

Código Rol Descripción

R Responsible Este rol debe dirigir las tareas que se ejecutan.

A Accountable
Este rol se encarga de aprobar el trabajo finalizado y, a partir de ese momento, se vuelve 
responsable por este. Sólo puede existir un rol A por cada tarea, siendo responsable de 
asegurar que se ejecutan las tareas.

S Support Este rol apoya al responsable del trabajo, ejecutando labores específicas que le sean 
encomendadas.

C Consulted
Este rol posee alguna información o capacidad necesaria para cumplir con el trabajo. De 
modo que se le puede informar y se le consulta por información (comunicación bidirec-
cional).

I Informed Este rol debe ser informado sobre el progreso y los resultados del trabajo. A diferencia 
del rol inmediatamente anterior, la comunicación es unidireccional

Fuente: SIME Consultoría (2014). 



73

Por ejemplo, la UTIEG tendría las siguientes responsabilidades:

Tabla N°6. Algunas de las responsabilidades RASCI de la UTIEG

Código Responsabilidades

R

Revisión inicial Estructura y 
responsabilidad

Objetivos, metas y 
programas para la 
igualdad y equidad de 
género

Control operacional

A No hay responsabilidades asociadas

S

Política de igualdad y 
equidad de género

Identificación de las 
brechas de género

Objetivos, metas y 
programas para la 
igualdad y equidad de 
género

Definición e 
implantación 
de criterios y 
procedimientos en la 
gestión de recursos 
humanos

C

Reclutamiento, la 
selección, la promoción 
y la evaluación del 
desempeño

Acceso a acciones de 
formación y capacitación

Participación igualitaria 
en los espacios de toma 
de decisiones

Remuneración e 
incentivos

I
Acceso a acciones de 
formación y capacitación

Competencias y toma de 
conciencia

Ordenamiento de 
jornadas de trabajo

Auditoría interna

Fuente: Elaboración propia con datos de SIME Consultoría (2014).
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1.4. Cuarto Eje de Análisis: Institucionalidad para el desarrollo 
de marcos legales con enfoque de género en el periodo

Si bien, desde el año 2013, se han venido desarrollando una serie 
de estrategias, es a partir de 2018 que se produce una inflexión, 
ya que, el 8 de marzo de 2019, el GPMD firmó un Pacto de 
Sororidad, a fin de impulsar la Agenda de Igualdad de Género. 
Fruto de esto y del trabajo legislativo, se aprobaron cincuenta 
leyes en el periodo comprendido entre 2018 y marzo de 2021, 
dirigidas principalmente a impulsar la agenda de género. Sin 
embargo, también estuvieron encaminadas a la protección de 
personas con discapacidad, pueblos originarios y las familias; 
así como también a combatir la trata de personas y pobreza, 
entre otras materias. 

Cabe señalar que la PIEGAL, en su tercer eje estratégico 
sobre la gestión legislativa con perspectiva de género, 
consideró implementar herramientas y guías prácticas para la 
incorporación de este enfoque, en la elaboración de informes 
técnicos para proyectos de ley asociados tanto al proceso de 
la formación de la ley como en el análisis presupuestario. Del 
mismo modo, promueve el desarrollo de herramientas dirigidas 
a legisladores y asesores legislativos, para la incorporación de 
la perspectiva de género en el proceso de creación, discusión 
y aprobación de las leyes. También promueve la conformación 
del Grupo Parlamentario de Género y el establecimiento de 
agendas legislativas para la promoción de la igualdad y equidad 
de género (Asamblea Legislativa de Costa Rica 2013).

A continuación, la Tabla N°7 muestra algunas leyes con enfoque 
de género aprobadas en el periodo 2018-2021.

Tabla N°7: Algunas leyes con temática de género aprobadas fruto del Pacto de Sororidad 

Fecha 
Aprobación

Nombre de la Ley Iniciativa de

18-mar-2019 Decreto Legislativo  N° 9.677 que reforma de La Ley N° 7.142 de Promoción de la 
Igualdad Social de la Mujer, de 8 de marzo del 1990, para la Protección de la Igualdad 
Salarial entre Mujeres y Hombres.

Varios

23-abr-2019 Ley N° 9.685 de Derecho al Tiempo: adición del inciso c) al artículo 931 de la Ley 
N° 7.594, Código Procesal Penal, de 10 de abril del 1996, para Ampliar el Plazo 
de Prescripción de la Acción Penal en Casos de Delitos Sexuales contra Personas 
Menores de Edad o sin Capacidad Volitiva o Cognoscitiva.

Varios 
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Fecha 
Aprobación

Nombre de la Ley Iniciativa de

23-may-2019 Ley N° 9.692 que modifica varios artículos de la Ley N° 7.586 Contra la Violencia 
Doméstica, del 10 de abril de 1996 y de la Ley N° 7.530 sobre Armas y Explosivos, 
del 10 de julio de 1995, en Situaciones de Violencia Doméstica y para Proteger la 
Vida y la Integridad Personal de las Víctimas.

José María 
Villalta

03-oct-2019 Ley N° 9.760 que Reforma el inciso c) del artículo 106 de la Ley N° 5.476 sobre el 
Código de Familia, del 21 de diciembre de 1973.

Emilia Molina

08-oct-2019 Ley N° 9.765 que Reforma el artículo 35 de la Ley N° 5.476 sobre Código de Familia, 
del 21 de diciembre de 1973.

María Vita 
Monge

21-ene-2020 Ley N° 9.824 que Reforma el artículo 12 de la Ley N° 5.395 General de Salud, del 30 
de octubre de 1973, para Proteger a la Mujer Embarazada Antes, Durante y Después 
del Parto.

Aida Montiel

28-may-2020 Ley N° 9.862 para la Conciliación de la Vida Familiar y Laboral. Ivonne acuña

14-jul-2020 Ley N° 9877 Contra el Acoso Sexual Callejero. Varios 

25-nov-2020 Ley N° 9.930 de Reforma del Inciso Q) del Artículo 8 de la Ley N° 8.718 y sus 
Reformas, para Fortalecer la Atención Integral y Capacitación de Mujeres que son o 
han sido Víctimas de Violencia.

Ivonne Acuña

Fuente: Senado de la República (2021b).
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Durante el año 2021 también se aprobaron otras leyes que 
no fueron consideradas en el ‘Informe General de Leyes 
Aprobadas que promueven la Igualdad de Género y Derechos 
de las Mujeres’ (Hernández Pérez, 2021), de la Asamblea 
Legislativa de Costa Rica, pero que son reformas de alguna 
norma anterior, o bien para promover la sensibilidad de género. 
Así, se puede considerar la Ley N° 9.975 que reforma la Ley de 
Penalización de la Violencia Contra las Mujeres y Código Penal 
(2021), que amplía la tipificación del delito de femicidio a las 
relaciones de noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual 
u otra análoga; también se extiende la tipificación de los delitos 
de maltrato, restricción a la libertad de tránsito, restricción a 
la autodeterminación, violación contra una mujer, conductas 
sexuales abusivas, sustracción patrimonial, daño patrimonial 
y limitación al ejercicio del derecho de propiedad. Asimismo, 
modifica los requisitos de procedencia de la prisión preventiva 
para aquellos delitos donde la persona investigada mantenga o 
haya mantenido con la víctima una relación o vínculo de pareja, 
sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, convivencia, de no 
convivencia, casual u otra análoga, aun cuando medie divorcio, 
separación o ruptura.

Otra norma bastante significativa es la Ley N°10.235 para 
Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres en la Política (2022), como práctica discriminatoria 
por razón de género, que es contraria al ejercicio efectivo de 
los derechos políticos de las mujeres, todo en concordancia 
con el principio de igualdad ante la ley de todas las personas, 
establecido en el artículo 33 de la Constitución Política del país 
(Asamblea Legislativa 2022).

2. Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos

México es una república democrática, representativa y federal, 
compuesta por 32 unidades federativas, esto es: los 31 Estados 
y la Ciudad de México. Su sistema político es presidencialista y 
el Poder Legislativo reside en el Congreso de la Unión, que es 
bicameral, con una Cámara de Diputados de 500 curules15 y un 
Senado de 128 (PNUD 2015).

En cuanto al sistema electoral, 300 diputaciones son elegidas 
por mayoría relativa en un número equivalente de distritos 
uninominales y 200 por representación proporcional en cinco 
circunscripciones plurinominales. En el caso del Senado, cada 
unidad federativa elige dos senadores por mayoría relativa y un 
tercer senador que es asignado al partido político que obtiene 
el segundo lugar en votos en cada unidad16. Las 32 senadurías 
restantes son elegidas por representación proporcional en una 
sola circunscripción plurinominal nacional (PNUD 2015).

El Congreso de México, como muchos en la región, estaba 
históricamente formado casi exclusivamente por hombres. 
La llegada de las mujeres al Congreso es un salto en calidad 
democrática, porque manifiesta que la mitad del país no solo 
puede ejercer su derecho a elegir representantes, sino que además 
puede ejercer el derecho a ser representante y, por lo tanto, 
incidir en la toma de decisiones. Sin embargo, la singularidad de 
México radica, entre otras cosas, en la gradual evolución de su 
legislación de cuotas de género y el crecimiento de la presencia 
femenina en el Congreso de la Unión. Lo anterior se consolida 
con un nuevo paso del país: incorporar el mandato de paridad de 
género en la Constitución Federal.
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El avance de la participación de las mujeres en el Poder Legislativo 
ha propiciado la aprobación de leyes para la igualdad de género, 
contra la violencia y por la no discriminación, la aprobación 
de cuotas electorales y posteriormente la paridad, no solo en el 
Congreso, sino en los tres poderes del Estado. Asimismo, dentro 
del Congreso se han creado comisiones de equidad de género en 
ambas cámaras, al mismo tiempo que las mujeres comienzan a 
formar parte de las Mesas Directivas, la Junta de Coordinación 
Política y la Conferencia para la Dirección y Programación de 
los Trabajos Legislativos, teniendo, por tanto, más incidencia 
en el trabajo legislativo. Se han creado, asimismo, Unidades 
de Género en ambas corporaciones que tienen como objetivo 
el contar con un órgano técnico responsable de asegurar la 
institucionalización de la perspectiva de género en la cultura 
organizacional y el Centro de Estudios para el Logro de 
la Igualdad de Género (CELIG), órgano de apoyo técnico 
apartidista, conformado por especialistas en la elaboración 
de estudios, análisis e investigaciones con perspectiva de 
género, que busca contribuir y enriquecer el trabajo de las y los 
legisladores.

2.1. Primer Eje de Análisis: Participación de las Mujeres en el 
Parlamento Mexicano

2.1.1. Ingreso de las mujeres en el parlamento

El derecho al voto de la mujer en México se consigue el 12 de 
febrero de 1947, a través de la publicación en el Diario Oficial de 
la Federación, del Decreto de adición al artículo 115, quedando 
establecido que: “En las elecciones municipales participarán 
las mujeres, en igualdad de condición que los varones, con el 
derecho de votar y ser votadas” (Gobierno de México 2019).

Posteriormente, el 17 de octubre de 1953, se promulgaron las 
reformas constitucionales para que las mexicanas gozaran de la 
ciudadanía plena. Sin embargo, no fue sino hasta las elecciones 
federales de 1955 que las mujeres pudieron votar para elegir 
a los candidatos que conformarían la XLIII Legislatura del 
Congreso de la Unión (Gobierno de México 2019).

Si bien, en términos jurídicos, con el reconocimiento del 
derecho al sufragio femenino en 1953 mujeres y hombres 
gozan de iguales derechos para participar en la vida política 
del país, esta igualdad de jure no se traduce necesariamente en 
la presencia y participación igualitaria de mujeres y hombres 
en los espacios de poder y representación política. Si bien las 
mujeres comenzaron a formar parte lentamente de los cargos 
de representación política y elección popular, por décadas el 
ejercicio del poder público fue ocupado mayoritariamente por 
hombres, marginando a las mujeres de los espacios deliberativos 
de la política (CEAMEG 2008).

Esta situación de franca discriminación hacia las mujeres motivó 
que, desde la década de 1990, se modificaran gradualmente las 
estructuras legales para favorecer la incursión de las mujeres 
en la política mexicana. En 1993, se estableció en el Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, una 
recomendación para promover la participación política de 
las mujeres. Tres años más tarde se especificó, en el mismo 
Código, que las candidaturas a diputaciones y senadurías no 
podían exceder el 70% para un mismo género, sin distinguir 
entre candidaturas propietarias y suplentes  (INE 2017). 
Posteriormente, el 2007, se estableció que las candidaturas para 
integrar el poder legislativo debían de conformarse, cuando 
menos, de un 40% por personas de un mismo sexo (INE s/f).

En un principio, las modificaciones legales llevaron a que las 
mujeres tuvieran una mayor presencia en las listas electorales, 
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pero en aquellos puestos en los que no saldrían electas u 
ocupando puestos de suplente (Martínez & Garrido 2013). 
Por lo que, durante el proceso electoral federal 2011-2012, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación (TEPJF) impuso a los partidos políticos y coaliciones 
el deber de nombrar al menos el 40% de candidaturas de un 
mismo género, para diputaciones y senadurías respectivamente; 
mientras en las listas de representación proporcional debían ser 
integradas por segmentos de cinco candidaturas y en cada uno 
de los segmentos de cada lista debía haber dos candidaturas 
de género distinto, de manera alternada. La histórica sentencia 
emitida por el TEPJF, en noviembre de 2011, determinó que los 
partidos no quedaban en ningún caso exentos del cumplimiento 
de la cuota de género y que la realización de primarias no 
constituía una excepción (PNUD 2015). 

Por su parte, el Instituto Federal Electoral (IFE)17 emitió un 
acuerdo para establecer los criterios a los que los partidos 
políticos debían de apegarse para cumplir con el mandato 
del Tribunal (INE s/f), así como también tomó las medidas 
necesarias para su cumplimiento.  En consecuencia, en marzo 
del 2012, el IFE negó la inscripción de listas de partidos por 
incumplir lo dispuesto en materia de cuota de género en el 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales18. 
Finalmente, y como resultado de estas medidas, el porcentaje de 
integración femenina en el Congreso Federal alcanzó una cifra 
cercana al 35%, lo que implica que hubo 185 mujeres diputadas 
y 42 senadoras, es decir, 227 curules ocupados por mujeres.

Otro avance importante se observa en la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales (LEGIPE), 
publicada el 23 de mayo de 2014, que establece en su artículo 
7 que “(…) es derecho de los ciudadanos y obligación para 

los partidos políticos la igualdad de oportunidades y la 
paridad entre hombres y mujeres para tener acceso a cargos 
de elección popular”. De este modo, se establece que las listas 
de representación proporcional se integrarán por fórmulas de 
candidatas y candidatos compuestas cada una por un propietario 
y un suplente del mismo género, y se alternarán las fórmulas 
de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta 
agotar cada lista (artículo 234).

Finalmente, la Reforma Constitucional de 2014 reconoce 
el derecho de las mujeres a votar y ser votadas con el 
establecimiento del principio de paridad en el registro de 
candidaturas (Gobierno de México 2020), así el artículo 41 de 
la Constitución fue modificado con el siguiente tenor:

Los partidos políticos tienen como fin 
promover la participación del pueblo en la vida 
democrática, contribuir a la integración de los 
órganos de representación política y como 
organizaciones de ciudadanos, hacer posible el 
acceso de éstos al ejercicio del poder público, 
de acuerdo con los programas, principios e 
ideas que postulan y mediante el sufragio 
universal, libre, secreto y directo, así como 
las reglas para garantizar la paridad entre 
los géneros, en candidaturas a legisladores 
federales y locales (Congreso de la Unión 2014).
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De acuerdo con los datos arrojados por el Programa de 
Resultados Electorales Preliminares (PREP) del INE (Gobierno 
de México 2018), la Legislatura LXIII fue la primera donde 

se aplicó la paridad en las elecciones, marcando otra gran 
diferencia en la participación de las mujeres, tanto en la Cámara 
como en el Senado, tal como se observa en las siguientes tablas.

Tabla N°8 Integración histórica de la Cámara de Diputados desagregada por sexo (2003-2024)

Legislatura
Mujeres Hombres

Total
N % N %

LIX 2003-2006 120 24 379 76 499

LX 2006-2009 131 26,2 369 73,8 500

LXI 2009-2012 159 31,8 341 68,2 500

LXII 2012-2015 207 41,4 293 58,6 500

LXIII 2015-2018 214 42,8 286 57,2 500

LXIV 2018-2021 241 48,2 259 51,8 500

LXV 2021-2024 250 50 250 50 500

Fuente: Cámara de Diputados (s/fc).

Tabla N° 9: Integración histórica del Senado desagregada por sexo (2000-2024)

Legislatura
Mujeres Hombres

Total
N % N %

LVIII/LIX 2000-2006 34 20,35 133 79,64 167
LX / LXI 2006-2012 45 24,32 140 75,67 185
LXII / LXIII 2012-2018 78 40 117 60 195
LXIV/ LXV 2018-2024 88 46,31 162 53,68 190

Fuente: Senado de la República (s/ff).
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Sin embargo, es en las legislaturas LXIV y LXV, entre los años 
2018 y 2024, donde las mujeres alcanzan la paridad real, siendo 
los periodos donde más mujeres ha habido en el Congreso en la 
historia de México, siendo incluso más mujeres que hombres 
los electos.

Posteriormente, con la Reforma Constitucional del año 2019, se 
avanza hacia la consolidación de una democracia representativa, 
participativa e incluyente, al establecer la paridad para los cargos 
de decisión en los tres poderes del Estado, en los tres órdenes de 
gobierno, en los organismos autónomos, en las candidaturas de 
los partidos políticos a cargos de elección popular, así como en 
la elección de representantes en los municipios con población 
indígena (Constitución Mexicana 2021).

2.1.2. Participación de las mujeres en las  presidencias de las 
comisiones

Desde la XLII Legislatura (1952 -1955), que es la última que 
no tuvo presencia femenina, hasta  la LXV (2021-2024), donde 
se logra que el 50,2% de los curules fueran ocupados por 
mujeres, la participación femenina se ha venido incrementando 
paulatinamente, observándose un mayor ritmo de crecimiento a 
partir de la Legislatura LIX (2003-2006) (INE 2020).

No obstante, es importante analizar no solo el número de 
parlamentarias, sino su participación en espacios de poder 
parlamentario claves para el proceso legislativo, como son las 
comisiones. En este marco, en términos de proporcionalidad, se 
esperaría que, a medida que el número de mujeres parlamentarias 
aumenta, también debería aumentar su participación en puestos 
de liderazgo y decisión. Sin embargo, los datos muestran que las 

mujeres siguen teniendo dificultades y barreras en el mundo de 
la política (UIP 2022).

Dentro de las comisiones ordinarias19, en la legislatura del LXII 
(2012-2015), las mujeres  eran un 37% de las diputaciones 
y tenían las presidencias en el 26,8% de las comisiones 
establecidas; mientras que para la siguiente legislatura LXIII 
(2015-2018), aunque las mujeres aumentaron a un 42,6%, 
seguían encabezando las presidencias en exactamente la misma 
proporción (26,8%), lo que da cuenta de una significativa 
subrepresentación femenina (INE 2020). Sin embargo, algo 
empieza  a cambiar para la legislatura LXIV (2018-2021), 
donde las mujeres eran el 48,2% de las diputaciones y tenían 
las presidencias en un 41%  de las comisiones (Cámara de 
Diputados 2022a); mientras que en la actual legislatura LXV 
(2021-2024), las mujeres son el 50,2% de las diputaciones 
y ejercen como presidentas en el 50,9% de las comisiones 
(Cámara de Diputados 2022b).

Por su parte, en el Senado20, la mayoría de las comisiones 
ordinarias de trabajo en las distintas legislaturas han estado 
presididas por hombres, en tanto que las mujeres legisladoras 
han estado relegadas a los lugares de menor influencia. En efecto, 
en la legislación LX-LXI (2006-2012) donde las senadoras 
constituían el 17,9%, presidían el 10,5% de las comisiones. Sin 
embargo, esta situación cambió en la legislación LXII-LXIII 
(2012-2018), donde las senadoras eran 32,81% y presidían un 
32,05% de las comisiones (INE 2020). 

A pesar del importante avance en la incorporación de la mujer 
a ambas cámaras, es preciso distinguir que las mujeres siguen 
estando mucho más representadas en ciertas comisiones. Usando 
el modelo de Skard y Haavio-Mannila (1985)21, que categoriza 
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las comisiones en tres tipos: (1) Comisiones de reproducción22; 
(2) Comisiones de producción23; y (3) Comisiones de 
preservación del sistema24, se observa que las parlamentarias 
tienden a asumir la presidencia en comisiones de reproducción, 
mientras que se ven más excluidas de la toma de decisiones 
dentro de comisiones relacionadas con materias económicas, 
gubernamentales o administrativas y políticas (Senado de la 
República 2022a). Sin embargo, en las últimas legislaturas 
se observa una tendencia hacia una mayor participación y 
representación en las presidencias de comisiones de producción 
y comisiones de preservación del sistema (Cámara de Diputados 
2022a, 2022b). 

2.1.3. Participación de las mujeres en las presidencias del 
Congreso

La Mesa Directiva es el principal órgano político directivo, 
encargado de conducir las sesiones y asegurar el debido 
desarrollo de los debates, discusiones y votaciones en el Pleno, 
así como de garantizar que en los trabajos legislativos prevalezca 
lo dispuesto en la Constitución y en las leyes correspondientes 
(Cámara de Diputados 2022h).

Según la información entregada en la página Web de la Cámara 
de Diputados (s/fc), entre los años 2006 al 2015, las mesas 
directivas estuvieron principalmente lideradas por varones, con 
una vicepresidencia femenina en cada legislatura, marcando un 
aumento paulatino de las mujeres en las secretarías. 

Para la legislatura LXIII (2015-2018) se empieza a notar un 
cambio con dos vicepresidencias que recaen en mujeres y seis 
secretarías, el que se profundiza en la siguiente legislatura 
(2018-2021), donde la presidencia y una de las vicepresidencias 

estuvieron en manos de una mujer, sumadas a 6 mujeres en 
las secretarías. Los tres integrantes masculinos lideraban 
dos vicepresidencias y una secretaría (Cámara de Diputados 
2022a). En la actual legislatura LXV (2021-2024), la mesa está 
conformada por un hombre y once mujeres. La presidencia es 
liderada por el varón, mientras las mujeres se reparten los demás 
cargos (Cámara de Diputados 2022b).  

Por su parte, la Mesa Directiva es el órgano rector de la Cámara 
de Senadores que permanece en ejercicio durante un año 
legislativo y sus integrantes pueden ser reelectos (Senado de 
México s/fg), por lo que para cada periodo legislativo puede 
haber diversas mesas.

En la información que entrega la página del Senado de México 
puede observarse que, desde el año 2000 hasta el 2006, tanto 
las presidencias como las vicepresidencias de la mesa eran 
ocupadas por hombres, mientras las mujeres solo tenían puestos 
en las secretarías. Entre las legislaturas LX (2006-2009) y 
LXII (2015-2018) se mantiene la tendencia observada, con 
la entrada de mujeres a ocupar, en alguno de los periodos, la 
vicepresidencia. El cambio se produce en la legislatura LXIV 
(2018-2021), en los diversos años en ejercicio de la mesa hubo 
dos presidencias masculinas y una femenina, acompañadas 
de seis vicepresidencias femeninas y tres masculinas. Las 
secretarias correspondieron a 19 mujeres y 4 hombres (Senado 
de México s/fg).

Por acuerdo parlamentario y para asegurar la representación de 
todos los grupos parlamentarios que coexisten en el Senado de 
la República, en la LXV legislatura (2021-2024) se eligieron 
a cuatro secretarios adicionales. La Senadora Olga María del 
Carmen Sánchez Cordero Dávila lleva actualmente el cargo 
de presidenta, acompañada por dos vicepresidencias y seis 
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secretarias femeninas. Mientras una vicepresidencia y una 
secretaria son ocupadas por varones (Senado de México s/fg).

2.1.4. Participación de las mujeres en la Junta de Coordinación 
Política (JUCOPO)

La Junta de Coordinación Política (JUCOPO) se encuentra 
definida por el artículo 33 de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, como se señala a 
continuación:

La Junta de Coordinación Política es la 
expresión de la pluralidad de la Cámara [de 
Diputados]; por tanto, es el órgano colegiado 
en el que se impulsan entendimientos y 
convergencias políticas con las instancias 
y órganos que resulten necesarios a fin de 
alcanzar acuerdos para que el Pleno esté en 
condiciones de adoptar las decisiones que 
constitucional y legalmente le corresponden.

Siendo la JUCOPO un órgano colegiado que permite la toma 
de acuerdos en el Poder Legislativo, es fundamental analizar 
la participación de las mujeres en este por el rol fundamental 
que cumple en el desarrollo de la democracia. Sin embargo, la 
participación de las mujeres ha sido bastante baja en el periodo 
consignado desde la Legislatura LX (2006-2009) a la LXIV 
(2018-2021), presentando una integración mayoritariamente 
compuesta por hombres, aunque con algunas excepciones, 

donde las mujeres ocuparon minoritariamente los puestos de 
coordinadoras, alcanzando a 2, y solo una vez la presidencia. 

Situación similar puede observarse en el Senado para las 
legislaturas LVIII y LXI, ya que la JUCOPO estuvo integrada 
mayoritariamente por hombres, solo dos mujeres la conformaron 
para todo el periodo 2000-2012. Sin embargo, para la Legislatura 
LXIII se empieza a notar un cambio en la tendencia que se venía 
dando, compartiendo en la junta del segundo año de ejercicio 
tres mujeres y en el tercer año la junta es presidida por una 
mujer. Esta situación comienza a consolidarse en la siguiente 
legislatura (LXIV), donde la JUCOPO en cada año de ejercicio 
estuvo compuesta por siete hombres y cuatro mujeres, aunque 
siempre presidió un varón (Senado de la República s/fb).

2.1.5. Participación política de las mujeres en la Conferencia 
para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos.

La Conferencia para la Dirección y Programación de los 
Trabajos Legislativos tiene entre sus atribuciones establecer el 
programa legislativo de los periodos de sesiones y el calendario 
para su cumplimiento; la integración básica del orden del día 
de cada sesión; así como las formas que seguirán los debates, 
discusiones y deliberaciones. También, impulsar el trabajo de las 
comisiones  para el cumplimiento de los programas legislativos 
(Ley Orgánica del Congreso General de 1999).

Tanto en la legislatura LXIV (2018-2021) (Cámara de 
Diputados 2022a) como en la legislatura LXV (2021-2024) 
(Cámara de Diputados 2022b), la Conferencia para la Dirección 
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y Programación de los Trabajos Legislativos en la Cámara de 
Diputados estaba conformada mayoritariamente por hombres. 
En el periodo 2018-2021 hubo tres mujeres, siendo una de ellas 
la Presidenta. Sin embargo, para el siguiente periodo volvió a 
ser conformada solo por hombres.

2.2. Segundo Eje de Análisis: Desarrollo del Enfoque de 
Género en el Congreso Mexicano

2.2.1. Comisiones temáticamente especializadas en el Poder 
Legislativo

Las comisiones son órganos constituidos por el Pleno de las 
cámaras, que tienen a su cargo tareas de dictamen legislativo, 
de información, de control evaluativo, de opinión y de 
investigación. Su competencia corresponde en lo general con las 
otorgadas a las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal (Cámara de Diputados s/fa).

Para la integración de las comisiones, las Juntas de Coordinación 
Política deben realizar una propuesta tomando en cuenta la 
pluralidad representada en las cámaras, con base en el criterio de 
proporcionalidad entre la integración del Pleno y la conformación 
de las comisiones. Las comisiones ordinarias tendrán hasta 30 
miembros en la Cámara de Diputados y hasta 15 en la Cámara 
de Senadores. Ningún diputado o diputada pertenecerá a más 
de tres comisiones y ningún senador o senadora pertenecerá a 
más de cinco de ellas (Cámara de Diputados s/fb). Dentro de 
las comisiones ordinarias se encuentran las que se dedican a la 
temática de la igualdad de género:

•	 Comisión Ordinaria de Igualdad de Género (Cámara de 
Diputados) 

El 30 de septiembre de 1997 se aprobó la creación de la Comisión 
Especial de Asuntos de la Equidad entre los Géneros, con base en 
el artículo 45 de la Ley Orgánica del Congreso General, nombre 
provisional mientras sus integrantes presentaban propuestas y 
un programa de trabajo, instalándose de manera formal y con 
el nombre Comisión Especial de Equidad y Género, el 7 de 
octubre de 1997 (Cámara de Diputados 2022g).

Durante los tres años de la Legislatura LVII, la Comisión de 
Equidad y Género no pudo dictaminar iniciativas, toda vez que 
su carácter de ‘Especial’ se lo impedía, de acuerdo con la Ley 
Orgánica del Congreso vigente en ese momento. Sin embargo, 
el 3 de septiembre de 1999, se aprueba y publica en el diario 
oficial de la Federación la iniciativa parlamentaria que proponía 
que la Comisión de Equidad y Género fuera una comisión 
ordinaria con las atribuciones que se le confieren a todas las 
comisiones con ese carácter, en base al marco jurídico del H. 
Congreso de la Unión. Con ello, la Comisión de Equidad y 
Género se convirtió en comisión ordinaria a partir del inicio de 
la Legislatura LVIII. La Diputada Concepción González Molina, 
del Grupo Parlamentario del PRI, fue la primera presidenta de 
la nueva comisión ordinaria. Desde ahí en adelante, la comisión 
siempre ha sido conformada mayoritariamente por mujeres y 
presidida por una diputada. La Legislatura LX conformaban esta 
comisión 26 diputadas y un diputado, David Sánchez Camacho 
(Cámara de Diputados 2022c); mientras que, en la siguiente 
legislatura, había dos miembros masculinos, el Diputado Fidel 
Kuri Grajales y el Diputado Juan Carlos Natale López (Cámara 
de Diputados 2022d).
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En la legislatura LXII, las 20 personas que conformaban la 
comisión, a la que por acuerdo se le había cambiado el nombre 
a ‘Igualdad de Género’, eran en su totalidad mujeres (Cámara 
de Diputados 2022e), tendencia que se mantiene por las tres 
legislaturas posteriores (LXVIII, LXIV y LXV). Así, durante el 
actual periodo legislativo (LXV), la comisión está conformada 
por 13 miembros en la función de secretaría y 17 integrantes, 
en total 30 miembros, siendo todas mujeres y su presidenta la 
Diputada Julieta Kristal Vences Valencia (Cámara de Diputados 
2022f).

•	 Comisión para la Igualdad de Género (Senado)

La Comisión para la Igualdad de Género del Senado de la 
República de México es un órgano de deliberación parlamentaria 
que tiene la encomienda fundamental de analizar y elaborar 
dictámenes y opiniones respecto de los asuntos que le son 
turnados por el Pleno, relacionados con iniciativas, reformas 
y proposiciones para garantizar los derechos humanos de las 
niñas, las adolescentes y las mujeres en el país (Senado de la 
República s/fc).

Aparte de las reformas legislativas, organizan mesas de análisis 
y discusión sobre equidad y género, instando a instituciones 
públicas y privadas para intercambiar puntos de vista; siempre 
pensando en que la igualdad es un tema que debe discutirse 
continuamente (Senado de la República s/fc). De esta forma, 
las integrantes de la comisión de la legislación LXIV declaran 
como central en su trabajo: 

(…) fortalecer el marco jurídico nacional 
para promover la igualdad entre mujeres y 
hombres, la erradicación de la violencia y 
de todas formas de discriminación en contra 
de las mujeres, y el empoderamiento de las 
mujeres y niñas en todos los niveles (Senado de 
la República 2019: s/p).

Hasta las legislaturas LXIV, esta comisión había sido conformada 
solo por senadoras (Senado de la República 2019). No obstante, 
en la actual legislatura, de los 12 senadores que integran la 
comisión 11 son senadoras y uno es un senador, César Arnulfo 
Cravioto Romero, manteniendo la presidencia de una senadora, 
Martha Lucía Micher Camarena (Senado de la República s/fe).

2.3. Tercer Eje de Análisis: Transversalización de género en el 
Congreso de México

2.3.1. Marco legal

La transversalización del enfoque de género se ha estado 
desarrollando a la luz de una serie de iniciativas legales que 
buscan garantizar la participación de mujeres y hombres en 
igualdad de condiciones en el parlamento.
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En la Ley General de Partidos Políticos (LGPP) del año 
2014 están dispuestas las nuevas condiciones a favor de los 
derechos políticos de las mujeres para ser electas en los cargos 
de representación popular, estableciendo, en el artículo 3, que 
cada partido político determinará y hará públicos los criterios 
para garantizar la paridad de género en las candidaturas a 
legislaturas federales y locales, así como en la integración de 
los Ayuntamientos y de las Alcaldías, en el caso de la Ciudad de 
México. Estos deberán ser objetivos y asegurar condiciones de 
igualdad sustantiva entre mujeres y hombres.

En el artículo 51 se establece que cada partido debe destinar, 
de los recursos públicos entregados a los partidos, un 3% anual 
para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo 
político de las mujeres, de modo tal de promover la paridad de 
género en las candidaturas. Sin embargo, algunos Estados la han 
subido a un 5%, a través de leyes estatales (Observatorio de 
participación política de las Mujeres s/f).

Por su parte, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia anexó, el año 2020, el artículo 20 Bis 
de la Violencia política:

La violencia política contra las mujeres en razón de género: es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en 
elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o 
menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio 
de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, 
la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, 
funciones o cargos públicos del mismo tipo. Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, 
cuando se dirijan a una mujer por su condición de mujer; le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado 
en ella.

La mencionada ley produjo modificaciones en la LGPP, 
estableciendo en el artículo 25 que es obligación de los partidos 
políticos “(…) garantizar a las mujeres el ejercicio de sus 
derechos políticos y electorales libres de violencia política, en 
los términos de la Ley General de Acceso” y “(…) sancionar por 
medio de los mecanismos y procedimientos internos con los que 
se cuente todo acto relacionado con la violencia política contra 
las mujeres en razón de género”.

Del mismo modo, en el artículo 37 se requiere “(…) establecer 
mecanismos de sanción aplicables a quien o quienes ejerzan 

violencia política contra las mujeres en razón de género, 
acorde a lo estipulado en la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, en la Ley General de Acceso y las 
demás leyes aplicables”; mientras obliga a que en los estatutos 
de los partidos políticos se establezcan “(…) los mecanismos 
que garanticen la prevención, atención y sanción de la violencia 
política contra las mujeres en razón de género”.

Finalmente, modifica el artículo 3 de LGPP, estableciendo que 
“(…) los partidos políticos promoverán los valores cívicos y la 
cultura democrática, la igualdad sustantiva entre niñas, niños 
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y adolescentes, y garantizarán la participación paritaria en 
la integración de sus órganos, así como en la postulación de 
candidaturas”.

2.3.2. Unidad de Género de la Cámara de Diputados

Mediante una modificación al artículo 47 de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se crea la 
Unidad para la Igualdad de Género de la Cámara de Diputados, 
órgano técnico responsable de asegurar la institucionalización 
de la perspectiva de género en la cultura organizacional, de 
conformidad con el Estatuto respectivo y con las siguientes 
funciones detalladas en el Recuadro N°3. 

Recuadro N°3. Funciones de la Unidad de Igualdad 
de Género de la Cámara de Diputados

i   Proponer acciones orientadas a la igualdad sustantiva 
en la Cámara de Diputados.

ii   Coadyuvar con las instancias competentes para 
promover ambientes libres de acoso laboral, así como de 
acoso y hostigamiento sexual en la Cámara de Diputados.

iii   Proponer ante las instancias competentes 
políticas laborales orientadas a la igualdad sustantiva, 
sin menoscabo de los principios de imparcialidad, 
objetividad, productividad, disposición y compromiso 
institucional. 

iv   Colaborar con el Centro de Estudios para el Logro 
de la Igualdad de Género (CELIG) en la elaboración de 
publicaciones y contenidos editoriales que consoliden el 
proceso de institucionalización e implementación de la 
perspectiva de género. 

v   Contribuir en la formación y especialización del 
personal de todos los niveles en materia de perspectiva 
de género e igualdad sustantiva.

vi   Coadyuvar con el CELIG en la producción y 
sistematización de información con perspectiva de 
género.

Según da cuenta el numeral 3 del artículo 55, la Unidad 
estará a cargo de un coordinador, el que será nombrado en 
los términos que establezca el Estatuto para la Organización 
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Técnica y Administrativa del Servicio de Carrera de la Cámara 
de Diputados. Y que, además, contará con el personal suficiente 
para su eficaz desempeño, así como con la infraestructura 
adecuada para su funcionamiento.

2.3.3. Unidad técnica para para a Igualdad de Género del 
Senado

En una modificación del año 2017 al artículo 106 de la 
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos de 1999, “(…) se crea la Unidad Técnica para la 
Igualdad de Género, adscrita a la Mesa Directiva del Senado 
de la República”. El mismo artículo da cuenta además de 
que la Comisión para la Igualdad de Género supervisará el 
cumplimiento de sus objetivos, atribuciones y el Programa 
para la Igualdad de Género del Senado de la República; 
además, contará con la estructura administrativa necesaria y el 
presupuesto suficiente para el cumplimiento de sus funciones.

La Unidad Técnica para la Igualdad de Género (UTIG) del Senado 
de la República se encarga de institucionalizar la perspectiva 
de género en todas las actividades, áreas y decisiones de esta 
corporación. A su vez, tiene como misión transformar la cultura 
organizacional, fomentando nuevas formas de relacionarse 
entre la plantilla laboral que aquí se desarrolla, considerando 
las diferencias y diversidad de realidades que viven las mujeres 
y los hombres que prestan su talento a esta institución (Senado 
de la República s/f), por lo que han desarrollado una Política de 
Igualdad Laboral y no Discriminación  (Senado de la República 
2021a), así como también un Protocolo para la Atención y 
Sanción de la Violencia de Género al interior del Senado de la 
República (Senado de la República 2022b).

2.3.4. Presupuesto sobre igualdad de género

El presupuesto con igualdad de género tiene su origen en el 
trabajo coordinado entre la Comisión de Equidad de Género 
de la Cámara de Diputados y la Subsecretaría de Egresos de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quienes fueron 
incorporando programas concretos para las mujeres en los 
apartados del presupuesto de egresos. Posteriormente, para el 
año 1999, las organizaciones de la sociedad civil participaron 
entregando información relativa al gasto público y, especialmente, 
presentando propuestas concretas de gasto etiquetado y medidas 
para avanzar en la incorporación de la perspectiva de género en 
el presupuesto público, tanto en el proceso presupuestario en 
particular como en la institucionalización de la perspectiva de 
género en general (CEPAL 2013).

Gracias a los análisis desde una perspectiva de género, se pudo 
comprobar la insuficiencia de los recursos públicos destinados 
a atender y solucionar la problemática de género que afectaba 
directamente a las mujeres en cuestiones como la salud 
reproductiva, mortalidad materna, falta de acceso a recursos 
económicos y violencia, entre otras. Asimismo, se puso de 
manifiesto la necesidad de destinar recursos para los problemas 
mencionados y confeccionar un presupuesto público con 
perspectiva de género, demostrando la existencia de una cultura 
institucional y organizacional androcéntrica predominante 
que obstaculizaba la aplicación de las disposiciones legales y 
normativas (CEPAL 2013).

Esta situación condujo a que el Gobierno Federal incluyera, por 
primera vez en 2008, un anexo específico en su presupuesto 
denominado ‘Erogaciones para la Igualdad entre Hombres y 
Mujeres’, conocido como ‘Anexo 13’. Mediante la asignación 
de recursos públicos, su objetivo es acelerar el paso hacia la 



Parlamentos sensibles al género. El caso de Chile. 

88

igualdad sustantiva entre hombres y mujeres (IMCO 2022). De 
este modo, la política apunta a hacer cumplir la Ley General 
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres a través de la 
incorporación de dicha igualdad en el diseño, la elaboración, 
la aplicación, el seguimiento y la evaluación de los resultados 
de los programas de la Administración Pública Federal y su 
consecuente expresión en el presupuesto de egresos de la 
Federación (CEPAL 2013).

El año 2012, se reforma la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria, en la cual se establecen 
restricciones para la irreductibilidad del gasto etiquetado, de 
modo tal que no se podrán realizar reducciones a los programas 
presupuestarios ni a las inversiones dirigidas a la atención de la 
igualdad entre mujeres y hombres, salvo en casos excepcionales, 
establecidos en dicha ley y con el acuerdo de la Cámara de 
Diputados (INFOMUJERES s/f).

En consecuencia, desde su establecimiento el año 2008, los 
recursos etiquetados en el Anexo 13 han ido evolucionando, 
tanto en el monto de los recursos aprobados como en la 
estructura presupuestaria, yendo de 7.024,8 millones de pesos el 
año 2008 (Gobierno de México, ONU Mujeres e INMUJERES 
2018) a 233.732 millones de pesos el año 2022, siendo este un 
incremento nominal de más de 3.200% (IMCO 2022).

Para hacer seguimiento al Anexo 13, la Cámara de Diputados 
ha aprobado disposiciones jurídicas y presupuestarias que 
incluyen la obligación de informar al poder legislativo y a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, sobre la manera 
de implementar los recursos etiquetados que permiten hacer 
viables las políticas públicas para el adelanto de las mujeres y la 
igualdad de género (CEPAL, 2013). También se cuenta con un 

anexo especial donde se detallan los programas que se pueden 
financiar con este recurso25, los que según el artículo 28 de la 
Ley Federal de Presupuestos y Responsabilidad Hacendaria, 
deben ser aprobados conforme a ‘una serie de clasificaciones’ 
sobre la base del objetivo del gasto por género, diferenciando 
entre mujeres y hombres (CEPAL 2013).

Así, la Cámara de Diputados tiene una misión fundamental 
en el seguimiento de este gasto público, al que se le suma el 
establecimiento, en el año 2017, de una Mesa Interinstitucional 
de Presupuestos hacia la Igualdad de Género, la que es presidida 
por la Comisión de Igualdad de Género, teniendo como misión 
evaluar el ejercicio presupuestario y sus resultados para 
garantizar la equidad en México (Cámara de Diputados 2017). 
Con todo, la Cámara de Diputados tiene la facultad de revisión, 
aprobación y evaluación de las erogaciones para la Igualdad 
entre Mujeres y Hombres en todo el ciclo presupuestario, tal 
como se observa a continuación (INMUJERES s/f).
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Tabla N° 10. Etapas y actores relevantes del ciclo presupuestario federal

Etapas Actores Relevantes

Etapa 1. Formulación ( enero a septiembre) El 8 de septiembre, el Ejecutivo envía el proyecto a la 
Cámara de Diputados.

Etapa 2. Aprobación (15 de noviembre) Cámara de Diputados

Etapa 3. Ejecución (1 enero a 31 de diciembre) Los órganos y organismos ejecutan e informan 
trimestralmente.

Etapa 4.  Evaluación 1 (30 de abril, posterior al año fiscal) El Ejecutivo integra la cuenta pública y la envía a la Cámara 
de Diputados.

Etapa 5. Evaluación 2 (20 de febrero,  dos años posteriores 
al año fiscal)

El Ejecutivo entrega informe de resultados de la revisión de 
la cuenta pública a la Cámara de Diputados.

Etapa 6. Evaluación 3 (31 de octubre, dos años posteriores 
al año fiscal)

La Cámara de Diputados concluye la revisión de la cuenta 
pública.

Fuente: Elaboración propia a partir de información en INMUJERES (s/f).

Por su parte, ONU Mujeres y el Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES) han desarrollado, desde el año 2012, proyectos 
encaminados a transformar el proceso de gestión pública, 
fortaleciendo las capacidades técnicas en el funcionamiento para 
concretar la igualdad de género en las acciones públicas y desde 
el presupuesto. En particular, desde el año 2012 se han apoyado 
esfuerzos del Estado Mexicano para incorporar la perspectiva 

de género en los procesos de planeación y presupuesto en 
los órdenes federal, estatal y municipal. Actualmente, se está 
desarrollando el proyecto ‘Institucionalización de políticas 
y presupuestos públicos para la igualdad de género en el 
nivel federal y estatal’, que tiene como objetivo avanzar en la 
institucionalización de la perspectiva de igualdad de género en 
políticas, programas y presupuestos en el nivel federal y estatal 
(ONU Mujeres s/f).
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2.4. Cuarto Eje de Análisis: Institucionalidad para el 
desarrollo de marcos legales con enfoque de género

2.4.1. Centro de Estudios para el Logro de la Igualdad de 
Género (CELIG)

El Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la 
Equidad de Género (CEAMEG) fue creado por el Decreto del 
3 de agosto de 2005, por el que se reforma el numeral 3 del 
artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, no comenzando su trabajo sino 
hasta un año después. Posteriormente, el 28 de diciembre de 
2017, se publica en el Diario Oficial de la Federación (DOF) 
el Decreto en el que se reforma el artículo 49 numeral 3, donde 
se hace mención al centro como un Centro de Estudios para el 
Logro de la Igualdad de Género (CELIG)  (CELIG 2022).

En la actualidad, el CELIG es un centro de investigación al 
servicio del Congreso (UIP 2011), que proporciona apoyo 
técnico apartidista y está conformado por especialistas en 
la elaboración de estudios, análisis e investigaciones con 
perspectiva de género. Además, busca contribuir y enriquecer 
el trabajo de las y los legisladores, mediante la información 
analítica y servicios de apoyo técnico, con los objetivos de 
impulsar el reconocimiento de los derechos humanos de las 
mujeres y promover la igualdad entre mujeres y hombres en 
el marco de los procesos democráticos de los Estados Unidos 
Mexicanos (CELIG 2022).

Aparte de las publicaciones, el CELIG realiza reportes sobre 
el seguimiento al trabajo legislativo en materia de derechos 
humanos de las mujeres en la Cámara de Diputados, con el 

fin de visibilizar y dar consecución a dicho trabajo legislativo 
(CELIG s/fa). También, presenta modificaciones legales en 
materia de derechos humanos de las mujeres, en relación con las 
recomendaciones de organismos internacionales derivados de 
instrumentos internacionales suscritos por el Estado mexicano, 
en correlación con la agenda legislativa de los diferentes grupos 
parlamentarios (CELIG s/fb).

El CELIG cuenta con una Directora General, Aurora Aguilar 
Rodríguez, una Directora de Estudios Jurídicos de los Derechos 
Humanos de las Mujeres y la Equidad de Género, Patricia 
Gómez Ortiz y la Directora de Estudios Sociales de la Posición 
y Condición de las Mujeres y la Equidad de Género, Anessa 
Sánchez Vizcarra (CELIG s/fc).

A través de los años, el CELIG ha apoyado el trabajo legislativo 
de diversas formas. A continuación, se describen brevemente 
algunos de sus estudios, análisis e investigaciones.

a)	 Sistema gráfico geo-referenciado de indicadores de 
género

La aplicación tiene como objetivo proporcionar al cuerpo 
legislativo un instrumento de análisis que apoye la conducción 
del proceso deliberativo desde una perspectiva de equidad de 
género, considerando las variaciones territoriales significativas 
y los patrones de desigualdad que se expresan en el espacio 
geográfico entre mujeres y hombres, pudiendo analizar el grado 
de equidad o rezago que existe entre ambos (CELIG, s/fd).
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Este sistema consiste en los análisis de 279 indicadores 
sensibles al género, organizados en nueve temas: población, 
pobreza, educación, salud, violencia, trabajo, empoderamiento, 
migración y población indígena. Esto permite identificar los 
territorios donde es necesario fortalecer tanto el marco jurídico 
como las políticas y los programas en los diversos ámbitos, 
así como crear las oportunidades de desarrollo y bienestar con 
equidad de género (CELIG s/fd).

b)	 Fichas temáticas sobre ‘Género, Mujeres: Temas 
Selectos’

‘Género, Mujeres: Temas Selectos’ consta de doce fichas 
que tratan sobre la situación de las mujeres en México y las 
desigualdades de género que enfrentan, en temas de: violencia, 
participación política, migración, pobreza, mujer indígena, 
salud, trabajo, educación, mujer rural, institucionalización, 
instrumentos internacionales y presupuesto.

Cada ficha contiene un pequeño resumen sobre los aportes 
conceptuales de género en la materia y tratados internacionales 
relacionados. Junto con ello, la situación de las mexicanas en 
cada tema en particular (utilizando informes y estadísticas más 
recientes), se suma al análisis de la legislación mexicana y los 
programas federales con el presupuesto destinado para tal fin. 

Este material tiene como principal objetivo aportar información 
esencial sobre cada tema a las diputadas y diputados, para 
apoyar una visión de género en el trabajo legislativo, de tal 
forma que esta perspectiva se plasme en la legislación misma 
que se realiza en el trabajo diario.

c)	 Estudios sobre la armonización legislativa y la equidad 
de género

El CELIG ha llevado a cabo un trabajo de propuestas de 
armonización legislativa con enfoque de género. Además, ha 
facilitado el trabajo de la comunidad legislativa para realizar la 
armonización entre las nuevas normas, la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales 
suscritos, así como también entre los marcos legales federales y 
estatales (CELIG 2010).

La armonización legislativa, pues, supone una serie de acciones 
que el Poder Legislativo puede —o debe— implementar, tanto 
en el ámbito federal como en el local:

•	 Derogación de normas específicas, entendiendo esto como 
la abolición parcial de una ley, privando de vigencia solo a 
algunas de las normas que la misma establece o limitando 
su alcance de aplicación.

•	 Abrogación de cuerpos normativos en forma íntegra, 
privando de esta forma de vigencia a una ley o cuerpo 
normativo de manera completa.

•	 La adición de nuevas normas.

•	 Reformas a normas existentes para adaptarlas al contenido 
del tratado o para permitir su desarrollo normativo en 
orden a su aplicación, inclusive la creación de órganos 
públicos, de procedimientos específicos, de tipos penales 
y de infracciones administrativas (CELIG 2010).
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d)	 Sistema de Información sobre Violencia de Género

El Sistema de Información sobre Violencia de Género se 
constituye como una herramienta interactiva que permite la 
actualización continua de información fundamental de esta 
problemática. Esta información corresponde a los principales 
instrumentos de derechos humanos jurídicamente vinculantes 
para el país, al marco jurídico mexicano, la ejecución del 
presupuesto de equidad de género, así como estadísticas e 
indicadores de que visibilizan la magnitud y la intensidad de las 
distintas formas de inequidad de género (CEAMEG s/f).

Fundamentalmente, este sistema busca dar apoyo al trabajo 
legislativo dentro de la Cámara de Diputados, con el fin de que 
las diputadas y diputados cuenten con un instrumento que, por 
una parte, les dé acceso a información suficiente, adecuada y 
actualizada sobre el tema de la violencia de género, mientras 
que por otro, facilite una adecuada coordinación sectorial, 
interinstitucional y territorial de programas y recursos, con el 
fin ulterior de lograr una implementación efectiva, oportuna 
y eficaz de disposiciones legales, para prevenir y erradicar la 
violencia contra las mujeres (CEAMEG s/f).

De igual manera, tiene la potencialidad de servir también a 
todas aquellas personas, organizaciones sociales o instituciones 
que deseen conocer el tema. Como cualquier otra herramienta 
que facilita el acceso a información, esta permite fomentar 
la participación e incorporación de las mujeres y hombres en 
las decisiones ciudadanas, al lograr una mayor visibilización 
de la violencia de género y de las acciones que socialmente 
se han desarrollado para prevenirla, sancionarla y erradicarla 
(CEAMEG s/f).

e)	 Matriz de agenda legislativa

La Matriz de Agenda Legislativa tiene como objetivo de que 
las y los diputados cuenten con una herramienta de consulta 
para verificar los avances en materia de derechos humanos de 
las mujeres en relación con los compromisos internacionales 
ratificados por los Estados Unidos Mexicanos, entre los que se 
encuentran:

•	 Recomendaciones del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer o CEDAW por sus siglas 
en inglés. 

•	 Agenda 2030: Objetivos de la Desarrollo Sostenible de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU). 

•	 Examen Periódico Universal (EPU) 2019, a cargo del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (CELIG 2020).

Cada matriz ha hecho seguimiento a más de 60 iniciativas de ley 
en cada periodo legislativo, en materias de derechos tales como: 
salud, educación, laborales, sexuales y reproductivos, acceso a 
la justicia, una vida libre de violencia, participación política y 
toma de decisiones, institucionalización y transversalización de 
la perspectiva de género, derecho a la cultura, a la familia, al 
deporte, a la alimentación, a la vivienda, a la seguridad social, 
al medio ambiente, a recursos económicos, a la propiedad y 
derechos civiles (CELIG 2020).
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3. A modo de conclusión: avances logrados en los cuatro 
ejes de análisis

Por más de 30 años  la UIP ha efectuado investigaciones sobre 
el rol de la mujer en la política, lo que le ha permitido establecer 
que “(…) cuando las mujeres se involucran en todos los aspectos 
de la vida política, incluso como miembros del parlamento, las 
sociedades son más equitativas y la democracia es fortalecida y 
mejorada” (UIP 2008: 1).

El Plan de Acción para los Parlamentos Sensibles al Género, 
desarrollado el año 2012 por la UIP, entrega ámbitos de acción 
y estrategias para que el enfoque de género vaya permeando 
tanto en las estructuras y funcionamiento dentro del parlamento 
(UIP, 2012), así como también en las funciones propias de los 
parlamentarios, como es la legislativa, de fiscalización y de 
representación. Así, un Parlamento sensible al género es aquel 
que promueve la igualdad de género y se propone lograrla en 
toda la sociedad (UIP, 2011).  

En este marco y con el objetivo de presentar una visión de 
conjunto de los casos estudiados, Costa Rica y México, se 
presenta un resumen de los avances logrados para cada uno de 
los cuatro ejes en los que se estructura el capítulo.  Tal como se 
muestra a continuación en la Tabla N°11:
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Tabla N° 11. Resumen de los principales avances en sensibilidad de género en los parlamentos de Costa Rica y México.

Ejes Costa Rica México

1.Participación 
femenina en el 
Parlamento

La Ley N° 7.142 de Promoción de la Igualdad 
Social de la Mujer (1990), determinó que los 
partidos políticos deben incluir en sus estatutos 
mecanismos que aseguren la participación 
efectiva de la mujer en los procesos eleccionarios 
internos.

Ley 7.653, Código Electoral (1996), señala que 
debe haber al menos un 40% de mujeres en la 
estructura partidaria.

Resolución 1.863 del TSE (1999),  establece la 
ubicación del 40% de las candidatas en puestos 
con posibilidades reales de elección.

 El Código Electoral del año 2009, Ley N° 
8.765, estableció la paridad de género en la 
composición de las nóminas de candidaturas, 
junto a la definición de reglas de posicionamiento 
de las personas de ambos sexos.

Se establece, en el Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos electorales, una recomendación 
para promover la participación política de las 
mujeres (1993). En 1996, se especificó que las 
candidaturas a diputaciones y senadurías no 
podían exceder el 70% para un mismo género.

La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, impuso a los partidos 
políticos y coaliciones el deber de nombrar al 
menos el 40% de candidatos propietarios de un 
mismo género, para diputaciones y senadurías 
(2011). 

La  Ley  General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales (2014) estableció  la paridad entre 
hombres y mujeres para acceder a cargos de 
elección popular. Mismo año se reconoce a nivel 
Constitucional  el principio de paridad en el 
registro de candidaturas y el 2019 para los cargos 
de decisión en los tres poderes del Estado.
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Ejes Costa Rica México

2.Desarrollo de 
la perspectiva de 
género

La Asamblea Legislativa posee su propia 
institucionalidad de género, formada por:

-la Comisión Permanente Especial de la Mujer;  

-el Grupo Parlamentario de Mujeres Diputadas, 
GPMD.

Tanto la Cámara de Diputados, como el Senado de 
la República poseen  Comisiones para la Igualdad 
de Género. Estos son órganos de deliberación 
parlamentaria que buscan garantizar los derechos 
humanos de las niñas, las adolescentes y las 
mujeres en el país.

3.Transversalización 
de género en el 
Parlamento

La Asamblea posee varias  herramientas para 
incorporar el enfoque de género: 

-el Sistema de Gestión para la Igualdad de Género 
(SIGIEG); 

-la matriz de responsabilidades (RASCI) y 

 -Unidad Técnica de Equidad e Igualdad de 
Género y  la Política de Equidad e Igualdad de 
Género (PIEGAL).

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia anexó el año 2020 el 
artículo 20 Bis de la Violencia Política. Mientras 
en su artículo 25 estableció la obligación de los 
partidos políticos de “garantizar a las mujeres el 
ejercicio de sus derechos políticos y electorales 
libres de violencia política”.

Ambas cámaras cuentan con Unidades para la 
Igualdad de Género, órganos técnicos responsables 
de asegurar la institucionalización de la perspectiva 
de género en la cultura organizacional.

Existe un Presupuesto con igualdad de género, 
cuyo objetivo es acelerar el paso hacia la igualdad 
sustantiva entre hombres y mujeres,  mediante la 
asignación de recursos públicos.
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Ejes Costa Rica México

4. Institucionalidad 
para el desarrollo de 
marcos legales con 
enfoque de género

El 2019, el GPMD firmó un Pacto de Sororidad 
para impulsar la Agenda de Igualdad de Género, 
aprobándose varias leyes en este ámbito. 

Desde el año 2005 el Congreso de la Unión 
cuenta con el Centro de Estudios Legislativos 
para la Igualdad de Género (CELIG), centro 
de investigación al servicio del Congreso que 
proporciona apoyo técnico a través de estudios y 
análisis con perspectiva de género.

La tabla revela que ambos países han desarrollado un marco 
legal para asegurar una alta participación de las mujeres en el 
parlamento: en el caso de Costa Rica, se ha logrado la paridad en 
el proceso eleccionario, mientras en México se ha alcanzado la 
paridad de facto en el parlamento. La alta participación lograda 
en ambos países ha permitido que las parlamentarias se vayan 
integrando en la mayoría de las comisiones y a su vez adopten 
puestos de liderazgo y toma de decisiones. Se destaca que en 
ambos países cuentan con comisiones de equidad de género.

En Costa Rica, se suma la creación del Grupo Parlamentario 
de Mujeres Diputadas, asociación transversal de parlamentarias 
que  “(…) permite tener más fuerza en el impulso de proyectos 

dirigidos a las mujeres” (Parlamericas 2018: s/p). De hecho, en 
el 2019, el GPMD firmó un Pacto de Sororidad, para impulsar 
la Agenda de Igualdad de Género, aprobándose varias leyes en 
este ámbito. Por su parte, el CELIG de México proporciona 
apoyo técnico a la función legislativa, a través de estudios y 
análisis con perspectiva de género.

Finalmente, ambos parlamentos cuentan con órganos técnicos 
responsables de asegurar la institucionalización de la perspectiva 
de género en la cultura organizacional, que en el caso de Costa 
Rica estuvo encargado de desarrollar la Política de Igualdad y 
Equidad de Género de la Asamblea Legislativa, mientras en el 
Congreso de la Unión de México se  desarrolla el Programa para 
la Igualdad de Género.
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Notas

1 En el caso de Costa Rica, los artículos 57, 71, 87, 95, 167 de la Constitución. 
Por su parte, México los ha consignado en los artículos  123, inciso 5. 
Fracción reformada DOF 31-12-1974.

2 La categoría de reproducción, incluye las comisiones de Asuntos Sociales, 
Especial de Ambiente, Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia, Especial 
de la Mujer, Especial de Derechos Humanos, Especial de Ciencia, Tecnología 
y Educación. 

3 La categoría de producción comprende las comisiones de Asuntos 
Económicos, Asuntos Hacendarios, Asuntos Agropecuarios, Especial de 
Ingreso y Gasto Público, Especial de Turismo.

4 La categoría de preservación del sistema abarca Gobierno y 
Administración, Asuntos Jurídicos Especial Asuntos Municipales y 
Desarrollo Local Participativo, Especial de Consultas de Constitucionalidad, 
Especial de Nombramientos, Especial de Redacción, Especial de Relaciones 
Internacionales y Comercio Exterior, Especial de Seguridad y Narcotráfico.

5 La N se presenta como fracción, donde el numerador corresponde al total 
de presidencias ocupadas por mujeres y el denominador indica el total de 
comisiones conformadas por período.

6 Se considera solo el primer año del período.

7 Las Comisiones con Potestad Legislativa Plena, también conocidas como 
Comisiones Plenas, conocen y aprueban aquellos proyectos de ley que el 
Plenario les delegue.

8 Son órganos preparatorios, cuya función es estudiar los proyectos de ley 
y emitir un dictamen al Plenario; o bien enviar las iniciativas al archivo 
cuando se emita un dictamen negativo unánime.

9 Estas tienen función legislativa y además cumplen una de control político.
 
10 Corresponde a la representación de un partido político en la legislatura. 
La fracción parlamentaria es un término que se utiliza para designar la 
integración de los miembros de una asamblea, congreso o parlamento, en 
un grupo que tiene en común el pertenecer a un mismo partido o asociación 
política y que a su vez forma parte de un sistema de interacciones con 

instancias homólogas en el seno del Poder Legislativo. El o la Jefe de 
Fracción es el líder dentro de estas estructuras mencionadas.
11 Por su objetivo principal se desarrollará más en extenso en el siguiente 
eje de análisis de Transversalización de Enfoque de Género. 

12 Artículo 86: Integración (texto actual del Reglamento de la Asamblea 
Legislativa).

13 Las Comisiones Permanentes ordinarias están compuestas por nueve 
miembros cada una, salvo la de Asuntos Hacendarios que está conformada 
por once. Por su parte, las Comisiones Permanentes Especiales, entre las 
que se encuentra la de Mujer, estarán integradas por siete diputados, salvo 
la Comisión de Ambiente y la de Relaciones Internacionales y Comercio 
Exterior que estarán compuestas por nueve diputados. Por su parte, las 
Comisiones Especiales, que nombre la Asamblea para el estudio de un 
asunto determinado o el cumplimiento de una misión, estarán conformadas 
por tres, cinco, siete o nueve diputados (Artículo 91, texto actual).

14 Acrónimo que se refiere a cinco conceptos, a saber: responsible, 
accountable, support, consulted e informed.

15 Silla que ocupa un diputado o senador en el parlamento.

16 Por lo tanto, 64 bancas son elegidas tomando como circunscripción a las 
entidades federativas y el DF, y 32 más se asignan a la primera minoría en 
cada una de las entidades o en el propio DF.

17 Con la reforma política-electoral de 2014, impulsada por el presidente 
Enrique Peña Nieto, se acordó la disolución del IFE para dar paso a una 
nueva institución denominada Instituto Nacional Electoral (INE).

18 Artículos 219 y 220.

19 En la Cámara de Diputados existen comisiones ordinarias y especiales, 
bicamerales y de investigación.

20 En la Cámara del Senado existen comisiones ordinarias y especiales, 
jurisdiccionales y de investigación.

21 Este modelo ha sido aplicado tanto en países del norte de Europa, como 
en países de la región estudiados en este capítulo (Novillo 2015; Jager 
2015). 
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22 Tratan temas de política social, familiar, sanitaria, educativa, ambiental, 
cultural, de vivienda, etc.,
23 Tienen que ver con la política económica, fiscal, laboral, industrial y 
energética, etc.

24 Se encargan de los asuntos constitucionales, juicio político, reforma 
institucional y administrativa, relaciones exteriores, seguridad y defensa 
nacional, etc.

25 En el anexo 12 del año 2013, así como en el anexo 10 de los años 
2010, 2011 y 2012, se detallan de forma agregada las erogaciones de los 
programas para la igualdad entre hombres y mujeres. Dada la diversidad 
del gasto etiquetado, hay programas en los que se especifica claramente 
quiénes son las beneficiarias del gasto. En otros casos, las erogaciones se 
destinan a actividades institucionales, por lo que no se puede identificar a 
quiénes beneficiarán estos recursos.
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Discusión de Proyecto de Ley que buscaba garantizar la paridad de género en las candidaturas 
para la integración del órgano constituyente. Sesión 153ª ordinaria de Sala, miércoles 4 de 

marzo de 2020 | Créditos de la foto: Cámara de Diputadas y Diputados de Chile.
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Desde el año 1931, organizaciones feministas presionaron para 
la obtención del sufragio municipal femenino, el que —al ser 
promulgado en 1934— fue entendido como el primer paso en 
el proceso histórico de reconocimiento gradual de derechos a 
las mujeres. Si bien, a partir de dicha ley, podían elegir y ser 
elegidas, solo lo hacían en un marco restringido. Aun así, para 
la elección municipal de 1935, se presentaron 98 mujeres de 
candidatas, resultando elegidas 25 (Biblioteca Nacional de 
Chile s/f).

En adelante, se sucedieron una serie de 
proyectos en el Congreso Nacional que 
proponían la plena ciudadanía política de 
las mujeres chilenas. Entre ellos, estaba el 
proyecto presentado en 1941 al presidente 
Pedro Aguirre Cerda, por las abogadas Elena 
Caffarena y Flor Heredia (Biblioteca Nacional 
de Chile s/f). 

No obstante, pese a las expectativas que generó, pues contaba 
con apoyo presidencial, no fue aprobado (Biblioteca Nacional 
de Chile s/f). Finalmente, gracias a las campañas públicas 
y presiones de las organizaciones feministas, para 1949 se 
promulga la Ley Nº 9.292 que establece el sufragio femenino 
para elecciones parlamentarias y presidenciales.

La primera diputada, Inés Enríquez Frödden, fue elegida en las 
elecciones complementarias de 1951,  hecho que se debió al 
fallecimiento del diputado Ángel Muñoz García, por eso el hito 
más relevante al respecto ocurre al año siguiente. En efecto, 

(…) la elección presidencial del año 1952 marcó 
un punto de inflexión en la historia electoral 
chilena, pues por primera vez la mujer 
apareció como un sujeto político que debió ser 
incluida de manera protagónica en el relato de 
los partidos políticos y sus propuestas al país 
(Biblioteca del Congreso Nacional 2020: 46). 

CAPÍTULO 3. EL CONGRESO NACIONAL DE CHILE Y SU CAMINO HACIA LA CONSTRUCCIÓN DE UN 
PARLAMENTO SENSIBLE AL GÉNERO
María Pilar Lampert Grassi
Diego Ríos Pacheco
Fabiola Rozas Scaramelli
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De hecho, en la Elección Parlamentaria de 1953, a pocos meses 
de iniciado el Gobierno de Carlos Ibáñez del Campo (1952-
1958), fue elegida la primera senadora, María de la Cruz Toledo, 
iniciándose así un proceso de aumento paulatino de la presencia 
de las mujeres en las elecciones y en la toma de decisiones en el 
Congreso Nacional.

Desde aquel hito histórico hasta el presente, han sucedido una 
serie de cambios, como la adhesión de Chile a un conjunto de 
convenciones internacionales (véase Recuadro N°1), las que 
han influido en la legislación en el marco de  los derechos y 
libertades de las mujeres, planteando las bases jurídicas que 
sustentarán las políticas para la igualdad de género.

Recuadro N°1. Convenciones internacionales ratificadas por Chile con el objetivo de establecer y proteger los derechos 
de la mujer

•	 Convención sobre Derechos Políticos de la Mujer, aprobado por Chile mediante el Decreto N° 530 de 1967 del Ministerio 
de Relaciones Exteriores. 

•	 Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer: A-44, aprobada mediante el Decreto 
Ley N° 871 de 1975 del Ministerio de Relaciones Exteriores.

•	 Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Civiles a la Mujer: A-45, aprobada mediante el Decreto 
Ley N° 872 de 1975 del Ministerio de Relaciones Exteriores.

•	 Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, ratificada 
mediante el Decreto N° 789 de 1989 del Ministerio de relaciones Exteriores. A su vez, el Protocolo Facultativo de la 
Convención, fue firmado en 1999 y ratificado mediante el Decreto N° 46 de 2020 del Ministerio de Relaciones Exteriores.

•	 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do 
Pará”, aprobada mediante el Decreto N° 1640, de 1998 del Ministerio de Relaciones Exteriores.
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En el año 1999, mediante la Ley N° 19.611 se reformó la actual 
Constitución Política de Chile con el objetivo de incluir un 
lenguaje no sexista en disposiciones fundamentales. Así, se 
modificando la expresión “los hombres” en el artículo 1º de 
la Constitución por “las personas”. El texto resultante fue el 
siguiente: “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos”. La misma reforma agregó en el inciso primero del 
artículo 19 Nº 2 la frase: “el hombre y la mujer son iguales ante 
la ley”.

Este cambio constitucional ha venido acompañado de cambios 
legislativos que protegen y fomentan la participación de la 
mujer en distintos ámbitos de la vida pública. En el año 2012, 
se publica la Ley N° 20.609 que establece medidas contra 
la discriminación, la que tuvo como objetivo fundamental 
instaurar un mecanismo judicial, toda vez que se cometa un 
acto de discriminación arbitraria. A su vez, es indispensable 
citar la Ley N° 20.840, del año 2015, que sustituye el sistema 
electoral binominal, por uno de carácter proporcional inclusivo 
y fortalece la representatividad del Congreso Nacional, como un 
hito esencial para promover la participación política de la mujer 
en Chile. Finalmente, la Ley N° 21.216 modificó la 

Carta Fundamental para garantizar la paridad de género en las 
candidaturas y en la integración del Órgano Constituyente que 
se conformaría para la creación de una Nueva Constitución 
Política de la República.  

Para el año 2015, debido a los cambios sociales e institucionales 
que se habían llevado a cabo en Chile, 

(…) la situación de dependencia administrativa 
del SERNAM respecto del Ministerio de 
Desarrollo Social, restringía la capacidad de 
actuación autónoma y las propias facultades 
del SERNAM, restándole capacidad de influir 
en el quehacer público, requisito esencial 
para realizar políticas de género de carácter 
transversal y permanente. Por ello entonces, 
se hizo imperiosa la necesidad de crear una 
estructura administrativa a nivel ministerial 
(BCN s/f). 

Con el regreso a la democracia, en 1991, mediante la Ley N° 19.023 se  crea el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), el que 
fue definido como:

Organismo encargado de colaborar con el Ejecutivo en el estudio y proposición de planes generales y medidas conducentes a 
que la mujer goce de igualdad de derechos y oportunidades respecto del hombre, en el proceso de desarrollo político, social, 
económico y cultural del país, respetando la naturaleza y especificidad de la mujer que emana de la diversidad natural de los 
sexos, incluida su adecuada proyección a las relaciones de la familia (art. 2).
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Así, durante el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet 
Jeria, tras aprobarse en el Congreso Nacional, fue promulgada 
la Ley N° 20.820, de 2015, que crea el Ministerio de la Mujer y 
la Equidad de Género.

Como se verá en este capítulo, estas y otras modificaciones 
al marco constitucional, legal e institucional han tenido 
un impacto sostenido en la participación de la mujer en la 
sociedad en general y en los ámbitos de toma de decisiones 
en particular, por lo que el Congreso Nacional, a la vez de ser 
articulador de cambios en la sociedad —a través de su actividad 
parlamentaria, como es la función legislativa y de control del 
gobierno—, también ha ido desarrollando un cultura de trabajo 
y mecanismos específicos que promueven la igualdad de género 
dentro del Congreso Nacional. 

En este contexto, es necesario mencionar que, siguiendo con las 
directrices que plantea el documento de Unión Interparlamentaria 
―en adelante UIP— ‘Evaluar un parlamento: Conjunto de 
herramientas para la autoevaluación de un parlamento’ del 
año 2008, la Cámara de Diputadas y Diputados de Chile, en 
coordinación con la UIP llevaron a cabo el ‘Taller Nacional y 
Debate Regional sobre Parlamentos Sensibles al Género’, los 
días 10, 11 y 12 de julio de 2012.

Sobre la base de la experiencia adquirida a raíz del estudio de 
la UIP (2011) titulado ‘Parlamentos sensibles al género: Una 
reseña global de las buenas prácticas’, el taller tuvo por objetivo 
que las personas participantes examinaran en qué ámbitos el 
Congreso Nacional de Chile era sensible a las cuestiones de 
género y en qué áreas era posible avanzar. En el Recuadro N°2, 
a continuación, se puede observar un resumen del desarrollo de 
este taller.

Recuadro N°2. Taller Nacional y Debate Regional sobre Parlamentos Sensibles al Género

Fue organizado por la Cámara de Diputados del Congreso Nacional y la Unión Interparlamentaria (UIP) los días 10, 11 y 12 de 
julio del año 2012 y contó con la realización de 5 sesiones temáticas, tal como se detallan  a continuación:

•	 Sesión 1: El Estudio “Parlamentos sensibles al género”.

•	 Sesión 3: El Parlamento como lugar de trabajo.

•	 Sesión 4: La integración de la perspectiva de género.

•	 Sesión 5: Validación de conclusiones y recomendaciones para mejorar prácticas de género del Congreso chileno.
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Recuadro N°2 (continuación). Taller Nacional y Debate Regional sobre Parlamentos Sensibles al Género

Tanto de las sesiones como de las mesas de discusión que cerraban cada sesión participaron el ex diputado y entonces Presidente 
de la Cámara, Nicolás Monckeberg Díaz y las ex diputadas Carolina Goic Boroević, Denisse Pascal Allende, Ximena Vidal 
Lázaro, María Antonieta Saá Díaz y Marisol Turres Figueroa, y actual senadora Alejandra Sepúlveda Orbenes, además de 
parlamentarias de la región, como las diputadas  ecuatoriana y costarricense Scheznarda Fernández Doumet y María de los 
Ángeles Alfaro Murillo y las senadoras boliviana y mexicana, Hilda Saavedra Serrano y Ludivina Menchaca Castellanos, 
respectivamente. Se sumaron personas expertas en temas de género, tanto nacionales como internacionales, como Carmen de 
la Fuente, representante de la División para el Adelanto de las Mujeres de Naciones Unidas, y Marcela Ríos Tobar, del PNUD.

Dentro de los temas destacados de la discusión, se consideró que:

•	 Chile contaba con una de las más bajas tasas de participación política de mujeres en América Latina. 

•	 Los sistemas políticos y sus estructuras partidarias se encontraban dominadas por hombres, lo que hacía difícil que se 
eligieran mujeres para los cargos de elección.

•	 De la forma en que se desarrollaba la política en Chile, muchas mujeres consideraban que si tenían hijos, el costo familiar 
asociado era muy grande, más durante el embarazo y en las primeras etapas de la maternidad.

•	 Las leyes de cuotas y el establecimiento de la paridad a nivel constitucional habían contribuido a que la participación de 
las mujeres hubiera aumentado notablemente en Bolivia, Costa Rica, Ecuador y México. Se argumentó que contar con 
mecanismos como estos en Chile, aumentaría el número de legisladoras.

•	 Sería positivo que existieran Comisiones de Género en el Congreso, ya que cualquier materia de ley tiene aspectos que 
involucran perspectiva de género.
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Recuadro N°2 (continuación). Taller Nacional y Debate Regional sobre Parlamentos Sensibles al Género

El trabajo realizado en aquella actividad no solo le permitió a Chile desarrollar un diagnóstico, sino que también hacer algunas 
recomendaciones, entre las que se encontraban:

•	 Aumentar el número y la presencia de mujeres en el parlamento, a través de la aplicación de medidas que hayan sido 
exitosas en Latinoamérica.

•	 Desarrollar un marco jurídico adecuado en materia de igualdad de género. En este mismo sentido, se llamó a actualizar las 
leyes, con el fin de incluir en ellas la perspectiva de género. 

•	 El parlamento como institución a transformar, de forma que este sea un espacio no discriminatorio, a través tanto de la 
legislación y políticas sensibles al género.

•	 Incorporar la perspectiva de género en las tareas parlamentarias, a través de comisiones permanentes sobre la igualdad de 
género y grupos parlamentarios de mujeres.

•	 Mejorar la sensibilidad de género de las diferentes secciones del parlamento y forjar alianzas estratégicas. 

•	 Finalmente, se recomendó que los hombres debieran colaborar y asumir su responsabilidad en materia de igualdad de 
género.

Tomando como punto de inflexión este hito, el capítulo se 
estructura en cuatro secciones. La primera analiza la evolución 
de la participación de la mujer en el Congreso Nacional, 
principalmente entre los años 2012 y 2022, a través de los 
estándares establecidos por la UIP. Esto incluye, por tanto, 
no solo dar cuenta del número de mujeres que han ingresado 
a este espacio político-institucional, sino también cómo se han 
ido integrando en puestos de liderazgo y poder en el Congreso 
Nacional. En la segunda sección se analiza el desarrollo de la 
perspectiva de género en el Congreso y cómo se han ido creando 
instancias de trabajo colectivo, como son las comisiones de 

género y las bancadas femeninas. En la tercera sección se 
describe el desarrollo de la ‘transversalización del género’ en 
el Congreso, la que incluye medidas que debieran tomar los 
parlamentos para facilitar la integración de legisladoras, como 
son los reglamentos que facilitan la conciliación familia trabajo, 
desarrollo de protocolos en contra del acoso sexual y laboral, la 
creación de oficinas de la mujer, entre otros. Finalmente, en la 
cuarta sección, se revisa la institucionalidad para el desarrollo 
de la legislación con perspectiva de género en el Congreso 
Nacional. En particular, se examina la función del Departamento 
de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputadas y Diputados, 
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junto con los servicios y productos con perspectiva de género 
que proporciona la Biblioteca del Congreso Nacional.

Toda la información utilizada en este documento proviene 
mayormente de las páginas Web oficiales del Congreso 
Nacional, del Gobierno de Chile y de la Biblioteca del Congreso 
Nacional, a lo que se le suman textos desarrollados tanto por la 
UIP,  Naciones Unidas —en adelante ONU y posteriormente 
también ONU Mujeres— y el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo —en adelante PNUD.

1. Primer Eje de Análisis: Participación de las Mujeres en el 
Congreso Nacional

1.1.  Mecanismos para el Avance de las Mujeres en el Congreso 
Nacional

Con la introducción de cuotas de género en toda América 
Latina, principalmente en la década de 1990, los países fueron 
mostrando un alza en la participación femenina en puestos de 
representación política. Como se examinó en el capítulo anterior, 
ejemplo de ello fue Costa Rica, con la Ley de Promoción de la 
Igualdad Social de la Mujer aprobada en 1990, la cual insta a 
todos los partidos políticos a aumentar el número de candidatas, 
así como a dedicar fondos para formar a las mujeres y promover 
su participación (UIP 2015). 

Chile, por su parte, entre el año 1990 y el 2009, pasó del 5,8% al 
14,2% en la representación femenina en la Cámara de Diputadas 
y Diputados. A pesar de esta alza, Chile aún contaba con una 
de las tasas más bajas de participación política de mujeres en 

América Latina, considerando que el promedio de la región 
alcanzaba el 23%, a la vez que los países vecinos mostraban 
niveles de participación por sobre el promedio: Argentina con 
un 39%, Bolivia con un 25% y Perú con un 28% (CEPAL 2011).

Para las elecciones del 17 de noviembre del 2013, aun sin ley 
de cuotas, el porcentaje de diputadas logró subir a un 15,8%, 
pero no fue hasta la aplicación de la nueva ley electoral del 
año 2015, que comenzó realmente a cambiar el panorama de 
la representación de la mujer en el Congreso. Así, a través 
de la publicación de la Ley N° 20.840, se introduce una ley 
de cuotas que obliga a los partidos políticos, a partir de las 
elecciones parlamentarias de 2017 hasta las de 2029, a presentar 
un porcentaje determinado de mujeres entre sus candidatas1. 
Específicamente, el nuevo inciso quinto del artículo 3°bis, de 
la Ley N°18.700 sobre votaciones populares y escrutinios, 
establece que: 

De la totalidad de declaraciones de 
candidaturas a diputado o senador declaradas 
por los partidos políticos, hayan o no pactado, 
ni los candidatos hombres ni las candidatas 
mujeres podrán superar el sesenta por ciento 
del total respectivo. Este porcentaje será 
obligatorio y se calculará con independencia 
de la forma de nominación de las candidaturas. 
La infracción de lo señalado precedentemente 
acarreará el rechazo de todas las candidaturas 
declaradas a diputados o a senadores, según 
corresponda, del partido que no haya cumplido 
con este requisito.
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Asimismo, en el ámbito del financiamiento especial para 
candidatas, se incorporaron dos disposiciones transitorias en 
la Ley N°19.884, sobre transparencia, límite y control de gasto 
electoral. En la primera, se establece la entrega de un monto 
de 500 UF por cada candidata que haya resultado electa a los 
partidos políticos a los que esta pertenezca. En la segunda, se 
establece el derecho a un reembolso adicional de sus gastos 
electorales a las candidatas a senadoras y diputadas, de cargo 
fiscal, de 0,0100 UF por cada voto obtenido.

La ley cambió significativamente la participación de las mujeres 
en el Congreso Nacional, ya que para las elecciones del año 

2017 se aumentó a una participación femenina del 22,6% en la 
nueva Cámara Baja, esto es de 19 a 35 diputadas, de un total 
de 155 escaños, logrando un incremento de cerca de 7 puntos 
porcentuales, superior a los 1,6 puntos promedio con los que se 
venía avanzando desde 1989 (Dazarola 2018). Posteriormente, 
en las elecciones del 2021, el alza fue mayor, llegando las 
mujeres a conformar 35,5% del total de quienes integran la 
Cámara. Así, la actual Cámara, para el periodo 2022-2026, 
está conformada por 55 diputadas y 100 diputados, tal como se 
puede observar en el Gráfico N° 1, a continuación.
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Por su parte, en el Senado, la participación de la mujer tuvo 
un aumento progresivo similar al ocurrido en la Cámara de 
Diputadas y Diputados, yendo de un 13,2% el año 2009 a 
un 23,5% el 2017. Posteriormente, en las elecciones del año 
2021 las mujeres mantuvieron una representación en torno al 

24%, así la influencia de las cuotas para el Senado ha tenido 
un efecto comparativamente menor que en la Cámara de 
Diputadas y Diputados, tal como se observa en el Gráfico N° 2, 
a continuación.

Gráfico N°2 Porcentaje de Senadoras y Senadores electos en las elecciones 2009 - 2021
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Así, en general, si se compara con los resultados de las votaciones 
en los años anteriores a la aplicación de la ley de cuotas, sin 
duda su entrada en vigor produjo un avance en la participación 
de la mujer en el Congreso Nacional en su conjunto. 

De manera similar, el siguiente cambio vendría de la mano de 
la presentación de un proyecto de ley por parte de un grupo 
de parlamentarias y parlamentarios2, ya que fue esta moción la 
que se convirtió en la Ley N° 21.216, que permitió la paridad 
de género en la conformación del órgano constituyente, que 
funcionó entre el de 4 de julio de 2021 y el 4 de julio de 2022. 

En este contexto, legisladoras y legisladores de diversos partidos 
políticos han presentado mociones que buscan garantizar la 
paridad de género, mostrando que existiría un interés transversal 
por la necesidad de instaurarla en el Congreso Nacional. Entre 
los proyectos de ley presentados están:
 

a)	 Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, 
para garantizar la observancia del principio de paridad 
de género, tanto en la presentación de candidaturas, 
como en la integración del Congreso Nacional, los 
consejos regionales y concejos municipales (Boletín 
N°14166-06).

b)	 Proyecto de ley que modifica la Carta Fundamental, 
para garantizar la paridad de género en la declaración 
de candidaturas y en la integración de ambas cámaras 
del Congreso Nacional, para el período legislativo 
2022-2026 (Boletín N°14104-07).

c)	 Proyecto de ley que modifica la Ley N°18.700, 
Orgánica Constitucional de Votaciones Populares 
y Escrutinios, para incorporar escaños reservados a 

pueblos originarios, garantizar la paridad de sexos, así 
como la incorporación de independientes y personas 
con discapacidad, en la conformación del Congreso 
Nacional (Boletín N°14262-06).

La búsqueda de la paridad en el Congreso Nacional parece estar 
alineada con los argumentos que impulsan algunos organismos 
internacionales: “La paridad política es necesaria para que las 
mujeres contribuyan a la toma de decisiones que afectan sus 
vidas y se beneficien del proceso de la democracia” (ONU 
Mujeres 2019: s/p). En este sentido, una democracia paritaria 
propone un nuevo modelo de ‘Estado inclusivo’ —tal como 
lo sostiene la ‘Agenda 2030’ de los Objetivos del Desarrollo 
Sostenible3 —, y un ‘nuevo pacto social’, donde la igualdad 
sustantiva entre hombres y mujeres sea una realidad (ONU 
Mujeres 2019). Pues, cuando se igualan las condiciones y las 
mujeres pueden participar en similar número que los hombres, 
pueden estas comenzar a integrarse sustantivamente en todos 
los espacios de liderazgo y toma de decisiones. En palabras 
de Sonia Palmieri y UIP: “Cuando las mujeres constituyen un 
número significativo en un parlamento, también se incrementa 
la “reserva elegible” de “talento calificado y experimentado”, 
y las mujeres se convierten en candidatas más viables para 
puestos de liderazgo” (Palmieri 2011: 21)

1.2. Participación de las Mujeres en las Mesas Directivas 

Dentro de los planteamientos de la UIP y el PNUD, no solo sería 
importante para la democracia la integración de las mujeres 
en los parlamentos de forma cada vez más paritaria, sino que 
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también el acceso igualitario a los puestos de poder, como lo son 
las mesas directivas: “Comúnmente se ha optado por dos vías 
para alcanzar la igualdad de género. La primera es la promoción 
de mujeres a puestos superiores. Una vez en el parlamento, las 
mujeres necesitan desempeñar puestos de poder o autoridad” 
(Palmieri 2011:19). 

Al respecto, el Reglamento de la Cámara de Diputadas y 
Diputados de Chile4, en su artículo 45 señala que: “La Cámara 
elegirá por mayoría absoluta y en votación pública, un Presidente, 
un primer Vicepresidente y un segundo Vicepresidente. Ellos 
constituirán la Mesa de la Cámara de Diputados” (Cámara de 
Diputadas y Diputados 2022). 

Situación similar se da en el caso del Reglamento del Senado 
que, en el artículo 21, da cuenta de lo siguiente:

En la primera sesión de cada período 
legislativo, el Senado elegirá un Presidente 
y un Vicepresidente, quienes constituirán la 
Mesa de la Corporación. Estas designaciones 
se comunicarán al Presidente de la República, 
a la Cámara de Diputados y a la Corte Suprema 
(Senado 2022b).

Para llenar los cargos, generalmente, se producen acuerdos de 
alternancia entre las bancadas de los partidos políticos, en las 
que se agrupan las y los representantes, de un sector y otro, para 
elegir y ocupar la presidencia y vicepresidencias, tanto de la 
Cámara como del Senado. No obstante, los articulados de los 
reglamentos referidos no establecen, de modo explícito, ningún 

mecanismo para la selección de las candidaturas a dichos 
puestos de representación, de lo que se concluye que tampoco 
da cuenta de la existencia de mecanismos que faciliten una 
elección interna que comprometa la presencia equitativa en la 
Mesa Directiva de alguna de las corporaciones.

Palmieri (2011) menciona que las mujeres se han demorado en 
llegar a ocupar los puestos de mayor poder de los parlamentos, 
como las mesas directivas y, cuando llegan a estos, es 
más frecuente que sea a puestos de vicepresidencia que la 
presidencia. Sin embargo, esta tendencia no pareciera reflejarse 
en la Cámara de Diputadas y Diputados, ya que si bien las 
mujeres llegaron casi 10 años antes a las vicepresidencias que a 
la presidencia, el número de mujeres es el mismo para el cargo 
de Presidencia como de Primera Vicepresidencia y Segunda 
Vicepresidencia. Respecto del Senado, la situación es similar, 
no obstante ha habido más mujeres en la Presidencia que en las 
vicepresidencias.

Así, desde el regreso de la democracia, 4 de 32 presidencias 
de la Cámara de Diputadas y Diputados han sido ocupadas por 
mujeres. La diputada Adriana Muñoz D’Albora (PPD) fue la 
primera mujer electa Presidenta de esta Cámara en el año 2002, 
a doce años desde la reapertura del Congreso Nacional; mientras 
que la diputada Isabel Allende Bussi (PS) fue electa el año 2003 
para la Presidencia de la Cámara, cumpliendo ambas su cargo 
dentro del mismo periodo legislativo 2002-2006.

Hubo que esperar, empero, siete años para el tercer 
nombramiento. Esta vez el cargo de Presidenta recayó en la 
diputada Alejandra Sepúlveda Órdenes (PRI) el año 2010. 
Posteriormente, en el año 2018, se eligió a la diputada Maya 
Fernández Allende (PS), quien a la fecha ha sido la última 
diputada en presidir la Cámara5. 

A su vez, de las 75 Vicepresidencias que han conformado la 
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mesa a lo largo del mismo periodo, tan solo 4 mujeres han sido 
electas como la Primera Vicepresidencia: la diputada Eliana 
Caraball Martínez (PDC), el año 1993; seguida por María 
Antonieta Saa Díaz (PPD),  elegida el año 1997; luego, Adriana 
Muñoz D’Albora (PPD) en 1998; y tras 21 años, la diputada 
Loreto Carvajal Ambiado (PPD), en 2019. 

Por su parte, también solo cuatro mujeres han ocupado la Segunda 
Vicepresidencia de la Cámara de Diputadas y Diputados. La 
primera en ocupar este cargo fue la diputada Marina Prochelle 
Aguilar (RN), elegida en 1997. Cabe señalar que esto fue el 
mismo año en que la diputada María Antonieta Saa Díaz fungía 
como 1° Vicepresidenta, de modo que en este periodo la Mesa 
estuvo constituida excepcionalmente por dos mujeres. Después 
de 7 años, en 2015, la diputada Denise Pascal Allende (PS) 
es nombrada Segunda Vicepresidenta, quien sería la segunda 
mujer en ocupar este cargo. Posteriormente, para el periodo 
2022, la diputada Claudia Mix Jiménez, del Partido Comunes, 
es en quien recae la responsabilidad de este cargo, siendo la 
tercera mujer en ocupar el cargo de Segunda Vicepresidencia de 
la Cámara de Diputadas y Diputados, a la que se le suma, el 7 
de noviembre del 2022, la diputada Catalina Pérez Salinas del 
Partido Revolución Democrática.

En el Senado, las mujeres tardaron más tiempo en ser electas 
en la Presidencia de la Corporación. Así, si la primera mujer 
en presidir la Cámara fue elegida en el año 2002, la primera en 
encabezar el Senado fue la senadora Isabel Allende Bussi (PS), 
en el periodo que va de marzo del 2014 a marzo del 2015, es decir, 
12 años después. Posteriormente, fue electa la senadora Adriana 
Muñoz D’Albora (PPD), el año 2020. Vale mencionar que 
ambas senadoras fueron presidentas de la Cámara de Diputadas 
y Diputados antes de presidir en el Senado. Finalmente, el 
año 2021, la senadora Yasna Provoste Campillay (PDC) y la 

senadora Ximena Rincón González (PDC) compartieron la 
Presidencia del Senado, la primera del 17 de marzo de 2021 al 
25 de agosto de 2021, mientras que la segunda la sucedió desde 
esa última fecha al 11 de marzo de 2022.

En el Senado se elige solo una Vicepresidencia. En esta 
Corporación, solo dos veces el cargo ha sido ostentado por una 
mujer: la senadora Adriana Muñoz D’Albora, en el periodo que 
va desde el julio de 2015 a marzo de 2016 y la senadora Luz 
Eliana Ebensperger Orrego (UDI), quien actualmente está en 
el cargo. Esta situación indica que, en el Senado, la trayectoria 
de las mujeres en puestos de poder ha sido un fenómeno más 
reciente que en la Cámara de Diputadas y Diputados.

1.3. Evolución en la participación de las mujeres en comisiones 
permanentes 

Las comisiones son organismos colegiados compuestos por 
un número determinado de legisladoras y legisladores, cuya 
función principal es el estudio pormenorizado y especializado 
de cada uno de los proyectos de ley y de las materias que, por 
disposición de los reglamentos internos o de la ley, son sometidas 
a su conocimiento. Cada rama del Congreso tiene el número de 
comisiones que sus respectivos reglamentos establecen (BCN 
2020b: 180-183).

En la Cámara de Diputadas y Diputados, las comisiones 
permanentes generalmente se conforman de 13 diputadas o 
diputados. Para la selección de los integrantes de cada comisión 
se ha establecido un mecanismo de proporcionalidad, basado 
en el principio democrático de representación. Según reza el 
artículo 216 del reglamento, el mecanismo es el siguiente: 
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Los partidos políticos que formen parte de 
la Cámara estarán representados en las 
comisiones por un número proporcional 
al de diputados con que cuenten, lo que 
se determinará según un coeficiente fijo 
resultante de dividir el total de los cargos 
de todas las comisiones por el número de 
diputados de la Corporación; este coeficiente 
se multiplicará por el número de diputados de 
cada partido político y ese resultado señalará 
los cargos que le correspondan.

Los miembros de las comisiones serán elegidos por el Pleno 
de la Cámara a propuesta de la Mesa. La propuesta no tendrá 
discusión y, si no se pide votación, se dará tácitamente por 
aprobada (art. 218).

En el Senado, las comisiones permanentes y especiales se 
componen de cinco senadores (art. 29 del reglamento). Cada 
senador debe pertenecer, a lo menos, a una comisión (art. 30). 
Los miembros de las comisiones son elegidos por el Pleno del 
Senado a propuesta del Presidente y duran en sus cargos por 
todo el período legislativo. 

Ninguno de los reglamentos mencionados establece algún 
mecanismo de proporcionalidad para la participación de 
mujeres en las comisiones, razón por la cual, parlamentarias y 
parlamentarios, de un amplio espectro político, han presentado 

proyectos de ley que buscan modificar la Ley Orgánica 
Constitucional del Congreso Nacional para asegurar la 
participación de las mujeres en las comisiones. 

 Sin embargo y a pesar de que en la actualidad no existe un 
mecanismo que asegure la participación de las mujeres en las 
comisiones6, al analizar la conformación de estas es posible 
observar que las parlamentarias participan en todas las 
comisiones legislativas de la Cámara de Diputadas y Diputados 
y en la mayoría de las permanentes del Senado. Así, es posible 
constatar que el aumento progresivo de mujeres como diputadas 
o senadoras les ha permitido participar de manera más activa y 
ejercer mayores grados de influencia en el Congreso Nacional. 

Para dar cuenta de cómo evoluciona la participación de las 
parlamentarias en las comisiones permanentes, Skard y Haavio-
Mannila (1985) definieron una metodología de base que 
categoriza las comisiones en tres tipos:

•	 ‘Comisiones de reproducción’: las que tratan temas de 
política social, familiar, sanitaria, educativa, ambiental, 
cultural, de vivienda, etc.

•	 ‘Comisiones de producción’: las que tienen que ver con la 
política económica, fiscal, laboral, industrial y energética, 
etc.

•	 ‘Comisiones de preservación del sistema’: las que se 
encargan de los asuntos constitucionales, juicio político, 
reforma institucional y administrativa, relaciones 
exteriores, seguridad y defensa nacional, etc.
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Esta metodología ha sido aplicada en países del norte de 
Europa, así como también en países de la región, mostrando 
una suerte de ‘división sexual del trabajo’ en las comisiones 
parlamentarias. En efecto, cuando las mujeres comienzan a 
entrar a los parlamentos, suelen participar mayormente en 
las comisiones de reproducción. No es sino hasta que logran 
aumentar su participación y se comienza a transversalizar el 
género en los parlamentos, que las parlamentarias comienzan 
a formar parte en las de comisiones de producción y de 
preservación del sistema (Novillo 2015; Jager 2015). 

Para aplicar esta clasificación a la estructura de las comisiones 
permanentes de la Cámara de Diputadas y Diputados, las 
comisiones se distribuyeron en las tres categorías mencionadas 
más arriba7: 

•	 ‘Comisiones de reproducción’. Incluye las comisiones 
de Familia; Deporte y Recreación; Salud; Educación; 
Personas Mayores y Discapacidad; Cultura, Artes 
y Comunicaciones; Derechos Humanos y Pueblos 
Originarios; Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes 
Nacionales; Desarrollo Social, Superación de la pobreza 
y planificación.

•	 ‘Comisiones de producción’. Comprende las comisiones 
de Obras Públicas, Transporte y Telecomunicaciones; 
Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Social; Trabajo 
y Seguridad Social;  Seguridad Ciudadana, Minería y 
Energía; Economía, Fomento Micro, Pequeña y Mediana 
Empresa, Protección de los Consumidores y Turismo; 
Hacienda; Futuro, Ciencias, Tecnología, Conocimiento 
e Innovación; Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos; 
Recursos Hídricos y Desertificación.

•	 ‘Comisiones de preservación’. Corresponde a las que 
abarcan Zonas Extremas y Antártida Chilena; Gobierno 
Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización; 
Defensa Nacional;  Constitución, Legislación, Justicia 
y Reglamento; Seguridad Ciudadana; y Emergencia, 
Desastres y Bomberos.

Para hacer el análisis, se han consignado cuatro periodos 
legislativos: 2012-2014, 2014-2018, 2018-2022 y 2022-2023. 
Este último, en particular, adquiere gran importancia, porque, por 
primera vez, la cantidad de mujeres en el parlamento sobrepasó 
el 30%, lo cual es considerado el ‘umbral de representación’ 
que las mujeres requieren para constituirse en una masa crítica, 
con capacidad de ejercer una influencia sobre los resultados de 
las decisiones, de acuerdo a expertos de la ONU y de la UIP 
(OCDE 2014).

Los datos obtenidos muestran que, efectivamente, las 
mujeres participan en mayor proporción en las comisiones de 
reproducción. En términos generales, las mujeres constituían 
el 29% de la comunidad parlamentaria que participó en dichas 
comisiones. Esta cifra es bastante alta si consideramos que, 
para los primeros periodos, las mujeres eran incluso menos del 
15% del total de legisladores. En este sentido, para el actual 
periodo 2022-2023, las parlamentarias son el 35,5% del total, 
sin embargo, aparecen sobrerrepresentadas en las comisiones de 
reproducción, donde alcanzan el 43,5% de las y los legisladores 
que la conforman, tal como lo muestra la Tabla N°1, a 
continuación.
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Tabla N°1: Participación de mujeres en Comisiones Permanentes (2012-2023)

Comisiones 2012-2014 2014-2018 2018-2022 2022-20238 2012-2023

Reproducción 25,6% 24,7% 22,2% 43,5% 29%

Producción 18,8% 17,0% 17,0% 25,6% 19,6%

Preservación 14,4% 13,4% 25,9% 29,8% 20.8%

Fuente: Cámara de Diputadas y Diputados (s/fc).

No obstante, la tabla también muestra que las parlamentarias 
constituyen el 20% de total de legisladores, tanto de la 
comisiones de producción como de preservación, lo que a su 
vez es indicativo de que buscan estar presentes en todas las 
comisiones, a pesar de no constituir la mitad de la comunidad 
legislativa.

2. Segundo Eje de Análisis: Desarrollo de la Perspectiva de 
Género en el Congreso Nacional

Como se verá más adelante, en la medida que las mujeres se han 
ido abriendo paso en el Congreso, han logrado un espacio para 
participar de los procesos políticos y en la actividad legislativa. 
Asimismo, se han organizado en ocasiones de manera 
transversal, y juntas han logrado impulsar no solo cambios en 
la cultura política del Congreso Nacional, sino que también 
generar una instancia técnica especializada con perspectiva de 
género. Estos cambios se reflejan, por ejemplo, en la creación de 
las bancadas de mujeres y de las comisiones de mujer y equidad 
o igualdad de género.

2.1. Bancadas de mujeres

En América Latina y el Caribe, una ‘bancada femenina’ es 
un grupo conformado por legisladoras en ejercicio de su 
mandato, las que se constituyen en espacios multipartidarios 
e ideológicamente plurales para la discusión de la igualdad de 
género. Procuran acuerdos y consensos, siendo de acceso abierto 
para toda legisladora interesada en participar y en avanzar una 
agenda legislativa a favor de la igualdad. Este aspecto hace que 
las bancadas sean espacios organizativos para la innovación 
y la transformación política (Rodríguez 2011). En general, 
las bancadas de mujeres presentan propósitos claramente 
distinguibles, a saber (Rodríguez 2011):

•	 Transformar las prácticas políticas al interior de los 
parlamentos en términos de igualdad de género. 

•	 Reivindicar la transparencia en la rendición de cuentas. 

•	 Respaldar a los liderazgos femeninos.

•	 Propiciar iniciativas en materia de igualdad de género 
y derechos de mujeres, procurando la aprobación de 
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iniciativas en materia de salud sexual y reproductiva, 
violencia de género, igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres, condición de las mujeres en la familia, 
mujeres en situación de pobreza, etc. 

En términos históricos, la primera bancada femenina desarrollada 
en Latinoamérica fue la Bancada Femenina de Brasil en 1988, 
seguida por la Unión de Mujeres Parlamentarias de Bolivia 
(UMPABOL) en 1998 y la Bancada Bicameral Femenina del 
Uruguay en el año 2000 (Rodríguez 2011). 

En Chile, en el año 2011, se crea ‘la primera bancada de mujeres’ 
de todo el espectro político del Congreso Nacional. Esto ocurrió 
bajo la Presidencia de la diputada Alejandra Sepúlveda Órdenes 
(PRI) y tuvo el propósito de encausar, de mejor manera, las 
problemáticas de las mujeres chilenas en el Congreso Nacional. 
En efecto, la diputada Sepúlveda Órdenes sostuvo que:

Si bien somos sólo 17 diputadas, tenemos la 
fuerza necesaria para embarcarnos en esta 
iniciativa, para lo cual resulta importante que 
podamos establecer ciertas pautas, dejando de 
lado las posiciones políticas, y así avanzar en la 
búsqueda de soluciones, ante las problemáticas 
que plantea la sociedad, teniendo en cuenta 
que todavía resta mucho por hacer respecto 
a nuestros derechos (Observatorio de Género 
2011: s/p).

Por su parte, la diputada María Angélica Cristi Marfil (UDI) 
comentó que:

(…) esta es una señal muy potente para todo el 
país, que marca el inicio de una nueva forma 
de dialogar en el Parlamento y es una señal 
de unidad para poder darle la relevancia que 
tienen los problemas que afectan a miles de 
mujeres (Observatorio de Género 2011: s/p).

Más adelante, en julio del 2014, se conformó ‘la segunda bancada 
transversal de mujeres en el Congreso’, para discutir una agenda 
legislativa “(…) orientada a poner sobre la mesa temas que son 
de especial sensibilidad para el rol que juega la mujer hoy en la 
sociedad” (La Tercera 2014). En esa oportunidad, participaron 
las ex diputadas y actuales senadoras Alejandra Sepúlveda 
(Federación Regionalista Verde Social) y Loreto Carvajal 
Ambiado (PPD); la diputada Daniela Cicardini Milla (PS); y las 
ex diputadas Marcela Sabat (RN), Andrea Molina (UDI), María 
José Hoffmann Opazo (UDI), Maya Fernández Allende (PS), 
Claudia Nogueira Fernández (UDI), Karla Rubilar Barahona 
(Amplitud) y Marcela Hernando Pérez (PRSD), quienes, 
dejando de lado sus diferencias políticas, buscaron avanzar en 
los proyectos de ley ligados a los derechos de las mujeres, así 
como también impulsar cambios al interior del mismo Congreso 
(BCN 2020a). 

Finalmente, en 2018, surge ‘la tercera bancada femenina del 
Congreso Nacional’. Ese año, parlamentarias del PC, PS, 
PPD, PR y RN, presentaron una remozada bancada feminista, 
nombrada “Julieta Kirkwood”, en honor a quien es considerada 
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una de las fundadoras e impulsoras del movimiento feminista 
de Chile en la década de 1980 y precursora de los estudios de 
género en el país (BCN 2020a). 

Esta bancada feminista tuvo como objetivo, por una parte, 
dinamizar la agenda de género que se había venido instalando 
en nuestro país. De hecho, en la presentación, las diputadas 
Karol Cariola Oliva (PC) y Daniella Cicardini Milla (PS); y 
las ex diputadas Camila Vallejo Dowling (PC), Loreto Carvajal 
Ambiado (PPD), Cristina Girardi Lavín (PPD), Marcela 
Hernando Pérez (PR), Jenny Álvarez Vera (PS), Denise Pascal 
Allende (PS) y Marcela Sabat Fernández (RN) dieron cuenta 
de la existencia de 37 proyectos de ley que se encontraban en 
tramitación, pero que debían ser reimpulsados, con temáticas 
tales como: la violencia en contra la mujer, corresponsabilidad 
en el cuidado, igualdad de remuneraciones entre el hombre y 
la mujer, matrimonio igualitario, identidad de género, paridad 
de género en la conformación de diversos órganos del Estado, 
mecanismos para hacer efectivo el cobro de la pensión 
de alimentos, tipificación del acoso en espacios públicos, 
interrupción voluntaria del embarazo, entre otros muchos temas 
(El Desconcierto 2018).

Por otra parte, la bancada dio cuenta de que un segundo 
propósito era impulsar la existencia de criterios paritarios dentro 
de las definiciones políticas de la conducción de la Cámara. Por 
ello, la primera actuación de la nueva agrupación consistió en 
la presentación de un proyecto de reforma al Reglamento de 
la Cámara de Diputados a fin de crear la Comisión de Mujeres 
y Equidad de Género, cuyo objetivo, tal como se declaró en 
el texto de su presentación, es acordar en el Poder Legislativo 
“(…) una acción afirmativa en la garantía, defensa y promoción 
de derechos a las mujeres, a la diversidad sexual y la equidad 

de género”, a través de la implementación de un cuerpo 
especializado y permanente (BCN 2020a: 256). El proyecto 
de ley fue aprobado y la primera sesión constitutiva de esta 
Comisión tuvo lugar el 1 de agosto de 2018. Unas semanas 
más tarde, el 12 de septiembre, en el Senado se estableció la 
Comisión Especial Encargada de conocer iniciativas y tramitar 
proyectos de ley relacionados con la mujer y la igualdad de 
género.

También la Bancada Feminista Julieta Kirkwood impulsó la 
modificación del Reglamento de la Cámara de Diputados y 
Diputadas en 2020, en el sentido de reconocer la expresión 
femenina de ‘Diputadas’ en el nombre mismo de la Corporación. 
Esta idea tomó rápidamente fuerza y fue respaldada por las 
diputadas que, en ese entonces, conformaban la Comisión de 
Mujer y Equidad de Género de la Cámara. Con este respaldo, la 
Presidenta de la Comisión, diputada Loreto Carvajal Ambiado 
(PPD), envió un oficio a la Presidenta de la  entonces Cámara 
de Diputados, Maya Fernández Allende, el día miércoles 25 
de octubre del año 2018, realizando la solicitud9. La respuesta 
positiva de la Comisión de Régimen Interno llegó mediante 
oficio10 en noviembre del mismo año. Sin embargo, el cambio 
en el reglamento y logo de la Cámara se materializó en marzo 
del 2020. El cambio fue celebrado en la ocasión por la entonces 
Vicepresidenta de la Cámara de Diputadas y Diputados, la 
diputada Loreto Carvajal Ambiado (PPD), quien señaló que 
cambios como estos se realizan con el “(…) objetivo de generar 
condiciones de igualdad y visibilidad, y con el fin de reforzar la 
idea de que tenemos que legislar con perspectiva de género” (El 
Mostrador 2020). 

Finalmente, otro ejemplo del trabajo de la Bancada Feminista 
Julieta Kirkwood es la reunión que tuvo lugar el día 25 de abril 
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del año 2022 con la Ministra de la Mujer y Equidad de Género, 
Antonia Orellana Guarello, para iniciar el trabajo prelegislativo 
de un proyecto enfocado en la responsabilidad parental y el 
pago efectivo de pensiones alimenticias (Diario USACH 2022). 
Como resultado, se presenta el 2 de mayo 2022 el proyecto 
de ley iniciado en Mensaje que modifica la Ley N° 14.908 
sobre Abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, 
en materia de responsabilidad parental y pago efectivo de las 
deudas por pensiones de alimentos  (Boletín N° 14.946-07) 
(BCN 2022a).

El mencionado proyecto, en conjunto a la Moción Boletín N° 
14.926-07 presentada de las senadoras Isabel Allende Bussi 
(PS), Loreto Carvajal Ambiado (PPD), Paulina Núñez Urrutia 
(RN), Claudia Pascual Grau (PC) y Yasna Provoste Campillay 
(PDC), dio origen, el 31 de agosto del año 2022, a la Ley N° 
21.484 sobre Responsabilidad parental y pago efectivo de 
deudas de pensiones de alimentos.  

2.2. Comisión permanente de Mujer y Equidad de Género

Las comisiones especializadas en asuntos de mujeres o igualdad 
de género pueden considerarse de segunda generación, ya que 
son comisiones especializadas en la temática de género que se 
desarrollan al alero de comisiones dedicadas a varios asuntos, 
entre los que se encontraban los derechos de las mujeres y que 
posteriormente derivaron a ser comisiones especializadas en 
igualdad de género. En efecto, como se señaló en el Capítulo 
2 de este libro, en la Cámara de Diputados de Guatemala, la 
Comisión de la Mujer, Juventud, Niñez y Familia fue creada 
en 1991, para posteriormente, convertirse en la Comisión de 

la Mujer, desligándose de la temática del menor y la familia; 
también en Paraguay, donde la entonces Comisión de la Mujer y 
la Juventud de la Cámara de Diputados, se convirtió en Comisión 
de Equidad Social y Género en 2003 (Rodríguez 2011). 

En Chile, las primeras diputadas en ejercicio, luego del regreso a 
la democracia, que buscaron crear la Comisión de Mujer fueron 
Adriana Muñoz D’ Albora (PPD) y María Antonieta Saa Díaz 
(PPD). Sin embargo, su esfuerzo fue infructuoso, tal como lo 
recuerda la diputada Denise Pascal Allende (PS): “(…) cuando 
se logró la creación de la Comisión de Familia fue porque 
no pudimos hacer la Comisión de la Mujer y le dimos otro 
nombre, buscando una solución” (Partido Socialista de Chile 
2018: s/p). Sin embargo, la creación de la Comisión de Mujer 
y Equidad no modificó a la Comisión de Familia, la que sigue 
en funcionamiento. Por otra parte, la necesidad de la creación 
de comisiones permanentes sobre la igualdad de género fue 
parte de la discusión y recomendaciones que hubo en el Taller 
Nacional y Debate Regional sobre Parlamentos Sensibles al 
Género, ya antes mencionado.

El 10 de enero del 2018 ingresa una iniciativa parlamentaria, 
Boletín N° 11.564-07, que buscaba  incorporar un nuevo literal 
27, al artículo 216 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 
para crear una nueva comisión permanente, a saber: la Comisión 
de Mujeres y Equidad de Género, la que es aprobada  el 12 de 
octubre del año 2018, en la sesión 34ª de sala.

Esta primera comisión estuvo formada por las diputadas 
Claudia Mix Jiménez (Comunes), Ximena Ossandón 
Irarrázabal (RN), Joanna Pérez Olea (DC), y Gael Yeomans 
Araya (CS) y las ex diputadas Sandra Amar Mancilla (IND-
UDI), Maya Fernández Allende (PS), Marcela Hernando Pérez 
(PR), María José Hoffmann Opazo (UDI), Karin Luck Urban 
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(RN), Marcela Sabat Fernández (RN), Virginia Troncoso 
Hellman (UDI) y Camila Vallejo Dowling (PC); y la ex diputada 
y actual senadora Loreto Carvajal Ambiado (PPD), quien la 
presidió.

Durante los más de cuatro años que ha funcionado la Comisión 
de Mujer y Equidad de Género solo ha estado integrada por 
legisladoras y, por ende, sus presidencias también lo han 
sido. Actualmente, la preside la diputada María Francisca 
Bello Campos (Partido Convergencia Social). Lo anterior es 

un fenómeno frecuente ya que la mayoría de las comisiones 
especializadas en temáticas de mujer y equidad de género que 
se han ido formando en Latinoamérica está conformada solo 
por mujeres, presentando en promedio un 68% de integrantes 
femeninas; mientras que la presidencia por su parte ha sido 
siempre ejercida por legisladoras (Rodríguez 2011).

En esta materia, la Comisión de Mujer y Equidad de Género del 
Senado, presidida el año 2022 por la senadora Claudia Pascual 
Grau (PC),  incorporó al senador Gustavo Sanhueza Dueñas 

(UDI), quien ha manifestado que “(…) es un desafío muy gratificante ser el primer hombre integrante en la Comisión de Mujer y 
Equidad de Género del Senado (Senado 2022a). A juicio del legislador:

Todo lo relacionado a Mujer y Equidad de Género hoy es un eje central de nuestra estructura de Estado, comenzando por 
la instauración del ministerio el año 2016. Desde esa perspectiva, mi aporte será trabajar con seriedad y urgencia todas las 
políticas públicas que contribuyan a la libertad de las mujeres para decidir sobre su futuro, cerrar las brechas que existen 
con los hombres en todos los planos, proveer de mejores instrumentos para emprender y alcanzar autonomía económica 
y realización personal, evitar toda discriminación y violencia, entre otras materias que, con voluntad política y legislación 
adecuada, podemos sacar adelante (Senado 2022a: s/p).

En la actualidad, el senador Gustavo Sanhueza Dueñas (UDI) 
preside la Comisión de Mujer y Equidad de Género del Senado, 
constituyéndose en el primer varón en ejercer el cargo.

Esta comisión tiene un origen distinto que su par en la Cámara. 
En la sesión del 5 de junio de 2018, los Comités acordaron 
crear una Comisión Especial Encargada de Conocer Iniciativas 
y Tramitar Proyectos de Ley relacionados con la Mujer y la 
Igualdad de Género en el Senado, mientras en la sesión 52ª, 
Ordinaria del miércoles 12 de septiembre de 2018, se dio cuenta 

de la constitución de la comisión, quedando integrada por las 
senadoras Carmen Gloria Aravena acuña (Evópoli), Yasna 
Provoste Campillay (DC), Isabel Allende Bussi (PS) y las ex 
senadoras Ena Von Baer Jahn (UDI), Adriana Muñoz D’Albora 
(PS), habiéndose elegido a esta última como su Presidenta. 
Posteriormente,  en la sesión 59ª, de la Legislatura 370, del 
miércoles 28 de septiembre de 2022, se aprueba el proyecto de 
acuerdo que modifica el reglamento del senado con el objeto 
de crear la Comisión Permanente de la Mujer y la Igualdad de 
Género.
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Desde el 2018, la Comisión de Mujeres y Equidad de Género de 
la Cámara ha tramitado más de 30 proyectos de ley, mientras su 
contraparte en el Senado lo ha hecho con cerca de 25 iniciativas 

en diversas temáticas relativas a la violencia y no discriminación 
de la mujer. Al respecto, véase una selección de 12 leyes en el 
Recuadro N°3, a continuación.

Recuadro N°3. Leyes en cuya tramitación intervinieron las Comisiones de Mujer y Equidad de Género, tanto del Senado 
como de la Cámara, y la Comisión Especial encargada de conocer iniciativas y tramitar proyectos de ley relacionados con la 
Mujer y la Igualdad de Género

•	 Ley N° 21.153. Modifica el Código Penal para tipificar el delito de acoso sexual en espacios públicos, de 2019.

•	 Ley N° 21.197. Modifica la Ley Nº 19.712, ley del deporte, la Ley Nº 20.019, que regula las sociedades anónimas 
deportivas profesionales, y la Ley Nº 20.686, que crea el ministerio del deporte, para establecer el deber de contar con 
un protocolo contra el acoso sexual, abuso sexual, discriminación y maltrato en la actividad deportiva nacional, de 
2020.

•	 Ley N° 21.212. Modifica el Código Penal, el código procesal penal y la ley N° 18.216 en materia de tipificación del 
femicidio, de 2020.

•	 Ley N°21.282. Declara el 19 de diciembre de cada año como el día nacional contra el femicidio, de 2020.

•	 Ley N° 21.319. Modifica el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, 
que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre votaciones 
populares y escrutinios, para excusar a las personas que indica de las labores de vocal de mesa, de 2020.

•	 Ley N° 21.367. Suprime la causal de conducta homosexual en el divorcio por culpa, de 2021.

•	 Ley N°21.334 .Sobre determinación del orden de los apellidos por acuerdo de los padres, de 2021.

•	 Decreto 46. Promulga el protocolo facultativo de la convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, de 2021.
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Recuadro N°3. Leyes en cuya tramitación intervinieron las Comisiones de Mujer y Equidad de Género, tanto del Senado como 
de la Cámara, y la Comisión Especial encargada de conocer iniciativas y tramitar proyectos de ley relacionados con la Mujer 
y la Igualdad de Género

•	 Ley N° 21.337. Establece la calidad recíproca de carga familiar entre ambos cónyuges, para efectos de las prestaciones 
que indica, de 2021.

•	 Ley N°21.370. Modifica cuerpos legales con el fin de promover la equidad de género en el sector pesquero y acuícola, 
de 2021.

•	 Ley N°21.369. Regula el acoso sexual, la violencia y la discriminación de género en el ámbito de la educación superior, 
de 2021.

•	 Ley N°21.389. Crea el registro nacional de deudores de pensiones de alimentos y modifica diversos cuerpos legales para 
perfeccionar el sistema de pago de las pensiones de alimentos, de 2021.

3. Tercer Eje de Análisis: Transversalización de Género en 
el Congreso Nacional

De acuerdo con la UIP, la transversalización de género se realiza 
a la luz de intervenciones en distintos ámbitos de acción que 
buscan garantizar la participación de mujeres y hombres en 
igualdad de condiciones en el Congreso Nacional (UIP 2017). 
En este sentido, a continuación se analizan algunos aspectos 
relacionados con la conciliación familia—trabajo; las conductas 
parlamentarias; la prevención, investigación y sanción del 
acoso; la coordinación de políticas y acciones; así como la 
participación de parlamentarios varones con perspectiva de 
género para avanzar efectivamente en la transversalización de 
género.

3.1. Facilitar la conciliación familia-trabajo

La temática de las ausencias y los permisos está regulada en los 
artículos 31 al 42 del Reglamento de la Cámara de Diputados. 
En particular, en relación con las ausencias, el artículo 42 
explica que: 
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Se entenderá que una ausencia es justificada 
cuando el diputado esté con licencia médica, 
con impedimento grave, se encuentre 
realizando alguna gestión encomendada por la 
Corporación o alguna de las actividades propias 
de la función parlamentaria, entendida ésta en 
los términos que la define el artículo 66, inciso 
segundo, de la ley orgánica constitucional 
del Congreso Nacional, debiendo avisarse 
oportunamente. 

Sin embargo, el Reglamento no detalla la particular situación 
de la maternidad ni da cuenta de la existencia de un régimen 
especial para los casos de licencia maternal de pre y postnatal, 
del permiso postnatal parental y de las licencias por enfermedad 
grave del niño o la niña menor de un año. Todas ellas son 
circunstancias que, por su longitud y continuidad en el 
tiempo, podrían alterar el normal funcionamiento, tanto de las 
comisiones como de la Sala. 

En relación con los permisos, el artículo 42 dispone que: “Los 
diputados podrán solicitar permisos para ausentarse de sus 
labores por motivos particulares hasta por cuatro días hábiles 
en el año calendario, sin goce de dieta por el tiempo que dure el 
permiso. Estos permisos podrán fraccionarse en días o medios 
días”. 

La norma no hace referencia explícita a los días de permiso 
por paternidad, ni a los permisos por alimentación. Este último 
presenta un particular desafío, ya que debido a la manera 

cómo funciona la Cámara de Diputadas y Diputados, las 
parlamentarias deben viajar desde sus distritos y permanecer 
tres días en Valparaíso, lo cual podría dificultar el cumplimiento 
de dicho permiso.

Por su parte, el Senado solo regula los permisos fuera del país, 
tal como da cuenta el artículo 7 del Reglamento:

Los permisos para ausentarse del país por más 
de treinta días a que se refiere el artículo 57 
de la Constitución Política del Estado, sólo se 
podrán conceder a solicitud escrita del propio 
Senador y siempre que permanezca en el 
territorio nacional un número de Senadores 
en ejercicio que corresponda, a lo menos, a los 
dos tercios del Senado.

3.2. De un actuar y trato con equidad 

El Código de Conductas Parlamentarias detalla la necesidad 
de que legisladoras y legisladores deban llevar una vida social 
acorde con la dignidad del cargo, así como desempeñarse frente 
al público, en la Corporación y fuera de ella con una conducta 
correcta, digna y decorosa, evitando actuaciones que puedan 
afectar la confianza del público en la integridad del Congreso 
Nacional. Además, se explicita que deben ejercer el cargo sin 
discriminar a ninguna persona por razón de raza, color, sexo, 
religión o situación económica. 
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El Reglamento del Senado, en su artículo 229, da cuenta de la 
existencia de una Comisión de Ética, en el siguiente tenor:

Existirá una Comisión de Ética y Transparencia 
del Senado, con el objetivo de conocer y 
resolver cualquier situación de orden ético 
que afecte a los Senadores, preocuparse de 
establecer normas de buenas prácticas para un 
mejor desempeño de las funciones del Senado 
y velar por el cumplimiento de las normas 
de transparencia y acceso a la información 
pública.

Por su parte, el reglamento de la Cámara de Diputados da cuenta, 
en su artículo 342, de las facultades que tendrá Comisión de 
Ética y Transparencia, de la siguiente forma:

Corresponderá a la Comisión velar, de oficio o 
a petición de un parlamentario, por el respeto 
de los principios de probidad, transparencia 
y acceso a la información pública, conocer y 
sancionar las faltas a la ética parlamentaria de 
los miembros de la Corporación y atender las 
demás materias que la ley o este reglamento le 
encomiende.

Sin embargo, en ninguno de los casos mencionados existe una 
especificación en cuanto a la temática de género. No obstante, 
recomendaciones de la UIP dan cuenta de la ausencia de la 
inclusión de la perspectiva de género en los reglamentos de los 
parlamentos  en general y lo importante de que se incluyan: 

Es un punto débil grave el que estos 
documentos (códigos de conducta) de 
políticas no incluyen alusiones a la igualdad 
de género. Esencialmente esto significa que 
el parlamento carece de una “hoja de ruta” 
de igualdad de género, particularmente en lo 
que se refiere a las expectativas que se tienen 
del comportamiento y la conducta de los 
miembros del parlamento (Palmieri 2011).

De hecho, una de las conclusiones a las que se llega en el 
ya mencionado Taller Nacional y Debate Regional sobre 
Parlamentos Sensibles al Género, del año 2012, es la necesidad 
de elaborar un marco de políticas sensibles al género para el 
Congreso Nacional. 
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3.3. Protocolos para la Prevención, Investigación y Sanción 
del Acoso

En concordancia con las recomendaciones del estudio de la 
UIP, entre las iniciativas y compromisos suscritos al finalizar 
el dicho Taller, se estableció la elaboración de un protocolo de 
prevención e intervención frente al acoso sexual y acoso laboral.

Posteriormente, en el año 2018, la ex diputada Maya Fernández 
Allende, en su condición de Presidenta de la Cámara, conformó 
un equipo especialista en género para trabajar en la redacción 
y elaboración de un protocolo que abordara la temática del 
acoso sexual en el Congreso. Ese proceso respondió a una 
preocupación generalizada en el país, que se vivió con intensidad 
en las universidades que exigían acciones concretas para 
abordar la problemática del acoso sexual dentro de los espacios 
académicos, pero también en otras instituciones públicas, como 
el Poder Judicial (Cámara de Diputadas y Diputados 2020).

Así, el 16 de enero del 2019, la Comisión de Régimen Interno 
de la Cámara de Diputadas y Diputados, mediante el Oficio N° 
493, aprobó el ‘Protocolo de prevención y sanción del acoso 
sexual en la Cámara de Diputadas y Diputados’, el que en su 
artículo 1 señala:

La Cámara de Diputados debe constituir 
un ambiente de pleno respeto a la dignidad 
de las personas, donde resulte efectiva la 
equidad de género y la igualdad de derechos 
y oportunidades para hombres y mujeres. 
El ambiente laboral y de convivencia en 
la Cámara de Diputados estará informado 
por los principios de igualdad de trato y no 
discriminación, y debe por tanto, constituir 
un ambiente libre de violencia y de abusos 
de género de cualquier especie (Cámara de 

Diputadas y Diputados 2019).

A la vez que define, en su artículo 3, las personas que estarán a 
cargo de hacer cumplir el protocolo:

Entre los miembros de la dotación de la Cámara 
de Diputados se designará por la Comisión de 
Ética y Transparencia, a proposición de una 
terna presentada por la persona que ejerza 
como Secretario General, un Coordinador o 
Coordinadora de Políticas de Género, quien 
deberá promover el cumplimiento de este 
Protocolo y asumir la coordinación de las 
demás políticas de género en la Cámara de 
Diputados. La referida terna deberá estar 
integrada por personas de distinto género, que 
tengan la competencia que el cargo requiere.
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Un mes antes, en el Senado, el 12 de diciembre del 2018, Mario 
Labbé Araneda, Secretario General del Senado de entonces, 
mediante la Resolución interna N° P-206/2018, había aprobado 
el ‘Protocolo para la Prevención, Investigación y Sanción del 
Acoso Sexual’ del Senado. Mediante este instrumento normativo, 
se reconoce que el acoso sexual es una conducta contraria a la 
dignidad de las personas. Asimismo, en su artículo 6, establece 
que las denuncias deberán ser presentadas al Secretario General, 
al Jefe Superior del denunciante o a la Asistente Social de la 
Corporación.

3.4. Coordinación de Políticas de Género y  Encargada de 
Equidad de Género

De acuerdo al ‘Protocolo de prevención y sanción del acoso 
sexual en la Cámara de Diputadas y Diputados’, se crea el 
cargo de ‘Coordinadora de Políticas de Genero’, quien deberá 
coordinar todas las acciones tendientes a promover la equidad 
de género en la Cámara de Diputadas y Diputados, abarcando 
la difusión de este instrumento y la coordinación de campañas 
de sensibilización y capacitación, así como también actividades 
abiertas a la sociedad civil.

En este marco, la Coordinación de Políticas de Género ha 
realizado diversas actividades. Una de las primeras fue el 
‘Seminario sobre Prevención y Sanción del Acoso Sexual’, 
en coordinación con la Academia Parlamentaria, en agosto de 
201911. En la ocasión, especialistas en el tema fueron invitados a 
debatir en dos mesas con el objetivo de promover la participación 
de agentes claves que abordarán la prevención y sanción del 
acoso, desde sus diversas perspectivas. Según reza el texto: 

Identificaremos y analizaremos las diversas 
herramientas desarrollas hasta hoy y los 
desafíos que nos quedan por superar. 
Asimismo, les pediremos su colaboración 
para ayudarnos a difundir el Protocolo de 
Prevención y Sanción del Acoso Sexual al 
interior de la Cámara de Diputados y el 
Congreso Nacional en su conjunto (Cámara de 
Diputadas y Diputados 2019).

En la primera mesa de debate, se trató sobre las necesidades para 
abordar la prevención del acoso sexual en las aulas y lugares de 
trabajo; mientras en la segunda se evaluó la legislación necesaria 
para prevenir y sancionar eficazmente el acoso sexual.

Asimismo, la coordinación ha desarrollado el sitio Web 
‘Igualdad de Género: Un Compromiso con la Equidad’. Su 
objetivo es destacar y facilitar el acceso a la información 
vinculada a igualdad de género en la Corporación. A su vez, 
proporciona datos estadísticos de la Cámara, información de las 
diputadas en ejercicio y de la Comisión de Mujeres y Equidad 
de Género, así como la recopilación de las principales noticias y 
actividades desarrolladas en este ámbito.

Finalmente, la coordinación ha participado en la generación 
de redes internacionales con otras unidades homólogas en los 
Congresos de Argentina, Costa Rica y México, así como en 
organismos bilaterales, como ParlAméricas, EuroSociAL y la 
UIP. Se espera compartir información y experiencias en pos de 
generar mejores políticas de género en la Cámara (Cámara de 
Diputadas y Diputados 2020).
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3.4.1. Proyecto de cooperación entre EuroSociAL y la Comisión 
de Mujeres y Equidad de Género

El 19 de julio del 2021 concluyó el proyecto de cooperación entre 
EuroSociAL y la Comisión de Mujeres y Equidad de Género de 
la Cámara de Diputadas y Diputados. El desarrollo del proyecto 
incluye diversos productos entre los que se encuentran (Cámara 
de Diputadas y Diputados s/fa): 

•	 Un diagnóstico sobre la transversalidad, igualdad y 
equidad de género en los proyectos de ley de la Cámara de 
Diputados y Diputadas. 

•	 Un diagnóstico de la inclusión de la variable de igualdad 
de género en la evaluación de los proyectos de ley.

•	 Una propuesta de una hoja de ruta para la evaluación de 
impacto de los proyectos de ley de la Comisión de Mujeres 
y Equidad de Género. 

•	 Un informe de la experiencia comparada en estas materias 
en los Congresos de Costa Rica y España.

Por su parte, en el Senado, dentro del Área de Planificación y 
Control de Gestión, funciona la Unidad de Género, que cuenta 
desde el año 202112 con la ‘Encargada de Equidad de Género 
del Servicio’, quien es responsable de la implementación del 
‘Sistema de Equidad de Género’, que corresponde al Proyecto 
Estratégico N°20 del Plan Estratégico Institucional, responsable 
de proponer, tanto la organización interna de la unidad como las 
acciones anuales que en estas materias se puedan llevar a cabo 
en el Senado.

Dentro de las acciones realizadas por la Encargada estuvo la 
instalación, durante el año 2021, de una mesa de género que 
contó con representación de todos los departamentos y unidades 
del Senado, así como de las Asociaciones de Funcionarios 
y Funcionarias, cuyo objetivo fue discutir en relación a las 
políticas de género que se debieran implementar en el Senado. 
Como resultado de su trabajo, se propuso ante el Jefe de 
Servicio la instalación de un Comité de Género que debía contar 
con la participación de 15 personas elegidas democráticamente 
de los diversos departamentos y unidades del Senado, quienes 
deben permanecer en el cargo por dos años, desde la fecha 
de la resolución que se les nombra como integrantes, con 
derecho a reelección por una sola vez13. El mencionado comité 
fue aprobado por resolución constituyéndose en un órgano 
consultivo que se encuentra actualmente trabajando en un 
reglamento con  perspectiva de género.

Por otra parte, otra de las labores que está diseñando la 
Encargada de Equidad de Género del Senado es la instauración 
de buenas prácticas en los procesos de reclutamiento y retención 
del personal, con el objetivo de lograr una mayor paridad dentro 
de las funcionarias y funcionarios del Senado. Del mismo 
modo y en paralelo, se ha establecido un convenio de trabajo 
coordinado con el PNUD para implementar el Sello de Igualdad 
de Género en el Senado.
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3.4.2. Programa Sello Igualdad de Género

El 9 de Noviembre de 2022, el Senado de la República de 
Chile suscribió con el PNUD un convenio sobre el Programa 
Sello de Igualdad de Género, cuya finalidad es brindar un 
acompañamiento especializado por dos años que permita a la 
Corporación trabajar los siguientes objetivos: 

•	 Desarrollar un proceso de autoevaluación del cumplimiento 
de estándares de género por parte del Senado.

•	 Avanzar en el cierre de las brechas de género identificadas. 

•	 Reconocer al Senado como una institución pública que 
cumple estándares de igualdad de género.

Con este fin, el PNUD desarrollará diversos instrumentos, tales 
como:

•	 Informe de autodiagnóstico de brechas de género en el 
Servicio del Senado. 

•	 Plan de Acción para la mejora y cierre de las brechas 
identificadas. 

•	 Asesoría y seguimiento de la Implementación del Plan de 
Acción.

•	 Informe de evaluación externo de los avances logrados 
por el Senado, incluyendo recomendaciones de mejora.

Con la firma del Programa Sello de Igualdad de Género, el 
Senado de la República de Chile se transforma en el Primer 
Parlamento a nivel mundial y en el primer organismo público 
a nivel nacional en suscribir este compromiso (Senado 2022c).

3.5. Participación de parlamentarios con perspectiva de género

En la experiencia comparada, se ha consolidado la idea de que 
la labor de avanzar hacia un parlamento sensible no debiera ser 
—y no podrá ser— un quehacer solo de las mujeres. Como se 
verá, parece necesario incorporar a los hombres, toda vez que 
se ha argumentado que la verdadera igualdad de género solo 
puede ser el resultado de la inclusión de los puntos de vista y 
experiencias de todas las personas involucradas. En palabras de 
la UIP:

La consecución de un parlamento sensible al 
género, basado sobre el objetivo último de la 
igualdad de género en todas las estructuras, 
métodos y labor parlamentaria, no puede 
lograrse sin el apoyo y la participación de los 
parlamentarios hombres. La evolución de los 
valores de la sociedad y la sensibilización de los 
hombres ha permitido establecer asociaciones 
más sólidas entre hombres y mujeres para 
promover la igualdad de género (UIP 2017: 18).
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Si bien hasta hace poco eran las mujeres las que llevaron los 
temas de género al Congreso Nacional, este era un tema que 
ha preocupado a las parlamentarias. En la Sesión 4, relativa a 
la integración de la perspectiva de género, del Taller Nacional 
y Debate Regional ya mencionado previamente, la ex diputada 
Marisol Turres (UDI) desarrolló la tesis de que la integración de 
las cuestiones de género, como estrategia para lograr la igualdad 
entre hombres y mujeres, no se puede lograr sin la efectiva 
participación de los hombres y sin la influencia de los partidos 
políticos.

En la actualidad, la evidencia sugiere que cada vez son más 
los parlamentarios que se han sensibilizado respecto a las 
problemáticas de género y que buscan trabajar de forma activa 
para lograr cambios en las dinámicas sociales y prácticas 
culturales, tanto dentro como fuera del Congreso Nacional. Una 
muestra de ello es la participación en la autoría de proyectos 
de ley que incluyen la perspectiva de género, como son los 
proyectos que se presentan en la Tabla N°2  a continuación.

Tabla N°2. Algunos proyectos de ley con perspectiva de género en los que han participado parlamentarios hombres, en calidad de 
autores.

N° de 
boletín Título Parlamentarias 

autoras
Parlamentarios 

autores

10470-07 Modifica el artículo 34 de la Carta Fundamental, para 
considerar criterios de paridad de género para el cargo de 
Ministro de Estado

Navarro B., Alejandro

11721-07 Modifica el Reglamento de la Cámara de Diputados para 
crear la Comisión de la Mujer y Equidad de Género

Carvajal A., Loreto

Marzán Pinto, 
Carolina

Alinco Bustos, René

Auth Stewart, Pepe

Celis Araya, Ricardo

Keitel B., Sebastián

Longton H., Andrés

Naranjo Ortíz, Jaime

Soto F., Leonardo

Teillier, Guillermo
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N° de 
boletín Título Parlamentarias 

autoras
Parlamentarios 

autores
11812-07 Modifica el Reglamento de la Cámara de Diputados para 

incorporar el enfoque de género en las diversas etapas del 
proceso legislativo

Castillo Muñoz, 
Natalia

Jiles Moreno, Pamela

Olivera, Erika

Ossandón I., Ximena

Rojas V., Camila

Sepúlveda, Alejandra

Auth Stewart, Pepe

Gutiérrez G., Hugo

Jackson Dr., Giorgio

Saffirio E., René

12091-03 Consagra la paridad de género en los directorios de las empresas 
y sociedades anónimas

Órdenes N., Ximena

Provoste C., Yasna

Elizalde Soto, Álvaro

Latorre, Juan Ignacio

12915-06 Proyecto de ley que establece una cuota de género en las 
candidaturas a cargos de concejal y consejero regional

Araya Guerrero, Pedro

Chahuán, Francisco

Galilea Vial, Rodrigo

Letelier M., Juan Pablo

Navarro B., Alejandro
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N° de 
boletín Título Parlamentarias 

autoras
Parlamentarios 

autores
12660-18 Modifica la ley N° 20.066, que establece ley de violencia 

intrafamiliar, y la ley N° 20.609, que establece medidas 
contra la discriminación, para sancionar los actos ejecutados 
en el ámbito familiar o educacional destinados a modificar la 
orientación sexual y la identidad o expresión de género de los 
niños, niñas y adolescentes

Cariola Oliva, Karol

Castillo Muñoz, 
Natalia

Jiles Moreno, Pamela

Olivera, Erika

Orsini Pascal, Maite

Auth Stewart, Pepe

Longton H., Andrés

Rocafull López, Luis

Soto Mardones, Raúl

13278-07 Modifica la Carta Fundamental, para garantizar la paridad de 
género, mediante escaños adicionales, en la integración del 
órgano constituyente que se conforme para la creación de una 
nueva Constitución Política de la República

Amar Mancilla, 
Sandra

Cid Versalovic, Sofía

Del Real M., Catalina

Hoffmann, María José

Leuquén U., Aracely

Luck Urban, Karin

Troncoso H., Virginia

Cruz-Coke C., Luciano

Rathgeb S., Jorge
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N° de 
boletín Título Parlamentarias 

autoras
Parlamentarios 

autores

13574-06 Modifica la ley N°18.700, orgánica constitucional sobre 
Votaciones Populares y Escrutinios, para asegurar que 
las candidaturas a diputado o senador que se inscriban en 
el registro correspondiente, cumplan la cuota de género 
establecida en ella

Marzán Pinto, 
Carolina

Mix Jiménez, Claudia

Núñez Urrutia, 
Paulina

Olivera, Erika

Ossandón I., Ximena

Sabat F., Marcela

Desbordes J., Mario

Fuenzalida F., Gonzalo

Longton H., Andrés

Rey Martínez, Hugo

14099-07 Modifica la Carta Fundamental, para garantizar el equilibrio 
de género en la declaración de candidaturas y las respectivas 
elecciones para la integración de la Cámara de Diputados en el 
período legislativo 2022-2026

Álvarez Vera, Jenny

Cicardini Milla, 
Daniella

Nuyado Emilia

Ilabaca Cerda, Marcos

Monsalve B., Manuel 

Saavedra Ch., Gastón

Saldívar Auger, Raúl

Schilling R., Marcelo

Soto F., Leonardo

Tohá González, Jaime

14262-06 Modifica la ley N°18.700, Orgánica Constitucional de 
Votaciones Populares y Escrutinios, para incorporar escaños 
reservados a pueblos originarios, garantizar la paridad de 
sexos, así como la incorporación de independientes y personas 
con discapacidad, en la conformación del Congreso Nacional

Cariola Oliva, Karol

Hertz Cádiz, Carmen

Mix Jiménez, Claudia

Orsini Pascal, Maite

Barrera Moreno, Boris

Boric Font, Gabriel

Díaz Díaz, Marcelo

Hirsch G., Tomás

Labra S., Amaro

Teillier, Guillermo
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N° de 
boletín Título Parlamentarias 

autoras
Parlamentarios 

autores

15186-07 Modifica el Reglamento de la Cámara de Diputados para crear 
las comisiones permanentes de Familias y Redes de Cuidado, 
y de Mujeres, Sexualidades y Géneros

Bello, María Francisca

Bulnes N., Mercedes

Morales A., Javiera

Musante M., Camila

Riquelme A., Marcela

Sagardia C., Clara

Schneider V., Emilia

Yeomans Araya, Gael

Ibáñez C., Diego

Winter E., Gonzalo

Fuente. Senado (s/f).

Se observa, entonces, que los legisladores también se 
involucran en la tarea de desarrollar proyectos de ley, destinados 
a materializar la perspectiva de género en distintos ámbitos 
de la vida institucional y pública, por medio de instrumentos 
legislativos. 

4. Cuarto Eje de Análisis: Institucionalidad para el desarrollo 
de una legislación con perspectiva de género

A partir de lo expuesto en este capítulo, se puede distinguir 
que desde diversos espacios del Congreso Nacional ha existido 
la voluntad —y se han ido desarrollando las condiciones—  
para ir avanzando cada vez más hacia un Congreso Nacional 
sensible al género y respetuoso de las diversidades, ya sea en 
su composición, así como en normas y acciones para eliminar 
formas de discriminación hacia las mujeres.

Sin embargo, quizás, más importante que el desarrollo 
progresivo de la perspectiva de género en la estructura del 
Congreso Nacional y su vida parlamentaria, sea la finalidad 
de incorporar la perspectiva de género en la elaboración y 
tramitación de proyectos de ley, al igual que con la evaluación 
de las leyes ya aprobadas.

En este orden de cosas, la actual Constitución Política de la 
República dispone que “(…) las personas nacen libres e iguales 
en dignidad y derechos” (artículo 1 inciso 1). Luego, el artículo 
19 números 2 y 3 establece la garantía constitucional de la 
igualdad o no discriminación. Así, mientras que en el número 
2 se aseguraría a todas las personas la igualdad ante la ley, en 
el número 3 estaría consagrada la igualdad en la protección de 
los derechos. En consecuencia, a juicio de Silva y Arab (2014: 
448) “(…) podría decirse que en el primer caso la garantía está 
dirigida al Legislador y en el segundo caso al Juez”.
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A este respecto, el Tribunal Constitucional, en un fallo del año 
2009 citado por Silva y Arab (2014: 449), habría señalado:

La igualdad ante la ley consiste en que las 
normas jurídicas deben ser iguales para 
todas las personas que se encuentren en las 
mismas circunstancias y, consecuencialmente, 
diversas para aquellas que se encuentren 
en situaciones diferentes. No se trata, por 
consiguiente, de una igualdad absoluta 
sino que ha de aplicarse la ley en cada caso 
conforme a las diferencias constitutivas del 
mismo. La igualdad supone, por lo tanto, 
la distinción razonable entre quienes no se 
encuentren en la misma condición.

Como señalan estos autores, toda ley implicaría una 
discriminación en la medida que define un grupo de personas 
a las que se aplica y otro a las que no. El legislador, pues, al 
definir quiénes son iguales y quiénes no, no puede excluir a 
nadie que deba estar incluido, ni incluir a nadie que deba estar 
excluido (Silva & Arab 2014). El desarrollo de la perspectiva de 
género en el Congreso Nacional parece exigir que el legislador 
dilucide cuáles son las consideraciones y distinciones que 
deben establecer en las leyes, con el propósito de permitir 
que, tanto hombres como mujeres, tengan pleno disfrute de 
sus derechos y acceso a todos los beneficios y obligaciones 

que estas les impongan. Para esto, el Congreso cuenta con una 
institucionalidad que les apoya en esta misión.

4.1. Rol de la Biblioteca del Congreso Nacional

La Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (en adelante 
BCN) está conformada por un equipo multidisciplinario de 
profesionales e investigadores dedicado a entregar información 
y análisis especializado a la comunidad parlamentaria, 
conforme a su función de apoyar las actividades legislativas, de 
representación y fiscalización. 

La BCN, desde hace más de una década, dispone de profesionales 
con especialización en la perspectiva de género, los que desde 
las ciencias jurídicas, sociales y económicas, han venido 
incorporando dicha perspectiva en la elaboración de servicios y 
productos en respuesta a requerimientos parlamentarios. Entre 
los documentos producidos, pueden citarse, a modo de ejemplo:

•	 Neutralidad de género en el lenguaje jurídico (2014)14.

•	 Salud femenina con perspectiva de género. Derecho 
internacional, nacional y comparado (2017)15.  

•	 Brecha de Género en Chile y en el Contexto Internacional 
(2018)16.

•	 Enfoque de género ante los contextos de crisis y de 
emergencia: Recomendaciones internacionales y las 
respuestas por COVID-19 en la experiencia comparada 
(2020)17.
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•	 Parto humanizado y violencia obstétrica en parámetros 
de la Organización Mundial de la Salud: Legislación de 
Argentina, Venezuela y México (2021)18.

•	 Acoso Sexual en Espacios Públicos. Marcos legales y 
política pública en Perú y Francia (2022)19.

Asimismo, respecto a la elaboración de documentos 
con perspectiva de género en el ámbito de la diplomacia 
parlamentaria, vale destacar los siguientes ejemplos:  

•	 Mujeres, paz y seguridad. La Resolución 1325 del Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas y su implementación en 
Chile (2015)20.

•	 Reseña sobre la publicidad sexista y atentatoria contra los 
derechos de la mujer (2017)21.

•	 Mujeres parlamentarias: de lograr “masa crítica” a la 
construcción de una democracia paritaria (2019)22.

•	 Protección social con enfoque de género: bienestar para 
mujeres, adolescentes y niñas (2021)23.

•	 Aporte de la participación política de las mujeres a la 
acción climática (2022)24.

Finalmente, la BCN ha desarrollado el ‘Boletín Legislativo de 
Mujeres y Género’, publicación electrónica mensual que se 
viene editando desde noviembre de 2019. Sus objetivos son, 
en primer término, contribuir a la mejora del debate legislativo 
en materias de derechos humanos de las mujeres e igualdad 

de género a través de la entrega periódica de información 
especializada a la comunidad parlamentaria en su labor de 
formulación y debate de proyectos de ley. En segundo lugar, 
este boletín busca mantener informada a la comunidad jurídica y 
a los usuarios en general sobre el quehacer del poder legislativo 
en este mismo ámbito (BCN 2022b).

4.2. Departamento de Evaluación de la Ley

En sentido estricto, no existe formalmente el requisito de efectuar 
un análisis de género a la legislación publicada. Sin embargo, en 
octubre de 2011, la creación del Departamento de Evaluación de 
la Ley y el ‘Comité de Diputados para la Evaluación de la Ley/
OCDE’, en el seno de la Cámara de Diputadas y Diputados, 
ha permitido levantar análisis ex-post sobre la eficacia de la 
aplicación de leyes ya aprobadas. Esto consiste especialmente 
en (Cámara de Diputadas y Diputados s/fb):

•	 Determinar el grado de cumplimiento de los objetivos 
esperados por el legislador.

•	 Visualizar los impactos o efectos no previstos o no 
deseados al legislar.

•	 Identificar buenas prácticas en la elaboración y aplicación 
de la ley.

•	 Conocer la percepción de la ciudadanía.

•	 Proponer medidas correctivas.
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Desde su creación, se han evaluado ex-post diversas leyes 
en temáticas de mujer y género. Por ejemplo, este tipo de 
evaluación se aplicó, en el año 2013, a la Ley N° 20.348 sobre 
igualdad de remuneraciones. En sus conclusiones se reconoció 
que “(…) la perspectiva de género en torno a la protección de 
la maternidad y la corresponsabilidad, suele estar ausente en las 
leyes relacionadas con temas laborales, enfoque necesario para 
una aplicación más inclusiva y equitativa de dichas normas” 
(Cámara de Diputadas y Diputados 2013: 59).

Posteriormente, en el año 2016, se  evaluó la Ley N° 20.066 
de Violencia Intrafamiliar, donde la investigación dio cuenta 
que se valora positivamente el desempeño del SERNAM en 
el desarrollo del Plan Nacional de Violencia Intrafamiliar y 
se constata el uso de la perspectiva de género en el desarrollo 
de elaboración de políticas públicas (Cámara de Diputadas y 
Diputados 2015).

En el año 2020, se evaluó La Ley N° 20.680, que tiene por 
objeto aplicar el principio de corresponsabilidad que busca 
promover que, tanto padres como madres que viven separados, 
participen en forma activa y permanente en el cuidado, crianza 
y educación de sus hijos e hijas. En la evaluación se da cuenta 
de que, si bien el principio rector de la nueva normativa es la 
corresponsabilidad parental, actualmente en Chile es posible 
apreciar la gran centralidad que poseen los tradicionales roles de 
género y las nociones clásicas de cuidado en el resultado de la 
aplicación de la ley (Cámara de Diputadas y Diputados 2022a). 

Actualmente, y a petición de la Comisión de Mujeres y Equidad 
de Género, se encuentra en evaluación la Ley Nº 21.153 que 
modifica el Código Penal para tipificar el delito de acoso sexual 
en espacios públicos. La solicitud responde a la inquietud 

manifestada por estudiantes de diversas universidades de la 
Región de Valparaíso en relación al aumento de casos de acoso 
callejero en las cercanías de las casas de estudios (Departamento 
de Evaluación de la Ley s/f).

5. A modo de conclusión: avances logrados en los cuatro 
ejes de análisis

En julio de 2012, la Cámara de Diputadas y Diputados de 
Chile, en coordinación con la UIP, llevaron a cabo el ‘Taller 
Nacional y Debate Regional sobre Parlamentos Sensibles 
al Género’. Durante los tres días y cinco sesiones que 
tuvo el taller, parlamentarias y parlamentarios chilenos y 
de la región, sumado a expertas en temas de género, tanto 
nacionales como internacionales, tuvieron la oportunidad de 
generar un diagnóstico de la institución, a la vez que entregar 
recomendaciones con el objetivo de examinar en qué ámbitos 
el Congreso Nacional de Chile era sensible a las cuestiones de 
género y en qué áreas era posible avanzar.

Uno de los primeros temas tratados fue la baja participación 
política de mujeres en relación al resto de América Latina, y lo 
importante que era el poder aplicar medidas como las cuotas o la 
paridad para aumentarla. Si bien la participación de las mujeres 
en Congreso  se venía incrementando, esto no cambió sino hasta 
aplicación de Ley N° 20.840 (2015) que obligó a los partidos 
políticos a presentar un porcentaje determinado de mujeres 
entre sus candidatas para las elecciones parlamentarias. Como 
consecuencia, en las elecciones parlamentarias del año 2021, 
por primera vez la cantidad de mujeres en el parlamento chileno 
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sobrepasó el 30%, lo cual es considerado por los expertos 
como el ‘umbral de representación’ que las mujeres requieren 
para constituirse en una masa crítica, con capacidad de ejercer 
influencia sobre las decisiones legislativas.

Un segundo punto de discusión refería a lo positivo de contar 
con comisiones de mujer y equidad de género en el Congreso, 
lo que se ha cumplido en ambas cámaras, aportando al trabajo 
legislativo con perspectiva de género. De hecho, desde 2018, año 
en que fueron creadas ambas comisiones, estas han tramitado 
más de 30 proyectos de ley para abordar diversas temáticas 
relacionadas con expresiones de violencia, así como formas de 
discriminación contra la mujer.  

A las comisiones especializadas en temas de género, se unen 
las recomendaciones planteadas sobre la necesidad de forjar 
alianzas estratégicas dentro del Congreso, lo que permitiría 
transversalizar la perspectiva de género. Así, por una parte, 
se crearon las bancadas de mujeres,  a través de las cuales 
parlamentarias de un amplio espectro político se  coordinan y 
dejan de lado sus diferencias políticas, para trabajar en conjunto 
y agilizar la llamada “agenda de género”. Por otra parte, si bien 
era preocupación en el taller, que la perspectiva de género fuera 
solo desarrollada por las parlamentarias, en la actualidad la 
evidencia sugiere que cada vez son más los parlamentarios que 
se han sensibilizado respecto a las problemáticas de género. Una 
muestra de ello es la participación en la autoría de proyectos de 
ley que incluyen la perspectiva de género.

Finalmente, vale resaltar que dentro de las recomendaciones 
estaba la idea del parlamento como institución a transformar, de 
forma que éste se constituya en un espacio no discriminatorio 
contra la mujer, tanto adoptando políticas propias sensibles 

al género, como avanzando en incorporar la perspectiva de 
género a la actividad legislativa. En cuanto a las políticas 
sensibles al género, ambas cámaras cuentan con Protocolos 
de Prevención y sanción del acoso sexual. Además, en la 
Cámara de Diputadas y Diputados la Coordinadora de Políticas 
de Género es la responsable de organizar todas las acciones 
tendientes a promover la equidad de género. Mientras, en el 
Senado, la Encargada de Equidad de Género tiene a su cargo la 
‘Implementación de Sistema de Equidad de Género’.

Respecto de incorporar la perspectiva de género a la actividad 
legislativa, cabe mencionar que la cantidad de proyectos de ley 
que tratan temas de especial sensibilidad para el rol que juega 
la mujer en la actualidad y con perspectiva de género, van en 
aumento (tal como puede observarse en el siguiente capítulo). 
Para el desarrollo de esta tarea, el Congreso cuenta con el 
apoyo de la BCN, institución que dispone de profesionales 
con especialización en la perspectiva de género, los que desde 
las ciencias jurídicas, sociales y económicas, han venido 
considerando este enfoque en la elaboración de servicios y 
productos. Asimismo, desde el 2011, en el seno de la Cámara 
de Diputadas y Diputados  se ha creado del Departamento 
de Evaluación de la Ley y el ‘Comité de Diputados para la 
Evaluación de la Ley/OCDE’, lo que ha permitido levantar 
análisis ex-post sobre la eficacia de la aplicación de leyes ya 
aprobadas, con perspectiva de género. 
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Notas
1 Es importante destacar que la referida obligación se estableció solo para 
las elecciones parlamentarias y no para otras, como las de municipalidades.

2 Boletín N° 13130-07. Modifica la Carta Fundamental, para permitir la 
conformación de pactos electorales de independientes y garantizar la 
paridad de género en las candidaturas para la integración del órgano 
constituyente que se conforme para la creación de una nueva Constitución 
Política de la República. 

3 En forma particular el Objetivo 5, de los Objetivos del Desarrollo 
Sostenible, consiste en lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a 
todas las mujeres y las niñas. Este, a su vez, contiene como meta específica: 
“Asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres y la igualdad de 
oportunidades de liderazgo a todos los niveles decisorios en la vida política, 
económica y pública” (ONU s/f).

4 Las disposiciones contenidas en el Reglamento de la Cámara de Diputadas 
y Diputados son obligatorias en lo que sean pertinentes para los miembros 
de la Cámara, para las comisiones, para los funcionarios y empleados, para 
las autoridades y funcionarios de Gobierno y para cuantos intervengan en 
su funcionamiento interno (art.19).

5 Ocuparon la Presidencia el Diputado de Renovación Nacional, Diego 
Paulsen Kehr (2020), luego el Diputado del Partido por la Democracia Raúl 
Soto Mardones, el año 2022, y actualmente el Diputado Vlado Mirosevic 
Verdugo, del Partido Liberal de Chile.

6 Entre estos, los proyecto de ley que: 
(1) Modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional con 
el objetivo de promover la incorporación de mujeres en las comisiones 
parlamentarias permanentes. Boletín 13.986-07. 
(2) Modifica el reglamento de la Cámara de Diputadas y Diputados para 
incorporar la paridad de género en la conformación de las comisiones 
mixtas. Boletín 14571-07.

7 El análisis considera que algunas comisiones se han dividido dando origen 
a dos comisiones, de la misma forma que también se han agrupado dos 
comisiones dentro de una sola.
8 Considerar que los periodos legislativos van de marzo del primer año, al 
mes de marzo del último.

9 Oficio Nº 022. Disponible en: http://bcn.cl/3auz8.

10 Oficio N° 390. Disponible en: http://bcn.cl/3auza.

11 Cabe señalar que, en la fecha del Seminario, se desempeñaban la 
ex diputada y actual senadora Loreto Carvajal Ambiado (PPD) como 
Vicepresidenta de la Cámara de Diputadas y Diputados, mientras que la 
ex diputada Camila Vallejo Dowling (PC), lo hacía como Presidenta de la 
Comisión de Mujer y Equidad de Género de la Cámara.

12 Resolución SG N° 5 /2021.

13 Resolución SG N039/2022. Materia: Constituye Comité de Género del 
Servicio del Senado.

14 Disponible en: http://bcn.cl/3arad.

15 Disponible en: http://bcn.cl/3arae.

16 Disponible en: http://bcn.cl/3araf.

17 Disponible en: http://bcn.cl/3arah.

18 Disponible en: http://bcn.cl/3aral.

19 Disponible en: http://bcn.cl/3aram.

20 Disponible en: http://bcn.cl/3arax.

21 Disponible en: http://bcn.cl/3ara8.

22 Disponible en: http://bcn.cl/3araa.

23 Disponible en: http://bcn.cl/3arab.

24 Disponible en: http://bcn.cl/3aray.
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Una legislación con perspectiva de género implica considerar 
que, respecto de las materias sobre las cuales se está legislando, 
exista un criterio que permita identificar si tal normativa 
conlleva una desigualdad de género y, en caso de ser así, 
aplicar las correcciones necesarias (ONU 1997: 27-36). En 
este sentido, de acuerdo a Caminotti y Rodríguez (2011: 13), 
“(…) el propósito último de la denominada ‘transversalización 
de género’ es garantizar la igualdad de resultados en todas las 
etapas de una acción estatal”, entre ellas las correspondientes al 
ámbito legislativo. En efecto, la estrategia de transversalización 
de género o gender mainstreaming tiene por finalidad que todos 
los procesos de toma de decisiones consideren la perspectiva de 
género.

Ahora bien, la incorporación de la perspectiva de género abarca 
más que su consideración en la tarea misma de legislar, toda vez 
que la idea se ha desarrollado desde, al menos, tres dimensiones 
(Congreso de la Ciudad de México 2019):

 

•	 Paridad en la composición del poder legislativo y su 
orgánica.

•	 Uso de lenguaje inclusivo y no discriminatorio.

•	 Introducción de reformas legales o normas nuevas que 
permitan desarrollar la igualdad de género. 

Sobre la tercera dimensión de legislar con perspectiva de género, 
ONU Mujeres y Unión Interparlamentaria (2021: 18) han 
señalado que esto consistiría “(…) en modificar o derogar leyes 
que discriminen por razón de sexo o género, ya sea de forma 
explícita o implícita. Además implica promulgar nuevas leyes 
que reafirmen el principio de igualdad de género y garanticen la 
igualdad de género en la práctica”. Esto, por su parte, se traduce 
en diversas acciones y herramientas que promuevan la igualdad 
de género en las normas, en el desarrollo presupuestario con 
perspectiva de género, entre otras (Congreso de la Ciudad de 
México 2019).

La transversalización de género, entonces, en el ámbito 
legislativo conlleva a su vez una serie de ventajas, a saber 
(Caminotti & Rodríguez 2011: 14-15):

CAPÍTULO 4. FUENTES Y DESARROLLO DE LA LEGISLACIÓN CON PERSPECTIVA DE GÉNERO EN 
CHILE
Karem Orrego*



153

•	 Desde el punto de vista de la representatividad, permite 
mejorarla, reconociendo y valorando los derechos de 
mujeres y hombres. 

•	 Desde la eficacia legislativa, permite generar una 
legislación más eficaz y eficiente, al valorar los posibles 
efectos de las medidas legislativas en las relaciones 
sociales de género.

•	 Desde el prisma del fortalecimiento de la democracia, 
contribuye a una sociedad más democrática y justa al 
ubicar la igualdad social y de género en el centro del 
debate.

 

Ante estas razones, se asume el supuesto de que la perspectiva 
de género contribuiría a elaborar leyes que, en su aplicación, 
aporten a no perpetuar la desigualdad de género, tan presente 
aún en la estructura normativa. 

Bajo esta perspectiva, este capítulo se estructura en cinco 
secciones. La primera aborda las fuentes normativas 
internacionales que convergen para enmarcar la situación 
chilena en la materia. En la segunda sección, se detallan 
algunas de las herramientas institucionales que se han utilizado 
en otros países para transversalizar la perspectiva de género 
en el espacio legislativo. En las siguientes tres secciones, el 
capítulo se interroga respecto de la situación del caso chileno en 
específico. Así, en la tercera se describe el marco institucional-
normativo chileno en esta materia, para luego, en la cuarta 
sección, describir cronológicamente la actividad legislativa con 
perspectiva de género, desde el retorno a la democracia hasta 
octubre de 2022. Esta sección remite, por un lado, al Anexo 1 de 
este capítulo, que contiene la nómina de las leyes con perspectiva 

de género ordenadas por ámbitos temáticos; y por otro al Anexo 
2, que agrupa a los proyectos de ley con perspectiva de género 
en tramitación, en las diversas comisiones permanentes a las 
que ingresaron. Finalmente, en la quinta sección, se efectúa un 
análisis de contenido de 17 leyes que consideran la perspectiva 
de género, de las cuales se extraen los argumentos que están a 
la base para garantizar el principio de igualdad de género, así 
como las intervenciones parlamentarias que las sustentaron, en 
sendos Anexos 3 y 4. 

1. Fuentes normativas internacionales

La necesidad de considerar la perspectiva de género en la 
legislación no solo obedece a una demanda social, sino que 
también responde a una serie de normativas y acuerdos 
internacionales que convocan a los Estados a adoptar sus 
contenidos. Dentro de este marco normativo, se encuentran las 
siguientes fuentes a considerar:
 

a)	 En primer término, está la Convención sobre la 
Eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer o CEDAW, por sus siglas en inglés, del 
año 1979. Suscrita y ratificada por Chile en 1989, bajo el 
Decreto N°789 del Ministerio de Relaciones exteriores, 
establece “(…) las bases de los derechos de las mujeres, 
incluidos varios compromisos para consagrar el principio 
de igualdad entre hombres y mujeres en la práctica” 
(ONU Mujeres & Unión Interparlamentaria 2021: 19). 
La CEDAW, en su artículo 2 letra f, señala además que 
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los Estados se comprometen a “(…) f) Adoptar todas las 
medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para 
modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas 
que constituyan discriminación contra la mujer”.

b)	 Declaración y Plataforma de Acción de Beijín de 1995. 
De acuerdo a esta Declaración, que posteriormente fue 
ratificada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, surge la necesidad de emprender reformas 
de naturaleza legislativa que otorguen a la mujer 
iguales derechos que a los hombres. Esta Declaración 
se ve refrendada el año 2020 con ocasión de la 
conmemoración del vigésimoquinto aniversario de la 
Declaración de Beijín, donde se considera, dentro de 
la adopción de nuevas medidas concretas para asegurar 
la igualdad efectiva, la necesidad de eliminar leyes 
discriminatorias, procurando normativa que no refuerce 
las desigualdades. 

c)	 La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible establece 
el objetivo 5, el cual está vinculado a lograr la igualdad 
entre géneros y empoderar a todas las mujeres y las 
niñas. Al respecto señala, en su numeral 5, la necesidad 
de emprender reformas legislativas que otorguen a las 
mujeres igualdad de derechos en distintos ámbitos, tales 
como recursos económicos, derecho a la propiedad, 
servicios financieros, herencia, entre otros.

d)	 Estrategia de Montevideo para la Implementación 
de la Agenda Regional de Género en el marco del 
Desarrollo Sostenible hacia 2030 (2016). Esta tiene 
por objeto que los Estados miembros de la Comisión 
Económica para América Latina y El Caribe (CEPAL) 

puedan dar cumplimiento a la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible. Contempla 10 ejes para la 
implementación de políticas públicas que contribuyan 
a eliminar la desigualdad de género. Dentro de ellos, 
el primero se refiere al Marco Normativo, que “(…) 
comprende la base jurídica, legal y de política relativa 
a los derechos de las mujeres y la igualdad de género. 
Incluye el conjunto de leyes, políticas, planes de 
igualdad, instrumentos de planificación, programas, 
normas, reglamentos y protocolos de intervención, 
así como instrumentos internacionales vinculantes y 
no vinculantes que delimitan el alcance de la política 
pública” (CEPAL 2017: 23). Específicamente, para dar 
cumplimiento a este eje, se señalan medidas concretas, 
tales como:

1.c Modificar o armonizar el marco jurídico 
nacional incorporando el principio de 
igualdad y la prohibición de discriminación 
basada en el sexo, establecida en los 
artículos 1 y 2 de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer.

1.d Promulgar leyes y normativas integrales 
y específicas para la igualdad de género 
y los derechos humanos de las mujeres, 
implementándolas en forma efectiva y 
plena, incluidas las que garanticen el 
derecho a una vida libre de toda forma de 
violencia y discriminación. 
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2. Herramientas para la incorporación de la perspectiva de 
género en la legislación

La incorporación de la perspectiva de género en el proceso 
legislativo requiere también la consideración de instrumentos 
específicos y apropiados que, de manera concreta, permitan la 
transversalización de género. A continuación, de los diversos 
instrumentos existentes, se destacan aquellos que se presentan 
con mayor regularidad y que dan cuenta de avances en la 
materia.

a)	 Comisiones de Género. Son un mecanismo institucional 
para la incorporación de la perspectiva de género 
al interior de los poderes legislativos. Como señala 
Palmieri (2011: 10), estas “(…) actúan como una suerte 
de incubadoras de ideas sobre políticas en materia de 
igualdad de género y ayudan a mantener las cuestiones 
de género en la agenda parlamentaria”. Asimismo, 
Palmieri (2011) observa que, para que estas instancias 
sean eficaces, es necesario que tengan una estructura 
permanente, responsabilidades bien definidas, recursos, 
tal como los tendría cualquier otra comisión con dicho 
carácter y además se deben considerar acciones de 
consulta con agrupaciones de mujeres organizadas, 
así como con personas expertas en materia de género, 
especialmente a la hora de examinar proyectos de ley.

b)	 Grupos parlamentarios de mujeres. Estos se integran 
por mujeres de distintos partidos de manera voluntaria 
para transversalizar la perspectiva de género en el 
espacio legislativo. Además de poner el tema en la 

agenda legislativa, estos grupos tienen la virtud de que, 
a través de sus integrantes, hacen que la perspectiva de 
género se aplique a las materias tratadas en las distintas 
comisiones en las que estas participan, lo que puede 
conllevar un efecto expansivo. 

c)	 Análisis de Impacto de Género (AIG). Según lo establece 
Instituto Europeo de la Igualdad de Género (EIGE), 
agencia de la Unión Europea dedicada exclusivamente 
a la igualdad de género, el AIG se define como una 
evaluación, análisis o valoración ex ante de una ley, 
política o programa, que permite identificar, de manera 
preventiva, la probabilidad de que una determinada 
decisión tenga consecuencias negativas para la igualdad 
entre mujeres y hombres. La pregunta central del AIG 
es, pues: ¿Una ley, política o programa reduce, mantiene 
o aumenta las desigualdades de género entre mujeres 
y hombres? (EIGE 2017). Esta herramienta resultará 
útil en tanto considere información desagregada por 
género y se la incorpore en las iniciativas legislativas, 
inclusive las que parecieran no tener impacto de género. 
Además, de manera ideal, el AIG debería ser parte de la 
documentación que se acompaña con la presentación de 
los proyectos de ley (Orrego 2021). 

d)	 Presupuestos sensibles al género (PSG). En materia 
presupuestaria, el poder legislativo tiene un rol 
esencial que se traduce, habitualmente, en leyes de 
presupuestos que rigen determinados períodos. Hasta 
hace poco tiempo, lo usual era partir de la de la base 
de la neutralidad del presupuesto, sin considerar 
situaciones particulares de sesgo de género. Hoy se 
observa que esta tendencia invisibiliza las diferencias 
existentes entre hombres y mujeres, acentuando así la 
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desigualdad. Como medida surgen los PSG, que son 
concebidos como una herramienta para “(…) asegurar 
que los presupuestos sean definidos y distribuidos 
de manera justa, reconociendo y respondiendo a las 
diferentes realidades, necesidades e intereses que las 
mujeres y los hombres tienen en la sociedad, de acuerdo 
con sus contextos sociales, territoriales y étnicos, y 
las inequidades existentes” (Caminotti & Rodríguez 
2011: 75). La tramitación presupuestaria implica el 
levantamiento de un proyecto presupuestario, como 
sería la Ley de Presupuestos, y su tramitación en el 
parlamento. En tal sentido, para promover los PSG, 
los parlamentos deberían considerar los siguientes 
elementos (Caminotti & Rodríguez 2011):

•	 Durante el proceso de formación de la ley, se debe incidir 
para que los marcos normativos relacionados con la 
planificación y presupuesto consideren la igualdad de 
género como un objetivo elemental para el desarrollo, con 
indicadores y metas específicas. Además, que demanden 
al conjunto de instituciones públicas acciones concretas 
para avanzar hacia la reducción de brechas.

•	 En la fiscalización de las demás funciones del Estado, 
especialmente en el ámbito del Poder Ejecutivo, se debe 
dar seguimiento a las políticas y planes estratégicos para 
el ejercicio de los derechos de las mujeres y la igualdad 
de género.

•	 En la aprobación y seguimiento del presupuesto, se deben 
realizar análisis de enfoque de género del proyecto de 
presupuesto, con el objeto de identificar si los programas 

y proyectos para la igualdad de género tiene recursos 
presupuestarios. 

En definitiva, es necesario tener en cuenta que la información es 
fundamental para un PSG, requiriéndose que esta información 
sea desagregada por género. Asimismo, se trata de un proceso 
gradual que considera visualizar resultados a corto plazo. Pese a 
lo señalado, no existe un método único que conduzca a un PSG 
exitoso, por lo que su éxito dependerá del contexto particular en 
el que se desarrolla (Lozano 2005). 

3. Marco normativo e institucional en Chile

El proceso de formación de la ley en Chile se encuentra 
regulado en la Constitución Política de la República y en 
la Ley N° 18.918,  Orgánica Constitucional del Congreso 
Nacional, así como en los Reglamentos del Senado y de la 
Cámara de Diputadas y Diputados. Sin embargo, en ninguno 
de estos cuerpos normativos se contempla la incorporación de 
la perspectiva de género en el proceso de formación normativo. 

Así y todo, hoy se encuentran en tramitación dos propuestas 
que buscan incorporar la perspectiva de género en el proceso 
legislativo. La primera corresponde a un proyecto de ley iniciado 
en moción1 y presentado en junio de 2018 en la Cámara de 
Diputadas y Diputados, cuyo objeto es modificar el Reglamento 
de la Cámara para incorporar el enfoque de género en el proceso 
legislativo. En efecto, tal como señala la iniciativa:
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(…) transversalizar la perspectiva de género en 
la legislación, y tramitación de proyectos de ley, 
incorporando en el análisis de las iniciativas 
el impacto diferenciado que las normas 
producen en hombres y mujeres. Ahora bien, 
dado que para esto se requiere también contar 
con herramientas técnicas que permitan a 
los autores de los proyectos de ley realizar 
ese análisis previo e incorporarlo en el texto 
de las iniciativas legales, se hace necesario 
encomendar a la comisión especializada en 
temas de género la elaboración de una guía 
práctica para tales efectos2. 

Asimismo y como aspecto novedoso, esta propuesta, en su 
artículo segundo, encomienda a la Comisión de Mujer y 
Equidad de Género la redacción de una ‘Guía Práctica para 
la elaboración de proyectos de ley con enfoque de género’ y 
la incorporación de dicho enfoque en el trabajo legislativo. 
Este se encuentra en primer trámite enviado a la Comisión de 
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

La segunda iniciativa corresponde a un proyecto de ley iniciado 
en moción3, presentada en enero de 2022 en el Senado, la 
cual busca, mediante una modificación a la Ley Orgánica 
Constitucional del Congreso Nacional, que las propuestas de 
normas consideren un enfoque de género de sus contenidos, 
así como que las comisiones legislativas incorporen también 

esta perspectiva en sus informes, tanto en la discusión general 
como en la particular, respecto de las propuestas de la iniciativa 
cuando ello corresponda, todo esto fundado en que el Congreso 
Nacional “(…) necesita también mejorar sus exigencias y 
capacidad de incidencia en la materia, incorporando análisis 
técnicos con enfoque de género en el estudio de las iniciativas 
legales”4. A la fecha, el proyecto se encuentra en la Comisión 
Especial encargada de conocer iniciativas y tramitar proyectos 
de ley relacionados con la mujer, en primer trámite en el Senado. 

A pesar de la inexistencia de normativa en esta materia, 
el problema se ha abordado, de todos modos, de manera 
institucional a partir de la creación de las comisiones temáticas 
de género existentes en cada una de las Corporaciones. Son 
estas comisiones las que revisan proyectos vinculados a temas 
de género, abordándolos dentro del proceso legislativo.

En primer término, la Comisión de Mujeres y Equidad de 
Género de la Cámara de Diputadas y Diputados fue incorporada 
al Reglamento el 16 de junio de 2018 y tuvo su sesión de 
instalación el 1 de agosto de 2018 con el carácter de comisión 
permanente. El proyecto que le da origen señala que el objeto 
de esta instancia es que:

(…) el Poder Legislativo y, en particular, la 
Cámara de Diputados acuerde una acción 
afirmativa en la garantía, defensa y promoción 
de derechos a las mujeres, a la diversidad 
sexual y la equidad de género, creando un 
nuevo espacio para la discusión democrática, 
especializada en estas materias de importancia 
para el país y el mundo (Boletín N°11.564-07). 
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Por su parte, la Comisión Especial de Mujer y Equidad de 
Género del Senado se crea de conformidad al acuerdo adoptado 
por los Comités el 5 de junio de 2018 como comisión especial 
ad hoc y su sesión de instalación fue el 12 de septiembre de ese 
mismo año. Desde su creación, esta comisión ha desarrollado 
una significativa labor legislativa y de análisis de la situación 
de desigualdades, discriminación y violencia que afectan a las 
mujeres y a las niñas en Chile, haciéndose cargo de la revisión 
de proyectos relevantes que se han convertido en leyes. En 
abril de 2022 se presentó a tramitación el proyecto de acuerdo 
(Boletín S2263-09) que busca darle a esta comisión especial 
ad hoc la categoría de comisión permanente, en atención al 
rol esencial que ha asumido esta instancia en el Senado. La 
propuesta fue aprobada en discusión única en el Senado, el 
28 de septiembre del mismo año, con lo cual se modifica el 
artículo 27 del Reglamento del Senado, agregando, dentro de las 
comisiones permanentes la de la “Mujer y Equidad de Género” 
en el numeral 24.

Otro elemento destacable a este respecto es la dictación de la 
Ley N° 20.840, que ‘Sustituye el Sistema Electoral Binominal 
por uno de carácter proporcional inclusivo y Fortalece la 
Representatividad del Congreso Nacional’ del año 2015. 
Específicamente, esta ley obliga a los partidos políticos, a partir 
de las elecciones parlamentarias de 2017 hasta las del 2029, a 
presentar un porcentaje de mujeres entre sus candidaturas para 
las elecciones parlamentarias. A partir de la aplicación de esta 
ley, Comunidad Mujer (2017) ha señalado que las candidatas 
han obtenido resultados positivos, evidenciando que las cuotas 
funcionan en tanto mecanismo que acelera la paridad de género. 
Así, indican que se ha logrado un incremento de cerca de 7 
puntos porcentuales, muy superior a los 1,6 puntos promedio 

con los que lentamente se venía avanzando desde 1989. En 
2017, de 15,8% de representantes femeninas se aumentó a 
22,6% en la Cámara, esto es de 19 a 35 diputadas, de un total de 
155 escaños; mientras que en el Senado se alcanzó un 23,3%, 
es decir, se pasó de 6 a 10 senadoras, de un total de 43 escaños 
(Comunidad Mujer 2017). Este es un elemento considerable, ya 
que se asume que, al existir más parlamentarias, los temas de 
género estarían más presentes en el debate legislativo. 

4. Actividad legislativa con perspectiva de género a partir 
de 1990 

A objeto  de llevar a cabo un análisis cuantitativo y cronológico 
de la situación chilena en torno a la producción legislativa 
con perspectiva de género, se seleccionaron aquellas leyes y 
proyectos de ley, publicadas o presentadas posterior al fin de la 
Dictadura, esto es desde el 11 de marzo de 1990 hasta el 31 de 
octubre de 20225, las cuales dan cuenta del uso de la perspectiva 
de género en sus contenidos. 

Para identificar las propuesta y la normativa que considera 
la perspectiva de género, se ha tenido como parámetro de 
selección el criterio propuesto por  ONU Mujeres, que concibe 
la legislación con perspectiva de género como la modificación 
o derogación de “(…) leyes que discriminen por razón de sexo 
o género, ya sea de forma explícita o implícita. Además implica 
promulgar nuevas leyes que reafirmen el principio de igualdad 
de género y garanticen la igualdad de género en la práctica” 
(ONU Mujeres & UIP 2021: 18). 
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Así, a través de la siguiente descripción cronológica, que 
distingue entre leyes publicadas y proyectos de ley, se podrán 
observar, de manera global, los cambios en el comportamiento 
de la labor legislativa en materia de género en el transcurso del 
tiempo. 

Cabe agregar que el listado completo y detallado de leyes 
consideradas se encuentra en Anexo 1, mientras que el 
listado de proyectos de ley está en el Anexo 2, ambos en este 
capítulo. Además, para el caso de las leyes, se proporciona una 
clasificación por materias y, en el caso de los proyectos de ley, 
estos se ordenan según Cámara en que se inicia su tramitación y 
la comisión a la cual ingresaron.

4.1. Leyes publicadas

En un universo de leyes publicadas en Chile, desde el 11 de 
marzo de 1990 a 31 de octubre de 2022, se han seleccionado 
leyes con perspectiva de género a partir de la información 
disponible en la base de datos de la Biblioteca del Congreso 
Nacional Ley Chile. En línea con ello, el criterio de selección 
utilizado considera la identificación de las normas que pudiesen 
tener un impacto de género y, dentro de ese grupo, se procedió 
a revisar el contenido normativo y antecedentes presentes en 
la historia fidedigna de cada una de ellas, seleccionando así 
aquellas que cumplen con el criterio de ONU Mujeres.

Cabe tener en cuenta que el concepto de perspectiva de género 
ha evolucionado en el tiempo. Por lo tanto, y teniendo en 
consideración cada momento histórico, las leyes que en algún 
momento pudieron ser legisladas con perspectiva de género 
no necesariamente responden a los criterios actuales en la 
materia. Así, de la información obtenida, el análisis de las leyes 

con perspectiva de género se realizó en base a los siguientes 
parámetros: 

•	 Relación entre el total de leyes y aquellas con perspectiva 
de género.

•	 Leyes según el tipo de iniciativa.

•	 Cámara de origen, para leyes iniciadas en mociones.

•	 Género del autor o autora, para leyes iniciadas en 
mociones.

•	 Duración de la tramitación de las leyes.

•	 Materia que aborda la ley.

En primer lugar, se observa que, desde el 11 de marzo de 1990 
al 31 de octubre de 2022, se han publicado un total de 2.606 
leyes6. De ese total, 67 corresponden a leyes con perspectiva 
de género, lo que se traduce tan solo en un 2,57 % de la 
producción legislativa total de todo el período analizado. Ahora 
bien, al contrastar las décadas de este período, se evidencia un 
aumento de leyes en materia de género a partir del año 2010, 
casi duplicando la década anterior. Posibles motivos que pueden 
estar a la base de este aumento son el ‘Mayo Feminista de 2018’ 
(Cf. Zerán ed. 2018), el aumento efectivo de parlamentarias 
ocurrido en 2018, o bien la creación de las comisiones de género 
en cada Cámara dentro de esta década. En la década actualmente 
en curso, se puede apreciar inclusive una mayor tendencia al 
alza, considerando que en 3 años se han publicado ya 22 leyes, 
lo que da cuenta de un evidente interés por legislar en torno a 
la temática. 

Del total de leyes con perspectiva de género, cabe indicar que 38 
se iniciaron en mociones y 29 en mensajes. Asimismo, y al revisar 
la información por décadas, en el período que va entre 1990 a 
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1999 predominaron los mensajes en esta materia; mientras que, 
por el contrario, en la década posterior, las leyes en materia de 
género solamente se iniciaron en mociones. Durante el período 
de 2010 a 2019, se observa mayor cantidad de leyes iniciadas en 
mensajes en relación a las mociones publicadas. Finalmente, a 
partir del 2020, queda en evidencia que la temática ha sido una 
materia abordada mayoritariamente a través de mociones que se 
han convertido en leyes, duplicando a los mensajes publicados.

Por otro lado, en cuanto a las leyes iniciadas en mociones, 30 
se iniciaron en la Cámara de Diputadas y Diputados y 8 en el 
Senado. En lo relativo al género del autor o autora, en las tres 
primeras décadas revisadas, la autoría masculina de mociones 
en esta temática era la predominante. Esto último se puede deber 
en gran medida a la composición de las cámaras, espacios donde 
la presencia femenina era muy escasa por esos años. A partir de 
2010, sin embargo, la tendencia es que aumentan las mociones 
con perspectiva de género de autoría de senadoras y diputadas, 
aspecto que se ve acentuado en la década en curso. No obstante 
este último punto, la brecha no resulta ser tan profunda, lo que 
da cuenta de un cambio también conceptual, en el sentido que 
abordar las temáticas de género no es solo un asunto de mujeres, 
sino que también requiere que los hombres se hagan parte y 
cargo del tema. 

En relación a la duración de la tramitación, en 30 casos, este tipo 
de leyes han tenido una tramitación que se podría considerar 
rápida, por cuanto, desde su presentación hasta su publicación 
como ley,  ha transcurrido menos de un año. Esto denota que la 
temática en sí misma no ha ocasionado grandes divergencias 
en la tramitación legislativa, generando pues un proceso que 
se podría calificar como fluido. Asimismo, si consideramos las 
tramitaciones que tardaron entre 2 a 6 años, se observan otras 19  

iniciativas y solo en 3 casos el tiempo de tramitación excedió 
los 10 años.

Finalmente, a partir de las 67 leyes analizadas, se observa que, 
mayoritariamente, estas abordan materias relacionadas con 
derechos laborales, pero directamente asociados a derechos 
con ocasión de la maternidad, específicamente: protección de 
la misma. Un segundo tema mayoritario al que se refieren las 
leyes de género es la violencia de género en sus distintas aristas, 
considerando temas como femicidio, acoso en sus distintas 
especificidades, entre otras. 

4.2. Proyectos de Ley

En materia de iniciativa legislativa, la identificación de los 
proyectos de ley con perspectiva de género se ha hecho a partir 
de la información disponible en el Sistema de Tramitación de 
Proyectos de Ley (SIL) del Senado. Esta base de datos cuenta 
con las iniciativas ingresadas desde 1990 a la fecha. El criterio de 
selección utilizado considera la identificación de los proyectos 
en tramitación7 que pudiesen tener un impacto de género, los que 
fueron identificados utilizando la búsqueda avanzada del sitio 
Web en base a términos descriptores, tales como: mujer, género, 
maternidad, igualdad, entre otros. Dentro de ese grupo, a su vez, 
se procedió a revisar el contenido de la propuesta, seleccionado 
aquellas que cumplen con el criterio de ONU Mujeres. De esta 
manera, se han podido identificar un total de 145 proyectos de 
ley que incorporan la perspectiva de género.
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A partir de la selección realizada, estos proyectos con 
perspectiva de género fueron estudiados sobre la base de los 
siguientes parámetros: 

•	 Relación entre el total de proyectos de ley presentados y 
aquellos que cuentan con perspectiva de género. 

•	 Proyectos de ley de acuerdo al  tipo de iniciativa.

•	 Mociones según Cámara de origen.

•	 Mociones de acuerdo al género de las autoras y autores.

•	 Proyectos de Ley de acuerdo al estado de tramitación 
legislativa.

En este contexto, se observa que, en la década que va entre 
2010 y 2019, se incrementó fuertemente la presentación de 
proyectos con perspectiva de género, esto es: de 8 en la década 
anterior, se pasa a 90 en este período. Esto tiene que ver, en gran 
parte, por la aplicación de la Ley N° 20.840, a partir de 2018, 
la cual incorpora las cuotas a las candidaturas parlamentarias, 
generándose un aumento en la participación femenina en el 
Congreso. Además, ese mismo año, se crearon las comisiones 
de género, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputadas 
y Diputados. Asimismo, es interesante notar que, en el último 
período revisado, esto es entre 2020 y 2022, la presentación de 
proyectos de ley con perspectiva de género es significativa en 
relación a la década anterior: en 2 años se han presentado más 
de 50% de proyectos de ley que los presentados entre 2010 y 
2019. 

Como es sabido, los proyectos de ley pueden iniciarse en mensaje, 
cuando es de iniciativa del Ejecutivo, y en mociones, cuando se 
trata de un proyecto de iniciativa parlamentaria. De la revisión, 

se observa que los proyectos que incorporan perspectiva de 
género son mayoritariamente de iniciativa parlamentaria. Esto 
corresponde al 95,97% de los proyectos presentados, lo que es 
reflejo del alto interés de las y los legisladores en abordar esta 
materia. 

La Cámara de Diputadas y Diputados ha sido la que ha 
presentado un mayor número de mociones en la materia. Es más, 
en la década de 2010 a 2019, se da un incremento sustantivo en 
la presentación de este tipo de proyectos. También es destacable 
analizar la información obtenida en atención al género de la 
autora o autor, distinguiendo entre lo ocurrido antes y después 
de 2018, fecha en que se inician las cuotas y se crean comisiones 
de género. En este contexto, de un total de 948 parlamentarias 
y parlamentarios autores de mociones con perspectiva de 
género, 563 son mujeres y 385 hombres. Entre 1990 y 2017 las 
autoras en el Senado fueron 21, y en la Cámara de Diputadas 
y Diputados 61. Luego, a partir de 2018, los números se 
incrementan sustantivamente, pasando a ser en el Senado 109 
parlamentarias autoras de mociones con perspectiva de género 
y en la Cámara baja 365, lo que da cuenta del impacto que tuvo 
la legislación dictada y la institucionalidad establecida. 

Cabe señalar que, mayoritariamente, las iniciativas que 
incorporan perspectiva de género se encuentran en primer 
trámite constitucional, presentadas y sin informe de comisión, lo 
que indica que, si bien existen iniciativas, el impulso legislativo 
para avanzar en las mismas es aún escaso. Finalmente, se pudo 
observar que los proyectos con enfoque de género abordan 
principalmente materias laborales, constitucionales y aquellas 
relacionadas con la igualdad de género. 
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5. Análisis de contenido legislativo respecto de la 
incorporación de la perspectiva de género en Chile

La incorporación de la perspectiva de género, no solo en el 
ámbito de lo legislativo, sino que en cualquier ámbito propio 
de la función pública, e incluso privada, se realiza a partir de 
la consideración de líneas de argumentación que, a su vez, se 
definen por ideas que han trascendido en el tiempo y que se 
presentan de manera recurrente en la legislación. Así, entre la 
variedad de argumentos, que se encuentran en los debates y 
que se esgrimen para incorporar la perspectiva de género en el 
análisis legislativo, se destacan los siguientes por su recurrencia:

•	 Avanzar hacia la igualdad de género y luchar contra la 
discriminación

Este es probablemente el argumento base que sustenta la 
incorporación de la perspectiva de género en diversos ámbitos. 
La igualdad, en este sentido, significa: “(…) trato igual en 
condiciones iguales; que no se haga diferencia entre dos o 
más personas que se encuentran en la misma situación o en 
condiciones idénticas, e implica la posibilidad de un trato 
diferenciado cuando las circunstancias sean diferentes o las 
personas estén desigualmente situadas” (IIDH 2008: 22). 

Esta igualdad, por cierto, no se satisface con la igualdad jurídica 
formal, sino que requiere avanzar hacia una igualdad sustantiva, 
es decir, aquella que permite el efectivo ejercicio de los derechos. 

Por su parte, la discriminación de género:

(…) limita la participación de las mujeres en la 
vida política, social, económica y cultural de 
nuestros países y se agrava para aquellas cuya 
situación de pobreza obstaculiza su acceso 
a la alimentación, la salud, la enseñanza, la 
capacitación y las oportunidades de empleo, 
así como a la satisfacción de otras necesidades. 
Es decir, la discriminación viola los principios 
de la igualdad de derechos y de respeto a la 
dignidad humana e impide el disfrute de los 
derechos humanos a las mujeres (IIDH 2003: 
27-28).

Así, la incorporación de la perspectiva de género opera como 
un elemento que permite identificar discriminaciones y, en 
consecuencia, tomar medidas contra ellas. De igual manera, 
permitirá observar las medidas que se deben adoptar para 
avanzar hacia una mayor igualdad de género en distintos 
ámbitos. 

•	 Finalidad de justicia

Este elemento es una derivada del argumento anterior. En 
efecto, “(…) la reivindicación de la igualdad como principio 
normativo y como derecho, se sustenta en el principio ético de la 
justicia: no es justa la convivencia en la desigualdad y tampoco 
la competencia en la desigualdad” (IIDH & CEJIL 2004: 86).
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•	 Fortalecimiento de la democracia

Esta estrategia “(…) crea y amplía canales de interlocución con 
la sociedad civil” (Instituto de la Mujer Oaxaqueña 2008:127), 
y además, contribuye al “(…) ejercicio de los derechos 
humanos por parte de la totalidad de la población y no solo de 
los hombres” (Ibídem), lo que sin duda robustece la democracia, 
facilitando la participación efectiva de las mujeres en ella. 

A partir de la identificación de los argumentos señalados, se 
analizan intervenciones de parlamentarias y parlamentarios 
de una selección de 17 leyes chilenas. Cabe destacar que las 
intervenciones fueron obtenidas desde los sitios Web ‘Historia 
de la Ley’ y ‘Labor Parlamentaria’ de la Biblioteca del Congreso 
Nacional. A su vez, estas 17 leyes consideran, en su contenido 
y proceso de formación, la perspectiva de género conforme al 
criterio establecido por ONU Mujeres. La selección de dichas 
leyes, por su parte, se basa en el listado contenido en la página 
Web ‘Mujeres en el Congreso’ del sitio ‘Historia Política’ de la 
Biblioteca del Congreso Nacional. A partir de esta  selección, 
las leyes se clasifican en dos categorías:

•	 Aquellas leyes que modifican o derogan otras normas 
existentes para garantizar el principio de igualdad de 
género.

•	 Aquellas leyes creadas para garantizar el principio de 
igualdad de género.

Cabe señalar también que, dentro de esta selección, se 
encuentran leyes previas a 1990, con el objetivo de reflejar el 
tránsito completo de la legislación de género en Chile desde 
su origen. Asimismo, en cada uno de los debates legislativos 
que anteceden a la publicación de toda la selección de leyes, 
es posible encontrar los argumentos anteriormente expuestos, 
sin importar la época en la que fue dictada la respectiva norma. 
De esta forma, en las tablas N°1 y N°2 a continuación, se 
presenta una breve reseña de estas leyes, indicando el o los 
argumentos encontrados en sus respectivos debates. Entonces, 
mientras la Tabla N°1 se focaliza en las leyes que modifican o 
derogan normas previas, la Tabla N°2 recoge las leyes que se 
crean especificamente para garantizar el principio de igualdad 
de género. Asimismo, se puede revisar una selección de las 
intervenciones, en los Anexos 3 y 4, que tuvieron lugar durante 
la tramitación de las respectivas leyes, siendo efectuadas tanto 
por legisladoras o legisladores, así como por autoridades de 
gobierno u otros invitados a las sesiones. De esta forma, las 
intervenciones contenidas en el Anexo 3 vienen a respaldar 
los ejes argumentales de la Tabla N°1; mientras que las 
intervenciones del Anexo 4 lo hacen con los ejes argumentales 
de la Tabla N°2.
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Tabla N°1. Selección de nueve (9) leyes con perspectiva de género que modifican o derogan otras normas previas

Leyes Descripción Ejes argumentales

Ley N° 5.357 de 
1934 que Establece 
el sufragio femenino 
para las elecciones 
municipales.

Tiene su origen en un mensaje y reconoce el derecho a voto 
de las mujeres en las elecciones municipales, así como el 
derecho a ser electas en el cargo de regidor. Considerando 
que se trata de una norma publicada en 1934, de la revisión 
de la historia de su tramitación, se identifican argumentos 
que permiten concluir que, en su contenido, existió la 
consideración de una perspectiva de género, probablemente 
sin saber los congresistas de la época que estaban aplicando 
esta herramienta, por cuanto se buscaba alcanzar la igualdad 
de género en un ámbito acotado.

Falta de fundamento en 
la privación de la mujer a 
ejercer el derecho a voto.

Finalidad de justicia en la 
norma.

Corregir la desigualdad 
existente entre hombres y 
mujeres.

Ley N° 9.292 de 
1949 que Modifica 
la Ley General 
sobre Inscripciones 
Electorales en su 
texto refundido en 
la forma que señala. 
Concede el voto 
femenino amplio.

Originada en una moción, tuvo por objeto conceder el 
derecho de voto amplio a la mujer. Se funda, de acuerdo a lo 
esgrimido en el proyecto que la origina, en el reconocimiento 
de derechos en base a “los más elementales principios de 
igualdad y justicia”. 

Si bien se trata de una ley del 1949, en sus fundamentos se 
observa la consideración de la perspectiva de género, cuya 
incorporación probablemente se vio fuertemente influenciada 
por un contexto de movimientos de mujeres, como por 
ejemplo el Movimiento pro Emancipación de las Mujeres de 
Chile8 y la Federación Nacional de Instituciones Feministas.

Corregir la desigualdad 
política existentes entre 
hombres y mujeres.

Finalidad de justicia.
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Leyes Descripción Ejes argumentales

Ley N° 19.688 del 
2000 que Modifica 
la ley N° 18.962, 
LOCE, en lo 
relativo al derecho 
de las estudiantes 
que se encuentren 
embarazadas o que 
sean madres lactantes 
de acceder a los 
establecimientos 
educacionales.

Tiene su origen en una moción cuyo objeto es eliminar una 
discriminación hacia la mujer adolescente embaraza en 
los establecimientos educacionales. En tal sentido, tanto 
el proyecto como el debate de la norma en el Congreso 
incorporan la perspectiva de género.

Eliminar una discriminación 
contra la mujer.

Ley N° 20.005 de 
2005 que Tipifica 
y sanciona el acoso 
sexual.

Esta ley surge de una moción que se enmarca en el esfuerzo 
legislativo, impulsado principalmente por los movimientos 
feministas, destinado a dictar leyes que contribuyan a la 
igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en el 
ámbito laboral.

Eliminar una discriminación 
contra la mujer.

Ley N° 20.840 de 
2015, Sustituye el 
Sistema Electoral 
Binominal por uno de 
carácter proporcional 
inclusivo y fortalece 
la representatividad 
del Congreso 
Nacional (Ley de 
Cuotas).

Esta ley, originada en mensaje, y publicada el año 2015, si 
bien viene a sustituir el Sistema Electoral Binominal por 
uno de carácter proporcional inclusivo, también tiene por 
objeto lograr una adecuada representación ante el Congreso 
Nacional tanto de hombres como de mujeres, estableciendo 
una cuota de género al señalar en uno de sus artículos que 
de la totalidad de declaraciones de candidaturas a diputado 
o senador declaradas por los partidos políticos, hayan o no 
pactado, ni los candidatos hombres ni las candidatas mujeres 
podrán superar el sesenta por ciento del total respectivo.

Finalidad de justicia.

Reconocimiento de los 
aportes de las mujeres en la 
sociedad.

Fortalecimiento de la 
democracia.

Corregir la desigualdad 
política existentes entre 
hombres y mujeres.
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Leyes Descripción Ejes argumentales

Ley N° 21.153 del 
2019 que Modifica 
el Código Penal para 
tipificar el delito 
de acoso sexual en 
espacios públicos.

Tiene su origen en dos mociones refundidas, y viene a 
modificar el Código Penal incorporando un nuevo artículo 
en el cual se sanciona el delito de acoso sexual. Se castiga 
a quienes en lugares públicos o de libre acceso público y 
que por cualquier medio capte, grabe, filme o fotografíe 
imágenes, videos o cualquier registro audiovisual, de los 
genitales u otra parte íntima del cuerpo de otra persona con 
fines de significación sexual y sin su consentimiento, además 
al que difunda dichas imágenes, videos o registro audiovisual 
a que se refiere el inciso anterior. Asimismo se sanciona en 
aquellos casos en que el abuso consistiere en el empleo de 
sorpresa u otra maniobra que no suponga consentimiento 
de la víctima, siempre que ésta sea mayor de catorce años. 
Además se incorpora un nuevo artículo que viene a señalar 
quien comete acoso sexual.

Respeto a la dignidad 
humana de la mujer. 

Alcanzar la igualdad en los 
espacios públicos.

Ley N° 21.212 de 
2020 que Modifica 
el Código Penal, 
el Código Procesal 
Penal y la Ley N° 
18.216 en materia 
de tipificación del 
femicidio.

Nace en una moción  que busca modificar ciertos aspectos 
del femicidio, introduciendo modificaciones al Código Penal 
con el objeto de ampliar la figura penal. Como señala la 
moción, existe la necesidad de reconocer la violencia contra 
las mujeres como una violación a los derechos humanos, 
como un problema de salud pública, de justicia social y 
de seguridad ciudadana. Así, un efectivo compromiso del 
Estado de Chile para la erradicación de la violencia de 
género, da cuenta de la estrechez del tipo penal vigente, 
siendo necesario modificarlo con la necesidad de sancionar 
adecuadamente los asesinatos de mujeres basados en razones 
de odio y/o desprecio al género femenino.

Avanzar contra las diversas 
formas de violencia y 
discriminación contra las 
mujeres.

Necesidad de avanzar hacia 
una regulación integral.
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Leyes Descripción Ejes argumentales

Ley N° 21.264 de 
2020 que Modifica 
el Código Civil y la 
ley Nº 20.830, en el 
sentido de suprimir 
el impedimento de 
segundas nupcias.

Es fruto de dos mociones  que vienen a modificar el 
Código Civil con el objeto de eliminar el impedimento de 
segundas nupcias. Las mociones se fundan en la falta de 
justicia en las disposiciones existentes, ya que se trata de 
una norma discriminatoria en contra de la mujer y cuyo 
único fundamento es la necesidad de evitar la confusión de 
paternidades, lo que hoy es casi imposible a la luz de los 
avances científicos y pruebas biológicas que se aplican en 
nuestro país, cuando se requiere de ellas para determinar la 
filiación de una persona.

Eliminar discriminaciones 
contra la mujer.

Fomentar la igualdad de 
género.

Finalidad de justicia.

Ley N° 21.334 
de 2021 sobre 
determinación del 
orden de los apellidos 
por acuerdo de los 
padres.

Originada en dos mociones, la norma viene a consagrar 
la igualdad de las mujeres y las madres permitiéndoles, si 
existe común acuerdo al momento de inscribir un hijo, que el 
apellido de la madre anteceda el apellido del padre.

Fomentar la equidad de 
género.

Eliminar la desigualdad 
existente entre hombres y 
mujeres.

Tabla N°2. Selección de ocho (8) leyes con perspectiva de género para garantizar el principio de igualdad de género

Leyes Descripción Ejes argumentales

Ley N° 17.301 
de 1970 que Crea 
la Corporación 
Denominada Junta 
Nacional de Jardines 
Infantiles.

En la moción que da origen a la norma, se señala que con este 
proyecto “tendremos una rápida solución a la interrogante que 
se le plantea a la madre chilena que debe contribuir con su 
salario a aumentar la renta familiar”. Si bien durante el debate 
el punto central no dice relación con la consideración de una 
perspectiva de género,  si se desliza someramente esta idea en 
una intervención de la entonces diputada Gladys Marín, que da 
cuenta de la necesidad de que, a partir de esta norma, se pueda 
facilitar el desarrollo de la mujer.

Fundamento de justicia.
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Leyes Descripción Ejes argumentales

Ley N°19.023 de 
1990 que Crea el 
Servicio Nacional de 
la Mujer.

Tiene su origen en un mensaje  cuyo objeto principal era crear 
un órgano funcionalmente descentralizado con patrimonio 
sometido a la supervigilancia del Presidente de la República 
y cuya labor sea planificar y proponer políticas, planes y 
programas que procuren la plena igualdad e incorporación de 
la mujer en todas las áreas del quehacer nacional y de velar 
por la eliminación de cualquier práctica discriminatoria en su 
contra.

Fomentar la equidad de 
género.

Eliminar la discriminación 
contra la mujer.

Fortalecimiento de la 
democracia.

Ley N° 19.611 
de 1999 que 
Reforma de la 
Constitución Política 
de la República, 
estableciendo 
la Igualdad de 
Oportunidades para 
Mujeres y Hombres.

Tiene su origen en un mensaje, el cual se funda en la necesidad 
de generar reformas que terminen con las discriminaciones 
por género. Particularmente, se hace referencia a la necesidad 
de adecuar el lenguaje, explicitando la igualdad jurídica entre 
hombres y mujeres en la ley.

Fortalecer la equidad de 
género.

Fortalecimiento de la 
democracia.

Finalidad de justicia.

Ley N° 20.820 de 
2015 que Crea el 
Ministerio de la 
mujer y la equidad de 
género, y modifica 
normas legales que 
indica.

La ley N° 20.820, publicada el año 2015, tiene su origen en 
un mensaje  y viene a cumplir un compromiso adquirido por 
la Primera Mandataria en su programa de Gobierno de manera 
de garantizar adecuadamente los derechos de las mujeres 
y avanzar decididamente hacia una mayor equidad entre 
hombres y mujeres.

Importancia de contar 
con una institucionalidad 
idónea.

Avanzar hacia la equidad de 
género.

Corregir la desigualdad 
existente entre hombres y 
mujeres.
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Leyes Descripción Ejes argumentales

Ley N° 20.348 de 
2009 que Resguarda 
el derecho a la 
igualdad en las 
remuneraciones.

Tiene su origen en una moción cuyo objetivo principal era 
modificar el Código del Trabajo para poder establecer de 
manera expresa el derecho de los trabajadores a una igual 
remuneración sin distinción de sexo, y señalar criterios 
claros para justificar tal discriminación, además de establecer 
sanciones para los casos de contravención de la norma.

Corregir la desigualdad 
existente entre hombres y 
mujeres.

Eliminar la discriminación 
entre hombres y mujeres.

Finalidad de justicia.

Ley N° 21.216 de 
2020  que Modifica 
la Carta Fundamental 
para permitir la 
conformación de 
pactos electorales 
de independientes y 
garantizar la paridad 
de género en las 
candidaturas y en la 
integración del órgano 
constituyente que 
se conforme para la 
creación de una nueva 
Constitución Política 
de la República.

Originada en una moción, fue dictada con posterioridad 
al acuerdo para la elaboración de una nueva Constitución, 
y busca que el órgano a cargo de la elaboración tenga una 
representatividad tal, que no excluya a grupos que de manera 
histórica no han tenido una participación acorde al porcentaje 
real que ellos constituyen en la sociedad. Es así como la norma 
viene a garantizar la paridad de género en las candidaturas y en 
la integración del órgano constituyente que se conforme para la 
creación de una nueva Constitución Política de la República.

Fomentar la participación 
política igualitaria.
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Leyes Descripción Ejes argumentales

Ley N° 21.356 de 
2021 que Establece 
la representación 
de género en los 
directorios de las 
empresas públicas y 
sociedades del estado 
que indica.

Surge de dos mociones y tiene por objeto consagrar la 
paridad de género en los directorios de empresas públicas y 
aquellas sociedades del Estado que indica, considerando la 
desproporción existente en la materia,  ya que si bien había 
habido un incremento en la fuerza laboral femenina, esta no se 
veía reflejada en los altos cargos directivos. Así, fue necesaria 
la dictación de una ley para acercarse a la igualdad de derechos 
entre el hombre y la mujer, estableciéndose que las personas 
de un mismo género no podrán exceder el sesenta por ciento 
del total de los miembros de los directorios de las empresas y 
sociedades que la misma ley señala.

Eliminar la discriminación 
por género.

Ley N° 21.370 de 
2021 que Modifica 
cuerpos legales con 
el fin de promover la 
equidad de género en 
el sector pesquero y 
acuícola.

Originada en una moción, esta ley  viene a ponerse al día con 
transformaciones o modificaciones pendientes en el sector 
pesquero y acuícola en lo referente a la igualdad de género.

Avanzar hacia la equidad de 
género.

Necesidad de adaptar la 
legislación, las políticas y 
las medidas en aras a lograr 
la igualdad de género.
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Notas

* Elaborado con la colaboración de Daniela Benavente Aliaga, Denisse 
Espinace Olguín y Angelo Palli Cea, abogadas y abogados de la ‘Sección 
Historia Legislativa y Parlamentaria’ del Departamento de Servicios 
Legislativos y Documentales de la Biblioteca del Congreso Nacional.

1 Proyecto presentado por las diputadas Pamela Jiles, Erika Olivera, Ximena 
Ossandón, Camila Rojas, ex diputados Pepe Auth, Hugo Gutiérrez, Giorgio 
Jackson, Rene Saffirio, la ex- diputada Natalia Castillo, y por la ex diputada 
actual senadora Alejandra Sepúlveda . Boletín 11812-07. 

2 Cita extraída del texto del proyecto. 

3 El proyecto es de iniciativa de las senadoras Carmen Gloria Aravena, 
Loreto Carvajal, Adriana Muñoz, Yasna Provoste y Ximena Rincón, y de la 
exsenadora Adriana Muñoz. Boletín 14814-07.

4 Cita extraída del texto de la propuesta.

5 Desde marzo de 1990 a septiembre de 2022, atendido a que desde el 
año 90 existe el Sistema de Tramitación de Proyectos (SIL) radicado en el 
Senado de la República. 

6 Información obtenida del sitio Web Ley Chile de la Biblioteca del Congreso 
Nacional.

7 Se excluyen por tanto los archivados, retirados o publicados.

8 Este Movimiento fue liderado por Elena Caffarena, Gabriela Mandujano, 
Felisa Vergara, y Marta Vergara, entre otras, destacadas mujeres. Impulsó 
una campaña por derechos sociales y políticos igualitarios entre hombres 
y mujeres, y en dar a conocer por medio de denuncias,  las deterioradas 
condiciones de las familias pobres urbanas, particularmente mujeres y 
niños.
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Anexo 1. Leyes con perspectiva de género, según ámbitos 
temáticos y materias, publicadas en el periodo del 11 de marzo 
de 1990 al 31 de octubre de 20221

En el periodo señalado es posible identificar la publicación de 
al menos 67 leyes con perspectiva de género, En este anexo se 
propone clasificarlas en siete ámbitos temáticos (véase Tabla I) 
no necesariamente excluyentes entre sí, atendido que algunas 
leyes pudieran corresponder a dos o más ámbitos temáticos. 

Tabla I. Leyes con perspectiva de género clasificadas por ámbito temático publicada en el periodo del 11 de marzo de 1990 al 31 de 
octubre de 2022

Ámbitos temáticos (materias) N°

1.	 Leyes que crean instituciones para garantizar el principio de igualdad de género 2

2.	 Leyes que establecen derechos laborales2 32

3.	 Leyes que sancionan o previenen conductas contra la violencia a la mujer3 9

4.	 Leyes de promoción de la participación política de la mujer y paridad 5

5.	 Leyes que establecen derechos sexuales y reproductivos4 5

6.	 Leyes con perspectiva de género que establecen derechos de familia 6

7.	 Leyes creadas para garantizar el principio de igualdad de género 9
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Tabla I.1. Leyes que crean instituciones para garantizar el principio de igualdad de género 

Ley N° 19.023 de 3 de enero 1991. Crea el Servicio Nacional 
de la Mujer.

Mensaje del 16 de mayo de 1990, de ex Presidente 
Patricio Aylwin Azocar.

Ley N° 20.820 de 20 de marzo de 2015. Crea el Ministerio de la 
Mujer y la Equidad de Género, y modifica normas legales que 
indica.

Mensaje del 1 de abril de 2014, de ex Presidenta Michelle 
Bachelet Jeria.

Tabla I.2. Leyes con perspectiva de género que establecen derechos laborales

Ley N° 19.250 de 30 de septiembre de 1993. Modifica Libros I, 
II y V del Código del Trabajo, articulo 2472 del Código Civil y 
otros textos legales.

Mensaje 21 de mayo 1991, de ex Presidente Patricio 
Aylwin Azocar.

Ley N° 19.299 de 12 de marzo de 1994. 

Modifica el DFL N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y 
Previsión Social, y la Ley N° 18.867, en lo relativo a normas 
sobre subsidios maternales. (Protección Maternidad).

Mensaje de 30 de marzo de 1993, de ex Presidente 
Patricio Aylwin Azocar.

Ley N° 19.408 de 29 de agosto de 1995.

Modifica artículo 203 del Código del Trabajo. Obligación de 
sala cuna para trabajadoras centros comerciales. (Protección 
Maternidad).

Moción de 13 de septiembre de 1994, originada en el 
Senado. 

Ley N° 19.505 de 25 de julio de 1997.

Concede permiso especial a trabajadores en caso de enfermedad 
grave de sus hijos. (Permisos Parentales).

Mensaje de 10 de abril de 1996 de ex Presidente Eduardo 
Frei Ruiz-Tagle.
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Ley N° 19.591 de 9 de noviembre de 1998.

Modifica el Código del Trabajo en materia de protección a la 
maternidad. (Protección a la Maternidad).5

Mensaje del 29 de noviembre de 1995, de ex Presidente 
Eduardo Frei Ruiz-Tagle.

Ley N° 21.129 de 17 de enero de 2019.

Modifica diversos cuerpos legales, a fin de establecer fuero 
maternal a las funcionarias de las Fuerzas Armadas, de Orden 
y Seguridad Pública, en las condiciones que indica. (Permisos 
de Maternidad).

Moción de 05 de septiembre de 2017, originada en la 
Cámara de Diputadas y Diputados. 

Ley N° 19.670 de 15 de abril de 2000. 

Extiende en determinados casos el beneficio del fuero maternal 
a mujeres que adoptan un hijo en conformidad a la ley de 
adopción. (Permisos de Maternidad).

Moción de 21 de julio de 1999,  originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Ley N° 20.047 de 2 de septiembre de 2005.

Establece un permiso paternal en el Código del Trabajo.

Permiso laboral de 4 días para el padre.

(Permiso de Paternidad, solo papá).

Moción de 31 de julio de 2003, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Ley N° 20.137 de16 de diciembre de 2006.

Otorga permiso laboral por muerte y nacimiento de parientes 
que indica. Permiso a trabajadores por muerte de un hijo y por 
defunción fetal. (Permisos Parentales).

Moción de 6 de abril de 2006,  originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.



175

Ley N° 20.166 de 12 de febrero de 2007.

Extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar 
a sus hijos aun cuando no exista sala cuna. (Protección 
Maternidad; derechos de cuidado).

Moción de 23 de noviembre de 1995, originada en la 
Cámara de Diputadas y Diputados.

Ley N° 20.367 de 7 de agosto de 2009.

Modifica el Código del Trabajo y hace extensivo permiso 
a la madre en caso de adopción de un menor. (Permiso 
Maternidad).

Moción de 8 de agosto de 2006, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Ley N° 20.399 de 23 de noviembre de 2009.

Otorga derecho a sala cuna al trabajador y trabajadora a 
quienes, por sentencia judicial, se les haya confiado el cuidado 
personal del menor de dos años. (Conciliación trabajo-familia; 
derechos de Cuidado).

Moción de 13 de noviembre de 2008, originada en la 
Cámara de Diputadas y Diputados.

Ley N° 20.535 de 3 de octubre de 2011.

Concede permiso a los padres de hijos con discapacidad, para 
ausentarse del trabajo. (Corresponsabilidad Parental; derechos 
de Cuidado).

Moción de 06 de octubre, 2009, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Ley N° 20.545 de 17 de octubre de 2011.

Modifica las normas sobre protección a la maternidad e 
incorpora el permiso postnatal parental. (Corresponsabilidad 
Parental; derechos de Cuidado).

Mensaje 28 de febrero de 2011, de ex Presidente 
Sebastián Piñera Echeñique.
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Ley N° 20.595 de 17 de mayo de 2012.

Crea el ingreso ético familiar que establece bonos y 
transferencias condicionadas para las familias de pobreza 
extrema y crea subsidio al empleo de la mujer. (Seguridad 
Social).6

Mensaje 27 de septiembre de 2011, del ex Presidente 
Sebastián Piñera Echeñique.

Ley N° 20.764 de 18 de julio de 2014. 

Modifica el Código del Trabajo en materia de protección a 
la maternidad, la paternidad y la vida familiar y establece un 
permiso por matrimonio del trabajador. (Corresponsabilidad 
Parental; Conciliación trabajo-familia).

Moción de 10 de junio de 2008 originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Ley N° 20.761 de 22 de julio de 2014.

Extiende a los padres trabajadores el derecho de alimentar 
a sus hijos y perfecciona normas sobre protección de la 
maternidad. (Corresponsabilidad Parental; Conciliación 
trabajo-familia).

Moción de 3 de abril de 2007, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados. 

Ley N° 20.763 de 18 de julio de 2014.

Reajusta monto del ingreso mínimo mensual, de la asignación 
familiar y maternal y del subsidio familiar, para los períodos 
que indica. (Derechos Laborales y Seguridad Social).

Mensaje de 1 de julio de 2014, de ex Presidenta 
Michelle Bachelet Jeria.
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Ley N° 20.891 de 22 de enero de 2016.

Perfecciona el permiso postnatal parental y el ejercicio del 
derecho a sala cuna para las funcionarias y funcionarios 
públicos que indica. (Corresponsabilidad parental; 
Conciliación trabajo-familia).

Mensaje de 28 de octubre, 2015, de ex Presidenta 
Michelle Bachelet Jeria.

Ley N° 20.935 de 30 de junio de 2016.

Reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, así como 
de la asignación familiar y maternal y del subsidio familiar. 
(Derechos Laborales y Seguridad Social).

Mensaje de 21 de junio, 2016, de ex Presidenta 
Michelle Bachelet Jeria.

Ley N° 21.010 de 28 de abril de 2017

Extiende y modifica la cotización extraordinaria para el seguro 
social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades 
profesionales, y crea el fondo que financiará el seguro para el 
acompañamiento de los niños y niñas.

(Corresponsabilidad parental; Derechos de Cuidado).7

Mensaje de 21 de marzo, 2017, de ex Presidenta 
Michelle Bachelet Jeria.

Ley N° 21.063, de30 de diciembre de 2017.

Crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que 
padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código 
del Trabajo para estos efectos. (Derechos de Cuidado).

Mensaje de 20 de junio de 2017, de ex Presidente 
Sebastián Piñera Echenique.

Ley N° 21.220 de 26 de marzo de 2020.

Modifica el Código del Trabajo en materia de trabajo a 
distancia. Teletrabajo. (Corresponsabilidad Parental).

Mensaje de 8 de agosto de 2018, de ex Presidente 
Sebastián Piñera Echenique.
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.Ley N° 21.247 de 27 de julio de 2020.

Establece beneficios para padres, madres y cuidadores de niños 
o niñas, en las condiciones que indica. (Corresponsabilidad 
Parental; COVID-19).8

Mensaje 24 de junio de 2020, de ex Presidente 
Sebastián Piñera Echenique.

Ley N° 21.260 de 4 de septiembre de 2020.

Modifica el Código del Trabajo para posibilitar el trabajo 
a distancia o teletrabajo de la trabajadora embarazada, en 
caso de estado de excepción constitucional de catástrofe, por 
calamidad pública, con ocasión de una epidemia o pandemia a 
causa de una enfermedad contagiosa, y establece otras normas 
excepcionales que indica. (Protección de la maternidad; 
COVID-19).

Moción de 2 junio de 2020, originada en la Cámara de 
Diputadas y Diputados.

Ley N° 21.283 de 7 de noviembre de 2020.

Reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, así como 
la asignación familiar y maternal, y el subsidio familiar. 
(Derechos Laborales y Seguridad Social).

Mensaje de 26 de agosto, 2020, ex Presidente Sebastián 
Piñera Echenique.

Ley N° 21.351 de14 de junio de 2021.

Modifica la Ley Nº 21.247, otorgando prestaciones 
excepcionales a los trabajadores dependientes, independientes 
y del sector público que han hecho uso de una o más licencias 
médicas preventivas parentales en las condiciones que indica. 
(Corresponsabilidad Parental; COVID-19).

Mensaje de 31 de agosto, 2020, ex Presidente Sebastián 
Piñera Echenique.
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Ley N° 21.360 de 12 de julio de 2021. 

Reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, así como 
la asignación familiar y maternal, y el subsidio familiar, y 
otorga ayudas extraordinarias para las familias en contexto 
del Covid-19. (Derechos Laborales y Seguridad Social, 
COVID-19).

Mensaje 30 de abril de 2021, ex Presidente Sebastián 
Piñera Echenique.

Ley N° 21.371 de 24 de septiembre de 2021.

Establece medidas especiales en caso de muerte gestacional o 
perinatal.9

Moción de 13 de abril de 2021, originada en el Senado.

Ley N° 21.391 de 24 de noviembre de 2021.

Establece modalidad de trabajo a distancia o teletrabajo para el 
cuidado de niños o niñas y personas con discapacidad, en los 
casos que indica. (Derecho al cuidado).

Moción de 12 de enero de 2021, originada en el 
Senado.

Ley N° 21.474 de 27 de junio de 2022.

Crea un bono extraordinario ‘Chile Apoya’ de invierno y 
extiende el permiso postnatal parental. (Corresponsabilidad 
Parental; COVID-19).

Mensaje de 12 de julio de 2022, Presidente Gabriel 
Boric Font.

Ley N° 21.484 de 7 de septiembre de 2022, responsabilidad 
parental y pago efectivo de deudas de pensiones de alimentos. 
(Corresponsabilidad Parental; Pensiones Alimenticias; 
COVID-19).

Moción de 19 de abril de 2022, originada en el Senado. 



Parlamentos sensibles al género. El caso de Chile. 

180

Tabla I.3. Leyes que sancionan o previenen conductas contra la violencia a la mujer

Ley N° 20.005 de 18 de marzo 2005.

Tipifica y sanciona el Acoso Sexual en el ámbito laboral.

Moción de 24 de octubre de 1994, originada en la 
Cámara de Diputadas y Diputados.

Ley N° 20.066  de 7 de octubre  2005.

Establece nueva Ley de Violencia Intrafamiliar. 

Moción de 7 de abril de 1999, originada en la Cámara de 
Diputadas y Diputados.

Ley N° 20.480 de 18 de diciembre 2010.

Modifica el Código Penal y la Ley Nº 20.066 sobre violencia 
intrafamiliar, estableciendo el “femicidio”, aumentando las 
penas aplicables a este delito y reforma las normas sobre 
parricidio.

Moción de 3 de abril de 2007, originada en la Cámara de 
Diputadas y Diputados.

Ley N° 21.153 de 3 de mayo de 2019.

Modifica el Código Penal para tipificar el delito de acoso sexual 
en espacios públicos.

Moción de 21 de abril de 2011, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Ley N° 21.197 de 3 de febrero de 2020.

Modifica la Ley Nº 19.712, Ley del Deporte, la Ley Nº 20.019, 
que regula las Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales, 
y la Ley Nº 20.686, que crea el Ministerio del Deporte, para 
establecer el deber de contar con un protocolo contra el acoso 
sexual, abuso sexual, discriminación y maltrato en la actividad 
deportiva nacional.

Moción de 19 de julio de 2018, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.
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Ley N° 21.212 de 4 de marzo de 2020.

Modifica el Código Penal, el Código Procesal Penal y la Ley N° 
18.216 en materia de tipificación del femicidio.

Moción de 2 de agosto de 2018, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Ley N° 21.282 de 10 de noviembre de 2020.

Declara el 19 de diciembre de cada año como el Día Nacional 
contra el Femicidio.

Moción de 2 de enero de 2019, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Ley N° 21.369 de 15 de septiembre de 2021.

Regula el acoso sexual, la violencia y la discriminación de 
género en el ámbito de la educación superior.

Moción de 29 de mayo de 2018, originada en el Senado.

Ley N° 21.393 de 23 de noviembre de 2021.

Establece el 7 de febrero de cada año como el día nacional por 
la no violencia en el pololeo.

Moción de 18 de mayo de 2017, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Tabla I.4. Leyes de promoción de la participación política de la mujer y paridad

Ley N° 19.852 publicada 8 de enero de 2003.

Modifica la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, 
estableciendo un mecanismo de subrogación para las mujeres alcaldes en el 
periodo de pre y post natal. (Protección Maternidad).

Moción de 12 de septiembre de 2002, 
originada en la Cámara de Diputadas y 
Diputados.
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Ley N° 20.840 publicada el 5 de mayo de 2015. 

Sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional 
inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional.10

Mensaje de 22 de abril de 2014, de la ex 
Presidenta Michelle Bachelet Jeria.

Ley N° 20.915 publicada el 15 de abril de 2016. 

Fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y 
facilita su modernización.11

Mensaje de 22 de junio de 2015, de la ex 
Presidenta Michelle Bachelet Jeria.

Ley N° 21.216 publicada 24 de marzo de 2020.

Modifica la Carta Fundamental para permitir la conformación de pactos 
electorales de independientes y garantizar la paridad de género en las 
candidaturas y en la integración del órgano constituyente que se conforme 
para la creación de una nueva Constitución Política de la República.

Moción 18 de diciembre de 2019, 
originada en la Cámara de Diputadas y 
Diputados.

Ley N° 21.356 de 3 de julio de 2021.

Establece la representación de género en los directorios de las empresas 
públicas y sociedades del estado que indica.

Moción 14 de enero de 2015, originada en 
el Senado.

Tabla I.5. Leyes que establecen derechos sexuales y reproductivos

Ley N° 20.418 de 28 de enero de 2010.

Fija normas sobre información, orientación y prestaciones en 
materia de regulación de la fertilidad.12

Mensaje de 30 de junio de 2009 de Michelle Bachelet 
Jeria.
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Ley N° 20.533 de 2011 modifica el Código Sanitario, con el 
objeto de facultar a las matronas para recetar anticonceptivos.

Moción de 5 de octubre de 2010, originada en la Cámara 
de Diputadas y Diputados.

Ley N° 21.030 publicada 23 de septiembre de 2017. Regula la 
despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en 
tres causales.

Mensaje de 31 de enero de 2015, de la expresidenta  
Michelle Bachelet Jeria.

Ley N° 21.155 publicada 2 de mayo de 2019.

Establece medidas de protección a la lactancia materna y su 
ejercicio.

Moción de 9 de abril de 2014, originada en el Senado. 

Ley N° 21.371 de 24 de septiembre de 2021. Establece medidas 
especiales en caso de muerte gestacional o perinatal.13

Moción de 13 de abril de 2021, originada en el Senado.

Tabla I.6. Leyes con perspectiva de género que establecen derechos de familia

Ley N° 19.335 de 23 de septiembre de 1994. 

Establece régimen de participación en los gananciales, y modifica el 
Código civil, la ley de matrimonio civil, el Código Penal, el Código de 
Procedimiento Penal y otros cuerpos legales que indica. (Regímenes 
patrimoniales).

Mensaje de 6 de agosto de 1991 de 
Patricio Aylwin Azocar.

Ley N° 19.585 de 26 de agosto de 1998.

Modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación. 
(Derechos sucesorios).14

Mensaje 22 de julio de 1993 de Patricio 
Aylwin Azocar.
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Ley N° 19.947 publicado 17 de mayo de 2004.

Establece una nueva Ley de Matrimonio Civil.

Moción de 28 de noviembre, 1995, 
originada en la Cámara de Diputadas y 
Diputados.

Ley N° 20.152 de 9 de enero de 2007.

Introduce diversas modificaciones a la Ley Nº 14.908, sobre abandono de 
familia y pago de pensiones alimenticias. (Pensiones Alimenticias).

Moción de 12 de octubre de 2000, 
originada en la Cámara de Diputadas y 
Diputados.

Ley N° 21.264 de 11 de septiembre de 2020.

Modifica el Código Civil y la Ley Nº 20.830, en el sentido de suprimir el 
impedimento de segundas nupcias. (Matrimonio Civil).

Moción de 7 de marzo de 2017, originada 
en la Cámara de Diputadas y Diputados.

Ley N° 21.389 de 18 de noviembre de 2021.

Crea el registro nacional de deudores de pensiones de alimentos y modifica 
diversos cuerpos legales para perfeccionar el sistema de pago de las 
pensiones de alimentos. (Pensiones alimenticias).

Mensaje de 8 de marzo de 2021 de 
Sebastián Piñera Echenique.

Tabla I.7. Leyes con perspectiva de género creadas para garantizar el principio de igualdad de género

Ley N° 19.611 de 16 de junio de 1999.

Establece igualdad jurídica entre hombres y mujeres.15

Mensaje de 25 de abril de 1995, de 
Eduardo Frei Ruiz-Tagle.

Ley N° 19.688 de 5 de agosto de 2000.  

Modifica la Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de enseñanza, en lo 
relativo al derecho de las estudiantes que se encuentren embarazadas o que 
sean madres lactantes de acceder a los establecimientos educacionales. (Ámbito 
educacional).

Moción de 5 de julio de 1998,  
originada en la Cámara de Diputadas y 
Diputados.
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Ley N° 20.348 publicada el 19 de junio de 2009. 

Resguarda el derecho a la igualdad en las remuneraciones.

Moción de 19 de julio de 2006, 
originada en la Cámara de Diputadas y 
Diputados.

Ley N° 20.609 publicada 24 de julio de 2012. 

Establece medidas contra la discriminación. (Derecho a la no discriminación).16

Mensaje de 14 de marzo de 2005, del 
ex Presidente Ricardo Lagos Escobar.

Ley N° 21.105 publicada 13 de agosto de 2018. 

Crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.17

Mensaje del 24 de enero de 2017, de la 
ex Presidenta Michelle Bachelet Jeria.

Ley N° 21.120 de 10 de diciembre de 2018.

Reconoce y da protección al derecho a la identidad de género. (Derecho a la 
Identidad de género).

Moción de 7 de mayo de 2013, 
originada en el Senado.

Ley N° 21.334 de 14 de mayo 2021.

Sobre determinación del orden de los apellidos por acuerdo de los padres. 
(Materia civil).

Moción de 16 de marzo de 2005, 
originada en la Cámara de Diputadas y 
Diputados.

Ley N° 21.337 de 4 de junio de 2021. 

Establece la calidad recíproca de carga familiar entre ambos cónyuges, para 
efectos de las prestaciones que indica. (Seguridad Social).

Moción de 4 de julio de 2017, 
originada en la Cámara de Diputadas y 
Diputados.

Ley N° 21.370 de 25 de agosto de 2021.

Modifica cuerpos legales con el fin de promover la equidad de género en el 
sector pesquero y acuícola. (Cuota de género; paridad de género).

Moción de 13 de junio 2019, 
originada en la Cámara de Diputadas y 
Diputados.
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Anexo 2. Proyectos de ley con perspectiva de género en 
tramitación al 31 de octubre de 2022 

Como se indicó más arriba, el criterio de selección para la 
búsqueda avanzada en el sitio web SIL (Sistema de Información 
Legislativa) del Senado de la República de proyectos de ley 
con perspectiva de género considera una serie de términos 
descriptores, tales como: mujer, género, maternidad, igualdad, 
entre otros. Dentro de ese grupo, a su vez, se procedió a revisar 
el contenido de la propuesta, seleccionado aquellas que cumplen 
con el criterio de ONU Mujeres. Esta búsqueda de iniciativas de 
ley con perspectiva de género ha permitido encontrar al menos 
143 proyectos de ley con perspectiva de género, en estado de 
tramitación: 105 en la Cámara de Diputadas y Diputados y 38 
en el Senado.

Para facilitar su identificación en cada Corporación se clasifican 
de acuerdo a las comisiones permanentes a las que fueron 
remitidas para iniciar su estudio y discusión. En la Tabla II 
puede apreciarse cómo se distribuyen las 105 iniciativas en 12 
Comisiones de la Cámara de Diputadas y Diputados, mientras 
que en la Tabla III las 38 iniciativas están distribuidas en 8 
Comisiones del Senado. Posteriormente, siguiendo un orden 
correlativo, en cada Comisión, respecto de cada proyecto de ley, 
se proporciona la fecha de ingreso a la Corporación respectiva, 
el número de boletín, el título, el origen de la iniciativa —si es 
mensaje o moción— y el trámite en que se encuentra. En los 
casos en que se encuentre en segundo trámite, debe interpretarse 
que se encuentra en la otra corporación para su estudio y 
discusión. Para ubicar en qué etapa se encuentra la iniciativa 
debe utilizarse el número de boletín en el sitio web SIL.

Tabla II. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a las Comisiones de la Cámara de Diputadas y Diputados, al 31 de 
octubre de 2022, en estado de tabla o tramitación.

Comisiones en las que inician su estudio y discusión N°

1.	 Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 26

2.	 Deportes y Recreación 1

3.	 Derechos Humanos y Pueblos Originarios 1

4.	 Economía, Fomento, Micro, Pequeña y Mediana Empresa, Protección de los Consumidores y Turismo 5

5.	 Educación 5
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6.	 Familia 15

7.	 Futuro, Ciencias, Tecnología, Conocimiento e Innovación 1

8.	 Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización 9

9.	 Mujeres y Equidad de Género 14

10.	 Salud 5

11.	 Trabajo y Seguridad Social 22

12.	 Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales 1

Total 105

Tabla II.1. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 
de la Cámara de Diputadas y Diputados, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

07-07-2022 15176-07
Modifica la Carta Fundamental para establecer una licencia postnatal de 
emergencia.

Moción
Primer 
Trámite

13-10-2021 14661-07
Modifica la Carta Fundamental para consagrar el deber del Estado de 
asegurar la salud e higiene menstrual y garantizar el acceso gratuito a 
insumos o productos de gestión menstrual.

Moción
Primer 
Trámite

03-09-2021 14573-07
Modifica la Carta Fundamental para prohibir el carácter sexista en los 
tributos y declara exención de IVA de productos de gestión menstrual.

Moción
Primer 
Trámite
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Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

02-09-2021 14571-07
Modifica el reglamento de la Cámara de Diputadas y Diputados para 
incorporar la paridad de género en la conformación de las comisiones 
mixtas.

Moción
Primer 
Trámite

17-03-2021 14104-07
Modifica la Carta Fundamental, para garantizar la paridad de género en 
la declaración de candidaturas y en la integración de ambas cámaras del 
Congreso Nacional, para el período legislativo 2022-2026.

Moción
Primer 
Trámite

16-03-2021 14099-07

Modifica la Carta Fundamental, para garantizar el equilibrio de género 
en la declaración de candidaturas y las respectivas elecciones para la 
integración de la Cámara de Diputados en el período legislativo 2022-
2026.

Moción
Primer 
Trámite

18-12-2019 13132-07

Modifica la Carta Fundamental para incorporar criterios de paridad de 
género y participación de independientes en el proceso de presentación de 
candidaturas, así como para asegurar cupos exclusivos para representantes 
de los pueblos originarios, en la integración del órgano constituyente que 
se conforme para la creación de una nueva Constitución Política de la 
República.

Moción
Primer 
Trámite

17-12-2019 13127-07

Modifica la ley N°18.700, orgánica constitucional Sobre votaciones 
populares y escrutinios, para garantizar la paridad de género en las 
candidaturas para la integración del órgano constituyente que se conforme 
para la creación de una nueva Constitución Política de la República.

Moción
Primer 
Trámite
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Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

17-12-2019 13126-07

Modifica la ley N°18.700, orgánica constitucional Sobre votaciones 
populares y escrutinios, para establecer cuotas de género en la presentación 
de candidaturas para la integración del órgano constituyente que se 
conforme para la creación de una nueva Constitución Política de la 
República.

Moción
Primer 
Trámite

09-10-2019 13004-07
Modifica la ley N°19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, 
en materia de igualdad de género y fortalecimiento democrático de su 
integración.

Moción
Primer 
Trámite

09-08-2018 12005-07
Modifica la Carta Fundamental para establecer elementos determinantes 
del salario mínimo y asegurar la igualdad entre hombres y mujeres en 
materia salarial.

Moción
Primer 
Trámite

20-06-2018 11839-07
Reforma la Carta Fundamental para asegurar la paridad de género en la 
integración de autoridades colegiadas de las entidades que indica.

Moción
Primer 
Trámite

13-06-2018 11812-07
Modifica el Reglamento de la Cámara de Diputados para incorporar el 
enfoque de género en las diversas etapas del proceso legislativo.

Moción
Primer 
Trámite

29-05-2018 11758-07
Modifica la Carta Fundamental que establece el deber del Estado de 
promover la igualdad de derechos entre mujeres y hombres.

Mensaje
Segundo 
Trámite

29-05-2018 11758-07
Modifica la Carta Fundamental que establece el deber del Estado de 
promover la igualdad de derechos entre mujeres y hombres.

Mensaje
Segundo 
Trámite

16-05-2018 11746-07
Modifica el decreto con fuerza de ley N°2.128, de 1930, del Ministerio de 
Justicia y la ley N°17.344, para regular la determinación del orden de los 
apellidos en la partida de nacimiento.

Moción
Primer 
Trámite
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Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

08-05-2018 11721-07
Modifica el Reglamento de la Cámara de Diputados para crear la Comisión 
de la Mujer y Equidad de Género.

Moción
Primer 
Trámite

17-08-2017 11389-07
Modifica la Carta Fundamental en el sentido de establecer la paridad de 
género en la conformación del Tribunal Constitucional.

Moción
Primer 
Trámite

05-01-2017 11077-07 Sobre el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. Mensaje 
Segundo 
Trámite18

09-12-2014 9768-07
Modifica el Código Civil, con el objeto de eliminar el impedimento de 
segundas nupcias.

Moción
Primer 
Trámite

04-09-2014 9554-07
Modifica la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, para exigir una 
cuota de participación de mujeres en los gobiernos corporativos.

Moción
Primer 
Trámite

04-09-2014 9553-07
Modifica la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos 
Políticos, con el objeto de mejorar la participación de la mujer en la 
actividad política

Moción
Primer 
Trámite

29-09-2011 7954-07
Reforma Constitucional que otorga rango constitucional al principio legal 
de igualdad de las remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un 
mismo trabajo.

Moción
Primer 
Trámite

05-04-2011 7567-07
Modifica Código Civil y otras leyes, regulando el régimen patrimonial de 
sociedad conyugal.

Moción
Segundo 
Trámite

03-09-2009 6685-07
Deroga el artículo 365 del Código Penal igualando derechos de las 
personas, al margen de su orientación sexual.

Moción
Primer 
Trámite

07-11-2006 4649-07
Modifica la Constitución Política de la República estableciendo igualdad 
de género en la denominación de las autoridades.

Moción
Primer 
Trámite
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Tabla II.2. Proyecto de ley con perspectiva de género remitido a la Comisión de Deportes y Recreación de la Cámara de Diputadas 
y Diputados, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

21-03-2019 12505-29
Modifica la ley N° 19.712, del Deporte, para garantizar la equidad de 
género en la integración de las directivas en las organizaciones del deporte 
nacional.

Moción
Primer 
Trámite

Tabla II.3. Proyecto de ley con perspectiva de género remitido a la Comisión de Derechos Humanos y Pueblos Originarios de la 
Cámara de Diputadas y Diputados, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

29-10-2021 13867-17
Modifica la ley N°20.609, que Establece medidas contra la discriminación, 
para reforzar la protección de grupos vulnerables, hacer prevalecer el 
derecho a la igualdad y no discriminación, y otras materias que detalla.

Moción
Primer 
Trámite

Tabla II.4. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Economía, Fomento, Micro, Pequeña y Mediana 
Empresa, Protección de los Consumidores y Turismo de la Cámara de Diputadas y Diputados, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

30-09-2022 15395-03
Modifica la ley N° 19.496 para prohibir la diferenciación de precios u 
otros aspectos relevantes de los bienes y servicios ofrecidos al público, 
por razones de género de las personas consumidoras o usuarias.

Moción
Primer 
Trámite
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Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

23-12-2021 14777-03
Prohíbe la diferencia de precios por género en la venta de todo tipo de 
bienes.

Moción
Primer 
Trámite

23-05-2018 11771-03
Modifica diversos textos legales para establecer cuotas de género en la 
conformación de los directorios de las empresas públicas que indica.

Moción
Primer 
Trámite

10-05-2018 11731-03
Modifica la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, para establecer 
una cuota de género en los directorios de las sociedades anónimas 
abiertas.

Moción
Primer 
Trámite

01-03-2016 10551-03

Modifica la ley N° 19.496, que Establece normas sobre protección 
de los derechos de los consumidores, con el objeto de sancionar la 
promoción de estereotipos negativos hacia la mujer, a través de mensajes 
publicitarios.

Moción
Segundo 
Trámite

Tabla II.5. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputadas y Diputados, 
al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

29-09-2021 14637-04
Dicta normas en materia de educación en afectividad, sexualidad y 
género.

Moción
Primer 
Trámite

13-11-2020 13893-04

Modifica la ley General de Educación y la ley Sobre subvención del 
Estado a establecimientos educacionales, para reforzar la normativa 
sobre convivencia escolar, considerando el respeto de la identidad sexual 
y de género, y sancionar toda forma de discriminación basada en estas 
circunstancias.

Moción
Segundo 
Trámite



193

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

04-04-2019 12532-04
Modifica la ley N° 20.370, General de Educación, para establecer 
una asignatura obligatoria sobre igualdad de género en la educación 
parvularia, básica y media.

Moción
Primer 
Trámite

05-04-2018 11669-04

Modifica la ley N° 20.911, que Crea el plan de formación ciudadana 
para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, en lo 
que respecta a la incorporación de instancias de debate sobre igualdad y 
equidad de género.

Moción
Primer 
Trámite

29-09-2016 10911-04

Establece un régimen de protección para las embarazadas que cursen 
estudios de educación superior, y para los estudiantes del mismo nivel 
que sean madres, padres o se encuentren a cargo del cuidado personal de 
un menor de edad.

Moción
Primer 
Trámite

Tabla II.6. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Familia de la Cámara de Diputadas y Diputados, 
al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

19-07-2022
15213-
18

Modifica la ley N°20.066, para incorporar una nueva medida de 
protección a víctimas de violencia intrafamiliar.

Moción
Primer 
Trámite

11-04-2022
14894-
18

Modifica el Código Civil en materia de administración de los bienes 
propios de la mujer casada en régimen patrimonial de sociedad conyugal.

Moción
Primer 
Trámite

11-04-2022
14894-
18

Modifica el Código Civil en materia de administración de los bienes 
propios de la mujer casada en régimen patrimonial de sociedad conyugal.

Moción
Primer 
Trámite
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Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

08-09-2020
13773-
18

Modifica el Código Civil, en materia de cuidado personal compartido de 
los hijos de padres que viven separados.

Moción
Primer 
Trámite

15-05-2019
12660-
18

Modifica la ley N° 20.066, que Establece ley de violencia intrafamiliar, 
y la ley N° 20.609, que Establece medidas contra la discriminación, 
para sancionar los actos ejecutados en el ámbito familiar o educacional 
destinados a modificar la orientación sexual y la identidad o expresión de 
género de los niños, niñas y adolescentes.

Moción
Primer 
Trámite

29-05-2018 11765-18
Modifica diversos cuerpos legales para otorgar a el o los progenitores, la 
prioridad en la determinación del orden de los apellidos, al momento de 
requerir la inscripción de sus descendientes.

Moción
Primer 
Trámite

10-05-2018 11732-18
Dispone un sistema de atención preferente para mujeres embarazadas en 
servicios y establecimientos públicos.

Moción
Primer 
Trámite

01-12-2016 11014-18

Modifica la ley N° 18.838, que Crea el Consejo Nacional de Televisión, 
con el objeto de promover la transmisión de mensajes contra la violencia 
de género en horarios y programaciones que capten una mayor audiencia 
masculina.

Moción
Primer 
Trámite

25-11-2015
10421-
18

Modifica el Código Civil para establecer la administración conjunta de la 
sociedad conyugal, o exclusiva del marido o de la mujer.

Moción
Primer 
Trámite

12-11-2015
10396-
18

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 2.128, que aprueba el 
Reglamento Orgánico del Servicio de Registro Civil y la ley N°17.344, 
para otorgar la opción de determinar el orden de los apellidos.

Moción
Primer 
Trámite

08-11-2012 8676-18
Modifica el artículo 128 del Código Civil, permitiendo a la mujer 
contraer nuevas nupcias tan pronto se declare el divorcio.

Moción
Primer 
Trámite
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Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

15-06-2011 7727-18
Modifica Código Civil y otras leyes, en el Régimen de Sociedad 
Conyugal.

Moción
Segundo 
Trámite

17-12-2008 6277-18 Modifica impedimento sobre segundas nupcias. Moción
Segundo 
Trámite

10-07-2008 5970-18

Introduce modificaciones a diversas disposiciones del Código Civil, 
consagrando el derecho de la mujer casada bajo el régimen de sociedad 
conyugal, de administrar los bienes propios que adquiera a título de 
herencia, legado o donación

Moción
Segundo 
Trámite

04-10-1995 1707-18
Modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de 
sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y 
al marido iguales derechos y obligaciones.

Moción
Segundo 
Trámite

Tabla II.7. Proyecto de ley con perspectiva de género remitido a la Comisión de Futuro, Ciencias, Tecnología, Conocimiento e 
Innovación de la Cámara de Diputadas y Diputados, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

08-08-2022 15264-19
Establece la paridad de género en la adjudicación de proyectos de 
investigación y otorgamiento de becas en las áreas de Ciencias, 
Tecnología, Ingenierías y Matemáticas.

Moción
Primer 
Trámite
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Tabla II.8. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y 
Regionalización de la Cámara de Diputadas y Diputados, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha Boletín 
N° Título Origen 

iniciativa
Trámite 
actual

28-06-2022 15137-06
Modifica la ley N°18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, 
para incorporar entre sus funciones la realización de planes y programas 
en materia de inclusión y diversidad sexual.

Moción
Primer 
Trámite

10-08-2021 14512-06
Modifica la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno 
y Administración Regional, para lograr la paridad de género en la 
composición de los Consejos Regionales.

Moción
Primer 
Trámite

12-07-2021 14476-06
Modifica diversos cuerpos legales para reforzar el financiamiento de 
actividades partidistas que favorezcan la participación política de la 
mujer.

Moción
Primer 
Trámite

25-05-2021 14262-06

Modifica la ley N°18.700, orgánica constitucional de Votaciones 
Populares y Escrutinios, para incorporar escaños reservados a pueblos 
originarios, garantizar la paridad de sexos, así como la incorporación 
de independientes y personas con discapacidad, en la conformación del 
Congreso Nacional.

Moción
Primer 
Trámite

13-04-2021 14166-06

Modifica diversos cuerpos legales, para garantizar la observancia del 
principio de paridad de género, tanto en la presentación de candidaturas, 
como en la integración del Congreso Nacional, los consejos regionales y 
concejos municipales.

Moción
Primer 
Trámite

10-06-2020 13574-06

Modifica la ley N°18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones 
Populares y Escrutinios, para asegurar que las candidaturas a diputado o 
senador que se inscriban en el registro correspondiente, cumplan la cuota 
de género establecida en ella.

Moción
Primer 
Trámite
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Fecha Boletín 
N° Título Origen 

iniciativa
Trámite 
actual

07-03-2019 12455-06
Modifica la ley N°18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, 
para propender a una denominación igualitaria, en términos de género, de 
los bienes municipales o sujetos a su administración.

Moción
Segundo 
Trámite

20-03-2018 11645-06
Modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, 
con el objeto de establecer una cuota de género aplicable a las 
candidaturas a alcalde.

Moción
Primer 
Trámite

11-12-2007 5553-06
Establece política equilibrada de hombres y mujeres en el acceso y 
ejercicio de cargos de elección popular.

Mensaje
Primer 
Trámite

Tabla II.9. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión Mujeres y Equidad de Género de la Cámara de 
Diputadas y Diputados, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

15-06-2022 15119-34
Estable la obligación de instalar mudadores en baños de hombres y 
mujeres en los recintos de uso público.

Moción
Primer 
Trámite

04-05-2022 14985-34
Modifica la ley N°21.120 y otros cuerpos normativos, en materia de 
reconocimiento y protección del derecho a la identidad de género.

Moción
Primer 
Trámite

15-11-2021 14707-34
Modifica la ley N°19.712, Ley del Deporte, para introducir la perspectiva 
de género en la elaboración de la política nacional del deporte y el uso del 
fondo nacional para el fomento del deporte.

Moción
Primer 
Trámite

07-09-2021 14577-34
Promueve, resguarda y garantiza los derechos de las personas 
menstruantes.

Moción
Segundo 
Trámite
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Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

17-08-2021 14536-34

Modifica la ley N°20.564, que establece ley marco de los Bomberos de 
Chile, para incluir y sancionar el acoso sexual y delitos relacionados, 
e incorporar la perspectiva de género en la reglamentación interna del 
Sistema Nacional de Bomberos.

Moción
Segundo 
Trámite

15-06-2021 14314-34
Crea un mecanismo de nombramiento e integración de los directorios de 
empresas públicas, y en aquellas en que el Estado tenga participación, en 
que se procure la paridad de género.

Moción
Primer 
Trámite

30-03-2021 14139-34
Modifica el Código del Trabajo, para asegurar el cumplimiento del 
principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres.

Moción
Segundo 
Trámite

12-11-2019 13080-34

Modifica el Código Civil para exigir que se informe a la mujer, 
previamente a contraer matrimonio bajo régimen de sociedad conyugal, 
sobre los efectos e implicancias del patrimonio reservado de la mujer 
casada.

Moción
Primer 
Trámite

25-04-2019 12600-34
Modifica el Código del Trabajo, para otorgar a la trabajadora embarazada 
y a la trabajadora o trabajador que ella designe, un permiso laboral para 
asistir a controles prenatales.

Moción
Primer 
Trámite

19-12-2019 12338-34
Modifica el Código Civil para incorporar el concepto de femicidio en las 
causales de indignidad para suceder al difunto.

Moción
Segundo 
Trámite

03-10-2018 12143-34
Modifica el Código Civil, en lo que respecta al concepto de buen padre de 
familia, para eliminar la discriminación legal o normativa contra la mujer 
en esa materia.

Moción
Primer 
Trámite

02-10-2018 12148-11
Establece derechos en el ámbito de la gestación, preparto, parto, postparto, 
aborto, salud ginecológica y sexual, y sanciona la violencia gineco-
obstétrica.

Moción
Segundo 
Trámite
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Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

08-08-2018 11996-34
Exige la instalación de mudadores en baños de hombres y mujeres en los 
recintos de uso público.

Moción
Primer 
Trámite

08-08-2018 11994-34
Modifica las leyes N°s 18.695 y 19.175, para establecer una cuota de 
género en las elecciones de gobernadores regionales, alcaldes y concejales.

Moción
Segundo 
Trámite19

Tabla II.10. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Salud de la Cámara de Diputadas y Diputados, 
al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

19-12-2019 12335-11
Modifica la ley N° 20.585, Sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, 
para agilizar la tramitación de apelaciones presentadas por mujeres que 
hacen uso de los permisos laborales que se indican.

Moción
Primer 
Trámite

16-08-2018 12024-11

Modifica el decreto con fuerza de ley N°1, de 2005 del Ministerio de 
Salud, para impedir que la fertilidad y el embarazo sean considerados para 
determinar el precio de los planes de salud de las mujeres mayores de 40 
años.

Moción
Primer 
Trámite

02-08-2018 11974-24
Establece el Día Nacional de la Protección y Fomento de la Lactancia 
Materna.

Moción
Segundo 
Trámite

17-08-2017 11383-11
Garantiza a las mujeres el acceso a preservativos femeninos y otras 
medidas preventivas de enfermedades de transmisión sexual.

Moción
Primer 
Trámite

12-05-2010 6930-11
Establece eliminación de los cobros que realizan las ISAPRES a las 
mujeres por concepto de fertilidad.

Moción
Primer 
Trámite
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Tabla II.11. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de 
Diputadas y Diputados, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

26-09-2022 15361-13
Modifica el Código del Trabajo para permitir acceder a la modalidad 
de teletrabajo a los progenitores con posterioridad al cumplimiento del 
período postnatal.

Moción
Primer 
Trámite

22-09-2021 14606-13
Modifica el Código del Trabajo para introducir criterios que promuevan la 
objetividad y anonimización en los procesos de selección y contratación 
de trabajadores.

Moción
Primer 
Trámite

04-01-2021 13984-13

Modifica el Código del Trabajo para sancionar como discriminación 
arbitraria, en materia laboral, las diferencias de remuneraciones entre 
hombres y mujeres que excedan injustificadamente el porcentaje máximo 
que indica.

Moción
Primer 
Trámite

26-09-2019 12967-13
Modifica el Código del Trabajo para prohibir la exigencia de vestimenta 
o calzado que afecte la salud o dignidad de trabajadores y trabajadoras, 
como condicionante de la relación laboral.

Moción
Primer 
Trámite

04-07-2019 12762-13

Modifica el Código del Trabajo para consagrar el derecho de las madres 
trabajadoras a modificar el horario de inicio y término de la jornada 
laboral, una vez concluido el permiso postnatal, o el postnatal parental, 
según corresponda.

Moción
Primer 
Trámite

13-06-2019 12719-13
Modifica el Código del Trabajo para exigir a las empresas información 
sobre el número de trabajadoras y trabajadores contratados, y sobre las 
brechas salariales existentes entre ellos

Moción
Segundo 
Trámite

10-04-2019 12572-13
Modifica el Código del Trabajo, para adecuar su texto a un lenguaje que 
considere la igualdad entre hombres y mujeres.

Moción
Primer 
Trámite



201

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

07-03-2019 12458-13
Modifica el Código del Trabajo, para reconocer a las mujeres que ejercen 
cargos de elección popular y ejecutan cualquier modalidad de trabajo, el 
derecho a gozar de un permiso para alimentar o amamantar a sus hijos.

Moción
Primer 
Trámite

25-01-2019 12427-13
Modifica el Código del Trabajo para proteger los derechos de las 
trabajadoras durante la tramitación y uso de los permisos asociados al 
descanso de maternidad.

Moción
Primer 
Trámite

21-08-2018 12084-13
Modifica el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del 
Trabajo y Previsión Social, con el objeto de eliminar la prohibición que 
tienen las mujeres para incorporar como carga legal a su cónyuge.

Moción
Primer 
Trámite

09-08-2018 11999-13
Modifica el Código del Trabajo con el objeto de permitir a las trabajadoras 
optar por el pago del beneficio de sala cuna a las personas que indica, en 
tanto se dediquen al cuidado de sus hijos.

Moción
Primer 
Trámite

07-03-2018 11629-13
Modifica el Código del Trabajo para perfeccionar la regulación relativa 
al ejercicio y respeto del principio de igualdad salarial entre hombres y 
mujeres.

Moción
Primer 
Trámite

07-06-2017 11262-13
Modifica el Código del Trabajo en materia de extensión del permiso 
postnatal parental en jornada parcial.

Moción
Primer 
Trámite

07-06-2017 11265-13
Modifica el Código del Trabajo para permitir al trabajador la designación 
de la sala cuna en los casos que proceda.

Moción
Primer 
Trámite

31-05-2017 11251-13
Modifica el Código del Trabajo, para ampliar el universo de trabajadoras 
con derecho a sala cuna.

Moción
Primer 
Trámite

14-12-2016 11027-13
Modifica el Código del Trabajo para regular el ejercicio del derecho a sala 
cuna.

Moción
Segundo 
Trámite
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Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

10-11-2016 10966-13
Modifica el Código del Trabajo, para extender el beneficio de sala cuna en 
la forma que señala.

Moción
Primer 
Trámite

15-03-2016 10576-13
Modifica el Código del Trabajo con el objeto de perfeccionar la regulación 
del principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres.

Moción
Segundo 
Trámite

13-05-2014 9340-13
Modifica Código del Trabajo, con el objeto de ampliar el derecho a la sala 
cuna, en la forma que indica.

Moción
Primer 
Trámite

06-05-2014 9328-13
Modifica Código del Trabajo, con el objeto de permitir el traslado del 
período de descanso prenatal, a postnatal.

Moción
Primer 
Trámite

06-05-2014 9329-13
Modifica el Código del Trabajo, para perfeccionar el resguardo a la 
igualdad en las remuneraciones.

Moción
Primer 
Trámite

01-09-2010 7167-13 Resguarda la igualdad de remuneraciones. Moción
Primer 
Trámite

Tabla II.12. Proyecto de ley con perspectiva de género remitido a la Comisión Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales de 
la Cámara de Diputadas y Diputados, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

10-07-2019 12792-14

Modifica la ley N°19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, para 
generar mayor transparencia y participación de los copropietarios en la 
administración de condominios, y promover una mayor equidad de género 
en la composición de sus órganos internos.

Moción
Primer 
Trámite
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Tabla III. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a las Comisiones del Senado, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Comisiones en las que inician su estudio y discusión N°

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 5

Economía 2

Educación y Cultura 6

Gobierno, Descentralización y Regionalización 3

Hacienda 1

Mujeres y Equidad de Género20 10

Salud 3

Trabajo y Previsión Social 8

Total 38

Tabla III.1. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 
del Senado, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha Boletín N° Título
Origen 
Iniciativa

Trámite 
actual

30-11-2021 14719-07

Modifica diversos cuerpos legales con el objeto de permitir la 
suspensión de la relación directa y regular entre el padre no custodio y 
los niños, niñas y adolescentes, cuando existen antecedentes de violencia 
intrafamiliar contra la madre.

Moción
Primer 
Trámite
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Fecha Boletín N° Título
Origen 
Iniciativa

Trámite 
actual

27-12-2019 13134-07
Proyecto de reforma constitucional que incorpora la paridad de género 
en la declaración de candidaturas y en el órgano encargado de la 
redacción de una nueva Constitución Política de la República.

Moción
Primer 
Trámite

10-07-2017 11316-07
Deroga los artículos 128, 129 y 130 del Código Civil, relativos a los 
plazos para que la mujer pueda contraer nuevo matrimonio.

Moción
Primer 
Trámite

12-07-2016 10794-07
Reemplaza el inciso final del artículo 1.225 del Código Civil en materia 
de aceptación o repudio de una asignación en favor de la mujer casada 
en régimen de sociedad conyugal.

Moción
Primer 
Trámite

24-12-2008 6328-07
Establece un mecanismo de igualdad de género en la conformación del 
Tribunal Constitucional.

Moción
Primer 
Trámite

Tabla III.2. Proyecto de ley con perspectiva de género remitido a la Comisión de Economía del Senado, al 31 de octubre de 2022, 
en tramitación.

Fecha Boletín N° Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

22-12-2015 10473-05
Modifica el artículo 31 bis a la ley N° 18.046, sobre sociedades 
anónimas, para incorporar criterios de paridad de género en los 
directorios de dichas sociedades.

Moción
Primer 
Trámite
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Tabla III.3. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, al 31 de octubre 
de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
Iniciativa

Trámite 
actual

02-07-2019 12734-04
Proyecto de ley que amplía el ámbito de la ley N° 20.418, que fija 
normas sobre información, orientación y prestaciones en materia de 
regulación de la fertilidad.

Mensaje
Primer 
Trámite

11-07-2018 11906-04 En materia de derecho a la educación y equidad de género. Moción
Primer 
Trámite

20-06-2018 11850-04
Modifica la Ley General de Educación, con el objeto de propiciar la 
participación de mujeres y hombres en igualdad de derechos en las 
comunidades educativas

Moción
Segundo 
Trámite

20-06-2018 11850-04
Modifica la Ley General de Educación, con el objeto de propiciar la 
participación de mujeres y hombres en igualdad de derechos en las 
comunidades educativas.

Moción
Segundo 
Trámite21

08-09-2016 10890-04

Modifica la ley N° 20.911, que crea el plan de formación ciudadana para 
los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, con el 
fin de incorporar la perspectiva de género en el programa de formación 
ciudadana.

Moción
Primer 
Trámite

19-07-2016 10801-04
Modifica el artículo 28 de la ley N°20.370, que establece la ley general 
de educación, para incorporar la identidad de género entre los objetivos 
de la educación parvularia.

Moción
Primer 
Trámite
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Tabla III.4. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización 
del Senado, al 31 de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha Boletín N° Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

04-09-2019 12915-06
Proyecto de ley que establece una cuota de género en las candidaturas a 
cargos de concejal y consejero regional.

Moción
Primer 
Trámite

04-09-2019 12915-06
Establece una cuota de género en las candidaturas a cargos de concejal y   
consejero regional.

Moción
Primer 
Trámite

21-12-2017 11551-06
Para incorporar una cuota de género en las elecciones de concejales y 
consejeros regionales que se realicen hasta el año 2029.

Moción
Primer 
Trámite

Tabla III.5. Proyecto de ley con perspectiva de género remitido a la Comisión de Hacienda del Senado, al 31 de octubre de 2022, en 
tramitación.

Fecha Boletín N° Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

22-12-2015 10473-05
Modifica el artículo 31 bis a la ley N° 18.046, sobre sociedades 
anónimas, para incorporar criterios de paridad de género en los 
directorios de dichas sociedades.

Moción
Primer 
Trámite
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Tabla III.6. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Mujeres y Equidad de Género del Senado, al 31 
de octubre de 2022, en tramitación.

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

26-01-2022 14814-07
Modifica la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso 
Nacional, con el objeto de incorporar un enfoque de género en el 
análisis de las medidas contenidas en las iniciativas de ley.

Moción
Primer 
Trámite

10-08-2021 14509-13
Para establecer la obligatoriedad de contar con salas de lactancia para 
mujeres con niños o niñas menores de 2 años en los lugares de trabajo.

Moción
Primer 
Trámite

04-01-2021 13986-07
Modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional con 
el objetivo de promover la incorporación de mujeres en las comisiones 
parlamentarias permanentes.

Moción
Primer 
Trámite

11-09-2020 13785-07
Establece medidas de transparencia para las empresas en materia de 
igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres.

Moción
Primer 
Trámite

27-01-2020 13217-07
Proyecto de ley que regula la determinación de los apellidos en la 
inscripción de un nacimiento.

Moción
Primer 
Trámite

13-03-2019 12468-18
Proyecto de ley iniciado en moción del Honorable Senador señor 
Letelier, que facilita a la mujer casada la enajenación de sus bienes 
adquiridos por sucesión por causa de muerte.

Moción
Segundo 
Trámite22

11-07-2018 11906-04 En materia de derecho a la educación y equidad de género. Moción
Primer 
Trámite



Parlamentos sensibles al género. El caso de Chile. 

208

Fecha
Boletín 
N°

Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

22-08-2017 11386-03

Para incorporar un artículo nuevo en la ley N° 19.496, que establece 
normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para 
prohibir las promociones u ofertas que discriminen por razones de 
género en establecimientos en que se expendan bebidas alcohólicas.

Moción
Primer 
Trámite

08-09-2016 10890-04

Modifica la ley N° 20.911, que crea el plan de formación ciudadana 
para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, 
con el fin de incorporar la perspectiva de género en el programa de 
formación ciudadana.

Moción
Primer 
Trámite

15-06-2016 10748-07

Modifica el Código Penal con el objeto de introducir el concepto de 
violencia y odio de género en la tipificación del delito de femicidio, y 
el Código Procesal Penal para conceder acción penal pública en estos 
casos.

Moción
Primer 
Trámite

Tabla III.7. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Salud del Senado, al 31 de octubre de 2022, en 
tramitación.

Fecha Boletín N° Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

26-10-2022 15474-11

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio 
de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del 
decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, 
con el objeto de eximir del requisito de orden médica a quienes 
soliciten la realización del examen preventivo de mamografía.

Moción
Primer 
Trámite
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Fecha Boletín N° Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

01-06-2021 14284-11
Establece los derechos de las mujeres en las atenciones gineco-
obstétricas, los derechos del nacimiento y regula la violencia gineco-
obstétrica.

Moción
Primer 
Trámite

10-10-2018 12146-11 Deroga la tabla de factores para la fijación de precios de las Isapres. Moción
Segundo 
Trámite23

Tabla III.8. Proyectos de ley con perspectiva de género remitidos a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, al 31 de 
octubre de 2022, en tramitación.

Fecha Boletín N° Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

12-10-2022 15418-13 Extiende transitoriamente el permiso postnatal parental. Mensaje
Tercer 
Trámite

14-06-2022 15098-13
Modifica el Código del Trabajo, con el objeto de extender el permiso 
laboral por el nacimiento de un hijo o hija.

Moción
Primer 
Trámite

13-06-2022 15093-13
Modifica el Código del Trabajo en materia de prevención, 
investigación y sanción del acoso.

Moción
Primer 
Trámite

11-05-2022 14974-13
Modifica el Código del Trabajo, con el objeto otorgar protección 
laboral para las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar.

Moción
Primer 
Trámite

04-01-2022 14782-13

Equipara el derecho de sala cuna para las trabajadoras, los trabajadores 
y los independientes que indica, en las condiciones que establece, 
modifica el Código del Trabajo para tales efectos y crea un fondo 
solidario de sala cuna.

Mensaje
Primer 
Trámite
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Fecha Boletín N° Título
Origen 
iniciativa

Trámite 
actual

30-11-2021 14718-13

Modifica el Código del Trabajo, con el objeto de otorgar un permiso 
laboral a la madre, padre o persona significativa en el cuidado de un 
menor, para asistir a controles prenatales, exámenes de ecografías y 
controles de niño sano.

Moción
Segundo 
Trámite24

16-06-2021 14317-13
Que dispone que las ofertas laborales deberán informar la renta del 
cargo que se desea proveer, ajustándose al principio de igualdad de 
remuneraciones entre hombres y mujeres.

Moción
Primer 
Trámite

23-04-2014 9322-13
Modifica Código del Trabajo, en materia de discriminación e igualdad 
de remuneraciones, de hombres y mujeres.

Moción
Segundo 
Trámite25

Anexo 3: Leyes con perspectiva de género que modifican o 
derogan otras normas previas, analizadas en la Tabla N° 1. 
Argumentos y las intervenciones que lo respaldan

a   Ley N° 5.357, Establece el sufragio femenino para las 
elecciones municipales26

Falta de fundamento en la privación de la mujer a ejercer el 
derecho a voto
Intervención del Diputado señor Martínez (don Carlos Alberto): 
“Conceder a la mujer los derechos políticos ha sido resistido 
siempre por un gran sector de la opinión del país; a nuestro 
juicio, sin razones que obliguen a tomarlas en cuenta y de 
hacer perdurar una situación que nos parece ilógica e injusta. A 
nuestro juicio la corriente que está abiertamente en pugna con 

el deseo de liberación de la mujer en materia política para llegar 
más tarde a la deliberación civil y económica de la mujer, está 
repartida entre los elementos retardatarios del progreso y aun 
entre los elementos de avanzada. Creemos que no es tanta la 
incapacidad política y electoral de la mujer, la que se discute, 
como el temor a que estas corrientes asalta al concederle a la 
mujer este derecho, pensando qué corriente será la beneficiada 
con el gran cuociente del voto femenino”.27

Finalidad de justicia en la norma
Intervención del Diputado señor Martínez (don Carlos Alberto): 
“Estas fuerzas de avanzada no pueden ni deben rehuir del 
cumplimiento del deber de dar satisfacción, sin reservas, 
a una aspiración justa; vamos o no a beneficiarnos con su 
satisfacción. Al ideal de Justicia que entraña la implementación 
del voto femenino sin restricciones, no podemos renunciar, 
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sacrificándolo, con la mira egoísta de la compensación inmediata, 
porque entonces apareceremos como vulgares oportunistas. La 
compensación vendrá, sino hoy, mañana, sólo por haber hecho 
justicia, y más que todo, porque en las jornadas del porvenir 
hombres y mujeres no abandonarán jamás las organizaciones y 
partidos que luchaban por sus ideales generosos, por el bienestar 
de Chile y más que todo, por el triunfo de altos principios de la 
solidaridad”.28

Necesidad de corregir la desigualdad existente entre hombres 
y mujeres
Intervención del Diputado señor Mardones: “Es así, señor 
Presidente, como fue el primero que en su programa estampó 
la aspiración de conceder iguales derechos políticos y civiles a 
la mujer como al hombre y hoy, vemos cercano al momento en 
que convierta en ley parte de este principio, y no dudo de que, 
a corto plazo, será una bella realidad en toda su amplitud esta 
aspiración de mi partido, de igualdad entre el hombre y la mujer.

Los que propiciamos, pues, igualdad de derechos para hombres 
y mujeres, estimamos que sólo debe formarse un registro para 
ambos.

En consecuencia, sintetizando mis ideas, sostengo que sólo debe 
existir un registro de electores municipales, ya que, a nuestro 
juicio, y según la Constitución, deben concederse iguales 
derechos políticos y civiles tanto a hombres como a la mujer”29.

Intervención del Diputado señor González (don Pedro): “Me 
he impuesto de las discusiones habidas y también del informe 
emitido por la Comisión de Gobierno y he podido llegar a la 
conclusión en lo referente a la generación del Poder Electoral y 
a la cuestión de la ciudadanía femenina, que ahí se establecen 
restricciones y limitaciones tales que lejos de constituir una bella 

realidad de la ciudadanía femenina, una avanzada, un progreso, 
una perfección de la Legislación Electoral, alejan dichas 
restricciones, el cumplimiento de esta bella realidad destinada 
a colocar a la mujer y al hombre en una situación de perfecta 
igualdad en lo referente a los derechos civiles y políticos. No 
hay razón alguna para establecer una superioridad del hombre 
con respecto a la mujer, una su supeditación y predominio del 
hombre sobre la mujer. ¿Acaso nosotros los chilenos en estos 
instantes hemos olvidado el ejemplo dignificante, elocuente y 
grandioso de la sublime poetisa chilena Gabriela Mistral, en 
sus estrofas de oro y en su verso puro ha dado a conocer a los 
países latinoamericanos todo lo bello, todo lo grande y todo 
lo sublime del alma y de la raza chilena? Grandes aplausos. 
No existe ninguna pequeña superioridad, ninguna diferencia, 
ninguna suena supeditación de hombre con respecto a la mujer 
y de orden moral, psicológico, intelectual y mental”.30 

Intervención del Senador señor Pradenas: “Buena prueba de ello 
es la presentación hecha al Senado por el Comité Pro Derechos 
de la Mujer, que tengo a la mano, y que, es del tenor siguiente:

El Comité Nacional Pro Derechos de la Mujer, solicita 
respetuosamente del Honorable Senado ante la indicación 
hecha por el honorable Senador don José Maza, al artículo 19 
del proyecto de ley de Inscripción Municipal, que actualmente 
se encuentra en discusión, que ella sea rechazada de plano por 
cuanto no refleja en modo alguno los verdaderos principios 
de las doctrinas democráticas, los que ha estatuido nuestra 
Constitución Política en su artículo 1. 

Al hacer esta solicitación del Honorable Senado, se inspira 
principalmente en la defensa que en todo momento el Comité 
ha hecho de las mencionadas doctrinas; aparte de que en su 
campaña en pro del voto femenino amplio, ha hecho valer en los 
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legisladores de ambas ramas del Congreso, la imprescindible 
necesidad que hay de incorporar el estatuto de la mujer ante las 
leyes en igualdad de condiciones con el hombre, basándose y 
defendiendo en todo momento el acatamiento que se debe rendir 
a los artículos 7, 27, 103 y 104 de la Constitución Política de 
Chile”.31

b   Ley N° 9.292 Modifica la Ley General sobre Inscripciones 
Electorales en su texto refundido en la forma que señala. 
Concede el voto femenino amplio32

Corregir la desigualdad política existentes entre hombres y 
mujeres
Texto de la Moción: “d) En diversas oportunidades los 
legisladores chilenos han deseado corregir una desigualdad 
política que si tuvo alguna base en la condición de la mujer en el 
siglo pasado, no se compadece con su posición actual. En 1917, 
el diputado conservador, don Luis Undurraga presentó el primer 
proyecto de sufragio femenino. Firmaban con él los diputados 
señores Arturo Yrarrázabal, Roberto Peragallo, Alejandro Lira, 
Carlos de Castro y Rafael Urrejola. En 1939 el diputado señor 
Oscar Gajardo presenta un segundo proyecto, que no alcanza a 
discutirse; y en 1941 el malogrado don Pedro Aguirre Cerda, 
envía un tercero que fue incluido dentro de la Convocatoria a 
sesiones extraordinarias. Pruebas son éstas de que el anhelo de 
ampliar la base democrática de nuestra República”.33

Finalidad de justicia 
Intervención del señor Senador Ortega: “No escapa al criterio 
del Honorable Senado la injusticia que significa mantener al 
margen de la ciudadanía activa de la nacionalidad, al sector 

femenino, que alcanza al cincuenta y uno por ciento de nuestra 
población. Sabemos, además, en qué forma, por su cultura, 
sensibilidad, abnegación y claro sentido de responsabilidad, 
puede la mujer contribuir a la superación de la vida nacional”.34

c   Ley N° 19.688, Modifica la ley N° 18.962, Orgánica 
Constitucional de Enseñanza, en lo relativo al derecho 
de las estudiantes que se encuentren embarazadas o que 
sean madres lactantes de acceder a los establecimientos 
educacionales35

Eliminar una discriminación contra la mujer
Intervención del Diputado señor Gutiérrez: “Su tercer objetivo 
es eliminar una discriminación en contra de la mujer. En ese 
sentido, el proyecto es concordante con tratados internacionales 
destinados a eliminar toda forma de discriminación en contra de 
la mujer”36. 

Intervención del Diputado señor Leal: “Votar en contra de este 
proyecto significa profundizar la discriminación en una edad 
en que se están creando y formando los valores culturales 
y espirituales de las personas. Si esa joven es víctima de una 
discriminación en su colegio -lugar donde se debe establecer 
la igualdad de la enseñanza y la igualdad de valores comunes-, 
se está generando un tipo de señal y de conducta que, 
probablemente, marcará a toda una generación”37.
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d   Ley N° 20.005, Tipifica y sanciona el acoso sexual38

Eliminar una discriminación contra la mujer: 
Intervención del Ministro del Trabajo y Previsión Social, don 
Jorge Arrate Mac-Niven: “Para lograr dicho mejoramiento, a su 
juicio, era necesario dar señales claras en torno a la necesidad 
de dignificar la relaciones de los trabajadores entre si y de éstos 
y su empleador, durante el desempeño laboral. Tal dignificación 
sólo se produciría en la medida que exista conciencia de 
deber de respeto al principio de igualdad entre trabajadores y 
trabajadoras, principio que se vulnera en la medida que existe 
discriminación basada en elementos ajenos al desempeño 
laboral, como es el sexo de una persona. 

Agregó que una de las manifestaciones más graves de 
discriminación en cuanto al sexo está constituida por el acoso 
sexual en el lugar de trabajo el cual se constituye en una forma 
de discriminación por cuanto, aunque en teoría puede afectar 
indistintamente a hombres y mujeres, en la práctica la mayor 
cantidad de afectadas por dichas conductas son mujeres. Es 
discriminación, además, porque tales conductas denotan una 
visión de inferioridad de un sexo respecto de otro”39.

Intervención del Diputado señor Mulet: “¿Cómo no haber 
palpado antes esta realidad? Una grave discriminación arbitraria 
en razón del sexo y desde el punto de vista de igualdad de 
oportunidades a la que generalmente aludimos desde la 
perspectiva socioeconómica, aparece como un obstáculo, la 
generalidad de las veces insoslayable, para que muchas mujeres 
y hombres ingresen y se desarrollen fundamentalmente en el 
mundo del trabajo. Sin duda, la respuesta es compleja y, sin 
duda, también, la sociedad no nos dejaba ver, como no nos deja 
ver otras cosas”40.

Intervención del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio: 
“cada vez hay más mujeres trabajadoras y muchas otras se 
seguirán incorporando al mundo laboral para desarrollarse 
como personas y colaborar en la economía familiar. Ante esta 
realidad, corresponde al Estado, y desde luego a su Poder 
Legislativo, facilitar dicho acceso, contribuyendo a resolver los 
crecientes problemas que en materia de discriminación y abusos 
enfrenta la mujer”41.

Intervención de la señora Pérez doña Cecilia (Ministra del 
Servicio Nacional de la Mujer): “Cuando en Chile celebramos 
la mayor tasa de participación laboral femenina de nuestra 
historia, queremos decirle a la sociedad chilena, al Gobierno, al 
Congreso Nacional y a todas las mujeres, en particular a aquellas 
que trabajan, que las queremos como actoras de la economía, de 
la política, de la cultura y de la vida pública de Chile, no sólo en 
más cantidad, sino también con más dignidad y oportunidades 
para desplegar todas sus capacidades y sus derechos. El proyecto 
sobre acoso sexual en el ámbito del trabajo está en el centro de 
ese objetivo, de esa aspiración política de alcanzar una sociedad 
más digna e igualitaria. Es el compromiso de un Gobierno que 
desde la década del 90 hasta ahora instaló el tema de la igualdad 
entre hombres y mujeres, y el de la violencia contra la mujer, en 
particular la violencia sexual, como un asunto público y no del 
ámbito privado. Por eso, hoy es el día en que esta Corporación 
le dice a Chile no más discriminación, no más indignidad, no 
más abuso de poder contra las mujeres. Desde hoy las mujeres 
podrán vivir en una sociedad que las acoge íntegramente en sus 
derechos”42.
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e   Ley N° 20.840, Sustituye el Sistema Electoral Binominal 
por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece 
la representatividad del Congreso Nacional (Ley de 
Cuotas)43

Finalidad de justicia
Intervención de la Diputada señora Pacheco (doña Clemira): “Lo 
que más nos importa a las mujeres es que el mensaje incorpora 
medidas de equidad de género, puesto que hoy las mujeres solo 
tenemos una representación de 16% en el Congreso Nacional, 
en circunstancias de que somos mayoría en la población de 
Chile, una mayoría escondida y silenciada a la fuerza. Nuestra 
visión no se ve reflejada en las decisiones. Ninguna pide que se 
nos regale nada. Las que somos hijas del rigor, exigimos que se 
nos permita practicar y participar en un plano de equilibrio con 
los hombres en las decisiones que afectan a todo el país 

-0-

Las diferencias entre los hombres y las mujeres deben ser 
públicas, valoradas y propiciadas por el Estado. Una sociedad 
que se dice democrática debe saber considerar las diferencias 
como un valor, no como un defecto. Eso trae consigo la idea 
de que las mujeres ya no seremos las que marchan atrás de los 
compañeros, sino las que estamos al lado, incluso, adelante, 
llevando la batuta. 

-0- 

En definitiva, las mujeres queremos aportar, con nuestra 
mirada, a la vida política pública. Seguiremos luchando por 
eliminar todas las barreras de entrada a la actividad política. 
Trabajaremos unidas con mucha fuerza, decisión y convicción. 
Sabemos que las mujeres unidas y coordinadas somos capaces 
de desarrollar los cambios que nuestra democracia necesita para 
perfeccionarse”44. 

Intervención del Senador señor Quintana: “Señora Presidenta, 
en opinión del Partido por la Democracia, esta es una de las 
materias más importantes del proyecto. En su declaración de 
principios señala expresamente que es una colectividad política 
paritaria. 

Esta es una gran oportunidad para hacer justicia con las mujeres; 
para establecer incentivos y mecanismos a fin de promover 
su participación. El proyecto contempla ese objetivo para las 
elecciones, pero también para impulsar la actuación femenina 
al interior de los partidos, lo cual hoy no resulta nada de fácil. 
De los partidos con representación parlamentaria, todos tienen 
en su presidencia a un hombre, lo que constituye una dificultad. 

Por lo tanto, estamos frente a una materia donde los hombres 
tenemos mucho que decir. Este ámbito no queda solo para el 
liderazgo feminista, ya que la Organización de las Naciones 
Unidas ha interpelado al mundo masculino de la política para 
que tome acciones. Y me parece que, como nunca antes, se están 
llevando a cabo acciones de manera muy responsable para que 
esta normativa no quede en letra muerta y no tengamos que 
experimentar situaciones como la ocurrida en Brasil, donde, 
si bien la ley contemplaba la inclusión de candidatas, por la 
vía de los mecanismos de definición de los partidos e incluso 
por la forma de presentación del voto, las mujeres finalmente 
quedaban fuera de la participación”45.

Reconocimiento de los aportes de las mujeres en la sociedad
Intervención del Diputado señor Carmona (Lautaro): 
“Asimismo, por primera vez en nuestro sistema electoral se 
contempla la preocupación por una representación política de 
género, en virtud de la cual ninguna candidatura masculina o 
femenina podrá tener menos del 40 por ciento o más del 60 por 
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ciento. Ello da cuenta de la presencia que tienen las mujeres en 
la sociedad y de los aportes que hacen en todos los planos de 
las actividades económicas, intelectuales, de servicio, artísticas, 
etcétera. Se hace justicia para tener un debate con visiones, 
sensibilidades y opiniones que representen a toda la sociedad 
chilena”46.

Fortalecimiento de la democracia
Intervención de la Diputada señora Provoste (doña Yasna): “Con 
toda convicción vamos a apoyar las iniciativas de este nuevo 
ciclo político, impulsado por la Nueva Mayoría, porque el rostro 
de Chile también debe cambiar en las reglas institucionales que 
nos damos para fortalecer la democracia. Por eso, hoy votaremos 
un tema tan relevante como la equidad de género, haciéndonos 
cargo de la subrepresentación de mujeres en el Congreso. 

-0- . La subrepresentación de las mujeres en los sistemas de 
representación política ha sido un tema de largo debate y se 
ha constituido en una demanda importante del movimiento 
de mujeres alrededor del mundo. La constatación de que en 
cargos de elección popular y en puestos de decisión, las mujeres 
constituyen un bajo porcentaje en la mayoría de los países, 
impulsó la búsqueda de estrategias y mecanismos, como el que 
hoy nuestro país está discutiendo. 

Chile es un país muy desigual y esa desigualdad tiene 
mayoritariamente rostro de mujer. Las mujeres enfrentamos 
mayores dificultades en el acceso al trabajo. Dicha desigualdad 
también está instalada en el Congreso Nacional, como lo han 
señalado todos nuestros colegas, al punto de que no más del 14 
por ciento de los escaños son ocupados por mujeres”47.

Corregir la desigualdad política existentes entre hombres y 
mujeres
Intervención de la Diputada señora Cicardinni: “2. Criterio de 
paridad de género 

Sin duda, la incorporación de un criterio de paridad de género 
es un gran avance en la búsqueda de la equidad, de garantizar 
una mayor participación en la política y para abrir espacios a la 
mujer en los cargos de representación popular. Pero también es 
relevante subrayar que abrir estos espacios no es en desmedro de 
un género respecto a otro, ya que con esta paridad simplemente 
recién estamos emparejando la cancha de las oportunidades en 
este tema.

Por eso, esta es una medida tremendamente relevante, ya que 
viene a romper la exclusión de la mujer en la política y en la 
participación en el Parlamento, de la que ha sido víctima desde 
siempre en nuestro país”48.

f   Ley N° 21.153, Modifica el Código Penal para tipificar el 
delito de acoso sexual en espacios públicos49

Respeto a la dignidad humana de la mujer
Intervención del Senador señor Chahuán: “Señor Presidente, 
Honorable Sala, el proyecto, iniciado por una moción y surgido 
también desde la sociedad civil, es urgente y necesario, porque 
tenemos que ir avanzando, primero, en la igualdad de género 
y, segundo, en un cambio cultural en la relación con el sexo 
femenino.

Las políticas no pueden ser de segregación, como algunos han 
planteado respecto del Metro, por ejemplo, a fin de establecer 
vagones especiales para mujeres, lo que se vincula con un 
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dato brutal: nueve de cada diez han sido víctimas de acoso en 
el transporte público. Eso revela una cultura que tenemos que 
erradicar. 

Por eso es tan relevante la iniciativa, que permitirá justamente el 
respeto a la dignidad de la persona humana, con prescindencia 
del sexo. 

En este contexto, cabe traer a colación lo significativa que es la 
forma como nos relacionamos con las mujeres, pero asimismo 
las discriminaciones que estas siguen sufriendo hoy día en 
nuestro país.

-0-

En consecuencia, la iniciativa en debate va en la dirección 
correcta. Por supuesto, vamos a aprobarla. 

Esperamos que este sea el inicio en la presente legislatura de 
una política sustantiva para el efecto de disminuir las brechas 
vergonzosas, inmorales, existentes entre hombres y mujeres, 
y establecer la igualdad en el trato desde la perspectiva de la 
dignidad de la persona humana, cualquiera que sea su género”50.

Alcanzar la igualdad en los espacios públicos
Intervención de la Senadora señora Provoste: “Nuestro 
propósito es que la legislación vaya avanzando con la celeridad 
que hoy día se requiere y con la fuerza que han puesto en esto 
los movimientos feministas de nuestro país. 

-0-

Chile debe avanzar en esta materia porque entendemos que los 
cambios culturales son lentos y, mientras no se produzcan, la 
legislación tiene que ser capaz de proteger a quienes hoy día son 

víctimas de esta situación, que son mayoritariamente nuestras 
niñas y mujeres. Por lo tanto, esta propuesta se enmarca en el 
propósito que el Parlamento, y particularmente este Senado, 
llevan adelante: revitalizar y agilizar una agenda de género que 
sintonice con la demanda ciudadana y nos permita enfrentar de 
manera seria, con sanciones, a aquellos que no entienden que 
las calles son para todos y todas. Por lo tanto, vestirse de una 
determinada forma no puede ser objeto de un hostigamiento, de 
un acoso.

Una iniciativa como esta lo que busca, sobre todo, es apoyar y 
proteger a nuestra niñas y mujeres en el espacio público”51.

g   Ley N° 21.212, Modifica el Código Penal, el Código 
Procesal Penal y la Ley N° 18.216 en materia de 
tipificación del femicidio52

Avanzar contra las diversas formas de violencia y 
discriminación contra las mujeres
Intervención de la Diputada señora Sabat (doña Marcela): “He 
dicho en reiteradas oportunidades que el feminismo, la igualdad 
de derechos entre hombres y mujeres, las demandas de las 
mujeres y la eliminación de la violencia contra la mujer no son 
patrimonio de ningún sector político. Es deber de cada uno de 
los que estamos acá en representación de la ciudadanía hacer 
patente en cada momento la necesidad de efectuar este cambio 
cultural. 

Debemos hacer muchísimo más. El cambio –repito no depende 
de este proyecto; no depende solamente de iniciativas legales, 
que, por cierto, son importantes y urgentes para acabar con la 
violencia contra la mujer. Debemos ahondar mucho más. 
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El proyecto amplía el delito de femicidio a cualquier asesinato 
de una mujer con motivos de odio, menosprecio o abuso por 
causa de género, sin importar la relación o cercanía del asesino 
con su víctima”53.

Intervención del Diputado señor Silber: “Recién nos estamos 
poniendo al día en un tema tan sensible como son los delitos 
ligados al género, en donde está presente la asimetría, el 
menosprecio, la violencia, distintos hechos en que, desde el 
punto de vista cultural y social, debemos reaccionar como la 
gran mayoría de los chilenos hubiese esperado que ocurriera en 
junio del año pasado”54.

Intervención del Senador señor Elizalde: “Por consiguiente, se 
requiere un cambio más profundo: erradicar la lógica machista 
de creer que existen mayores derechos o una especie de 
superioridad de los hombres sobre las mujeres, lo que lleva a 
algunos a hacer de la violencia la forma mediante la cual se 
relacionan con sus parejas. 

En consecuencia, aquí no solo debemos evitar el caso más 
drástico o más grave, que es el femicidio; el objetivo final es 
erradicar toda forma de violencia contra la mujer”55. 

Necesidad de avanzar hacia una regulación integral
Intervención de la Diputada señorita Rojas (doña Camila): 
“Hasta ahora, la institucionalidad mantiene la violencia hacia 
las mujeres como una agenda sectorial de interés gremial, que 
permite que esta permanezca negada, invisible y disfrazada de 
algo natural o manifestación del amor romántico y de los celos. 

Frente a este escenario, se hace indispensable abordarla a corto 
plazo desde una mirada integral, según estándares feministas 

y de derechos humanos que permitan garantizar la obligación 
de la debida diligencia y, por sobre todo, asegurar mecanismos 
de coordinación intersectorial que resguarden la efectividad de 
las medidas de protección, por cuanto un número significativo 
de mujeres víctimas de femicidio consumado y frustrado, y 
otras cuantas que se han suicidado, contaban con medidas de 
protección al momento de la agresión. 

-0- 

Por sobre todo, requerimos avanzar en mecanismos integrales de 
prevención, de educación no sexista y de estrategia de detección 
temprana en los servicios públicos, para dar respuesta concreta 
al imperativo de prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra todas las mujeres”56.

h   Ley N° 21.264, Modifica el Código Civil y la ley Nº 20.830, 
en el sentido de suprimir el impedimento de segundas 
nupcias

Eliminar discriminaciones contra la mujer
Intervención del Diputado señor Teillier: “En lo que a la moción 
que hoy discutimos respecta, está más que claro que cuando el 
Código Civil, principal cuerpo normativo de Chile desde 1857, 
regulador supletorio de nuestra legislación, prácticamente 
un compendio de la conducta humana en sociedad, se refiere 
a las mujeres, lo hace desde una ideología de género que, 
sencillamente, ya no es tolerable. 

-0-

El cambio que se introduce es un avance en igualdad, en eliminar 
toda forma de discriminación contra las mujeres y, también, en 
entender que el derecho, como toda obra humana, debe buscar 
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siempre la forma de estar al servicio de las personas y de su 
bienestar, y no al revés, oprimiendo y limitando los anhelos e 
intereses de quienes regula. 

Sin embargo, y pese a tratarse de un proyecto que persigue la 
igualdad, el debate legislativo se dio con una marcada mayoría 
e intervención masculina, poniéndose en evidencia que las 
prácticas que perpetúan la desigualdad de género se encuentran 
en todos los espacios y se siguen reproduciendo día a día, y que 
es una hermosa, pero ardua tarea la que nos queda por delante”57.

Fomentar la igualdad de género
Intervención del Diputado señor Velásquez: “Las mujeres 
deben pagar más dinero que los hombres por los planes de 
salud, tienen más barreras que nosotros para poder acceder a 
créditos y beneficios financieros y trabajan con una jornada 
laboral de ocho horas o más para poder costearse su vida, 
y en muchos casos las de sus hijos, por un sueldo inferior al 
de los hombres. La vida conyugal no es una excepción a esta 
discriminación. Si las mujeres se casan en sociedad conyugal, 
pierden toda capacidad para administrar sus propios bienes. En 
los matrimonios que llevan muchos años consolidados, es el 
hombre quien administra los bienes. 

Sin embargo, nuestra sociedad está cambiando lentamente, pero 
es un proceso inevitable que debemos promover si queremos 
construir una sociedad equitativa y sin discriminación. 

-0-

Es en este ámbito donde podemos encontrar una discriminación 
de carácter estructural, biológico y social, pues el ordenamiento 
jurídico que se busca cambiar con este proyecto otorga completa 
autonomía y libertad a los hombres, pero mantiene una estructura 
discriminatoria hacia el género femenino, porque supone que 

el embarazo es impedimento para formar una nueva vida en 
pareja, porque promueve el rol de una mujer cuya libertad está 
condicionada a su capacidad de ser madre y porque si hoy una 
mujer divorciada quiere casarse o contraer un nuevo acuerdo 
de unión civil tiene que demostrar que no está embarazada, a 
través de un acuerdo más un examen para acreditar que no está 
gestando. 

Esta situación es inconcebible, porque demuestra cuán arcaico 
y retrógrado es el sistema jurídico hacia las mujeres. Incluso, 
la normativa actual genera problemas prácticos, porque hay 
mujeres que no pueden quedar embarazadas, ya sea por edad u 
otro motivo, pero que aun así deben esperar 270 días para poder 
contraer un nuevo matrimonio. 

Por todo lo anterior, no queda más que felicitar a los autores 
de esta iniciativa, quienes, sin duda, se han adelantado al gran 
movimiento que las mujeres están llevando adelante en nuestro 
país y en el mundo”58.

Intervención de la Senadora señora Provoste (doña Yasna): 
“Señor Presidente, no sé si necesariamente la palabra adecuada 
sea “alegría” frente a este proyecto de ley, pues más bien pienso 
en cuánto ha tardado la justicia. Porque en el mundo y en el 
país en que vivimos, en el cual hacemos un esfuerzo cotidiano 
por aportar lo mejor de cada una de nosotras, resulta claramente 
doloroso reconocer que Chile no es todo lo justo y lo equitativo 
que las mujeres quisiéramos. 

¡Hay desigualdad de oportunidades en el acceso al mundo 
laboral! 

¡Hay desigualdad de oportunidades para las mujeres en el 
acceso a remuneraciones justas! 
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Hace pocas sesiones la Ministra de la Mujer nos señalaba en 
la Comisión Especial de Equidad de Género del Senado la 
manera en que Chile ha ido avanzando en la disminución de 
ciertas brechas entre hombres y mujeres, como el acceso a la 
educación. 

Sin embargo, las brechas que existen para las mujeres siguen 
representando una situación dramática: a igual nivel de estudios, 
a igual trabajo, las remuneraciones no son las mismas. 

Tenemos una desigualdad enorme en la carga de trabajo al 
interior de las propias familias. 

Tenemos dificultades en el acceso a espacios de liderazgo en la 
política. 

Recordaba el Senador Lagos Weber cuánto les costó a las 
generaciones anteriores conquistar el derecho a voto y cuánto 
nos ha costado a nosotras conquistar el derecho a ser elegidas. 

-0-

En consecuencia, creemos que también es importante que con 
esta iniciativa eliminemos ciertas barreras de discriminación, 
pues su objetivo es avanzar un poco en justicia para las mujeres. 
Porque si nosotros entendemos que contraer matrimonio es un 
derecho, no puede haber uno que sea objeto de una condición 
diferente, tal como la ley vigente les impone a las mujeres en el 
caso de las segundas oportunidades”59.

Intervención de la Senadora señora Sabat (doña Marcela): “Las 
mujeres han marchado para que se las deje de violentar y pasar 
por encima y para que, como Estado, seamos capaces de recoger 
sus demandas, de detener los abusos y avanzar hacia un trato 
justo, pues el fondo de donde nace este proyecto y lo que se 
intenta enmendar es otra forma de violencia, de desigualdad 
ante la ley entre hombres y mujeres, de bases machistas que se 

fueron impregnando en nuestra cultura y que debemos combatir 
con mucha fuerza. . 

Hoy en Chile, cuando un matrimonio se ha disuelto o declarado 
nulo, ya sea por divorcio o por viudez, la mujer no puede 
contraer segundas nupcias sino hasta doscientos setenta días 
después, es decir, alrededor de nueve meses después de haber 
terminado el anterior matrimonio. Y si estaba embarazada en 
el momento de quedar viuda o divorciada, no puede contraer 
matrimonio sino hasta el parto.

 ¿Y el hombre? Él puede contraer segundas nupcias en menor 
plazo y sin ningún problema. 

Es una legislación que data de Andrés Bello, para impedir que 
la mujer que contrajo segundas nupcias se embarazase y no se 
pudiera saber quién era el padre: si el anterior marido o el nuevo. 

¡Normas retrógradas, Presidenta!”60.

Finalidad de justicia
Intervención de la Diputada señorita Cariola (doña Karol): 
“Presentamos una agenda de género, que hemos impulsado 
como bancada, que incorpora varios elementos respecto de la 
necesidad de ir reconociendo derechos fundamentales de las 
mujeres, los distintos tipos de familia que se establecen en 
nuestra sociedad, las posibilidades y los derechos de las mujeres 
de tomar decisiones en nuestras vidas, a fin de desarrollarnos no 
solamente sobre la base de lo que la sociedad heteronormativa 
y al mismo tiempo conservadora va generando para nosotras. 

En ese sentido, nos parece de toda justicia eliminar una norma 
que genera gran discriminación hacia nosotras, permitiendo que 
avancemos hacia un sistema jurídico más justo y, también, más 
igualitario”61.
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i   Ley N° 21.334, Sobre determinación del orden de los 
apellidos por acuerdo de los padres.62

Fomentar la equidad de género
Intervención de la Diputada señora Vidal (doña Ximena): 
“A la posibilidad de cambio del o de los nombres de pila, se 
sumará ahora la de cambio de apellidos. El apoyo del Gobierno 
de la Presidenta Michelle Bachelet al proyecto, a través de 
la ministra del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura 
Albornoz, ha sido contundente, porque es concordante con los 
derechos humanos y la no discriminación; refuerza y protege los 
derechos humanos, tal como lo ha dispuesto la Organización de 
las Naciones Unidas. 

Además de un cambio de derecho, el proyecto implica un 
cambio cultural. En este sentido, el cambio será más lento y 
costará asumirlo. Pero no creo que se produzcan confusiones. 

Este nuevo instrumento legal habla de una sociedad que se 
hace cargo no sólo de las libertades económicas -a propósito 
del debate sobre la macroeconomía en el que hemos estado 
estos días-, sino que también, y sobre todo, de la libertad de 
pensamiento y la no discriminación, en lo que debemos seguir 
avanzando”63.

Eliminar la desigualdad existente entre hombres y mujeres
Intervención de la Diputada señora Sepúlveda (doña Alejandra): 
“Señor Presidente, considero que este proyecto rompe esquemas, 
toda vez que cambia una tradición que siempre ha existido en 
el país en relación con la línea paterna y el patriarcado. Esto va 
a hacer pensar a muchas familias. La discusión del orden que 
llevarán los apellidos sus hijos será algo que va a complicar en un 

comienzo a las parejas jóvenes que se van a casar. No obstante, 
la decisión deberá ser compartida. El proyecto -reitero- rompe 
una estructura tremenda en el país y se orienta a mejorar los 
derechos de la mujer, a permitir un diálogo distinto al interior 
de la familia y a solucionar temas prácticos que han complicado 
a muchos hijos a lo largo de sus vidas”64. 

Anexo 4: Leyes para garantizar el principio de igualdad 
de género, analizadas en la Tabla N° 2. Argumentos y las 
intervenciones que lo respaldan

a   Ley N° 17.301, Crea la Corporación Denominada Junta 
Nacional de Jardines Infantiles65

Fundamento de justicia
La Diputada señora Marín: “Con este proyecto se está haciendo, 
en parte, algo de justicia a la mujer chilena que lucha, que está 
abandonada y que necesita no de canciones ni de promesas, sino 
de una real atención de los problemas que a ella la aquejan”66.

b   Ley 19.023 Crea el Servicio Nacional de la 
Mujer67Fomentar la equidad de género

Texto del Mensaje: “Es por lo antes expresado, que propongo la 
creación de un Servicio Nacional de la Mujer, funcionalmente 
descentralizado, con patrimonio propio y sometido a la 
supervigilancia del Presidente de la República a través del 
Ministerio Secretaría General de Gobierno, encargado de 
coordinar, planificar y proponer políticas, planes y programas 
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que procuren la plena igualdad e incorporación de la mujer en 
todas las áreas del quehacer nacional y de velar por la eliminación 
de cualquier práctica discriminatoria en su contra”68.

Eliminar la discriminación contra la mujer
Intervención de la Diputada  señora Caraball: “En cuanto al 
criterio político, orientador de dicho Servicio, para nadie es 
un misterio que la mujer, en nuestro país, sufre un alto grado 
de marginación y de discriminación, que se manifiesta no sólo 
en el ámbito legal, sino que, además, se hace extensiva a los 
más variados aspectos en que ella se desenvuelve. Es así, como 
un tema tan vital para la sociedad, como es la maternidad, es 
enfocada, para todos los efectos, como una responsabilidad 
exclusiva de la madre o de los padres, y no en la dimensión 
social que realmente tiene. De esta actitud se desprende un gran 
número de discriminaciones: en el campo laboral, por ejemplo, 
muchas veces se manifiesta con la pérdida del empleo o en 
que, por la posibilidad de embarazarse, al optar a un empleo, 
simplemente la mujer es marginada, sin tomar siquiera en 
cuenta sus aptitudes o preparación para el cargo al cual se está 
optando, siendo desplazada simplemente por el hecho de ser 
mujer. Este enfoque equivocado de la maternidad se refleja 
también en el ámbito previsional, ya que la mujer debe pagar 
una cotización mayor por la eventualidad del parto. También 
existe una bajísima valoración del trabajo doméstico.

-0-

Este enfoque social de la maternidad, que corresponde 
biológicamente a las mujeres, es el que debe informar toda 
nuestra tarea legislativa en torno de este tema. De otra manera, 
no se justifica hacer declaraciones sólo de carácter formal sobre 
la importancia de proteger el núcleo familiar, en circunstancias 

de que toda la legislación dice lo contrario. Si queremos ser 
consecuentes, debemos asumir la responsabilidad completa de 
lo que ello significa. Por ejemplo, cuando legislamos sobre lo 
laboral, no creamos que estamos privilegiando a las mujeres al 
otorgarles derechos especiales en la jubilación, en la jornada 
de trabajo, en los permisos pre y posnatales y una adecuada 
protección previsional a futuro, sino que, simplemente, 
estamos reconociendo con ello el importante rol social que la 
mujer cumple. Si a lo anterior sumamos la discriminación en 
lo relacionado con los cuerpos legales existentes, se conforma 
un cuadro de grave injusticia y, por lo mismo, ineludible 
para la sociedad entera y, particularmente, para nosotros, los 
legisladores. Tanto es así, que, dentro de la agenda internacional, 
el tema de la mujer, su postergación y discriminación ha cobrado 
importancia fundamental”69. 

Intervención de la Diputada señora Rodríguez: “Los nuevos 
tiempos requieren del trabajo complementario entre hombres y 
mujeres, y de la sensibilidad femenina. Pero la nueva mujer de 
hoy no sólo precisa que sé le abra un espacio de participación, 
sino que se le den las facilidades necesarias para llenarlo”70.

Fortalecimiento de la democracia
Intervención de la Diputada señora Rodríguez: “Una democracia 
verdadera no puede ser una a medias que no atiende al 52 
por ciento de nuestra población. Una democracia verdadera 
es aquélla que reconoce los problemas de injusticia y de 
marginalidad respecto de algún grupo de la sociedad y que se 
compromete a resolverlos. Este es el compromiso asumido por 
el Gobierno democrático: dar respuesta a los problemas actuales 
de la mujer, a la realidad que vive hoy”71.
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Intervención del Diputado señor Schaulsohn: “La igualdad de 
oportunidades para hombres y mujeres es parte también de 
una sociedad que avanza hacia la democracia. Y quiero decir 
que aquí no hay ningún partido ni corriente política que escape 
de esta realidad, porque la discriminación en contra de las 
mujeres se puede dar en los partidos de izquierda, de centro o de 
derecha. Es un problema ideológico en un sentido más global, 
y no puramente partidista. No hay que tener miedo de decir 
que aquí existe un problema político, porque realmente lo hay. 
Todas las normas legales y las instituciones que se establecen 
para promover cambios en la forma como la sociedad analizan 
y ve ciertos problemas, tienen una connotación política. Y eso 
es sano y bueno, porque implica un cambio de la escala de 
valores”72.

c   Ley 19.611 Reforma de la Constitución Política de la 
República, estableciendo la Igualdad de Oportunidades 
para Mujeres y Hombres73

Fortalecer la equidad de género
Mensaje: “Introduce la igualdad jurídica del hombre y la mujer 
como un valor superior del ordenamiento jurídico, un principio 
de tal ordenamiento, y una garantía material del derecho de 
igualdad ante la ley”74.

Intervención de la diputada  María Antonieta Saa: “Algunos y 
algunas dicen que las mujeres no necesitamos leyes especiales 
para ello porque tenemos capacidad; pero yo les pregunto: ¿Es 
que en Chile, en nuestros partidos políticos, sólo hay nueve 
mujeres capaces de ser diputadas? ¿Sólo es eso? Creo que la 
verdadera igualdad existirá cuando no sólo se exija a las mujeres 

capacidad para llegar a la Cámara, sino cuando toda mujer -así 
como todo hombre, sin tener esa capacidad-, pueda acceder a 
los órganos políticos de decisión”75.

“Hay mucha tarea por hacer. Incluir en nuestra Constitución, 
el deber del Estado y de la sociedad chilena de avanzar en 
igualdad, no sólo otorgar un marco simbólico, sino de referente 
jurídico para adoptar las medidas en el sentido de superar esta 
profunda injusticia que, a muy poco tiempo del año dos mil, 
todavía se mantiene en el país”76.

Fortalecimiento de la democracia
Intervención del diputado señor Worner: “Nada más ajeno a una 
auténtica, plena y madura democracia que seguir perpetuando 
patrones culturales o leyes caducas que discriminan a la mujer. 
El importante aporte de las mujeres a través de la historia no 
necesita ser reivindicado para reclamar que se nos concedan 
espacios que nos son propios. La sociedad necesita reparar 
con urgencia una injusticia y una miopía. La igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres es una cuestión de bien 
común”77.

Intervención de la diputada Saa: “Esperamos que la reforma 
de la Carta Fundamental dé también lugar a enmiendas muy 
concretas y a políticas sobre la materia. Ojalá que todos los 
diputados que la apoyarán, sean consecuentes y respalden otras 
reformas y políticas que el Estado tiene el deber de impulsar, y 
que la sociedad también debe apoyar, para lograr esta igualdad 
que, sin duda, hará subir a un nivel superior nuestra democracia 
y sociedad”78.
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Finalidad de justicia
Intervención del diputado señor Gajardo: “Entonces, ¿cuál es el 
mérito de la reforma? En primer lugar, que implica un mandato 
al legislador para que continúe en el proceso de ir reparando 
la injusticia que significa mantener una legislación que todavía 
conserva muchas discriminaciones contra la mujer. En segundo 
lugar, porque de alguna manera la legislación tiene un sentido 
cultural, puesto que va expresando el sentir de los Poderes 
públicos frente a determinados temas”79.

d   Ley N° 20.820 Crea el Ministerio de la mujer y la equidad 
de género, y modifica normas legales que indica80

Importancia de contar con una institucionalidad idónea
Intervención de la Diputada señora Nogueira (doña Claudia): 
“Señor Presidente, a mi juicio, hoy es un día histórico en el 
avance de la institucionalidad de nosotras, las mujeres, para 
que todas, sin excepción, gocemos en plenitud de igualdad de 
derechos y oportunidades respecto de los hombres en el proceso 
de desarrollo político, social, económico y cultural de nuestro 
país. Lo cierto es que la creación de una nueva institucionalidad 
de la mujer es de toda lógica y responde a la necesidad de iniciar 
una nueva etapa en las políticas de igualdad en Chile.

-0-

Nosotras, las mujeres, hemos sufrido una discriminación 
estructural desde hace muchísimo tiempo, y este proyecto de 
ley viene en gran parte a cumplir un rol fundamental en la 
eliminación de esta injusticia que aún existe”81.

Avanzar hacia la equidad de género
Intervención de la Diputada señora Cariola: “Es nuestro deber 
apoyar esta nueva institucionalidad, ya que la creación de este 
ministerio permitirá dar un salto cualitativo en las políticas 
de género, otorgándoles el tratamiento y la continuidad que 
requieren, pues no podemos permitir que las políticas públicas 
pongan el acento, con una visión totalmente discriminadora, solo 
en la especificidad de la mujer o que se tenga una visión sesgada 
y paternalista para tutelar las que han llamado “conductas de las 
personas sexualmente diferenciadas”, o que, incluso, de manera 
inexplicablemente retrógrada, se busque disminuir nuestro rol y 
se nos vincule únicamente con el trabajo al interior del hogar o 
con el cuidado de los hijos, como un aporte indispensable para 
el funcionamiento de la familia y de la sociedad. 

-0-

Afortunadamente, el proyecto conservó su espíritu y su mandato 
central que es, como reza el texto, promover la equidad de 
género, procurar la eliminación de toda forma de discriminación 
en contra de las mujeres y, sobre todo, lograr que nuestra 
democracia sea más equitativa”82. 

Corregir la desigualdad existente entre hombres y mujeres
Intervención de la Diputada señora Carvajal (doña Loreto): “El 
objetivo de este proyecto es garantizar y avanzar decididamente 
hacia una mayor equidad entre hombres y mujeres. Para 
tal efecto, es importante comprender que todavía subsisten 
importantes brechas de desigualdad en el goce de los derechos de 
las mujeres, lo que hace urgente contar con una institucionalidad 
idónea para liderar los cambios normativos, políticos, culturales 
y económicos de la demanda de equidad de género”83.

Intervención de la Diputada señora Pascal (doña Denise): “Hoy 
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se ha hecho imperiosa la creación de una secretaría de Estado 
que busque eliminar las grandes diferencias que existen entre 
hombres y mujeres, por la vía de dotar a las políticas públicas 
de una especificidad que permita no la mera diferenciación entre 
la existencia de lo masculino y de lo femenino, sino evitar las 
discriminaciones que puedan existir contra las mujeres, basadas 
en principios de carácter arbitrario, situación que aumenta aún 
más las desigualdades de participación existentes tanto en el 
ámbito público como privado. 
-0-

Al mismo tiempo, ha puesto en marcha una nueva agenda de 
género, porque la primera desigualdad que se vive en nuestro país 
es la que existe entre mujeres y hombres. Hay desigualdades en 
las oportunidades de trabajo, legales, económicas, patrimoniales, 
de desarrollo personal, de autonomía, de acceso a la cultura y 
a las instancias de decisión, y en los espacios de representación 
política y pública”84.

Intervención de la Diputada señora Hoffmann (doña María 
José): “Además, quiero pedir a la ministra que el ministerio 
que vamos a crear también se haga cargo de las verdaderas 
discriminaciones que sufren las mujeres. En ese sentido, 
comparto plenamente lo planteado por la diputada Alejandra 
Sepúlveda en cuanto a hacernos cargo no solo de los problemas 
de las mujeres políticas, sino también de los cotidianos de todas 
las mujeres, como bien lo explicó. Existen discriminaciones 
que van mucho más allá de las que vivimos nosotras, como 
las derivadas de los problemas de la vida cotidiana y el costo 
individual que hoy asume la mujer, porque, por ejemplo, en el 
sistema de salud somos más caras. La pregunta que debemos 
hacernos es si ese costo debemos asumirlo solamente nosotras. 

Ese es el debate de fondo que debemos tener: qué hacemos para 
que, como sociedad, podamos compartir ese esfuerzo. También 
es necesario considerar las diferencias que existen en cuanto 
a las pensiones que reciben las mujeres, que son más bajas. Y 
así se van sumando las distintas discriminaciones que debemos 
enfrentar día a día. Por eso esperamos que este nuevo ministerio 
proponga políticas públicas, con una mirada con menos sesgo 
ideológico, destinadas a avanzar en la disminución de esas 
diferencias”85.

Intervención de la Senadora señora Pérez (doña Lily): “Desde 
ese punto de vista, es relevante contar con un Ministerio de 
la Mujer y la Equidad de Género. Este le dará mucho más 
contenido a la discusión en torno a la planificación de políticas 
públicas destinadas particularmente a promover la participación 
de la mujer y, también, posibilitará la educación en equidad de 
género, aspecto que beneficia a los seres humanos con respeto, 
tolerancia y dignidad”86.

Intervención del Senador señor Rossi (Fulvio): “Por eso es 
tan importante entender la cuestión del género, que aquí a 
muchas personas les sorprende pero que es una causa que ha 
movilizado a millones de mujeres a lo largo de la historia para 
ir eliminando barreras con miras a acceder al pleno ejercicio de 
sus derechos, de sus libertades, en democracia, con igualdad de 
oportunidades”87. 

Intervención de la Senadora señora Muñoz (Adriana): “No es 
posible que el patriarcado domine en la forma como lo hace 
hoy día. Las Senadoras somos seis, y ello no es producto de que 
en Chile haya mujeres incapaces, sino de dicho fenómeno. Y 
cuando decimos que se halla asociado directamente a establecer 
que el género masculino, por una visión cultural societal, es el 
que domina, cabe subrayar que eso es inaceptable. 
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Para extirpar la raíz de esa concepción necesitamos políticas 
públicas poderosas y un Ministerio de la Mujer y la Equidad 
de Género, porque se requiere una cirugía muy profunda. Los 
cambios culturales son mucho más resistentes incluso que los 
económicos. 

En consecuencia, voto a favor con mucha alegría. 

Ojalá que nos vayamos despojando de nociones tan atrasadas, 
tan arcaicas, en relación con los debates que en el futuro, y en 
pleno siglo XXI, tendremos que dar para construir más derechos 
y libertades para las mujeres”88.

e   Ley N° 20.348, Resguarda el derecho a la igualdad en las 
remuneraciones89

Corregir la desigualdad existente entre hombres y mujeres
Intervención del Diputado señor Díaz (don Eduardo): “En materia 
de igualdad salarial, a pesar del derecho a la no discriminación 
que tiene sus fundamentos en diversos Tratados Internacionales 
ratificados por Chile, en nuestra Constitución y en el Código 
del Trabajo, en Chile sigue existiendo discriminación contra 
la mujer, pues está probado que a labores equivalentes, en 
promedio gana un tercio menos que el hombre, situación que 
es aún peor en sectores productivos como el comercio y los 
servicios de utilidad pública, donde la brecha salarial es aún 
mayor.

-0-

Ahora bien, si bien la propuesta va dirigida a sujeto 
indeterminado, no podemos negar que la actual situación de 
discriminación tiene rostro. Las mujeres son las principales 
perjudicadas con el actual estado de cosas. Este proyecto 
resuelve además, una cuestión de justicia de género”90.

Eliminar la discriminación entre hombres y mujeres
Intervención del Diputado señor Barros (Ramón): “Si bien es 
cierto que a los ojos de algunos este proyecto sería innecesario 
porque la prohibición de discriminar arbitrariamente está 
ampliamente consagrada en la legislación vigente, es muy 
bueno dar una señal clara y precisa respecto de lo que se está 
legislando. Creo que es una señal de buena práctica, con el 
objeto de ir superando esta brecha discriminatoria que hoy se 
observa objetivamente en nuestro país. 

Sin perjuicio de lo anterior, es necesario recalcar que es 
ineludible avanzar en el desarrollo de oportunidades de 
conciliación de responsabilidades laborales y familiares. He 
dicho muchas veces en la Comisión que las mujeres tienen 
esa condición fantástica, increíble, de poder dar a luz. Es una 
condición excepcional, algo inherente a su condición. Por eso, 
es necesario respetarlas e ir avanzando en la legislación laboral, 
a fin de compatibilizar lo familiar con lo laboral”91.

Finalidad de justicia
Intervención de la Diputada señora Cristi (doña María Angélica): 
“En Chile, necesitamos conciliar con urgencia tres situaciones 
que son parte de la realidad de miles de trabajadores que aún no 
se han incorporado al mundo laboral, en un marco de igualdad 
y sin tener que renunciar a los derechos que la ley les concede. 

En primer lugar, incentivar la participación de las mujeres 
en el mundo laboral. No sacamos nada con tener una ley que 
no discrimine en remuneraciones, si no hay una verdadera 
participación de la mujer en el mundo laboral, que todavía es 
muy baja. 

Reducir la brecha salarial entre hombres y mujeres que, de 
manera paradojal, crece en la medida en que aumenta el nivel 
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de las remuneraciones y la exigencia profesional en el trabajo. 
Esta discriminación es de mayor ocurrencia entre las mujeres de 
más altos ingresos.

Implementar medidas que incentiven la oferta de trabajo 
flexible. Éste es el mayor anhelo de las mujeres, porque 
permitiría que miles de chilenas se incorporaran al mundo del 
trabajo, impedidas de hacerlo hoy por los horarios rígidos y las 
exigencias. 

Incentivar el trabajo femenino es el primer derecho de hombres 
y mujeres para tener un empleo remunerado. Todos sabemos 
-así lo ha dicho la ministra- cuánto ayuda a la erradicación 
de la pobreza el que una mujer se incorpore al mundo del 
trabajo, pero muchas mujeres no lo pueden hacer, porque les 
cuesta compatibilizar el trabajo con el cuidado de sus hijos, 
especialmente las más pobres. 

En ese sentido, nuevamente se hace carne la necesidad de 
flexibilizar los horarios para que las mujeres se puedan 
incorporar al mundo laboral, incluso, muchas veces, desde sus 
propios hogares. 

No se trata de evitar la discriminación a fin de garantizar a todas 
las personas la posibilidad de obtener empleo, sino también de 
evitar las dificultades que pudieran afectar a los trabajadores 
para obtener un empleo o ascender a uno de jerarquía superior”92.

f   Ley N° 21.216, Modifica la Carta Fundamental para 
permitir la conformación de pactos electorales de 
independientes y garantizar la paridad de género en las 
candidaturas y en la integración del órgano constituyente 
que se conforme para la creación de una nueva 
Constitución Política de la República93

Fomentar la participación política igualitaria
Intervención de la Senadora señora Muñoz: “Por cierto que 
la asignación paritaria tiene inconvenientes, pero ellos son 
infinitamente menores que el logro que significa que un órgano 
que redactará una nueva Constitución, quizás la primera 
en nuestra historia elaborada por ciudadanos, represente 
cabalmente a nuestra sociedad en toda su diversidad. 

Las mujeres, señor Presidente, somos parte relevante del Chile 
de hoy. Somos un aporte fundamental en las universidades, en 
el trabajo, en el hogar, en el ámbito social, en la cultura, en el 
deporte, en la ciencia y la tecnología. 

La cultura patriarcal nos ha excluido del desarrollo civilizatorio. 

La paridad no es solamente un frío mecanismo de corrección a 
nivel del sistema electoral, sino que representa una corrección 
profunda a la civilización humana, que ha excluido del desarrollo 
a las mujeres; ha dejado fuera su inteligencia, su capacidad, su 
sensibilidad y su aporte diferente, no desigual, a los procesos de 
desarrollo humano. 

Por cierto, señor Presidente, que la mayor participación de la 
mujer será un fiel reflejo del avance de la sociedad”94.
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Intervención del Senador señor Elizalde: “Y por eso nos parece 
que la paridad es fundamental. Es inconcebible que en pleno 
siglo XXI no contemos con normas que consagren la paridad 
en la elección de los cargos de representación popular y que no 
haya mecanismos adicionales para que se establezca paridad, 
por ejemplo, en la conformación de los directorios de las 
empresas públicas y en todas las responsabilidades que existen 
en el ámbito público en nuestro país. 

Y por qué no decirlo, necesitamos también normas que 
incentiven la paridad en el ámbito privado. 

En síntesis, buscamos que las mujeres puedan realizar su 
contribución a nuestra sociedad con el reconocimiento que 
merecen, y no bajo la lógica de la invisibilización, que, 
lamentablemente, ha sido la que ha imperado durante mucho 
tiempo, y es precisamente la que tenemos que cambiar#95. 

Intervención de la Senadora señora Allende: “Señor Presidente, 
obviamente, es fundamental que desarrollemos un proceso 
donde exista paridad para las mujeres, las que, como aquí se ha 
recordado, hemos estado siempre invisibilizadas, postergadas, 
excluidas. Y además de eso, con doble carga y subrepresentadas. 

-0-. 

Queremos paridad, porque es una herramienta para fortalecer 
la democracia, para hacerla más amplia, para lograr que las 
mujeres participemos en el mundo político, social, económico 
en igualdad de condiciones. Pero no solo eso -porque no las 
tenemos de entrada-: también en forma permanente”96.

g   Ley N° 21.356, Establece la representación de género en 
los directorios de las empresas públicas y sociedades del 
estado que indica97

Eliminar la discriminación por género
Intervención del Senador señor Latorre: “Me parece que este 
proyecto avanza en la dirección correcta, pues es muy importante 
dar señales de paridad en los directorios de las empresas 
públicas, así como ir avanzando en los del sector privado. 

Sabemos que nuestro sistema capitalista es patriarcal; sabemos 
que las mujeres, por el mismo trabajo, ganan menos que los 
hombres en muchas empresas. Es una práctica generalizada. 
Y, además, están en una posición de subordinación y de 
subrepresentación en los espacios de poder. 

Eso ocurre en distintos ámbitos de la sociedad no solo en el 
mundo económico, en las empresas. Lo vemos en los rectores 
de las universidades, lo vemos en el Congreso también, aunque 
algo se ha avanzado. Pero yo creo que debería haber un Congreso 
paritario. Vamos a tener un órgano constituyente paritario, que 
es algo inédito, una innovación democrática con la cual Chile da 
un ejemplo al mundo entero. Y estoy seguro de que ese órgano 
va a funcionar muy bien, entre otras cosas, porque es paritario. 

A mi juicio, Chile debe avanzar aún más en la democratización 
de las empresas, con participación de las y los trabajadores en los 
directorios. Hay múltiples experiencias en el mundo de buenas 
prácticas, de buenas políticas, de buena gobernanza, de buena 
gestión de las empresas, con mayor democracia y participación 
interna. Eso se logrará si nos atrevemos a dar señales que vayan 
en esa dirección”98. 
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Intervención de la Senadora señora Sabat: “Hoy más que nunca 
es necesario que las empresas tengan enfoque de género, que 
ayude a mejorar las condiciones laborales de las mujeres. Por 
eso es necesario este tipo de cuotas. 

-0-

Hoy, mientras más alto es el cargo, menor es la inclusión 
de mujeres. Al ingresar a la fuerza laboral activa, la mujer 
se ve enfrentada a una segregación vertical, vale decir, sus 
posibilidades de inserción se concentran principalmente en las 
plantas bajas de las jerarquías organizacionales de una empresa. 
Esto se traduce, Presidenta, en una verdadera pirámide de poder: 
mientras más alto el cargo, menor es la inclusión de las mujeres. 

Como consecuencia, las mujeres continúan subrepresentadas 
en empleos corporativos de alto nivel. Y según los datos de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, 
en el año 2009 las mujeres ocupaban solo uno de cada diez 
cargos directivos en las compañías de los países pertenecientes 
a dicha entidad. 

Esos datos reflejan no solo las dificultades a las que se ve 
enfrentada una mujer al ingresar al mundo laboral, sino también 
la brecha en igualdad de oportunidades como consecuencia 
de la discriminación por género hacia las trabajadoras, lo cual 
lógicamente impacta en las familias de muchas jefas de hogar. 

Por eso este proyecto es muy necesario. Debemos trabajar 
en esta línea más que nunca, con sentido de urgencia. Hay 
que promover la reactivación económica, pero sin dejar de 
considerar la incorporación de las mujeres”99.

Intervención de la Diputada señora Pérez (doña Joanna): “Hoy, 
este Congreso Nacional discute este proyecto que plantea que 
en las empresas públicas y en aquellas en que el Estado tenga 
participación mayor del 50 por ciento de su capital deberá existir 
una proporcionalidad de no más del 60 por ciento de un género 
en cargos directivos, y que en caso de que sea un directorio 
de tres personas, la representación de un género no podrá ser 
mayor a dos personas. 

Esto es un avance sustancial en materia del reconocimiento 
histórico de la capacidad de las mujeres en la participación con 
el Estado y sienta las bases para establecer avances mayores 
tanto en la paridad y en el acceso a empleos no directivos, como 
en materia de equidad salarial. 

Señor Presidente, el proyecto que discutimos hoy es una deuda 
pendiente del Estado con miles de mujeres capaces; mujeres 
que por muy capaces que sean han quedado excluidas de cargos 
directivos del propio Estado, por lo que hoy debemos todos y 
todas en este hemiciclo concurrir a su aprobación”100. 

Intervención de la Diputada señora Castillo (doña Natalia): “Me 
gusta el proyecto de ley, porque empareja un poquito la cancha 
a propósito de las responsabilidades, porque no da lo mismo la 
paridad si las mujeres van a desarrollar funciones menores y 
los hombres estarán en tareas de mayor responsabilidad y con 
mayor poder de decisión. 

Es sabido que mientras más capacidad han demostrado, mientras 
más preparación académica han tenido las mujeres, aumenta la 
brecha en cuanto a la remuneración por su trabajo respecto de 
un hombre que está en exactamente sus mismas condiciones. 
Entonces, a mayor pega, la brecha crece mucho más. 
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Reitero que este es un buen proyecto, porque además en 
algunos países, en ciertos mercados en que se han impulsado 
las cuotas de género se han obtenido muy buenos resultados, y 
la experiencia ha demostrado que las mujeres en cargos de alta 
responsabilidad son uno de los mayores predictores de éxito y 
avance dentro de una organización. 

-0-. 

Tuvimos una experiencia exitosa a propósito de la incorporación 
de la paridad de género en la Convención Constitucional. Estoy 
segura de que las mujeres van a cumplir un rol muy importante a 
la hora de establecer acuerdos, a la hora de tender puentes, porque 
tenemos lógicas distintas y porque sabemos lo importante que 
es actuar en sociedad. También creemos que podemos hacer un 
aporte en el mundo de las empresas: de las públicas, por cierto, 
y de las privadas. He dicho”101.

h   Ley N° 21.370, Modifica cuerpos legales con el fin de 
promover la equidad de género en el sector pesquero y 
acuícola102

Avanzar hacia la equidad de género
Intervención de la Diputada señora Ossandón (doña Ximena): 
“Históricamente, las mujeres que han participado en esta tarea 
han sido invisibilizadas, a pesar de que no se puede hacer sin 
ellas, porque cuando un hombre termina su pesca, generalmente 
la mujer continúa la tarea para que el producto final llegue a 
nuestras manos, y eso todos lo sabemos. 

Yo quiero mucho al mundo de la pesca artesanal y de la pesca 
en general. Nosotros hemos tenido una relación muy profunda 
con los hombres que desempeñan esa labor, pero claramente 

debemos reconocer que es un mundo tremendamente machista, 
probablemente uno de los más machistas de nuestra cultura. 
Por eso, debemos convencer a los pescadores artesanales de 
la importancia que tiene reconocer el valioso trabajo de las 
mujeres y la posibilidad de que ellas pueden hacer el mismo 
trabajo y participar en las mismas áreas que ellos, porque las 
diferencias que se producen son muy grandes”103. 

Intervención de la Diputada señorita Rojas (doña Camila): 
“El proyecto cobra mucha importancia, porque, por un lado, 
establece cuotas de género en distintos órganos, y, por otro, 
incorpora en la ley ciertas tareas que no están reconocidas en 
ella. Por lo tanto, el espíritu del proyecto está completamente 
relacionado con la necesidad de disminuir las brechas de 
género en una actividad que, como bien dijo la diputada 
Ximena Ossandón, ha estado marcada por ser un sector en el 
que predominan los hombres, lo que no significa que no existan 
mujeres, sino que las labores que ellas realizan, muchas veces, 
resultan completamente invisibilizadas. Por lo tanto, uno de 
los propósitos de este proyecto es visibilizarlas y reconocer su 
labor. 

Además, el proyecto dispone que en el reglamento de la ley 
de pesca se establezcan criterios que permitan disminuir las 
brechas de género en la conformación del Registro Pesquero 
Artesanal y acciones de capacitación en el Instituto Nacional de 
Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura 
de Pequeña Escala (Indespa)”104.

Intervención del Diputado señor Berger: “En la pesca artesanal 
chilena, las mujeres han permanecido invisibilizadas, con 
escaso acceso a la toma de decisiones y, por lo tanto, también a 
los recursos. 
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-0-

Es un hecho real que la discriminación de género en las 
actividades productivas ha aumentado la pobreza y la 
precariedad del sector femenino en la pesca artesanal. Ya es 
tiempo de mejorar esa situación, atendido el importante rol 
que desempeñan las mujeres en el sector y en la realidad de los 
hogares chilenos. 

Sabemos que desde 2002, en que se realizó el primer censo 
diferenciado por sexo, se ha avanzado en visibilizar la presencia 
femenina en la pesca artesanal, aumentando el número de 
asociaciones de mujeres en todo Chile. Sin embargo, la 
regulación pesquera sigue orientada exclusivamente a la 
captura y la extracción, desde la lógica del trabajo masculino, 
excluyendo, limitando y obstaculizando el acceso de las mujeres 
a las instancias de poder. 

Por todo lo anterior, por la realidad que actualmente enfrentan 
nuestras mujeres como jefas de hogar y por su rol cada vez más 
preponderante en el sector pesquero artesanal, es necesario que 
la política pesquera nacional y la política nacional de acuicultura 
favorezcan la igualdad de derechos y de oportunidades entre 
hombres y mujeres dentro del sector, otorgando a las mujeres 
jefas de hogar la posibilidad de desenvolverse”105.

Necesidad de adaptar la legislación, las políticas y las medidas 
en aras a lograr la igualdad de género
Intervención de la Diputada señorita Vallejo (doña Camila): 
“Por lo tanto, este proyecto se enmarca en un contexto 
sumamente relevante. Hoy existe un proceso de discusión y 
de modernización en este ámbito. Hay distintos proyectos de 

ley que se están discutiendo que tienen relación con la ley de 
pesca. Por lo tanto, es muy importante que en este contexto se 
incorpore la perspectiva de género. Además, hay directrices y 
recomendaciones de la FAO en el sentido de avanzar hacia un 
modelo más sustentable, incorporando la perspectiva de género 
en lo que tiene que ver con la alimentación, con la industria y 
con los distintos modelos económicos.

-0-

Hoy, en el ámbito de la pesca, solo se reconoce, o 
mayoritariamente se reconoce, a los pescadores artesanales. Sin 
embargo, qué pasa con las charqueadoras y con todas las mujeres 
que trabajan en actividades asociadas a la pesca artesanal, 
incluso con aquellas pescadoras artesanales que no están en los 
espacios de poder, de toma de decisiones, como, por ejemplo, en 
los sindicatos, que no tienen cuotas ni áreas de manejo. Por esa 
razón son postergadas y no les llegan recursos, y los que llegan 
son para capacitación, pero son totalmente insuficientes para la 
cantidad de mujeres que trabajan en este ámbito. Por tanto, en 
el proceso de encadenamiento productivo, la labor que hacen 
ellas, las mujeres, se invisibiliza y no se apoya ni se refuerza”106. 

Notas de los Anexos

1 La clasificación de este grupo de leyes fue elaborada por Pamela Cifuentes, 
profesional del Área Políticas Sociales de la Asesoría Técnica Parlamentaria 
de la Biblioteca del Congreso Nacional; mientras que la selección misma de 
estas 67 leyes también fue realizada por Pamela Cifuentes en conjunto con 
la autora de este capítulo.

2 La Ley N° 21.371 se cita en dos materias: en derechos laborales (permisos) 
y en derechos sexuales y reproductivos, pues tocan ambos ámbitos, sin 
embargo, se contabilizada solo una vez, obteniéndose 67 leyes.
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3 La Ley N° 19.325 publicada el 27 de agosto de 1994, que establece 
normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia 
intrafamiliar, fue derogada y no se incluye en este listado.

4 La Ley N° 21.371 se cita en dos materias: en derechos laborales (permisos) 
y en derechos sexuales y reproductivos, pues tocan ambos ámbitos, sin 
embargo, se contabilizada solo una vez, obteniéndose 67 leyes.

5 La ley N° 19.591 prohíbe condicionar la contratación de trabajadoras, su 
permanencia o renovación de contrato, la promoción o movilidad en su 
empleo, a la ausencia o existencia de embarazo, ni exigir para dichos fines 
certificado o examen alguno para verificar si se encuentra o no en estado 
de gravidez.

6 La Ley N° 20.595 contempla el Subsidio al Empleo de la Mujer que 
beneficia a las trabajadoras dependientes e independientes que tengan 
entre 25 y 60 años de edad y que pertenezcan al 40% más vulnerable de la 
población, así como sus respectivos empleadores.

7 El objeto de la Ley N° 21.010 es constituir las bases de un nuevo 
componente del Sistema de Protección Social: la creación de un fondo 
que financie un seguro para las madres y padres trabajadores de hijos e 
hijas menores de edad, afectados por una condición grave de salud y de 
alto riesgo vital, con el objeto que puedan ausentarse justificadamente 
de su trabajo durante un tiempo determinado, para prestarles atención, 
acompañamiento o cuidado personal, recibiendo durante ese período una 
prestación económica que reemplaza total o parcialmente su remuneración 
mensual, la que será financiada con cargo al seguro.

8 La Ley N° 21.247 establece beneficios a los padres o madres que estén 
haciendo uso del permiso postnatal parental o que tengan el cuidado 
personal de niños o niñas nacidos a contar del año 2013, con motivo de la 
pandemia originada por la enfermedad denominada COVID-19.

9 La Ley N° 21.371 que modifica dos cuerpos normativos: 1) La Ley Nº 
20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en 
relación con acciones vinculadas a su atención en salud, en el sentido de 
incorporar un nuevo párrafo a su artículo 5°, referente al derecho a recibir 
un trato digno y respetuoso, se establece el deber de los prestadores de 
salud de realizar acciones concretas de contención, empatía y respeto por el 
duelo de cada madre, u otra persona gestante, que hayan sufrido la muerte 
gestacional o perinatal, así como también para el padre o aquella persona 

significativa que la acompañe. 2) El Código del Trabajo en su artículo 66, 
referente a los permisos pagados a que tiene derecho todo trabajador, 
en el sentido de aumentar de 7 a 10 días corridos el permiso laboral en 
caso de muerte de un hijo; y aumentar igualmente, de 3 a 7 días corridos, 
el permiso en el caso de muerte de un hijo en período de gestación. Este 
permiso es adicional al feriado anual y se otorga independientemente del 
tiempo de servicio. (Permisos parentales).

10 La Ley N° 20.840 modifica una serie de normas con el objeto de cambiar 
el sistema electoral binominal por uno proporcional inclusivo, tendiente 
a mejorar la representatividad del Congreso Nacional en la elección 
de Diputados y Senadores, permitiendo reducir la desigualdad en el 
voto, representar todas las corrientes políticas, incentivar la inclusión y 
participación de la mujer y aumentar la competencia.

11 La Ley N°20.915 contempla, dentro de los objetivos, el promover la 
participación política inclusiva y equitativa de las mujeres.

12 La Ley N° 20.418 fija normas sobre información, orientación y 
prestaciones en materia de regulación de la fertilidad y autoriza la entrega 
de métodos anticonceptivos a la población, entre ellos, los de emergencia 
(“Píldora del día después”) en el sistema público de salud.

13 La Ley N° 21.371 modifica dos cuerpos normativos: 1) La Ley Nº 20.584, 
que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con 
acciones vinculadas a su atención en salud, en el sentido de incorporar un 
nuevo párrafo a su artículo 5°, referente al derecho a recibir un trato digno 
y respetuoso, se establece el deber de los prestadores de salud de realizar 
acciones concretas de contención, empatía y respeto por el duelo de cada 
madre, u otra persona gestante, que hayan sufrido la muerte gestacional o 
perinatal, así como también para el padre o aquella persona significativa 
que la acompañe. (Derechos de atención en salud, “Ley Dominga”). 2) El 
Código del Trabajo en su artículo 66, referente a los permisos pagados a 
que tiene derecho todo trabajador, en el sentido de aumentar de 7 a 10 
días corridos el permiso laboral en caso de muerte de un hijo; y aumentar 
igualmente, de 3 a 7 días corridos, el permiso en el caso de muerte de un 
hijo en período de gestación. Este permiso es adicional al feriado anual y 
se otorga independientemente del tiempo de servicio. Derechos laborales 
(permisos parentales).

14 La N° 19.585 elimina la Porción Conyugal mejorando los derechos de 
sucesión del cónyuge sobreviviente.
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15 La Ley N° 19.611 sustituye en el artículo 1º de la CPR la expresión “Los 
hombres” por “Las personas”, y se agrega en el artículo 19 N° 2, la oración 
“Hombres y mujeres son iguales ante la ley”.

16 La ley N° 20.609 establece medidas contra las discriminaciones arbitrarias 
y un procedimiento judicial para reestablecer el derecho cuando se cometa 
un acto de ese tipo. Se establece que una discriminación es arbitraria 
cuando se funda en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, 
la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, 
la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones 
gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad 
de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la 
enfermedad o discapacidad.

17 Uno de los objetivos de la Ley N° 21.105 es promover la perspectiva de 
género y la participación equitativa de mujeres y hombres en todos los 
ámbitos de la ciencia, tecnología e innovación.
18 Este proyecto de ley se encuentra en la etapa Segundo informe de 
Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de la Mujer 
y Equidad de Género, unidas. Véase http://bcn.cl/3as65.

19 Desde el 9 de marzo de 2022 se encuentra en la etapa de Segundo informe 
de Comisión de Hacienda del Senado, Previamente, la actual Comisión de 
Mujer y Equidad de Género rindió cuenta del Primer Informe en la Sala del 
Senado, el 13 de enero de 2020.

20 Hasta septiembre de 2022, se denominaba Comisión Especial Encargada 
de conocer iniciativas y tramitar proyectos de ley relacionados con la mujer 
y la igualdad.
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A principios de noviembre y según informaba el Ministerio 
de la Mujer y Equidad de Género (SERNAMEG) (Ministerio 
de la Mujer y Equidad de Género, 2022), en 2022 se contaba 
con treinta y dos mujeres asesinadas en Chile a manos de sus 
parejas, cónyuges, ex cónyuges, ex parejas o padres de sus 
hijos e hijas. El caso número treinta y dos es el de Ghislaine 
Estefanía Morales Ortega, de veintitrés años de edad, a quien 
su conviviente arrojó por un precipicio, causándole la muerte 
en la comuna de Puente Alto. Es probable que, de continuar 
las tendencias que se siguen de los datos de que dispone el 
SERNAMEG, el año 2022 finalice con una cifra de femicidios, 
en grado de consumados, cercana a cuarenta. Desde 2013 se 
reportan números de ese orden, y solo en 2016 se reportó un 
número inferior: treinta y cuatro. La mayoría de ellos se registró 
en la Región Metropolitana, donde en 2022 han sido asesinadas 
veintidós mujeres. Una tendencia que es aún más acentuada que 
la anterior son los intentos de asesinato: mientras setenta y ocho 
mujeres sufrieron alguna forma de intento de asesinato en 2013, 
ciento cuarenta experimentaron esa clase de violencia hacia 
fines de 20221. Esto significa que alrededor de ciento cuarenta 
hombres, parejas, convivientes, ex parejas, ex convivientes 

y/o padres de hijos e hijas, intentaron, de alguna forma fallida, 
asesinar a ciento cuarenta mujeres.

Por razones que la literatura ha buscado desentrañar y la ley 
penal castigar, en Chile hay ciento cuarenta hombres que 
creyeron tener el derecho de tomar las vidas de las mujeres de 
quienes eran parejas, de sus hijas o de las hijas comunes. La 
respuesta que el derecho, como expresión de voluntad política, 
impone a dichos hombres ha sido variable. Pareciera que cierta 
evolución se ha seguido desde los años que la violencia de género 
era concebida como un problema doméstico, invisibilizado en 
la intimidad del hogar y casi una extensión del poder que los 
hombres debían ejercer sobre las mujeres. La dirección ha sido 
la de una repolitización del problema, como una expresión de 
las desigualdades estructurales y permanentes de las cuales el 
asesinato es la forma más extrema. Pareciera, entonces, que 
el movimiento feminista y sus diversas (e ideológicamente 
variopintas) formulaciones buscaba, entre otras cosas, desafiar 
categorías jurídicas que juzgaba insuficientes en su rigor y, por 
cierto, en su conceptualización: decir ‘femicidio’ resulta mucho 
más que pronunciar una palabra que el corrector ortográfico del 
procesador de texto insiste en subrayar como errónea. Implica 
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inscribir una nueva categoría, producto de un proceso político 
que debe insertarse en la dogmática jurídica para, desde esa 
herramienta, visibilizar algo que estaba pasando, que requería 
un tratamiento normativo distinto porque era, en sí mismo, una 
realidad distinta.

Este capítulo busca indagar en la forma y los paradigmas que 
han inspirado el abordaje del derecho chileno sobre el problema 
de la violencia contra la mujer. Si bien la violencia puede 
adoptar diversas formas, tan abundantes como son los espacios 
de dominio y ejercicio de poder masculino, el estudio se centra 
en las formas más extremas de violencia, que en el derecho 
suelen asociarse a aquellas conductas sancionadas como delitos 
en los Códigos Penales u otros cuerpos legales. De esta forma, 
la primera sección adopta el enfoque de la violencia contra la 
mujer como un problema político, procurando ilustrar sobre sus 
causas y los problemas teóricos que ofrece. Es necesario, en este 
sentido, conceptualizar la violencia contra la mujer de manera 
que dé cuenta de las estructuras sociales y políticas en que se 
asienta en cuanto fenómeno social, para así denotar su carácter 
y rasgos distintivos respecto de otras formas de violencia. La 
segunda sección indagará en los instrumentos normativos 
que ha desarrollado el derecho internacional de los derechos 
humanos, a partir de la CEDAW y de la Convención de Belem 
Do Pará. En base a estos, se procurará, en la tercera sección, 
identificar el camino que ha tomado el desarrollo legislativo en 
Chile, qué cambios han ido operando y qué deudas mantiene a 
la luz de los instrumentos internacionales. Finalmente, a modo 
de conclusión, se ofrecen algunas miradas acerca del futuro y 
del giro que ha de tomar la producción normativa en el nivel 
legislativo.

1. La violencia contra la mujer como problema político

1.1. Hegemonía y poder en el sistema de género.

Los datos que se han mostrado en la introducción deben 
ser contextualizados en un tiempo y una estructura política 
específica. No son sólo anotaciones estadísticas en un registro, 
sino más bien la evidencia de una estructura social que prohíbe 
normativamente la violencia, pero que la permite de facto. La 
trayectoria normativa sobre la violencia de género se inserta 
en una determinada forma de organización social en que sexo 
y género conforman un sistema tanto de dominación como de 
hegemonía y del que se derivan, a su vez, roles específicos en la 
familia y en el mercado de trabajo.

En ese sentido, uno de los aportes más significativos del 
feminismo es la construcción de un aparato teórico que permite 
desanclar la violencia y demás situaciones de opresión que afectan 
a las mujeres del espacio privado de la familia, para llevarlos al 
terreno de la organización social más básica. Para MacKinnon, 
por ejemplo, el género es básicamente una desigualdad de 
poder y de estatus, mientras que solo por derivación es una 
diferencia. Es decir, si la diferencia es fundamentalmente 
abstracta y falsamente simétrica, la desigualdad es sustantiva 
y primaria (MacKinnon 2014: 23-24). La situación de sujeción 
de las mujeres, entonces, se explica en una variación de estatus, 
rol y tratamiento hacia las mujeres, que es demasiado extenso 
en el tiempo y el espacio como para considerarlo un hecho 
biológico; y a la vez muy poco variado para considerarlo un 
fenómeno individual (MacKinnon 2014: 47). En otras palabras, 
la desigualdad social se impone por sobre la mera diferencia 
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biológica. En efecto, los hombres y las mujeres son mucho más 
parecidos biológicamente de lo que se supone habitualmente, 
pero mucho más diferentes socialmente de lo que se querría. 
Sin embargo, este problema social tiende a quedar oculto en 
una naturalización que justifica un trato diferente basado en la 
diferencia biológica. En realidad, como MacKinnon sostiene, 
se trata de la diferencia entre poder y la falta de este (2014: 47).

De este modo, y como afirma Bourdieu (2018: 35), la estructura 
de poder masculino se encuentra naturalizada al grado de que 
prescinde de cualquier justificación para erigirse en un modelo 
que se hegemoniza y se transforma en la medida de lo válido, 
sin necesidad de enunciarse en un discurso que lo legitime. La 
fuerza dominante, junto a la violencia como su consecuencia 
más nefasta, se erige por la fuerza de las cosas, en un orden 
natural que, por natural, no requiere ser explicado. Además, 
Bourdieu trae nuevamente a terreno el rol de la diferencias de 
los cuerpos biológicos, que se perciben y construyen de acuerdo 
a los esquemas prácticos de la visión androcéntrica, logrando 
instituirse como fundamento objetivo de diferencia, en tanto 
jerarquías. De ahí que esas diferencias biológicas aparezcan 
más bien como determinantes de la división sexual del trabajo y 
como una construcción arbitraria que va a organizar la sociedad 
completa (Bourdieu 2018: 58). Ese patrón androcéntrico 
tendría, como se verá, un fuerte impacto en la devaluación de 
lo femenino. En palabras de Fraser, el androcentrismo instituye 
un patrón de valor que privilegia los rasgos asociados a la 
masculinidad y devalúa todo lo que se codifica como femenino 
(Fraser 2015: 193).2

De esta forma, la división primaria y fundamental, entre hombres 
y mujeres, entre lo masculino y lo femenino, trasciende con 
mucho la mera constatación de la diferencia biológica, sino que 

articula una serie de relaciones y prácticas de dominación basadas 
arbitrariamente en esa diferencia. Siguiendo a Segato, existe un 
abismo de diferencia entre lo ‘universal-central’ y lo ‘residual-
minorizado’, a partir de lo que se configura una estructura binaria 
opresiva e inherentemente violenta (Segato 2018a: 22). No 
resulta que hombres y mujeres sean anatómicamente diferentes, 
sino más bien que aquella diferencia anatómica —una que se 
organiza en torno a un rol reproductivo específico— constituye 
la base de relaciones de poder instituidas entre los sexos. En esta 
línea, es fundamental comprender los mecanismos a través de 
los cuales esta preeminencia, que se le reconoce universalmente 
a los hombres, se afirma en las estructuras sociales que le 
conceden a lo masculino la mejor parte en la distribución de la 
economía política, excluyendo a las mujeres de los beneficios 
a que da lugar el contrato social que funda la modernidad. 
Como afirma Bourdieu, las estructuras de dominación son el 
producto de: “(…) un trabajo continuado (histórico por tanto) de 
reproducción al que contribuyen unos agentes singulares (entre 
los que están los hombres, con unas armas como la violencia 
física y la violencia simbólica) y unas instituciones: Familia, 
Iglesia, Escuela, Estado” (Bourdieu 2018: 79).

Esto permite, pues, abordar la violencia de género y las formas 
más graves de esta en un contexto específico, construido y 
fundado en una visión androcéntrica con un fuerte arraigo en 
las instituciones sociales. A partir de ello, es posible pensar 
el derecho tanto como una herramienta de reproducción de 
ese esquema, y a la vez como una posibilidad de cambio y 
subversión de sus estructuras más fundamentales. La violencia 
de género se sustenta en un aparato ideológico del cual la ley 
es parte y a partir de la que se articula el poder en una sociedad 
dada. Cuando aquello se desmitifica, develando su carácter 
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cultural o ‘no natural’, es posible incidir en las instituciones 
sociales, siendo el derecho una de estas.

1.2. Las estructuras de la violencia

Si bien la violencia de género es un hecho específico, es 
preciso reconocer en esta, así como en cada una de sus diversas 
graduaciones de gravedad, un principio de opresión sistémico 
que la explica más allá de su ocurrencia particular y que se 
funda en una jerarquía y una posición de poder. Una vez que una 
estructura fundamental de la sociedad se asienta en la diferencia 
socialmente construida y su resultado que se plasma en un 
sistema de poder, es posible identificar un número de variantes 
de esa construcción social. La más evidente y, dicho sea de paso, 
en la que buena parte de la teoría de género se ha sustentado, es 
la división sexual del trabajo, que se siguen directamente de la 
‘diferencia-desigualdad’ entre hombres y mujeres. Como afirma 
Fraser (2015: 192), el género, o la socialización desigual en 
torno a la diferencia sexual, es un principio organizador de la 
sociedad en torno al trabajo remunerado productivo y al trabajo 
reproductivo no remunerado, que se asigna primordialmente a 
las mujeres, y que Fraser denomina ‘cuello rosa’3. 

Hasta aquí, como destaca Fraser, el género se parece a la clase, 
pues ubica los poderes sociales de acuerdo al lugar que cada 
cual ocupa en el mundo de la ‘producción/reproducción’. Esta 
categoría, no obstante, es por sí sola insuficiente si no se lee 
de manera conjunta con la de estatus social. La violencia es, 
en consecuencia, una expresión de la subordinación de estatus 
que es específica del género (Fraser 2015: 193). Y es asimismo 
un ‘proceso apropiativo-despojador’, en tanto que, para que 

alguien alcance un estatus, es preciso que alter lo pierda (Segato 
2018a: 43). Esta subordinación se verifica en formas graves, a 
saber: el asesinato, la violación, el acoso sexual y la violencia 
doméstica; pero también en una larga serie de otras agresiones 
que se encuentran codificadas en la sociedad y, por cierto, en el 
derecho. Las representaciones estereotipadas, objetificantes, el 
desprecio en los medios de comunicación, la marginación de 
los órganos deliberativos y de las instancias públicas, son sólo 
ejemplos de una estructura que, para Fraser, no es posible superar 
con la sola redistribución que propone la economía política, 
sino que mediante el reconocimiento (Fraser 2015: 193). Esto 
equivale, por cierto, a la clásica distinción entre explotación en 
el orden económico, y opresión en el campo político, que tanto 
se confunden en el lenguaje habitual, toda vez que se dan de 
manera entremezclada.

Es preciso, entonces, identificar algunos rasgos fundamentales 
de la violencia a partir de la estructura de opresión en la que 
se asienta, pero con el objetivo también de establecer sus 
particularidades diferenciadoras. Agresión y violencia juegan 
un rol performativo en la construcción de una relación de 
poder: las agresiones, en tanto constituyen violencia de género, 
son instrumentales y están amparadas en una sanción positiva, 
reforzadora entre iguales, y se asimila a una posición de poder 
(Dairiam 2015: 379; Delgado 2015: 48; Figueruelo 2015: 62). 

Se trata así de crear una episteme propia para la violencia de 
género, que sólo parece ser comprendida desde quienes la 
experimentan como un colectivo. Como afirma MacKinnon, a 
propósito del delito de violación4 —pero puede extenderse este 
razonamiento a todas las formas de violencia—, no se trata de 
procurar objetividad, sino “(…) representar el punto de vista de 
las mujeres” (2014: 128), lo que implica abandonar las categorías 
que, en definitiva, controlan la sexualidad normativamente. 
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Las implicancias que esto puede tener en el sistema normativo 
legal son amplias; por lo pronto permite construir leyes más 
allá de las categorías habitualmente impuestas por los hombres 
y enriquecer las prácticas interpretativas que constituyen el 
derecho.

Este conocimiento propio, al que ha aportado el feminismo, 
puede llevar a una reconducción de la comprensión de las 
estructuras hegemónicas de género desde el poder hacia la 
sexualidad, como una estructura de poder por sí misma. Implica, 
por ende, reconocer otra forma distinta de jerarquía o estatus que 
se basa en la sexualidad y que se deferencia de otras estructuras 
de poder. Aquí es útil la lectura que hace Fraser (2015) sobre la 
bidimensionalidad del género, como clase y como estatus. De la 
misma forma, esta compresión y el conocimiento que se produce 
a partir de esta y desde las mujeres, puede irradiarse hacia las 
instituciones y modificar las prácticas político-jurídicas que 
las gobiernan. El camino que se sigue es la sexualización del 
derecho y la política, seguida de su reinterpretación completa.

1.3. Violencia y derecho

Parte importante del proceso de institucionalización de los 
patrones de género es su inscripción en el derecho, o su 
codificación expresa en muchas áreas, como el derecho de 
familiar o el derecho penal (Fraser 2015: 193). El derecho es una 
expresión normativa del patrón de valor, así como una vía para 
su institucionalización. Puede, por tanto, ser la vía de negación 
o bien de reconocimiento de la posición de las personas como 
plenos participantes en las distintas formas de interacción social, 

de su igual consideración y de las condiciones de igualdad para 
alcanzarla. El reconocimiento de su singularidad es una de las 
condiciones para ello: al complementarla con una redistribución 
justa de recursos en una sociedad dada, se obtiene una mirada 
bidimensional del género, que integra la perspectiva de clase (y 
su abordaje mediante la redistribución en la economía política) 
y de estatus, mediante el reconocimiento del igual valor de la 
propia singularidad (Fraser 2015: 194-195).

La violencia de género, en toda su especificidad, arranca 
precisamente de la desigualdad, con toda su carga de no 
reconocimiento en base al sexo que se inscribe de modo claro 
en las instituciones jurídicas5. Este punto de vista obliga a 
pensar en el estatus como una continuidad, un arrastre en la 
propia modernidad contractual de las prácticas de las sociedades 
premodernas y en que las mujeres no solo no participan 
plenamente, sino que conservan resabios, más o menos evidentes 
o explícitos de su antigua categoría. La transición hacia la 
modernidad no implicó, en todos los casos ni con la misma 
fuerza, la abolición de las estructuras jerárquicas ni mucho 
menos dejaron de persistir las jerarquías de género. Incluso 
tras hitos tan sustanciales como la Declaración Universal de 
1948 sobre los Derechos Humanos, la posición de las mujeres 
siguió escondida en un axioma de supuesto universalismo, “(…) 
subsumidas en la categoría universal de lo humano asimilado a 
lo masculino en cuanto lo neutro universal” (Figueruelo 2015: 
58).

Por el contrario, como sostiene Figueruelo, tras las declaraciones 
de igualdad y libertad no se alteran las estructuras ni las jerarquías. 
Lo que feministas como Segato alegan es precisamente el 
carácter elemental de esa jerarquía: “(…) la simiente de las 
relaciones de poder en la sociedad” (Segato 2003: 57). Si la 
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jerarquía de género es el clivaje fundamental, la primera gran 
división de la sociedad humana, es lógico pensar que esta se 
inmiscuye en cualquier institución que se produzca y en las 
normas que la gobiernan. En esa lógica, la desbiologización de 
las jerarquías permite repensar esa estructura jerárquica desde 
las instituciones que determinan el mapa cognitivo con que 
operan las personas que transitan por ellas (Segato 2003: 69). 

Es necesario, entonces, indagar críticamente en el rol que el 
derecho —y como se verá más adelante para el caso de Chile: 
las leyes— ha desempeñado en la instauración de un patrón de 
menor valor para las mujeres y lo femenino y qué estrategias 
de corrección pueden desarrollarse. En lo esencial, el sistema 
jurídico trasunta una pesada carga de normas sociales construida 
en una jerarquía básica masculino/femenino, situando lo 
normativo en el lado masculino de la balanza. La violencia es, 
desde este punto de vista, instrumental a la mantención de una 
jerarquía de los estatus relativos de género y posee un conjunto 
de mecanismos a través de los que actúa: es un mecanismo 
que sirve a la preservación de un orden (Segato 2003: 107). Es 
necesario preguntarse de que forma la ley, en tanto institución 
política propia de la modernidad y que se opone a la costumbre, 
delineando la vida social, es capaz de cumplir un cometido 
reproductor de la jerarquía o de la resistencia y cambio de la 
misma, en orden a derogar un sistema de estatus del cual ha 
sido parte. Muchos mecanismos normativos propios del derecho 
moderno, universal y producto de la legislación, han sostenido 
y sostienen aún una jerarquía de género que es perfectamente 
visible. 

Este punto de vista obliga a desafiar dichas estructuras a partir 
de una pregunta que Segato plantea: ¿Cómo es posible ilegalizar 
una serie de conductas o comportamientos en circunstancias de 
que estos forman parte de esa estructura? Y, en lo que importa 

a la política criminal: “¿Cuán eficaces son o conseguirán ser las 
leyes que criminalizan actitudes fuertemente sustentadas por la 
moral dominante?” (Segato 2003: 122). Si bien Segato aborda 
el problema de la ley y su oposición a la costumbre, a propósito 
de las sociedades indígenas de Brasil, es posible plantear una 
cuestión muy actual y concreta. Se trata de la batalla misma 
del derecho contra el derecho. Dicho de otra manera, la lucha 
del derecho como expresión política por superar sus propias 
limitaciones y deficiencias a la hora de abordar las desigualdades. 
De ahí que, como se verá, sea posible fijar un objetivo general 
de modificación de patrones sociales esencialmente jerárquicos 
y, por ello, violentos, que están en buena medida radicados en 
las instituciones jurídicas. Para Segato, ese objetivo demanda 
necesariamente que la ley impulse, mediante su eficacia 
simbólica, un sentimiento ético en pro de la transformación 
de la moral que sustenta las costumbres y la jerarquía social 
(Segato 2003: 126).

Es interesante, en ese orden de cosas, plantear qué es lo que 
puede esperarse del sistema normativo formal-legal, propio del 
contractualismo moderno. La eficacia simbólica del derecho 
puede aquí desgranarse en dos formas bien concretas, a través 
de las que transforma las posiciones y las subjetividades de 
género. Por una parte, la ley nomina, dice cosas, asigna nombres 
y con ellos designa qué prácticas son deseables y cuáles no: la 
ley constituye “un sistema de nombres” (Segato 2003: 143), y 
nada es más cierto para el caso del derecho penal a  través de la 
tipificación de los delitos. Por otra, se sigue a partir de esto una 
consecuencia: la formulación —y habría que añadir la práctica 
misma— del derecho “(…) previene el anclaje de los sujetos 
sociales en prácticas prescritas como inmutables” (Segato 2003: 
144), de manera de aquellos roles de género que se consideran 
parte de un orden natural, esencialmente jerárquico, pueden 
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ser alterados y subvertidos mediante la práctica del derecho. 
Una condición de ello es la visibilización del derecho y de los 
derechos, que va a construir su jurisdicción.

2. La respuesta del derecho: notas críticas.

Sentadas ciertas bases teóricas sobre las estructuras elementales 
de la violencia y el rol que al derecho, como práctica social y 
política, le puede caber en su mantención o en su subversión, es 
necesario focalizar el análisis en el derrotero normativo que se 
ha seguido. Se centrará el análisis, para efectos de esta reflexión, 
en aquellas formas de violencia que se consideran por los 
instrumentos internacionales y la legislación interna de Chile, 
como las más graves y respecto de las cuales se ha construido, 
con variantes, una respuesta desde el derecho penal. Ello, 
teniendo como premisa fundamental la idea de que la violencia 
de género responde a las estructuras jerárquicas que organiza 
a la sociedad en su conjunto, y que sólo las consecuencias 
más extremas de esa estructura son objeto de tratamiento por 
el derecho. De la misma manera, se descarta en este análisis 
cualquier pretensión dogmático-penal, de manera de concentrar 
el estudio en la evolución que la rama ha tenido en esta materia 
e identificar los desafíos pendientes.

2.1. Consideraciones críticas: el derecho penal ante la 
violencia

Ya se advertía, con Segato, que el derecho puede ser un factor 
de modificación de comportamientos y de las estructuras 
jerárquicas que están a la base de la violencia de género. No 
obstante, resulta útil indagar en el rol que se le ha asignado 
al derecho penal y el camino punitivista que ha seguido la 
legislación. Ello debido a que, como se verá más adelante, la 
evolución que la respuesta normativa en Chile ha seguido en 
esta cuestión ha sido fundamentalmente una de orden penal, en 
la que se han instituido nuevos tipos penales —principalmente 
los delitos de maltrato habitual y femicidio—, sin que al parecer 
se haya avanzado en la desarticulación de las estructuras más 
básicas de la violencia.

En ese sentido, Larrauri6 señala que uno de los rasgos de la 
doctrina feminista es el atribuir al derecho, incluso al derecho 
penal, una función como instrumento para dotar de mayor 
poder a las mujeres (2007: 19). Para el caso de España —
aunque algo similar podría observarse para el caso chileno—, 
se ha transitado desde una invisibilización de lo que ocurría 
en el espacio doméstico y una marginación del derecho penal 
de la intimidad de la familia, a una demanda de intervención 
penal en un espacio que el feminismo considera plagado de 
relaciones de poder y de sujeción (Larrauri 2007: 56). Para 
la autora, el llamado ‘feminismo punitivo’, y su alegato de 
mayores castigos, debe ser cuestionado y desenmascarado como 
‘punitivo y conservador’ (Larrauri 2007: 57). En un sentido 
similar argumenta Villegas, al afirmar la falta de aptitud del 
derecho penal para la prevención y resolución de los conflictos 
de violencia intrafamiliar (2012: 280).
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Es indudable que esta discusión forma parte de un problema 
mucho más amplio que el que convoca estas líneas. En efecto, la 
ampliación del derecho penal, ya sea por la vía de agravar penas 
a delitos existentes, por precisar sus contextos o bien mediante 
la creación de nuevos tipos penales autónomos, es problemática 
no sólo por los altercados dogmáticos que produce, sino también 
por lo que dice de la racionalidad de la fijación, por medios 
democráticos, de aquellas conductas que una sociedad desea 
sancionar como las más graves. La consigna de un derecho 
penal mínimo, para Larrauri, no es coherente con el recurso 
excesivo que el feminismo —aunque habría que precisar: 
cierto feminismo— hace al derecho penal7, ni el discurso 
feminista se agota o está limitado al derecho penal. Desde este 
punto de vista, como señala Corcoy para el caso de España, la 
intervención del derecho penal en el ámbito de los malos tratos 
familiares requiere legitimarse en su eficacia y utilidad, además 
del cumplimiento de las garantías constitucionales de defensa y 
de presunción de inocencia (Corcoy 2010: 329).8 

Pero, como sostiene Figueruelo a propósito de la legislación 
sobre violencia de género en España, estas normas trazan una 
forma específica de delitos que solo tienen lugar en contra de 
las mujeres en que el delito mismo no es puntual, sino que 
viene determinado por un proceso evolutivo y que resulta, 
además, susceptible de tratamiento en el sistema sanitario, 
educativo y asistencial (Figueruelo 2015: 65). La especialidad 
de esta clase de criminalidad justifica, en el caso español, la 
constitucionalidad de una medida penal de acción afirmativa, 
que enfrentan particulares problemas en el ámbito del derecho 
penal (Figueruelo 2015: 65).

Para Segato, la agresión solo es la punta de un iceberg de un 
estado de cosas extensamente normalizado en una serie de 
prácticas que se estabilizan en las rutinas cotidianas que “(…) 

no son criminalizadas porque, en verdad, no podrían serlo” 
(Segato 2018a: 209). Segato da cuenta de la curiosa paradoja 
que constituye al agresor de un crimen sexual en un agente 
moralizador, que castiga a una víctima desobediente. Para la 
autora, es relevante desmitificar esta clase de agresiones y su 
relación con la libido sexual masculina, cuando en realidad se 
trata de crímenes “(…) por medios sexuales” cuyo objetivo es 
la disciplina y control de la víctima9. Es, en parte, lo que asoma 
tras los relatos de mujeres que han sido víctimas de alguna forma 
de violencia de género y que recopila Nuria Varela (2017). El 
perfil que la autora traza sobre los perpetradores de violencia 
de género no dista mucho del esquema que tradicionalmente se 
atribuye a la masculinidad. Se trata, por lo tanto, de:

(…) hombres normales (…) varones que 
participan del pensamiento machista 
tradicional y conciben a sus parejas 
como objetos propios. (…) No dudan de 
su superioridad frente a las mujeres. 
(…). Participan del imaginario colectivo, 
refrendado por la ley hasta hace poco, de que 
las mujeres son propiedad de los hombres, 
primero de sus padres y después de sus 
maridos (Varela 2017: 126).

No debe perderse de vista, con todo, el rol que el derecho penal 
debe jugar en la transformación simbólica de las estructuras 
de pensamiento patriarcal que están a la base de la violencia, 
y que va más allá de los fines que clásicamente se asignan a la 
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pena. En muchas ocasiones, tras un alegado perfeccionamiento 
normativo, hay una práctica discursiva en la que el derecho busca 
subvertir su propio rol en la construcción de esas estructuras. 
Funciona, en esta lógica, como un verdadero catalizador de un 
nuevo posicionamiento que una comunidad política toma, en 
que busca decir algo sobre aquellas conductas cuya ocurrencia 
no remite, o al menos no es posible afirmar que remita gracias a 
una nueva norma penal. 

Se trata, como señala Antony, de sacar esas conductas del 
ámbito privado y visibilizarlas mediante el derecho penal. No 
obstante, y de ahí la contradicción, el derecho penal aparece 
como un instrumento esencialmente masculino, y su lenguaje, 
aparentemente neutro, trasunta esos valores, lo que obliga a 
formular soluciones no necesariamente punitivas (Antony 2001: 
256-257). La necesidad que advierte Antony se escinde de la 
respuesta penal, alcanzando el terreno de la asistencia social, 
el acceso a la justicia, la ampliación de los derechos sexuales 
y reproductivos, además de una: “(…) reorganización de las 
estructuras sociales y culturales que lleven a considerar la 
diversidad de género y por consiguiente al cambio necesario en 
la ideología dominante” (Antony 2001: 257). 

Pero no puede soslayarse que, en muchos casos, la introducción 
de nuevos delitos o el aumento de las penas de los ya existentes, 
posee un impacto muy limitado en la incidencia de esa conducta. 
Ya se verá, para el caso de Chile, como la introducción de un 
tipo específico de femicidio en 2020 no ha producido una baja en 
el fenómeno, sino más bien lo ha visibilizado estadísticamente. 
Las mujeres, como Ghislain Morales, siguen muriendo a manos 
de hombres, con independencia de si son registradas como 
víctimas de femicidio o no. Como afirma Jericó, el objetivo del 
derecho penal debe ser, en ese sentido, algo más modesto que 

la reforma a las estructuras esenciales de la violencia sexista: 
no puede liderar esa reforma, pero sí puede aspirar a que esas 
estructuras de poder no se refuercen en una falsa neutralidad 
del Estado y el derecho, y a que no se consoliden jurídicamente 
esas discriminaciones. De ahí que la perspectiva de género en el 
derecho penal busque descubrir las reglas que crean y perpetúan 
una discriminación, reconociendo las herencias culturales en las 
que se asienta la inferioridad y el sometimiento (Jericó 2019: 
297-298). 

Las respuestas del derecho son, de esta forma, variadas. A 
continuación se ofrece un análisis desde el derecho internacional 
de los derechos humanos, en especial desde las normas de la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer, adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en 197910 (en adelante CEDAW, 
por sus siglas en inglés) y las observaciones que el Comité 
respectivo ha formulado para Chile, en 2018. Por el rol que ha 
jugado en la evolución del derecho en las jurisdicciones en las 
que se impone, el estudio de la CEDAW es mucho más que un 
mero check de obligaciones, constituyendo, como señala Valdés, 
un “(…) verdadero programa de acción pública destinado a 
eliminar la discriminación hacia las mujeres” (Valdés 2013: 
171). 

De la misma manera, se abordarán los términos en que la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer, o Convención de Belém do Pará, 
como instrumento marco para el ámbito americano.11
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2.2. La Convención para eliminar las formas de discriminación 
en contra de la mujer

Suscrita en 1979 en la Asamblea General de Naciones Unidas, 
la CEDAW es el principal instrumento del derecho internacional 
contra todas las formas de la discriminación en contra de la 
mujer, obligando a los Estados parte a poner en marcha todo tipo 
de dispositivos que aseguren el pleno desarrollo y adelanto de la 
mujer en iguales condiciones que el hombre. Es un instrumento 
cuya principal orientación es la igualdad, que se busca lograr 
mediante la transformación de los patrones socioculturales que 
perpetúan la subordinación de las mujeres12. Su fundamento 
más inmediato es que los instrumentos internacionales garantes 
de los derechos humanos no habían producido un avance en 
los derechos de las mujeres. Una de las características de la 
CEDAW, en términos normativos, es la promoción de la no 
discriminación mediante acciones positivas, lo que no lo hace 
equivalente a un trato idéntico para hombres y mujeres: justifica, 
por ende, un trato asimétrico que busca superar las situaciones 
discriminatorias del pasado (Dairiam 2015: 371). 

Es importante destacar que las obligaciones que impone la 
CEDAW abarcan a todos los poderes públicos y, por tanto, 
su ámbito de control, así como de aspectos a observar por su 
Comité son bastante amplios, a fin de monitorear el grado de 
cumplimiento de las disposiciones, mediante los informes 
y recomendaciones que periódicamente elabora para cada 
Estado parte. Si bien el objetivo propio de la CEDAW no es 
atacar la violencia contra la mujer, se ha comprendido que la 
discriminación es una forma de violencia. En consecuencia, 
las formas discriminatorias que los países mantienen en sus 
estructuras institucionales pueden ser atacadas mediante este 
instrumento. 

2.2.1. Observaciones para Chile13 

Si bien Chile, como se verá, ha observado avances en una serie de 
aspectos, existen deudas pendientes, tanto en temas estructurales 
como en cuestiones particulares. El Comité CEDAW ha emitido 
diversas recomendaciones (1995, 1999, 2006, 2012), las 
últimas en marzo de 2018. En relación a la violencia de género 
contra la mujer, como se indicó, la Convención no establece 
normas específicas sobre violencia contra la mujer, ni tampoco 
la define. No obstante hay recomendaciones del Comité que 
pueden relacionarse directamente con estas materias. Se 
seleccionan para este efecto solo aquellas recomendaciones que 
el Comité anota bajo el epígrafe ‘violencia de género contra 
la mujer’, entendiendo que gran parte de las recomendaciones 
dicen relación, de una u otra forma, con la modificación de 
las estructuras institucionales que sustentan la violencia. A 
continuación, se ofrece una sistematización al respecto (Comité 
de la CEDAW 2018: 7- 8): 

a)	 Acelerar la aprobación del proyecto de ley Boletín 
11077- 0714 sobre el Derecho a las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia. Junto con ello, recomienda 
que en esta ley se reconozca la ‘intersectorialidad’ 
de la violencia y la discriminación, especialmente en 
lo que respecta a las mujeres migrantes, indígenas, 
con discapacidad, y las mujeres lesbianas, bisexuales 
y transgénero, así como las personas intersexuales. 
Esto responde a que los desafíos en materia de no 
discriminación se han ido complejizando con el paso 
del tiempo, reconociendo que la discriminación y la 
violencia están atravesadas por factores más amplios.
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b)	 Modificar la Ley Nº 20.480, relativa al femicidio, para 
ampliar la definición de este, de modo que abarque todos 
los homicidios motivados por el género, intensificando 
las medidas de prevención y la investigación, 
enjuiciamiento y condena de sus autores. En relación a 
esta recomendación, se destaca la aprobación reciente 
de la Ley N° 21.212 de 2020 que modifica el artículo 
390, siguiendo una tendencia hacia la especialidad 
penal de género15.

c)	 Abordar la falta de medidas de protección en aras de 
la dignidad y la integridad de las mujeres lesbianas, 
bisexuales y transgénero, en particular aumentando 
la conciencia del público sobre sus derechos, en 
cooperación con la sociedad civil, y adoptar medidas 
para prevenir los delitos motivados por prejuicios, 
asegurando que se lleven a cabo las investigaciones, 
enjuiciamientos y condenas, proporcionando a las 
víctimas el resarcimiento adecuado, incluidas la 
reparación y la indemnización.

d)	 Velar porque todas las formas de violencia de género 
contra las mujeres mapuches a que den lugar las 
acciones o las omisiones de agentes estatales de todos 
los niveles, incluida la policía, o resultantes de tales 
acciones u omisiones, sean debida y sistemáticamente 
investigadas, se procese de forma eficaz a los culpables 
y se les impongan condenas y medidas disciplinarias 
adecuadas, así como se proporcione a las víctimas una 
reparación o indemnización. 

e)	 Adoptar medidas respecto a la violencia contra los niños, 
recomendando una estrategia general para prevenir 

la violencia contra ellos. En relación a las niñas, se 
recomienda establecer un mecanismo específico para 
vigilar los derechos de las niñas en las instituciones 
públicas del SENAME, que vele por que se investiguen 
y sancionen los casos de violencia de género contra 
niñas.

2.3. Convención Interamericana para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer ‘Convención de Belem 
do Pará’16

La Convención de Belem do Pará (en adelante CBDP), se 
adoptó en esa ciudad de Brasil en 1994. Y, a diferencia de la 
CEDAW, sí contiene una definición de violencia contra la mujer, 
que comprende: “(…) cualquier acción o conducta, basada en el 
género, que causa la muerte, daño o sufrimiento físico, sexual 
o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como el 
privado”. 

Esta puede tener lugar tanto en el ámbito de la familia, o 
unidad doméstica, como en el espacio externo, es decir, en la 
comunidad. En cuanto a los agentes de la violencia, la CBDP 
reconoce que esta puede ser perpetrada por cualquier persona, 
desde el ámbito familiar hasta los agentes del Estado. De esta 
forma la Convención ofrece un amplio espectro conceptual 
para las muchas facetas que toma la violencia contra la mujer 
y los varios agentes de esta. Pero, a la vez, y este es quizás el 
logro más relevante de la CBDP, a partir de su instauración, el 
contexto latinoamericano se rompe con un paradigma privatista 
de violencia y de la responsabilidad exclusiva del Estado en 
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las vulneraciones17. Hasta entonces, y bajo el sistema general 
de derechos humanos, se había comprendido que todo lo que 
no constituyera una vulneración de los órganos del Estado 
constituía un ámbito privado y se volvía competencia del 
derecho de familia o civil18 (Mejía 2012: 194-195). La CBDP 
extrae estas problemáticas del ámbito privado y las resitúa 
en el campo de los derechos humanos, obligando al Estado 
a intervenir —mediante alguna política, por ejemplo, la 
criminal— en un ámbito privado, haciendo realidad la clásica 
consigna de que ‘lo personal es político’. Hay, no obstante, una 
persistente tensión entre la protección de la familia —de la cual 
el modelo tradicional considera a la mujer como un pilar— y 
la protección de mujeres y niñas que pueden —y de hecho lo 
hacen— transformarse en víctimas de una estructura patriarcal y 
su rol opresivo. Como señala el último informe de seguimiento 
de la CBDP: “El hogar sigue siendo el lugar más inseguro para 
las mujeres” (OEA/MESECVI 2020: 10).

Al igual que la CEDAW, la CBDP también mantiene un 
organismo de control periódico del cumplimiento de las 
obligaciones suscritas por los Estados parte, denominado 
Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do 
Pará (MESECVI). Se trata de un mecanismo de evaluación 
sistemática y permanente, fundado en un foro de intercambio y 
cooperación técnica entre los Estados parte de la Convención y 
un Comité de Expertas. 

El organismo, a través de su Comité de Expertas, ha desarrollado 
a la fecha tres Informes sobre la implementación de la CBDP, 
en los que se contienen los informes nacionales de cada Estado 
Parte y también un Informe hemisférico consolidado. El 2020, se 
presentó el Tercer Informe de Seguimiento a la Implementación 
de las Recomendaciones del Comité de Expertas del MESECVI 
(OEA/MESECVI 2020), que incorpora el último informe de 

Chile sobre los avances de nuestro país en la implementación 
de la Convención.

En primer lugar, el Informe destaca algunos avances legislativos 
sustanciales para contribuir con la eliminación de la violencia 
contra las mujeres alcanzados por nuestro país, a la fecha del 
seguimiento. Entre estos se mencionan la Ley N° 21.212 de 
2020 conocida como ‘Ley Gabriela’, que tipifica el delito de 
femicidio; la Ley N° 21.153 de 2019, que sanciona el acoso 
sexual en espacios públicos; y por último la Ley N° 21.013 de 
2017 que establece el delito de maltrato habitual. Como se verá, 
todos estos hitos legislativos son marcadores de una posición 
nacional sobre el problema y de sus avances.

No obstante, el informe reitera lo señalado en anteriores 
ocasiones, acerca de la necesidad de adoptar una ley 
especifica que, siguiendo los parámetros de la CBDP, asegure 
el reconocimiento legal y amplio de la violencia contra las 
mujeres, en los ámbitos tanto público como privado, como una 
forma específica de violación a sus derechos humanos. Por 
ello, el Comité de Expertas considera positiva la existencia 
de un proyecto de ley —Boletín 11077-07 sobre el Derecho a 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, ya referido antes— 
orientado a penalizar las diversas formas de violencia contra 
la mujer, dado que su promulgación permitiría armonizar el 
marco jurídico nacional con las obligaciones derivadas de la 
Convención. 

El Comité de Expertas agrega también que, mientras no se 
disponga de una ley que reconozca específicamente la violencia 
contra las mujeres, es importante que los planes y programas 
de atención a la violencia se lleven a cabo con perspectiva de 
género. Por lo tanto, las acciones de sensibilización y formación 
deberían tener en cuenta el marco internacional de protección 
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de los derechos de la mujer y, a su vez, el levantamiento de 
información debe asegurar que se desagreguen los datos de 
denuncias por sexo. 

3. La evolución legislativa en Chile: Avances recientes19

Si bien las Convenciones internacionales y las recomendaciones 
que se han resumido en el punto anterior fijan una medida de 
las aspiraciones, son también una advertencia crítica sobre los 
cambios pendientes. En lo que dice relación con producción 
normativa en el nivel legislativo, es posible reconstruir el 
camino que Chile ha seguido y establecer algunas pistas para 
su ruta futura. De acuerdo con el objetivo de este capítulo, se 
ofrece en lo sucesivo una relación de las principales normas que 
han tratado el problema de la violencia de género, procurando 
identificar los aspectos críticos a la luz de las ideas que se han 
revisado. En ese sentido se relevarán las principales normas 
que articulan el combate normativo a las formas más graves de 
violencia, esto es el femicidio, el maltrato habitual y la forma 
penal del acoso sexual. Estas formas han sido abordadas desde 
un derecho penal de especialidad, que reconoce el carácter y 
circunstancias concretas de una parte de la población y su 
condición de vulnerabilidad ante ciertos delitos. Pero, como se 
ha advertido, el rol mismo de la política criminal se encuentra 
en cuestión.

3.1. El femicidio: ¿dos formas de lo mismo?

Como en muchas legislaciones del mundo, la acción criminal 
y dolosa de tomar la vida de otro está tipificada en Chile como 
delito y recibe el nombre de ‘homicidio’ en el artículo 391 del 
Código Penal. El femicidio, como forma específica de penalidad, 
sanciona al hombre que toma la vida de una mujer específica 
y en determinadas circunstancias que la ley contempla. En 
términos políticos, la introducción del femicidio, recién en 
2005 y a partir de la reforma al Código Penal que introdujo la 
Ley N° 20.066, es el resultado de lo que Segato denomina la 
“lucha por el derecho en el campo discursivo” (2018a: 139). 
Se trata, entonces, de la batalla por: “(…) la nominación, por la 
consagración jurídica de los nombres del sufrimiento humano, 
por entronizar jurídicamente los nombres que ya se encuentran 
en uso, y, por el otro, la lucha por publicitar y colocar en uso, 
en boca de las personas, las palabras de la ley” (Segato 2018a: 
139).

A partir de entonces, y como se analiza en el Capítulo 4 de este 
libro, el discurso de género y su variante penal ha seguido una 
ruta específica que puede rastrearse en las leyes que tipifican 
originalmente una forma específica de parricidio hasta la 
construcción más reciente en un tipo penal inspirado en la idea 
de un crimen de género. En las líneas siguientes, se ensaya dicha 
evolución a partir de cada ley que reformó en su momento el 
Código Penal.

Como se indicaba, la primera forma de femicidio que conoce 
el derecho penal en Chile es la de una forma específica de 
parricidio, que se instaura con la Ley N° 20.066 en 2005. En 
esta reforma se incorpora al conviviente como víctima del delito 
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y se aumenta la pena del delito en un grado. Este agravamiento 
de la pena, que dispone el artículo 400 del Código Penal, incluye 
los casos en que la víctima es o ha sido cónyuge del ofensor o ha 
tenido una relación de convivencia con él; o bien mantiene un 
parentesco por consanguinidad o afinidad.

Un segundo estadio en la evolución se alcanza con la dictación 
de la Ley N° 20.480 de 2010, que modifica el Código Penal. 
El artículo 1°, número 6, incorpora un rango más amplio de 
víctimas al delito de parricidio, considerando ahora también a 
quien ha sido cónyuge o conviviente en el pasado, de manera 
de cubrir un rango más extenso en el tiempo de relaciones y 
comprender adecuadamente las dinámicas de la violencia, que 
no cesa tras el término de una relación, ya sea matrimonial o 
no. Asimismo, por primera vez, denomina a este delito como 
‘femicidio’ —hasta ese momento era una forma de parricidio—, 
asignándole dicha denominación cuando la víctima es o ha sido 
la ‘cónyuge’ o la ‘conviviente civil’ del autor.

Un tercer y más reciente estadio de evolución de esta forma 
específica de criminalidad de género es el que se instala a partir 
de la Ley N° 21.212 de 2020. Esta ley modifica nuevamente el 
Código Penal, disponiendo la inserción del Párrafo 1° bis al Título 
VIII, De los crímenes y simples delitos contra las personas, que 
va desde el artículo 390 bis al 390 quinquies. En estas normas, 
se establece el núcleo más duro de la criminalidad de género, 
produciendo una verdadera separación del estatuto legal del 
homicidio y del femicidio, en tanto forma de criminalidad que 
afecta a un grupo específico y que posee una narrativa propia 
que se concreta en una dogmática distinta. Esta singularidad 
pasa, en primer lugar, por desvincular el femicidio del ámbito 
de las relaciones familiares que cubría el tipo de parricidio; y, en 
segundo lugar, implica sancionar el asesinato de lo que Segato 
denomina una ‘mujer genérica’, es decir, una mujer respecto 

de la cual el autor no tiene ninguna relación íntima y en que el 
crimen obedece al hecho de ser mujer. Se trata, en consecuencia 
y por primera vez, de sancionar el ‘crimen en razón del género’, 
lo que permite superar un esquema tradicional en que solo se 
sancionaba el delito en el contexto de la familia y en que no 
estaban visibilizadas las necesidades e intereses de las mujeres 
(Bendezú 2016: 143). Así, este nuevo Párrafo 1° bis contempla 
dos grandes variantes. 

La primera es la que dispone el artículo 390 bis. Es un femicidio 
en que se castiga al hombre que mata a la mujer que es o ha 
sido su cónyuge o conviviente; o con quien tiene o ha tenido 
un hijo en común; o con la que tiene o ha tenido una relación 
sentimental o sexual sin convivencia. Se abarca, de esta forma, el 
espacio relacional más amplio posible en que pueden producirse 
acciones tan violentas como el asesinato. El rango de la pena va 
desde el presidio mayor en grado máximo al presidio perpetuo 
calificado, con lo que se transforma en uno de los delitos más 
graves del Código.

La segunda variante es la del artículo 390 ter en que se sanciona, 
con la misma pena anterior, el femicidio por razón de género, 
es decir, lo que parte de la doctrina ha llamado ‘feminicidio’20. 
Este contempla una serie de circunstancias que se definen en la 
ley y que pueden considerarse como los marcadores de género 
del delito: 

1.- Ser consecuencia de la negativa a establecer 
con el autor una relación de carácter 
sentimental o sexual.
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2.- Ser consecuencia de que la víctima ejerza o 
haya ejercido la prostitución, u otra ocupación 
u oficio de carácter sexual.

3.- Haberse cometido el delito tras haber 
ejercido contra la víctima cualquier forma de 
violencia sexual, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 372 bis.

4.- Haberse realizado con motivo de la 
orientación sexual, identidad de género o 
expresión de género de la víctima.

5.- Haberse cometido en cualquier tipo de 
situación en la que se den circunstancias de 
manifiesta subordinación por las relaciones 
desiguales de poder entre el agresor y la 
víctima, o motivada por una evidente intención 
de discriminación.

El establecimiento de este tipo penal se complementa con 
dos normas más, ambas relativas a las agravantes. En primer 
lugar, en el artículo 390 quáter, se establece una serie de 
agravantes específicas del delito de femicidio, que identifican 

las circunstancias en que ocurre habitualmente esa clase de 
delitos. De la misma manera, en el artículo 390 quinquies, se 
prohíbe la aplicación por el juez de la circunstancia atenuante 
de responsabilidad penal del artículo 11, N°5 del Código 
Penal, esto es: la de haber obrado el autor bajo estímulos que 
produzcan arrebato u obcecación. Con esto, se avanza en 
un antiguo problema que ofrecía al derecho penal esta clase 
de criminalidad que solía considerarse como producto de 
pasiones humanas-masculinas, las cuales eran, en algún grado, 
disculpables mediante una atenuación del castigo penal21. Sin 
embargo, como afirman Venegas et al, los asesinatos no son 
crímenes pasionales y “(…) tras cada mujer muerta por su 
pareja hay un hombre que ha querido ejercer el poder, el control 
y la dominación” (Venegas, Reverte, & Venegas 2019: 182).

3.2. La Violencia Intrafamiliar (VIF) y el maltrato habitual

La dictación de la Ley N° 20.066 en 2005 constituye uno de 
los hitos significativos en la historia de la legislación contra 
la violencia de género, tanto por el cambio de paradigma que 
opera como por la inauguración de una nueva época en las 
formas de judicialización del fenómeno. En lo primero, la Ley 
N° 20.066 viene a derogar completamente a su antecesora, la 
Ley N° 19.325 de 1994 que solo contenía sanciones más bien 
leves, a saber: asistencia obligatoria a programas de tratamiento, 
multas a beneficio fiscal o prisión; y en que las infracciones eran 
de competencia del Juez de Letras en lo civil. En lo segundo, 
la Ley N° 20.066 entró a regir alrededor de un año después de 
la entrada en vigencia de la Ley N° 19.968 sobre Tribunales 
de Familia, que reformó sustancialmente la judicatura y la 
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especializó para el tratamiento y juicio de los problemas de 
derecho de familia y relativos a niñas, niños y adolescentes. 

No se debe perder de vista que los conflictos que regulaba 
la Ley N° 19.325 podían ser objeto de conciliación y que el 
procedimiento mismo poseía una lógica procesal más cercana a 
un conflicto civil que a un verdadero problema de victimización 
de género. En su núcleo de penalidad más duro, la VIF, regulada 
en la Ley N° 19.325, no iba más allá de una remisión normativa 
a las faltas del artículo 494 del Código Penal, números 4 y 5, con 
la sola limitación de que las lesiones no podían ser calificadas 
como leves por el juez.

Desde este punto de vista, el trato que se le dispensó en Chile 
a la violencia de género hasta 2005 fue, desde el punto de 
vista procesal, muy similar al que se le otorga a un problema 
civil como un litigio sobre arrendamiento; mientras que, 
desde el punto de vista criminal, es el mismo que se le da a 
las infracciones penales de menor entidad. La Ley N° 20.066, 
junto con la creación de una judicatura especializada, vino a 
cambiar en buena parte ese trato. Hay, a partir de esta, al menos 
desde las declaraciones de objetivos, un tratamiento más 
sistémico y con deberes muy claros por parte del Estado en la 
prevención y erradicación de la VIF, además de un compromiso 
de cumplimiento de las obligaciones que surgen, a su vez, de los 
compromisos internacionales de Chile. Asimismo, se establece 
una orgánica específica, radicada en el Ministerio de la Mujer y 
Equidad de Género, para articular los dispositivos estatales en 
contra de la VIF.

La Ley N° 20.066 funciona pues sobre la base de distinguir 
dos niveles de violencia, en razón de un criterio que no dice 
tanta relación su gravedad como con la competencia judicial 
para conocerla y juzgarla. Un nivel es de competencia de los 

Tribunales de Familia, es decir, que no sean constitutivos de 
delito; mientras que el otro es objeto de juzgamiento penal. La 
ley articula, en ese sentido, dos aparatos dogmáticos distintos, 
separados en la realidad por una cortina muy delgada y en que los 
hechos mismos que pueden ser juzgados en una u otra sede tienen 
un comportamiento dinámico. La definición de VIF en sí misma 
se centra en la familia y la multiplicidad de relaciones al interior 
de esta, como ámbitos en los que puede producirse violencia. En 
cuanto a su extensión objetiva, la VIF ha alcanzado, a razón de 
muchas reformas, una variedad de formas de violencia, como es 
la violencia económica. Es más, esta última tiene un marcado 
acento en el rol de la mujer como víctima y pareciera que no 
podría pensarse en que el hombre pueda experimentarla en otro 
carácter que no sea el de autor. Fuera de ello, constituye VIF el 
maltrato que afecta la vida o la integridad física o psíquica al 
interior de una serie bastante extendida de relaciones familiares, 
actuales y pasadas, lo que representa una buena compresión de 
las dinámicas de la violencia y del contexto de la familia como 
productor de las mismas.

Sin perjuicio de esta duplicidad de formas de VIF, interesan a 
este capítulo aquellas formas delictuales del VIF que se tratan a 
partir del Párrafo 3°, artículos 13 y siguientes. La forma de VIF 
más grave que se contempla en esta parte es el delito de maltrato 
habitual, a partir del artículo 14 de la Ley N° 20.066 y que se 
comprende como el:
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(…) ejercicio habitual de violencia física, 
psíquica o económica respecto de alguna de 
las personas referidas en el artículo 5º de 
esta ley se sancionará con la pena de presidio 
menor en su grado mínimo a medio, salvo que 
el hecho sea constitutivo de un delito de mayor 
gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la 
pena asignada por la ley a éste.

Luego, y a partir de la reforma que introdujo la Ley N° 21.389 
de 202122 a la Ley N° 20.066, se establece, en el artículo 14 
bis, como delito el no pago reiterado de las obligaciones de 
alimentos, que se sanciona con la misma pena anterior. El resto 
del articulado corresponde a un conjunto de normas de orden 
más bien procedimental que complementan las respectivas 
reglas del proceso penal, en ocasiones incorporando un claro 
componente de género, tales como: la prohibición de los 
acuerdos reparatorios; el monitoreo telemático de las medidas 
de alejamiento; y un conjunto específico de condiciones para la 
suspensión del procedimiento penal. Todas estas características 
hacen pensar en un proceso penal que, de alguna manera, se 
adapta a una forma específica de criminalidad que no siempre 
tiene a una víctima en la mujer, pero que al menos asume un 
sistema de relaciones de poder que amerita una intervención 
penal y procedimental distinta. De la misma forma, la 
represión penal de estas acciones constituye algo más que un 
mero mecanismo sancionatorio, transformándose así en un 
instrumento de prevención general a cuenta de la visibilización 

y concientización sobre el fenómeno (Villegas 2012: 280). Y si 
bien son conductas que pueden subsumirse en otros delitos, es 
posible sostener la necesidad de su autonomía y su justificación 
formal en el bloque de constitucionalidad que forman la 
Constitución y los instrumentos internacionales (Villegas 2012: 
277-278).

Pese a lo que esta ley y sus reformas avanzan, es indudable 
que presenta ciertos conflictos. En tal sentido, y a propósito 
de un análisis jurisprudencial, Sandrini y Villegas (2021) 
relevan las dificultades del tipo para la aplicación de elementos 
criminológicos que identifican la VIF. El más relevante parece 
ser la dificultad en la construcción del criterio de habitualidad 
en los malos tratos, en los que resulta complejo construir un 
patrón de conducta compuesto a partir de distintos hechos 
que no siempre han sido objeto de juzgamiento penal anterior. 
En efecto, la misma expresión ‘habitual’ produce un espacio 
para la discrecionalidad judicial. Para las autoras, esta debe 
interpretarse como un criterio criminológico-social y no en 
un sentido jurídico formal, atendiendo a la sistematicidad 
del comportamiento, más allá de la sola reiteración temporal 
del comportamiento (Sandrini & Villegas 2021: 129). Esto 
debe llamar la atención, nuevamente, sobre el conjunto de 
herramientas interpretativas que el juzgador ha de tener a mano 
para dar un sentido a los hechos y conductas que observa desde 
una perspectiva de género.
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3.3. El acoso sexual y sus formas

En tanto forma de violencia que se dirige principalmente contra 
la mujer, el acoso sexual viene recibiendo un tratamiento 
legislativo en Chile desde 2005, a partir de la reforma que se 
introdujo al artículo 2° del Código del Trabajo. Esta reforma 
inaugura una era de nuevas visibilizaciones del problema del 
acoso sexual como un atentado contra la dignidad humana, 
con una trayectoria en dos variantes legislativas. La primera 
está conformada por varios cuerpos legales que han tratado 
el problema del acoso de manera asistémica, en ámbitos 
específicos en los que este puede producirse, pero dejando de 
lado otros. El artículo 2° del Código del Trabajo define el acoso 
como realizar de forma indebida un requerimiento de naturaleza 
sexual, que no son consentidos y que amenazan o perjudican 
la situación laboral de las personas o sus oportunidades en el 
empleo. Esta definición se transforma, a partir de esta norma, 
en una especie de paraguas conceptual para el acoso, al que 
varios otros cuerpos legales sucesivos van a remitir. A modo 
de ejemplo, la Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, 
considera, en su artículo 84, letra l), el acoso sexual como 
una prohibición funcionaria y un atentado a la dignidad de los 
demás funcionarios, además de ser fuente de responsabilidad 
administrativa. Su concepto remite directamente al citado 
artículo 2° del Código del Trabajo. En los mismos términos se 
regula el acoso sexual en el artículo 82, letra l), de la Ley N° 
18.883, sobre Estatuto de los Funcionarios Municipales. Dichas 
normas fueron introducidas con el expreso objetivo de disponer 
de herramientas en contra de la discriminación, y así se sigue de 
las reformas que ordenó la Ley N° 20.609 sobre medidas contra 
la discriminación.

De este modo, en los años que siguieron a 2005, el acoso sexual 
fue recibiendo un tratamiento normativo disperso. Esto se 
evidencia en algunas leyes específicas que modificaron otros 
cuerpos legales. En ese sentido, la Ley N° 21.197 de 2020 
modificó la Ley del Deporte, Ley N° 19.712, y la Ley N° 20.686 
que crea el Ministerio del Deporte. El objetivo fue establecer un 
principio general de trato digno en las actividades deportivas 
y una obligación de las instituciones de generar estrategias de 
prevención del acoso, a partir de protocolos elaborados por el 
Ministerio. Para estos efectos, el artículo 40 P, número 5, letra 
c), de la Ley N° 19.712 contiene una definición de acoso sexual 
similar a la que ofrece el Código del Trabajo, pero adaptada al 
ámbito deportivo.

En un sentido similar, el acoso sexual fue objeto de tratamiento 
en la Ley N° 21.369 de 2021, cuyo objetivo es elaborar políticas 
para prevenir, investigar, sancionar y erradicar el acoso sexual, 
la violencia y la discriminación de género en el ámbito de la 
educación superior. El artículo 2° de la Ley define el acoso 
sexual en términos bastante más amplios que el Código del 
Trabajo:
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Constituye acoso sexual cualquier acción o 
conducta de naturaleza o connotación sexual, 
sea verbal, no verbal, física, presencial, virtual 
o telemática, no deseada o no consentida por 
la persona que la recibe, que atente contra 
la dignidad de una persona, la igualdad de 
derechos, su libertad o integridad física, 
sexual, psíquica, emocional, o que cree un 
entorno intimidatorio, hostil o humillante, o 
que pueda amenazar, perjudicar o incidir en 
sus oportunidades, condiciones materiales 
o rendimiento laboral o académico, con 
independencia de si tal comportamiento o 
situación es aislado o reiterado.

Además de establecer la obligación de las instituciones de 
educación superior de contar con protocolos de investigación 
y sanción del acoso sexual, la ley se preocupa de regular en 
detalle los modelos de prevención que deben desarrollar las 
instituciones y su difusión en las comunidades, radicando en la 
Superintendencia de Educación Superior la misión de sancionar 
los incumplimientos a las obligaciones que impone la ley.

Como se advierte, el desarrollo de la legislación en contra 
del acoso sexual ha sido más bien disperso, produciendo 
estatutos legales de muy acusados detalles, como el caso de las 
instituciones de educación superior y otros que solo contienen 
una obligación general, más o menos detallada, de elaborar una 

política y hacerla cumplir. En otros casos, este nivel de detalle 
es mucho menor, como en el caso de las normas estatutarias 
para el sector público en general y para el sector municipal en 
particular, lo que no obsta a que se sancionen casos de abuso 
sexual.

La segunda vía que interesa a este Capítulo es la que ha seguido 
la legislación penal en contra del acoso sexual. En ese sentido, la 
reforma que introdujo la Ley N° 21.153 de 2019 al Código Penal 
puede considerarse como un hito relevante en la erradicación de 
conductas de discriminación y de violencia contra la mujer. En 
lo que interesa específicamente al abuso, la ley contempla dos 
reformas importantes.

La primera es la introducción de una reforma al tipo de abuso 
sexual del artículo 366 del Código Penal. Este contempla las 
formas delictuales contra la indemnidad sexual, consistente en 
acciones distintas del acceso carnal respecto de una persona 
mayor de 14 años, y concurriendo las circunstancias de la 
violación del artículo 361. La reforma consistió en incorporar 
una forma de abuso consistente en “(…) el empleo de sorpresa 
u otra maniobra que no suponga consentimiento de la víctima, 
siempre que ésta sea mayor de catorce años”.

La segunda reforma relevante es la introducción de la figura 
denominada acoso sexual callejero, y se contempla dentro de 
las faltas del artículo 494 del Código Penal. En este, de acuerdo 
al artículo 494 ter, la figura consiste en que:
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Comete acoso sexual el que realizare, en 
lugares públicos o de libre acceso público, y 
sin mediar el consentimiento de la víctima, un 
acto de significación sexual capaz de provocar 
una situación objetivamente intimidatoria, 
hostil o humillante, y que no constituya una 
falta o delito al que se imponga una pena más 
grave, que consistiere en:

    1. Actos de carácter verbal o ejecutados por 
medio de gestos. En este caso se impondrá 
una multa de una a tres unidades tributarias 
mensuales.

    2. Conductas consistentes en acercamientos 
o persecuciones, o actos de exhibicionismo 
obsceno o de contenido sexual explícito. En 
cualquiera de estos casos se impondrá la 
pena de prisión en su grado medio a máximo 
y multa de cinco a diez unidades tributarias 
mensuales.

Como se advierte, el tipo penal de acoso sexual callejero busca 
sancionar una conducta ampliamente extendida, que somete 
cotidianamente a violencia a muchas mujeres y que, se podría 
afirmar, casi exclusivamente a mujeres. Es de aquellas conductas 
que se encuentran absolutamente normalizadas en las prácticas 
sociales, propias de la masculinidad, y que solo van a poder 
ser observadas y nominadas como acoso en la medida de que 
su análisis se realice con perspectiva de género. Como revela 
el Observatorio contra el Acoso en Chile (OCAC), se trata de 
acciones vinculadas a la coquetería, la sexualidad e incluso a 
un sentido patrio, de folklore o tradición, que generalmente 
se traducen en efectos concretos en las mujeres. Estas pueden 
ir desde la molestia al miedo a ocupar en pleno derecho los 
espacios públicos. De ahí su incuestionable violencia y la 
necesidad de modificar las pautas que están en su origen.

Es, en este sentido, fundamental dar una mirada al conocimiento 
que las propias mujeres levantan sobre su propia realidad. Según 
los informes OCAC, en 2015, un 76% de las personas que fueron 
encuestadas manifestaron haber experimentado alguna forma de 
acoso en el espacio público. En el caso de las mujeres, el 85% 
de las encuestadas declara haberlo sufrido (OCAC Chile 2015).

4. A modo de conclusión: las discusiones que faltan

Las páginas anteriores han buscado trazar el mapa que el acervo 
normativo chileno ha seguido en la ruta hacia la criminalización 
de violencia contra la mujer. Es indudable, sin embargo, que 
cualquier pretensión de exhaustividad queda aquí limitada. 
En efecto, la política criminal no es la única que se dirige al 
problema de la violencia contra la mujer. Y no es, por cierto, la 
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más eficiente en la tarea inconclusa de subvertir las estructuras 
jerárquicas que están a la base de la violencia. 

Lo que el derecho penal sí ha podido lograr, en buena medida, 
es castigar las conductas más graves, los íconos más ejemplares 
de la violencia contra la mujer, como son los crímenes de 
femicidio, de maltrato habitual y de acoso sexual callejero. Si 
estas tres formas de violencia se han convertido en una victoria 
para la causa feminista, no es tan sólo por el valor simbólico y 
la declaración política que significan, sino también por los fines 
concretos a que sirven. Su visibilización enseña algo, cumple 
un rol pedagógico, a la vez que sanciona a personas concretas, 
hombres individuales que ejercen la violencia. Interrumpen, a 
través de la intervención penal, la dinámica de sufrimiento de 
muchas mujeres, mientras que su establecimiento como tipos 
penales es un acto de reconocimiento a las que ya no están.

Mientras este Capítulo se concluye de escribir a fines de 
noviembre de 2022, la prensa informa de un nuevo hecho con 
caracteres de femicidio23. Michelle Ayala, de veintiún años 
habría sido estrangulada por su pareja, un hombre de veintidós 
años, que quemó posteriormente el cuerpo para hacerlo 
desaparecer en una quebrada de Quilpué. Ningún sufrimiento 
parece haber sido ahorrado a cuenta del tipo penal de femicidio. 
Pese a las altas penas que considera la ley, ello no parece haber 
disuadido a su pareja de asesinarla. Esto debe, entonces, llamar 
la atención sobre la verdadera eficacia de la ley penal en esta 
clase de crímenes, llevando a repensarlas sistémicamente. No 
sería posible, bajo las reglas de ningún Estado que se precie 
de un compromiso con los derechos humanos, dejar un crimen 
así sin castigo. Pero estamos frente a una situación donde las 
políticas son insuficientes cuando solo confían a la ley penal la 
solución del problema.

A continuación se ensayan algunas ideas a modo de conclusiones, 
por cierto parciales.

4.1. El género como categoría de análisis: más allá del 
formalismo jurídico

Todos los avances que se han identificado anteriormente, y 
todos los que puedan tener lugar en el futuro, son atribuibles a 
un sistema de ideas que ha puesto de relieve las condiciones de 
vida de las mujeres y las discriminaciones estructurales a que se 
someten. De estas se han tratado aquí las formas más violentas 
que han recibido un tratamiento desde el derecho penal, pero 
ello no debe obstar a visualizar otras formas de violencia que 
están muy extendidas en la sociedad y que paulatinamente 
aparecen como tales. 

El aporte de la teoría de género, justamente, es proveer de un 
lente para la lectura de estas formas violentas, de un aparato 
teórico que no sólo se limita a dar cuenta de su historicidad 
sino que sienta las bases para un cambio. Macías recuerda, 
en ese sentido, la importancia del género como categoría 
de análisis jurídico (Macías 2019: 54). Se trata de superar la 
mera expresión sexo, como significante de una diferencia 
biológica, para resaltar su significado, en tanto diferencias que 
se construyen socialmente y no son por tanto ni justificables en 
una historia extensa; ni tampoco insuperables en el futuro. Por 
lo pronto, la categoría género va a aludir a realidades mutables, 
permitiendo interpretar el derecho y vehicular su práctica hacia 
una mayor protección de las mujeres y, sobre todo, hacia su 
igualación en el trato. A la vez permitirá la identificación de 
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nuevas esferas de discriminación —que nunca antes habían sido 
vistas como tales— y su adecuado tratamiento. En este sentido, 
las convenciones internacionales de las que Chile es parte 
deben servir como un faro para volver a mirar las instituciones 
críticamente.

4.2. Más allá de perpetradores y víctimas: la mujer ante el 
sistema penal

Si bien es un tema que no se trató en este capítulo, es indudable 
que la mirada desde el género —o ver la realidad ‘a través’ del 
género— obliga a repensar las instituciones mismas del derecho 
con esos lentes por delante. El derecho penal, de origen liberal, 
que racionaliza el castigo y modula el poder del soberano, es 
tal vez una de las instituciones formalmente más igualadoras 
de la modernidad. Sanciona individuos que cometen actos 
específicos, previamente descritos en la ley. Y al mismo tiempo 
traza una frontera indivisible entre hechores y víctimas, de la 
cual el sistema de ejecución penal, principalmente carcelario, 
se hace cargo sin ninguna cuestión. La teoría de género, 
nuevamente, es capaz de producir una fisura en esta división, 
denunciar su arbitrariedad y resituar a las mujeres, a la vez 
como perpetradoras de un delito y como víctimas del mismo y 
de sus consecuencias más directas, a menudo la cárcel.

A propósito de los asesinatos de hombres por mujeres 
homicidas en contextos de violencia intrafamiliar, Villegas 
apunta las discriminaciones que se producen al aplicar a las 
mujeres categorías dogmáticas penales aparentemente neutras, 
sin consideraciones de género (Villegas 2021: 57). De la 
misma manera, Macías denuncia las consecuencias jurídicas 

de prescindir absolutamente de esas categorías en un caso 
concreto: la violación grupal de una mujer durante los festejos 
de San Fermín, en Pamplona, España, en julio de 2016, en que 
la Audiencia Provincial de Navarra no condenó a los violadores 
por no considerarse que hubiera habido fuerza (Macías 2019: 
63-65)24.

Enfrentar a una mujer a un proceso penal con una mirada 
de género implica leer, bajo esa perspectiva, instituciones 
tradicionales del derecho penal, como por ejemplo la legítima 
defensa, y cuestionar su dogmática supuestamente neutral. 
Exige un esfuerzo interpretativo para enriquecer, desde otros 
puntos de vista, su resultado, es decir, las sentencias judiciales. 
Al mismo tiempo, las instituciones de ejecución penal, la cárcel 
la más importante entre ellas, puede ser leída como una forma 
opresiva que se cierne sobre las mujeres infractoras de una 
manera distinta a los hombres y que produce los consabidos 
efectos colaterales sobre su entorno, de una manera más 
violenta25. Habrá, entonces, un espacio para repensar no solo 
la dogmática del derecho penal, sino también la cárcel como 
respuesta uniformemente diseñada por la modernidad penal 
para hombres y mujeres.

4.3. La subversión de los roles y la pedagogía de género

Es factible elaborar una reflexión final en torno a los desafíos 
futuros de un sistema normativo que lea la violencia de género 
desde sus raíces, asuma una teoría sobre esta y propugne 
estructuras legales eficientes en la modificación de las pautas 
patriarcales de comportamiento en hombres y mujeres. En los 
primeros, para reformarlas y no transmitirlas; en las segundas, 
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para identificarlas y no aceptarlas como un destino inmutable. 
Como se ha insinuado, el derecho deberá subvertir su propio 
mandato de producir una jerarquía y mantenerla. Son varias 
las áreas y trascienden, con mucho, la política criminal que 
habitualmente se ha usado. Otras instituciones sociales y 
jurídicas pueden desempeñar un rol activo en este proceso, 
que replanteará en toda su extensión el proyecto político de la 
modernidad, desde la igual consideración a los sujetos que lo 
componen y llevan adelante.

Segato (2018b: 11) denomina ‘pedagogías de la crueldad’ a “(…) 
todos los actos y prácticas que enseñan, habitúan y programan a 
los sujetos a transmutar lo vivo y su vitalidad en cosas”. La autora 
piensa este concepto en el marco del despojo capitalista que se 
instala en los campos de América Latina para la producción 
de commodities que alimentan los mercados globales. Su 
significado en la instauración de una cultura machista es, no 
obstante, radical. Hay una pedagogía instalada en las estructuras 
del parentesco, de la industria, de las relaciones entre hombres 
y mujeres, que produce una masculinidad y la vincula con la 
obediencia, la guerra, la crueldad, el distanciamiento de los 
afectos y la baja empatía (Segato 2018b: 13). La masculinidad 
es, pues, una estructura corporativa afianzada en la familia, la 
escuela y la industria productiva. 

A este paisaje es posible oponer una ‘contrapedagogía’ que 
se opone como una fuerza ante el patriarcado como primera 
lección de vida y que discute el mandato que impone. Esto 
implica, curiosamente, resituar a los hombres como víctimas de 
ese mandato, “(…) obligados a curvarse al pacto corporativo y a 
obedecer sus reglas y jerarquías desde que ingresan a la vida en 
sociedad” (Segato 2018b). Una contrapedagogía debe incidir, 
por tanto, en las estructuras donde esa masculinidad se gesta y 

reproduce. Llevado al campo del derecho, esto implicará insertar 
plenamente la comprensión de las estructuras de jerarquía de 
género, su composición a partir de la clase y el estatus, en las 
reformas del derecho del trabajo o el escenario de la producción; 
del derecho de familia o el escenario de la reproducción; y la 
educación o el escenario de la socialización. Esto, por supuesto, 
va mucho más allá de las posibles formulaciones dogmáticas 
de las normas: implica una construcción normativa que siente 
principios y fuerce a las instituciones a romper los paradigmas 
bajo los que comprende las relaciones de género.

Notas

1 Véanse los datos en SERNAMEG del Ministerio de la Mujer y Equidad de 
Género de Chile. Disponible en: http://bcn.cl/2d4g2.

2 De ahí el alegato que algunas corrientes del feminismo hacen en contra de 
las políticas de igualdad, a las que consideran un camino hacia la adopción 
por parte de las mujeres de un estándar que pertenece a los hombres, y 
el juzgamiento de su igualación en razón de este. MacKinnon, a propósito 
de las normas sobre discriminación sexual, ofrece un análisis de la trampa 
que estas significan para las mujeres. En un primer enfoque, las reglas de 
igualdad miden a las mujeres como si fueran hombres, y aplica el estándar 
masculino a las mujeres. Una segunda vía es la que “ve a las mujeres como 
los hombres ven a las mujeres: como seres que necesitan protección 
especial, ayuda o indulgencia.” (MacKinnon 2014: 111). Las mujeres se 
encuentra atrapadas entre reforzar las desventajas sociales allí donde se 
encuentran diferencias sexuales; o reforzar su feminidad, para obtener en 
su favor una discriminación benigna. Ninguna de las dos alternativas resulta 
beneficiosa: mientras pocas mujeres alcanzan a cumplir condiciones para 
que el estándar de masculinidad les sea aplicable para afirmar su igualdad 
(por ejemplo, pocas mujeres llegan a posiciones de poder económico, 
político o corporativo), las mujeres que cumplen cabalmente con el rol 
de feminidad que tradicionalmente se les asigna están perdiendo cada 
vez más las ventajas (si es que las hay) de este. Las políticas de igualdad 
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han obligado a las mujeres a masculinizarse para obtener ese estándar 
de igualdad, devaluando en definitiva lo que les es propio, porque esas 
políticas tienden a eludir las relaciones de poder que están a la base de las 
desigualdades.

3 La expresión alude a la antigua distinción entre los trabajadores de 
cuello blanco (profesionales) y los de cuello azul, o blue collar, u obreros 
industriales. “Cuello rosa” es una nueva categoría, que intersecta clase y 
género, en una dimensión que no fue considerada originalmente por el 
marxismo. 

4 La violación, afirma, se define por su distinción con el coito, y no por el 
uso de la violencia: el estándar interpretativo se sigue de esa distinción y 
la carga queda en las mujeres en convencer a un Tribunal de que no han 
participado en un acto consensuado, sino que el coito ha sido violento. 
Véase en ese sentido “Anatomía de un Escándalo” (James & Kelley 2022), 
disponible en Netflix.

5 Véase el magnífico thriller legal titulado “The Last Duel”, dirigido por 
Ridley Scott en 2021. La película se basa en un hecho real y narra tres 
versiones de la violación en 1386 de Marguerite de Carrouge, en Francia, 
por Jacques Le Gris, un amigo y compañero de armas de su marido, Jean 
de Carrouge. El nudo argumental trata, justamente, de determinar en un 
proceso judicial a la usanza medieval, si Marguerite mentía al acusar la 
violación, bajo amenaza de ser quemada viva si así se determinaba. Una 
de las particularidades es que la violación, en el derecho de la época, no 
era un delito que se cometiera contra la mujer, sino contra el derecho de 
propiedad de su tutor legal, en este caso su marido (Damon & Affleck 2021). 
Como recuerda Segato, es a partir de la modernidad individualista que la 
violación pierde el carácter de agresión que afecta a otro hombre a través 
de la mujer y su cuerpo, y pasa a ser entendida como un delito contra el 
cuerpo de esta. Antes de la modernidad la violación puede ser considerada 
como “(…) un acto regulado por las instituciones sociales, cuya aparición se 
asocia a determinadas circunstancias del orden social” (Segato 2003: 27). 

6 Larrauri es crítica de las explicaciones que proporciona el “feminismo 
oficial”, en cuanto a que las causas de la violencia de género han sido 
simplificadas al extremo de hacerlas parecer ligadas de modo ineludible y 
único con la desigualdad de género y la estructura patriarcal. Para la autora, 
el discurso académico de la criminología debe ser más complejo que el 
discurso político (Larrauri 2007: 17-24, 52).

7 Larrauri considera que una intervención penal es desmesurada cuando 

produce un aumento de penas continuado, sin que se haya demostrado su 
necesidad o eficacia; y cuando se demanda de esas penas la resolución de 
conflictos sociales que no tienen capacidad de resolver (Larrauri 2007: 62)

8 Como se verá con Villegas, cierto fin de prevención general se cumple 
a partir de la sanción penal del maltrato habitual, como es la mayor 
concientización y visibilización social sobre el problema (Villegas 2012: 
280).

9 En la década del 90, Segato condujo una investigación sobre los discursos 
de los hombres condenados por violación en cárceles brasileras. En estos 
aparece nítidamente la violación como un acto disciplinador, contra una 
mujer genéricamente abordada que ha desacatado una posición a la que 
la destina el sistema de estatus de género (Segato 2003: 138). De ahí que 
la violación, pero lo mismo podría decirse de otras formas de violencia, 
aparece como una parte o forma de una estructura de subordinación 
(Segato 2003: 40). 

10 La CEDAW fue promulgada en Chile por el Decreto N° 789 de 1989, 
del Ministerio de Relaciones Exteriores. El Protocolo Facultativo de la 
Convención fue promulgado mediante Decreto N° 46 de 2021, del Ministerio 
de Relaciones Exteriores.

11 Al cierre de la edición de este Capítulo, se encontraba aprobado por el 
Congreso Nacional el Convenio N°190 de la Organización Internacional 
del Trabajo,  sobre la violencia y el acoso, específicamente en etapa de 
promulgación y publicación. Al respecto, véase el siguiente enlace: http://
bcn.cl/3c9w1. Ahora bien, el instrumento internacional, aprobado por la 
Conferencia General de la OIT en 2019, busca establecer un estatuto global 
de protección a toda clase de trabajadores y trabajadoras en su calidad de 
tales y ante las distintas formas de violencia y acoso que pueden sufrir en 
el ámbito del trabajo. En tal sentido, obliga a los Estados parte a adoptar 
medidas en el marco de la legislación nacional para prohibir legalmente la 
violencia y adoptar estrategias de prevención, entre otras. Cabe destacar 
que el Convenio no es autoejecutable, lo que obliga a los Estados a 
incorporar sus mandatos al ordenamiento jurídico nacional. 

12 A partir de la revisión de los reportes de los Estados parte de la CEDAW (187 
a la fecha), aparece que una de las prácticas culturalmente más prevalentes 
a nivel global es la estereotipación de las mujeres exclusivamente como 
madres y esposas a cargo de un hogar, con la consecuente denegación de 
oportunidades de participación en la vida pública, política o económica 
(Dairiam 2015: 372). Si bien las recomendaciones que el Comité de la 
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CEDAW son particulares para cada Estado, no es menos cierto que todas 
detectan patrones de estereotipación que están profundamente arraigados 
en las instituciones, y que operan en distintos niveles.

13 En esta parte véase el documento de Asesoría Técnica Parlamentaria de la 
Biblioteca del Congreso Nacional (Cifuentes & Guerra 2019). 

14 A noviembre de 2022 el proyecto de ley se encuentra en la Comisión de 
Mujer y Equidad de Género del Senado.

15 Véase el punto 4.1. de este mismo Capítulo.

16 La Convención de Belém do Pará fue promulgada en Chile por Decreto N° 
1.640 de 1998, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

17 Esto puede tomar dos direcciones. Una, hacia dentro, en que la familia 
(el epítome de lo privado) es un nicho de violencia. Otra, de más reciente 
aparición, es el campo de la violencia contra mujeres, niñas y ancianas, en el 
contexto de conflictos bélicos informales, que no enfrentan a Estados, sino a 
estos con grupos militares, paramilitares, terroristas o narcotraficantes, en 
que el nivel de violencia que se desata contra las mujeres es feroz. Rita Segato 
lo refiere a partir de los crímenes de Ciudad Juárez, México (ficcionados 
por Roberto Bolaño en “2666”) y también a partir de las guerras civiles o 
los conflictos con pandillas en Guatemala, Congo, El Salvador y Honduras 
(Segato 2018a: 92-93). En esos casos se identifica una tendencia a la baja 
en los crímenes en la intimidad y un aumento en la violencia urbana o rural. 
Con independencia del escenario de los conflictos, las mujeres evidencian 
un grado de victimización sostenido y tremendamente violento.

18 O del derecho de familia en tanto rama forzadamente adaptada al derecho 
civil.

19 Con posterioridad al cierre de la edición de este capítulo, y con fecha 31 
de diciembre de 2022, se publicó la Ley N° 21.523. El cuerpo legal se conoce 
como Ley Antonia, en homenaje a Antonia Barra, víctima de violación y 
quien cometiera suicidio en octubre de 2019. A través de este, se modifican 
diversas normas legales para mejorar las garantías procesales, proteger los 
derechos de las víctimas de los delitos sexuales y evitar su revictimización. 
En lo que interesa a las políticas penales para combatir la violencia contra 
las mujeres, la ley introduce un nuevo tipo penal a través del nuevo artículo 
390 sexies del Código Penal. Esta norma sanciona con pena de presidio 
menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, a quien, 

por actos previos de violencia de género, causare el suicidio de una mujer, 
delito que se conoce como ‘suicidio femicida’. 

20 Una buena explicación de la diferencia terminológica entre femicidio y 
feminicidio la ofrece Bendezú (2016: 151). 

21 Véase en ese sentido el trabajo de Juan P. Mañalich (2016).

22 La ley tuvo por objeto crear un registro de deudores de pensiones de 
alimentos. 

23 Véase la nota de prensa en  http://bcn.cl/3a153.

24 El caso se conoce como “La Manada”. Su historia puede leerse en el 
artículo de la Wikipedia en  http://bcn.cl/3a16y.

25 Véase el trabajo de Pérez (2021).
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Entre 2007 y 2015, la cadena de televisión americana de cable 
AMC emitió la premiada serie Mad Men creada por Matthew 
Weiner (2007). La producción recrea una agencia de publicidad 
en Manhattan a comienzos de la década del sesenta, con el telón 
de fondo de las luchas por los derechos civiles, la guerra de 
Vietnam y la segunda ola de feminismo. Detrás de una notable 
puesta en escena de la cultura norteamericana y de la época que 
más adelante se denominó los ‘años dorados del capitalismo’, 
Mad Men plantea un universo dirigido y gobernado por hombres 
heterosexuales y anglosajones, con un sistema explícito de 
exclusión de mujeres, homosexuales y afroamericanos (Janin 
2012). Mientras los hombres ocupan en plenitud los diferentes 
niveles de la estructura corporativa, las mujeres están relegadas 
a las estructuras domésticas de los suburbios de Nueva York. A 
diferencia de muchas producciones de la época, el relato dista 
de ser pacífico. Las siniestras relaciones de poder que narra 
Weiner al interior de la agencia Sterlig & Cooper son en buena 
parte el espejo de una sociedad que cambia de la mano del 
mercado de consumo masivo, una demografía específica y las 
luchas políticas que llevarán adelante los grupos subalternos. En 
esta coyuntura de cambio, los valores y prácticas propiamente 

masculinos van a comenzar a entrar en crisis, a cuenta de la 
irrupción de nuevos grupos de población en la economía del 
empleo.

Mad Men1 es un fino y complejo relato de época en que las 
mujeres blancas sirven los hogares blancos y cuidan hijos, 
mientras los hombres blancos toman decisiones corporativas en 
las industrias de la ciudad. Es el epítome de la división del trabajo 
entre hombres y mujeres en roles específicamente asignados y 
compartimentados, gobernados por la misoginia y el sexismo. 
Weiner escenifica críticamente los esquemas tradicionales en 
que las sociedades industriales compartimentaron los espacios 
del trabajo asalariado y el trabajo doméstico no remunerado, y 
de los roles que en torno a ello se asignaban y se asignan aun 
férreamente, tanto a hombres como a mujeres.

El presente capítulo busca indagar en algunas claves del 
desenvolvimiento de los roles asignados a cada uno de los 
sexos respectivamente en el espacio de la producción y la 
reproducción, junto con la forma en que el derecho se hace 
cargo de reproducirlos o de resistirlos. Asimismo, se da cuenta 
de los avances y logros que las leyes laborales nacionales 
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han desarrollado en torno a la participación de la mujer en 
el mercado de trabajo productivo-formal; y, por supuesto, 
para el fomento de la participación de los hombres en las 
actividades reproductivo-domésticas o de reproducción social. 
De esta manera, se busca determinar en qué medida y bajo qué 
formulaciones normativas es posible modificar los dispositivos 
clásicos de la división de género del trabajo, resolviendo una 
tensión pretérita y generando, a través del derecho, un cambio 
en los fundamentos de esas asignaciones.

A este objeto, el capítulo se organiza de la manera siguiente. 
Una primera parte repasa los fundamentos de la división sexual 
del trabajo y los avances hacia una comprensión de esta bajo una 
mirada de género, con énfasis en el comportamiento de los actores 
en las sociedades postindustriales del siglo XX. Se procura 
identificar un principio de crisis del modelo tradicional, desde 
la literatura feminista, ilustrando las tensiones que atraviesan 
la incorporación de la mujer al mercado del trabajo formal, 
principalmente en el campo de la conciliación entre ‘trabajo’ y 
‘familia’ o, lo que es lo mismo, ‘producción’ y ‘reproducción’. 
Una segunda parte se enfoca en los avances que el derecho 
del trabajo ha producido en esta última materia, tratando de 
precisar los cambios legislativos que Chile ha llevado adelante. 
En esto último se ofrecerá un análisis crítico que interrogue en 
qué medida la legislación laboral ha reforzado o modificado la 
estructuras clásicas de roles de género, a través de normas e 
instituciones que tiendan hacia la corresponsabilidad familiar en 
materia de conciliación de trabajo y familia. 

1. Mujer, trabajo y crisis del modelo

1.1. El derecho del trabajo y el modelo male breadwinner

Es una cuestión bastante indiscutida que el derecho del trabajo 
aparece como una respuesta normativa a la llamada cuestión 
social. Las normas laborales que surgen y se extienden en el 
panorama normativo de fines del siglo XIX son el resultado de 
las varias revoluciones industriales y de los cambios productivos 
que están a su base. El derecho del trabajo, en tanto aparato 
normativo, se dirige a corregir las desigualdades sociales entre 
capital y empleo, a través de una compleja red de restricciones 
a la libertad de contratación, en la que el contrato de trabajo 
impone un contenido mínimo obligatorio y es la llave para 
una serie de derechos de protección social. Estas normas, que 
pueden cumplir un rol distributivo, protector o permisivo, o 
varios de ellos a la vez (Spector 2015: 2642), se insertan en 
un mercado específico, el de la transacción de mano de obra 
por salarios, y en una estructura social y productiva concreta y 
contingente a un momento sociopolítico del capitalismo. Si bien 
es corriente comprender el surgimiento del derecho del trabajo 
en el contexto de las luchas obreras, es necesario dar cuenta de 
los componentes de género de aquellas luchas, para comprender 
el rol que han tenido las mujeres como sujetos subalternos 
y perpetuamente circunscritas a un conjunto de labores de 
reproducción, aún a pesar de su inserción en el mercado de 
trabajo formal.

En ese sentido, es posible resituar críticamente el rol del 
derecho del trabajo en la configuración de las relaciones de 
trabajo industriales como un dispositivo de reproducción de 
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las jerarquías de género establecidas desde antaño. En su 
dogmática y su práctica, el derecho del trabajo subvierte ciertos 
principios liberales, en especial la libertad de contratación. Pero 
desde el punto de vista de su configuración política, el derecho 
del trabajo es un diseño institucional para el tratamiento de un 
conflicto específico entre el empleador, en tanto proveedor de 
capital, y el trabajador, como sujeto político resultante de los 
cambios productivos que trae consigo la revolución industrial. 
Ese sujeto político, no obstante, es el trabajador-hombre, 
blanco y heterosexual, que se inserta en una forma de familia 
nuclear estable en sus roles. Esta, a su vez, se articula en torno 
al trabajo reproductivo centrado en la mujer y el hogar, junto 
con un trabajo productivo masculino radicado en la industria. 
Es en torno a ese trabajador que cobra sentido el sistema de 
derechos que provee la legislación laboral, la seguridad social, 
los subsidios o los derechos mismos que emanan del contrato. 
Se trata, como señala Esping-Andersen (2000: 73), de un 
sistema de derechos que favorece implícitamente al “varón 
cabeza de familia”, que tan bien perfila Weiner en el relato 
social de Mad Men. El modelo de bienestar que se asocia a los 
derechos laborales es, como muchas de las instituciones de la 
modernidad, androcéntrico, situando al resto de integrantes de 
la familia como dependientes del hombre cabeza de hogar y, 
en consecuencia, tratándose de titulares de derechos sociales 
derivados y no personales (Esping-Andersen 2000: 31). En esta 
lógica, como se verá más adelante, cuando la legislación laboral 
incorpora a la mujer como sujeto político, lo hace otorgándole un 
estatus de trabajadora asalariada, formalmente igual al hombre. 
En esa línea, un número creciente de derechos que se relacionan 
con las funciones reproductivas se han situado principalmente 
en el camino de la protección de la maternidad.

Desde este punto de vista, el derecho del trabajo es una de 
las expresiones normativas de un orden social que funciona 
como una inmensa maquinaria simbólica, ratificando —
como reflexiona Bourdieu— la dominación masculina en la 
división del trabajo: primero, sexualizándola y, más tarde, 
‘generizándola’. En esta estrategia de dominación, los espacios 
compartimentados se reservan y ocupan de acuerdo a esa 
división; mientras que los espacios públicos, como los mercados, 
quedan bajo el dominio de los hombres; y la casa, el oikos, se 
constituye en un espacio femenino, obedeciendo a una aparente 
ley natural (Bourdieu 2018: 35). Pareciera, entonces, que esa 
preeminencia de la masculinidad y de lo masculino como norma 
universal es inherente a una división elemental entre el trabajo 
productivo y reproductivo, en la que se confiere al hombre la 
mejor parte (Bourdieu 2018: 77). Como se verá, la ratificación 
de esa división por el orden normativo que sienta el derecho del 
trabajo, sigue ese esquema y confiere al hombre la mejor parte 
de la distribución que la economía política hace a través de las 
presuntamente igualadoras normas de las leyes laborales. 

De esta forma, siguiendo a Bourdieu, es posible leer el 
derecho —y por supuesto el derecho del trabajo— como una 
de las instituciones encargadas de la perpetuación del orden 
de los sexos. Así, el desarrollo de las normas laborales y su 
consolidación en estatutos de derechos y acceso a la seguridad 
social en el siglo XX colabora de modo activo en la construcción 
de una ciudadanía reservada a los hombres y negada a las 
mujeres como plenas participantes2. 

En particular, los treinta años siguientes al fin de la Segunda 
Guerra Mundial se verá consolidado el modelo keynesiano de 
intervención en la economía y el auge de la familia en torno 
al llamado male breadwinner3 y el salario familiar, con sus 
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dispositivos de resguardo ante los riesgos sociales. Esta fase de 
crecimiento y pleno empleo se conoce como ‘los años dorados 
del capitalismo’ y en ellos se consolidan los distintos modelos 
de estados de bienestar. Para Fraser, el capitalismo gobernado 
por el Estado de la postguerra internaliza la reproducción social 
a través de las instituciones públicas y la provisión corporativa 
de servicios, pero lo hace a costa de la entronización de un 
modelo que institucionaliza una comprensión androcéntrica de 
la familia y el trabajo, la naturalización de la heteronormatividad 
y la despolitización de la jerarquía de género (Fraser 2016: 104-
111). 

Posteriormente, con la consolidación de diversas formas de 
estados de bienestar que se produce en la segunda mitad del 
siglo XX, se tendrá por aceptada la intervención del Estado 
en el pleno empleo, el crecimiento, el funcionamiento de los 
mercados y la política industrial. Harvey denomina a este 
modelo ‘liberalismo embridado’, aludiendo a la regulación de 
las estrategias económicas, la planificación estatal y la propiedad 
pública de algunas industrias. 

Avanzando ya a la década de los 70, se va desarrollar el proyecto 
neoliberal que va pretender justamente desembridar esos 
constreñimientos (Harvey 2007: 17)4. Una enorme cantidad de 
soldados desmovilizados, la desruralización y la consolidación 
de los centros urbanos industriales en torno a los avances que 
deja el complejo industrial-bélico y la relativa baja natalidad 
son factores que permitieron la articulación de una economía de 
postguerra con prototipos familiares basados en la dualidad del 
hombre trabajador-obrero de producción media y la mujer ama 
de casa y madre dedicada a las labores de cuidado de la prole 
—futuros asalariados.

Estos prototipos familiares han pasado a ser marginales o bien 
se han extinguido del todo (Esping-Andersen 2000: 44, 71). 
Con ello también han entrado en cuestión los fundamentos 
de la división sexual del trabajo y se ha develado su base de 
género. Como señala Mills (2016: 285-287), la idea de una 
división del trabajo en base al género sugiere un criterio no fijo 
como es el sexo, sino comprehensivo de un complejo sistema 
de significados, prácticas e identidades. Consecuencia de ello 
se deben reformular los principios de división del trabajo a 
propósito de los sistemas de poder y jerarquía, en que el género 
interactúa con otras categorías de valor, como la clase, la raza, 
la edad o la nacionalidad. A partir de ello, se podrá contar con 
herramientas para abordar críticamente el rol del derecho del 
trabajo en la perpetuación de esos modelos.

1.2. Desintegración del orden de género basado en el modelo 
del salario familiar

Si bien se atribuye a la crisis del petróleo de 1973 el fin de 
los años dorados del capitalismo del bienestar, lo cierto es 
que los elementos claves de esta crisis venían gestándose 
con mucha anterioridad. Es en la década del setenta que se 
quiebra la tendencia al pleno empleo y se aceleran los procesos 
inflacionarios: el pacto de clase entre capital y empleo comienza 
a resquebrajarse, mientras que la desigualdad se consolida como 
un rasgo persistente del proceso de neoliberalización (Harvey 
2007: 20-23)5. A partir de la fase neoliberal, con su carga de 
desregulación global y creciente dependencia del capital 
financiero, se produce el fin del orden de la familia nuclear 
dependiente del salario familiar (Fraser 2016: 112). No obstante, 
como reflexiona Mills, las políticas de ajuste estructural 
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producen efectos devastadores y con un acusado sesgo de 
género en las comunidades, toda vez que el neoliberalismo 
trae consigo supuestos profundamente patriarcales acerca de 
la división del trabajo. Entre estas, resaltan la disponibilidad 
de trabajo doméstico no remunerado y la privatización de los 
sistemas de protección social y del trabajo asalariado, de manera 
que muchos hogares son empujados hacia el empleo informal y 
hacia la dependencia de las familias y mujeres para las labores 
de cuidado (Mills 2016: 294). Esta dependencia familiar se 
traduce, habitualmente, en una sobrecarga de las mujeres.

Uno de los factores clave es el progresivo deterioro de la familia 
del mundo industrial, a cuenta de una baja sostenida en los 
salarios de los trabajadores de producción media, que fuerza la 
salida de las mujeres del espacio doméstico hacia un ingreso 
masivo al mundo del trabajo asalariado (Esping-Andersen 
2000). El régimen de bienestar basado en el trabajo asalariado, 
la familia nuclear y el contrato de trabajo —con su subsecuente 
derivación de derechos individuales y sociales— se tambalea 
con fuerza a medida que las economías de occidente entran en 
un proceso de desindustrialización y las cadenas productivas 
se trasladan a países en desarrollo. A medida que los puestos 
de trabajo requieren de mayores cualificaciones, el crecimiento 
del empleo se produce en los servicios y en condiciones de 
mayor precarización: sin contrato y sin sindicatos que velen 
por la mejora de las condiciones, es decir, los factores que 
proporcionan estabilidad al empleo industrial van decayendo.

Fraser apunta a un elemento central en esta crisis, esto es la 
desintegración del orden de género basado en el modelo del 
salario familiar y su idea de familia organizada en torno al 
hombre cabeza de familia, cuyo salario es suficiente para 
alimentar a una mujer y dos hijos (Fraser 2015: 139-140). Este 
supuesto no se sostiene ya, ni empírica ni normativamente. En 

efecto, no es posible que el salario de una sola persona sostenga 
a una familia, a la vez que el empleo asalariado de las mujeres 
es más común, aunque peor remunerado. Al mismo tiempo, 
la familia nuclear, propia del industrialismo, no es ya el único 
modelo de organización de la familia, y las normas de género 
que organizan esa estructura, son objeto de debate (Fraser 2015: 
141). En consecuencia, la realidad del occidente postindustrial 
es una en que la familia nuclear con un solo ingreso pasa a ser 
atípica, de la mano del aumento de las familias monoparentales 
(Esping-Andersen 2000: 71).

1.3. Mujer, trabajo: la crisis de los cuidados

La crisis del modelo industrial y de la forma nuclear de la familia 
—que, dicho sea de paso, constituye su fundamento social— trae 
consigo una serie de consecuencias. Una de las más notorias es 
la crisis de los cuidados y de las labores de reproducción social, 
que en el modelo industrial eran desarrolladas por las mujeres. 

Las presiones que ha implicado la desregulación de las 
economías postindustriales socavaron una serie de capacidades 
sociales, como son el nacimiento y crianza de hijos e hijas, 
el cuidado de las familias y la mantención de los hogares y 
las comunidades. Todas estas actividades y funciones, que 
se denominan genéricamente de ‘reproducción social’, son 
consideradas habitualmente como trabajo femenino, las que 
combinan tanto una esfera afectiva como de trabajo material 
(Fraser 2016: 99). Pero la crisis del empleo industrial produce 
una salida masiva de las mujeres al mercado de trabajo formal, 
que detona en un déficit en la función reproductiva o de 
reproducción social. Forstenzer (2022: 249 - 250) señala que la 
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reconfiguración de los roles que se produce cuando las mujeres 
ingresan al mercado formal de trabajo implica una menor 
responsabilidad de estas para las labores de cuidado: estas son 
(y quizás ahí está la paradoja) el principal obstáculo para que las 
mujeres puedan efectivamente acceder a ese mercado formal, 
cuando no disponen de ingresos que les permitan suplir esas 
funciones subcontratando esos servicios. 

Como argumenta Fraser, esta crisis contiene en sí misma una 
contradicción que es, por demás, propia de la fase neoliberal del 
capitalismo. Si bien se piensa tradicionalmente en los espacios 
de producción y reproducción como campos separados, lo 
cierto es que el capitalismo se basa fundamentalmente en una 
retroalimentación permanente entre ambos (Fraser 2016: 100-
101).

Esta función solía ser llenada por la familia nuclear y por las 
mujeres que la componían, sin que la economía asumiera el 
pago de esta. En otras palabras, la sustentación del sistema 
capitalista siempre se basó en el trabajo no remunerado de un 
enorme contingente de mujeres. La crisis se desata, justamente, 
cuando la fase de desarrollo neoliberal del capitalismo precariza 
sensiblemente a los hombres protagonistas del trabajo industrial 
y transforma a esas mujeres en asalariadas en el mercado de los 
servicios y de la industria de baja calificación.

El resultado, en consecuencia, es el reemplazo del modelo del 
male breadwinner por el two earner family, es decir, en que los 
integrantes de la familia biparental clásica salen al mercado 
de trabajo formal. En este modelo de organización dual, las 
labores de reproducción social se ‘comodifican’. Dicho de 
otra manera, para las familias que pueden pagar los cuidados, 
este se privatiza; mientras que para quienes no pueden pagar, 
esto se internaliza, toda vez que ya no pueden descansar en las 
estructuras del antiguo modelo de bienestar (Fraser 2016: 112)6.

Este nuevo esquema basado en un aumento sostenido de 
la participación de las mujeres en el mercado de trabajo 
formal, desde la década del setenta en adelante, no conlleva 
necesariamente un desarme de las estructuras tradicionales al 
interior del hogar ni a un verdadero cambio de giro hacia la 
igualación de las cargas familiares. 

Como se verá, la regulación laboral, con sus normas de protección 
a la maternidad, organizados a través de sistemas de permisos/
subsidios/oferta de cuidados, no han garantizado alterar el 
orden de género, sino más bien lo han reforzado, asignando a 
las mujeres que salen al mercado del trabajo una doble función: 
en el hogar, manteniendo las tareas de reproducción, y en la 
trabajo, asumiendo responsabilidades como trabajadoras. 

1.4. Hacia una nueva división del trabajo: la corresponsabilidad 
como paradigma

El escenario actual del desarrollo del capitalismo es uno en 
que una nueva división sexual del trabajo tiene lugar, esta 
vez en base al género. Como se señaló, la entrada de lleno al 
mercado de trabajo por las mujeres, principalmente en sectores 
más precarizados, se ha caracterizado en que el trabajo se 
torna flexible y no cuenta con las garantías de protección que 
brindaba el antiguo industrialismo, basado en el contrato de 
trabajo. Forstenzer señala en esa línea que las mujeres están más 
expuestas al trabajo a tiempo parcial involuntario, al trabajo 
intermitente o temporal, a la falta de contrato y a la desprotección 
social: el proceso de flexibilización del mercado laboral, que en 
Chile se asocia a las políticas neoliberales de la dictadura militar 
y al modelo agroexportador, es en buena medida sinónimo de la 
inserción laboral de las mujeres (Forstenzer 2022: 252 - 254).
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En general, los empleos a los que acceden las mujeres son 
empleos feminizados o que detentan un estatus feminizado, 
producto de una organización jerárquicamente segregada en 
torno al género. Esta estructura se reproduce de manera muy 
exacta en el mundo del trabajo de reproducción social, o no 
remunerado, que mantiene su carga de género intocada (Rittich 
2004: 122). La división del trabajo alcanza, entonces, tanto el 
trabajo en el mercado como el que tiene lugar fuera de este, en 
base a la asociación de determinadas tareas a las mujeres.

Aquello, que puede parecer obvio a una simple observación no 
instruida en los avatares teóricos del problema, implica, como 
señala Rittich (2004: 124), que los hombres han disfrutado de 
una relativa libertad respecto de las obligaciones familiares 
y del trabajo no pagado, de una manera en que los trabajos 
no remunerados resultan irrelevantes a los conflictos que 
conciernen al mundo del trabajo7.

Esta división sexual en el hogar y en el mercado no representa 
un problema hasta que el pensamiento feminista lo resitúa como 
conflictivo, revelándolo como parte de una estructura opresiva, 
injusta y, por demás, mutable y no natural. Asimismo, y como 
relevaba Fraser, el trabajo doméstico forma parte de la propia 
supervivencia del capitalismo como sistema de acumulación. 

Es necesario, entonces, preguntarse hasta qué punto el sistema 
normativo que constituyen las leyes laborales reproducen esta 
división, fuera y dentro del mercado. En relación a ello, afirma 
Federici que la incorporación de las mujeres al mercado de 
trabajo formal-remunerado —que es resguardado y protegido 
por el contrato de trabajo y los derechos que emanan de este— no 
parece ofrecer a las mujeres más que un “mayor trozo del pastel 

del trabajo en las fábricas”, representando su incorporación de 
lleno a una forma de explotación por el capital (Federici 2018: 
28). 

Pero una primera aproximación requiere ampliar esa base 
conceptual. La idea misma de ‘trabajo’ que ha estado a la base 
de esos desarrollos normativos, lo identifica con el trabajo 
asalariado-industrial-masculino, sin considerar que lo que 
ocurre dentro del hogar pueda ser trabajo y/o tener alguna 
relevancia en la producción. El sistema normativo, como se 
señalaba antes, privilegia a un sujeto político específico, pero 
a la vez lo produce y perpetúa, concediendo reconocimientos y 
compensaciones diferenciadas. Rittich afirma, en ese sentido, 
que “(…) la regulación del trabajo y la producción es uno de 
los mecanismos mediante los que la misma frontera entre la 
producción y la reproducción, entre actividades de mercado y 
no-mercado son producidas” (Rittich 2004: 125). 

Esto lleva a plantear que el derecho del trabajo, en tanto incide 
en la forma en que se desarrollan las actividades productivas, 
ha tenido también una incidencia específica en el campo de la 
reproducción social misma. Esta incidencia ha tomado, como se 
verá para el caso de Chile, la de perpetuar los roles de género, 
tratando a la mujer como madre-trabajadora y a los hombres 
como trabajadores-trabajadores. El derecho del trabajo ha tenido 
escasa influencia en las estructuras domésticas de reproducción 
social y su neutralidad de género ha sido algo menos que 
aparente. Lo confirma Rittich (2004: 131) cuando apunta que:
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Muchas de las formas tradicionales formas de 
regulación del mercado de trabajo descansan 
en suposiciones sobre los límites y caprichos 
de los cuerpos de las mujeres, y defendidas 
en nombre de la santidad y las demandas 
de los roles maternos. Son motivadas tanto 
por el paternalismo como, y hasta un punto 
no menor, por autointerés de parte de los 
hombres. 

Este punto de vista obliga observar, bajo una nueva luz, a 
las regulaciones laborales que han buscado activamente la 
conciliación de la vida familiar y laboral de los trabajadores. 

Para Fraser (2016: 107), el feminismo liberal ha buscado 
revalorizar para las mujeres aquellos logros que han beneficiado 
a los hombres y la entrada de las mujeres al mundo del 
trabajo asalariado ha sido considerada como una ruta hacia la 
emancipación. Los valores del mundo de la producción se han 
transformado en una aspiración para las mujeres, pero el mundo 
de la reproducción social, que tiene lugar al interior del hogar, 
ha seducido a pocos hombres. Este mismo autor plantea que 
las políticas de conciliación pueden ser vistas como parte de 
esa ruta a la emancipación liberal, aunque también pueden ser 
interpretadas como una forma de mantener las estructuras de 
género en la dualidad producción/reproducción.

En las políticas de conciliación de trabajo y familia, el sujeto 
mismo de conciliación no es un sujeto neutro, sino femenino, 
siendo las mujeres en que se focalizan las políticas (Faur 2006: 
519). En ese sentido, las mujeres son destinatarias de derechos 

específicos: protección durante el embarazo y puerperio; 
licencias por maternidad; y disponibilidad de servicios para el 
cuidado de hijos e hijas (Faur 2006: 521). 

Se observa que, en una primera etapa del derecho del trabajo, 
se recogen estas políticas de conciliación de trabajo y familia, 
pero no se avanza mucho más allá de reafirmar sus funciones, 
entregando algunas directrices sobre cómo combinarlas de 
manera eficiente con las responsabilidades de trabajadora. Por 
otro lado, solo muy lentamente se va incorporando al padre 
trabajador en las responsabilidades familiares.

Con la instauración de la corresponsabilidad en la conciliación 
de trabajo y familia, el derecho del trabajo tiene la oportunidad 
de materializar medidas concretas para terminar con el modelo 
tradicional de hombre trabajador y mujer cuidadora, avanzando 
hacia una igualdad más sustantiva entre trabajadores y 
trabajadoras.  

2. Hacia la corresponsabilidad: avances legislativos en 
Chile

En lo sucesivo, y teniendo en cuenta los aspectos teóricos que 
se han adelantado en los puntos anteriores, se ofrece un análisis 
crítico de los esfuerzos legislativos que se han desarrollado en 
Chile, en la línea de crear políticas de corresponsabilidad en las 
funciones de reproducción social entre géneros. En ese sentido, 
el análisis se centra en la forma en que el derecho del trabajo 
incide en el balance de cuidados al interior de la familia nuclear, 
no obstante su desempeño en otras formas de configuración 
familiar-doméstica pueden estar claramente en cuestión. Una de 
las cuestiones que es posible levantar es precisamente la aptitud 
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del derecho del trabajo para incidir en la producción de acuerdos 
igualitarios en otras formas de familia.

2.1. La perspectiva de género en el derecho del trabajo

La relación entre trabajo y mujer implica una pregunta 
fundamental sobre la condición de la mujer en el mundo de 
trabajo, en tanto sujeto subalterno de un régimen normativo 
diseñado y pensado por y para hombres. Pretéritas son las 
tensiones en esta relación, las que comienzan a ser más evidentes 
con la incorporación de la mujer al mundo del trabajo formal. 
Esto ha ido provocando ajustes sucesivos al derecho de trabajo, 
ya sea a través de la dictación de leyes laborales enfocadas en 
promover una estructura igualitaria, mediante el otorgamiento 
de derechos a las mujeres trabajadoras y, actualmente, a través 
de una legislación con perspectiva de género. 

En ese sentido, Marzi (2021: 14) sostiene que el derecho del 
trabajo representa una forma de intervención que se realiza 
para la corrección de situaciones de hecho en un trato que 
produce o acrecienta la desigualdad entre un privado y otro, 
que debe ser superada con una igualdad material, transitando 
a la constitucionalidad del derecho y, en la actualidad, con 
legislaciones de igualdad que conducen a la transversalidad 
de género. De esta forma, la estrategia de transversalidad de 
género persigue que la totalidad de los procesos de toma de 
decisiones públicas tenga una perspectiva de género. La premisa 
fundamental de este planteamiento es que todos los procesos 
políticos y todo el proceso en sí deban considerar a ese 50% 
de la población y sus intereses. Esto abarca a todos los poderes 

del Estado y a todo el aparato público que se sigue de estos, 
logrando que las mujeres participen en paridad en los procesos 
(Cifuentes & Guerra 2021).

Específicamente, para el parlamento, en tanto institución 
productora de normas, el PNUD (2013: 14) señala que: 

(…) es necesario que el Poder Legislativo 
sea sensible y consciente de la igualdad de 
género para poder responder a los intereses y 
necesidades de la totalidad de la ciudadanía. 
Esto supone medidas legislativas que 
remuevan la discriminación en la sociedad 
y, también, una transformación hacia el 
interior de esta institución a fin de erradicar 
las prácticas de sexismo y exclusión en 
su funcionamiento, estructura, cultura y 
procedimientos.

Para MacKinnon una legislación con enfoque de género es un 
“(…) producto normativo que se basa en una lectura específica 
de la realidad social desde el género, que indaga y reflexiona 
sobre la lectura y que se encamina normativamente a esa 
realidad buscando igualar a hombres y mujeres, proporcionando 
un igual acceso a los recursos y eliminado las barreras que lo 
impiden” (MacKinnon 2012: 402-403). Esto, a su vez, debe 
servir al objetivo de realizar una aspiración constitucional de 
igualdad y de instalar paradigmas culturales que renueven las 
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prácticas culturales que discriminan mediante la asignación de 
roles género estructurales (Cifuentes & Guerra 2021). 

De ahí, según MacKinnon, la importancia de que una legislación 
con perspectiva de género se siga lógicamente de un orden 
constitucional que también manifieste, expresamente, una 
preocupación por realizar un paradigma igualitario entre ambos 
sexos (Cifuentes & Guerra 2021). 

Sobre la labor de legislar con perspectiva de género, ONU 
Mujeres ha señalado que “(…) consiste, en primer lugar, en 
modificar o derogar leyes que discriminen por razón de sexo o 
género, ya sea de forma explícita o implícita. Además implica 
promulgar nuevas leyes que reafirmen el principio de igualdad 
de género y garanticen la igualdad de género en la práctica” 
(ONU Mujeres & Unión Interparlamentaria 2021: 18).

Para obtener legislación con perspectiva de género, Marzi 
(2021) sostiene que el análisis de género en el derecho implica 
una revisión del modelo de referencia —modelo considerado 
masculino—, es decir, se revise la totalidad del ordenamiento 
jurídico que va conducir necesariamente a leyes globales 
de igualdad, donde se regulen todas las materias —violencia 
de género, salud reproductiva, maternidad, conciliación, 
presentación política, trabajo—, sea mediante una “(…) 
intervención legal de conjunto y no por disciplina” (Marzi 2021: 
15).

De la misma opinión es Lousada Arochena (2014), quien 
señala que las legislaciones de igualdad modernas contemplan 
una técnica de leyes globales con las más diversas materias 
“potencialmente abordables en el ordenamiento jurídico”, 
dejando de lado la dictación de leyes parceladas. En estas 
leyes globales sus “(…) mandatos normativos no se limitan 
a la prohibición de discriminación y a las acciones positivas, 

incluyen también oportunidades y medidas de participación 
equilibrada ¾a diferencia de la prohibición de discriminación— 
suponen regulaciones en positivo y regulaciones permanentes” 
(Lousada Arochena 2014: 78-79).

Como consecuencia de este marco conceptual, se concluye 
que ninguna ley puede ser promulgada sin un control de la 
perspectiva de género (Marzi 2021: 15). En Chile no existe la 
obligación de que los proyectos de ley cuenten con informes de 
impacto de género8, a diferencia de la experiencia extranjera. 
Esto impide identificar, de manera preventiva, la probabilidad 
de que la decisión normativa tenga consecuencias negativas 
para la igualdad entre hombres y mujeres9. La ausencia de este 
tipo de control ex ante en el ámbito legislativo conduce a dictar 
normas que, en ciertas oportunidades, pueden parecen neutras, 
pero tienen impacto negativo focalizado en las mujeres, como 
ha sido, por ejemplo, la evaluación de la Ley de Teletrabajo 
(Varas Marchant 2021). Otro caso es el de las leyes que otorgan 
derechos a las mujeres trabajadoras, que solo acentúan una 
matriz de división del trabajo en perjuicio de las mujeres, como 
se ha venido señalando. 

Precisamente, este es uno de los desafíos del derecho del 
trabajo: avanzar en replantearse las instituciones tradicionales 
propias de esta rama del derecho, como es la normativa referida 
a la protección de la maternidad, con el objeto de incorporar 
un bien jurídico nuevo para esta rama del derecho como es la 
conciliación de la vida laboral y familiar para los trabajadores y 
trabajadoras, bajo un principio de corresponsabilidad (Caamaño 
2008).

De esta manera, el camino de elaborar políticas y leyes 
con ‘corresponsabilidad’ implica una redistribución de las 
responsabilidades de cuidados, tanto de las familias al Estado o 
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‘corresponsabilidad estatal’, como de las mujeres a los hombres 
o ‘corresponsabilidad paterna’ (Varas Marchant 2021). Para 
Orloff, la primera redistribución no solo implica necesariamente 
la desfamiliarización10 del cuidado mediante la prestación 
pública o subsidios a la oferta privada de servicios de atención y 
educación de la primera infancia, sino que también jornadas de 
trabajo compatibles con la responsabilidad familiar, a objeto de 
permitir utilizar tales servicios a madres y padres.  De la misma 
forma, las políticas de corresponsabilidad paterna procuran 
balancear la presencia de los padres en los cuidados del hogar 
(Orloff 2009: 4). 

2.2. Los avances legislativos en Chile

Si bien Chile no cuenta con una ley integral de igualdad 
de género, se ha optado más bien por la dictación de leyes 
sectoriales, como han sido los cuerpos legales en materia de 
violencia de género, salud reproductiva y leyes laborales. Aún 
dentro de estas ramas, el tratamiento de los problemas ha sido 
más bien disperso, sin que sea posible identificar de modo 
unívoco políticas y directrices concretas.

En lo que respecta a las leyes laborales, en general, estas han sido 
motivadas por: el aumento en la participación de las mujeres 
en el trabajo remunerado, la flexibilidad de las condiciones 
de trabajo y el avance educativo de las mujeres. Todo esto ha 
provocado una reedificación de pautas de provisión de recursos 
en los hogares y la desnaturalización de las relaciones sociales 
de género (Faur 2006: 517). 

Así, tanto en la experiencia extranjera como en el caso de 
Chile, la regulación del trabajo para mujeres ha operado como 
el primer intento de conciliación entre las responsabilidades 
familiares. Esta se ha caracterizado por estar diferenciada en 
términos de género, distribuyendo derechos y responsabilidades 
entre hombres y mujeres (Faur 2006: 520). 

A modo de contexto, los derechos laborales en Chile nacen a 
finales del siglo XIX, y a principios del siglo XX cuando el 
movimiento obrero nacional alcanzó un carácter de fuerza social 
política organizada, militante y nacional (Scully 1992). Estos 
movimientos respondían a la conformación de un incipiente 
proletariado urbano, producto de las migraciones campo-
ciudad, y a las condiciones de vulnerabilidad en que trabajaban, 
con extensas jornadas de trabajo, inseguridad, falta de higiene 
y una alta mortalidad producto de accidentes laborales (Scully 
1992: 2). 

Precisamente, es en esta época cuando surgen los primeros 
derechos laborales de protección a los trabajadores. Y, en 
particular, aparece la primera ley que otorga derechos a la mujer 
trabajadora en el año 1917: Ley N° 3.186. 

Desde el año 1917 a la fecha, se pueden identificar un conjunto 
de leyes laborales que otorgan derechos a la mujer trabajadora 
y que se relacionan en forma directa o indirecta con las 
responsabilidades familiares, en especial con las funciones de 
reproducción social de nacimiento y cuidado de hijos. Para 
el análisis de estas leyes, ubicadas temporalmente entre los 
años 1917-2021, y la identificación del objeto jurídico de la 
protección y del sujeto titular de derechos, se han agrupado en 
dos períodos, a saber: las dictadas entre 1917 y 1989 y aquellas 
entre 1990 y 2021. 
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El primer grupo de leyes laborales (1917-1989), entonces, 
corresponde a modificaciones al Código del Trabajo y se 
caracterizan por otorgar protección a la maternidad de las 
trabajadoras mediante derechos específicos relacionados con 
ello, de los cuales son titulares las ‘mujeres-madres’. La primera 
ley en esta materia, como se señaló, fue la Ley N° 3.186 de 1917, 
que establece el servicio de salas cunas en las fábricas, talleres o 
establecimientos donde trabajaren 50 o más mujeres mayores de 
18 años, para hijos de hasta un año de edad. En 1925, mediante 
el Decreto Ley N° 442 del Ministerio de Higiene, Asistencia 
y Previsión Social, se deroga la ley anterior y se establece el 
derecho a descanso por embarazo, por 40 días antes del parto y 
20 días después. Asimismo, se establece la obligación del patrón 
de reservar el puesto de trabajo por el período de descanso; el 
pago del 50% del salario; y de disponer salas cunas para el 
cuidado de los hijos/as durante el primer año de edad, con la 
posibilidad de amamantar por una hora al día. 

A estas dos leyes le siguen la dictación de otras cinco hasta el 
año 1990 (Comunidad Mujer 2017): 

•	 Decreto con Fuerza de Ley N° 178, de 1931, que 
establece un periodo de descanso de 84 días para mujeres 
embarazadas (seis semanas antes y seis semanas después 
del parto).

•	 Ley N° 11.462 de 1953 que establece en forma explícita 
el fuero maternal.

•	 Ley N° 16.511 de 1966 que amplía hasta los dos años la 
edad de los niños que podían ser amantados en el lugar de 
trabajo.

•	 Ley N° 17.928 de abril de 1973 que aumenta el descanso 
de seis a doce semanas después del parto para todas las 
madres trabajadoras.

•	 Ley N° 18.418 de 1985 que establece que los subsidios 
por descanso de prenatal o posnatal y los subsidios 
por enfermedad grave del hijo menor de un año serán 
financiados con recursos del Fondo Único de Prestaciones 
familiares y Subsidios de Cesantía.

Del análisis de este primer grupo de leyes es posible sostener 
que se trata, esencialmente, de un otorgamiento de derechos 
a mujeres trabajadoras que se relacionan con su capacidad 
reproductiva y la protección de dicha capacidad. En general, se 
trata de leyes referidas a licencias maternales y la obligación 
de servicios para el cuidado de niños en los lugares de trabajo, 
reflejando un paradigma en que el cuidado familiar se concentra 
en ellas.

Para el periodo entre 1990 y 2021 se identificaron 23 leyes11 
que modificaron el Código del Trabajo y que están dirigidas 
a las mujeres trabajadoras y, en forma directa o indirecta, a 
las responsabilidades familiares. En este grupo es posible 
reconocer algunas leyes que buscan operar un cambio en quien 
es el sujeto titular de los derechos, ampliando ese horizonte a 
los padres trabajadores, en un esfuerzo por democratizar las 
responsabilidades de los trabajadores hombres y mujeres en 
tanto se les tiende a concebir a ambos como proveedores de 
cuidados al interior de la familia. 

La primera ley que incorpora un esquema donde el padre 
trabajador tiene un derecho relacionado con las responsabilidades 
familiares es la Ley N° 19.250 de 1993, la cual contiene una 
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serie de disposiciones relativas a la mujer trabajadora. Entre 
ellas está la que otorga el permiso y subsidio por enfermedad 
del hijo menor de un año para la madre trabajadora, permitiendo 
que, si ambos padres son trabajadores, el padre tenga derecho 
si la madre opta por ello. La misma fórmula sobre el sujeto 
titular de derecho12 se reguló en la Ley N° 19.505 de 1997 
que otorgó un permiso para ausentarse del lugar de trabajo, 
hasta por 10 jornadas en un año calendario, en el evento que la 
salud de un hijo menor de 18 años requiera atención personal 
de sus padres, por accidente grave, enfermedad terminal en 
fase final o enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de 
muerte. Luego, en 2011, con la Ley N° 20.535 se concede un 
permiso para ausentarse a los padres de hijos con discapacidad, 
replicando la formula ya utilizada en las leyes anteriores. 

Con la Ley N° 20.047 de 2005 se otorga por primera vez un 
derecho al padre trabajador con responsabilidades familiares, 
concediendo un permiso pagado de cuatro días en caso de 
nacimiento de un hijo, el que podrá utilizar a su elección desde 
el momento del parto —que con la Ley N° 20.545 de 2011 se 
aumentó a 5 días. El año 2009, a través de la Ley N° 20.399, se 
otorga el derecho a sala cuna al padre cuando tenga el cuidado 
personal del menor de dos años o si la madre fallece, salvo que 
el padre haya sido privado del cuidado personal por sentencia 
judicial.

Posteriormente, con la Ley N° 20.545 de 2011 se modifican de 
manera significativa las normas de protección a la maternidad 
con la creación del permiso postnatal parental de 12 semanas a 
continuación del periodo postnatal del que la madre es titular, 
con derecho a un subsidio. Este permiso mantuvo la misma 
estructura de diseño de las leyes anteriormente comentadas: se 
trata de un permiso cuyo titular es la madre. Si padre y madre son 

trabajadores, la madre puede ceder el uso del permiso postnatal 
parental, a partir de la séptima semana y por el tiempo que ella 
indique. Las semanas utilizadas por el padre deberán ubicarse 
en el período final del permiso y dan derecho a subsidio.

En el año 2014 y con la dictación de dos leyes, se observa un 
avance en materia de conciliación de trabajo y familia con 
un sesgo de corresponsabilidad parental. En primer lugar, se 
encuentra la Ley N° 20.764 que modifica el Código del Trabajo, 
cambiando el epígrafe del Título II, del Libro II que protegía la 
maternidad, por uno que pasa a denominarse “Protección a la 
maternidad, la paternidad y la vida familiar”. Por su parte, con 
la Ley N° 20.761, se extiende a los padres, con acuerdo de las 
madres, el derecho a alimentar a sus hijos e hijas menores de 
dos años. 

A este esquema de cambios, se suma la Ley N° 21.063 de 2017 
o Ley Sanna, que modifica el artículo 199 bis del Código del 
Trabajo, el cual se refiere a permisos por enfermedad grave 
de hijo menor de un año, por accidente grave o enfermedad 
grave, aguda y con riesgo de muerte de hijo o hija mayor de 
un año y menor de 18 años; y para el cuidado de personas con 
discapacidad. A través de la reforma se establece que, si ambos 
padres son trabajadores, el permiso se podrá usar conjunta o 
separadamente. Asimismo, esta ley crea un seguro para las 
madres y padres trabajadores de hijos e hijas mayores de 1 año y 
menores de 15 o 18 años de edad, según corresponda, afectados 
por una condición grave de salud, para que puedan ausentarse 
justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado, 
con la finalidad de prestarles atención, acompañamiento o 
cuidado personal a sus hijos o hijas. 
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Es posible sostener, de esta manera, que en este segundo grupo 
de leyes se evidencia una cierta tendencia al cambio en el centro 
de gravedad del sujeto de protección en las responsabilidades 
familiares, incorporándose al padre trabajador como sujeto 
de derecho a una serie de permisos relacionados con el 
cumplimiento de labores de cuidados para la familia, es decir, 
en la esfera de la reproducción. No obstante estos cambios, se 
mantiene su incorporación de carácter residual en el permiso 
posnatal parental, ya que si ambos padres son trabajadores, el 
derecho sigue radicado fundamentalmente en la mujer quien 
puede cederlo al padre trabajador.

3. A  modo de conclusiones: las cuentas pendientes de la 
corresponsabilidad

3.1. La perenne reproducción de roles ¿Qué más puede hacer 
el derecho del trabajo?

Como señala Esping-Andersen (2009: 19), hasta no hace 
muchas décadas atrás, se esperaba que las mujeres, una vez 
casadas, se dedicaran al cuidado de los hijos y del hogar. Su 
entrada masiva al mundo del trabajo formal, no obstante, debe 
levantar un cuestionamiento acerca de si las reglas basales del 
juego han cambiado realmente o solo se advierte como punta de 
iceberg, una apariencia de cambio. La realidad, como siempre, 
parece ser una en que los roles de género que gobiernan la 
división del trabajo son los mismos del mundo industrial y que 
el relato de clase, raza y género que Weiner ofrece en Mad Men 
no ha cambiado sustancialmente. Pese a que las condiciones de 

mercado del capitalismo contemporáneo parecen ser mejores, 
en cuanto ofrece posibilidades de trabajo fuera del hogar a las 
mujeres, esto solamente ha profundizado las desigualdades, a 
propósito de la doble labor y la precariedad, a cuenta de las 
peores condiciones en que las mujeres pueden, efectivamente, 
insertarse.

No parece, en suma, que una verdadera revolución haya tenido 
lugar. Una de las preguntas que se ha buscado contestar en 
estas líneas es justamente qué rol le compete en ello al derecho 
del trabajo. Como puede estudiarse a partir de sus orígenes, 
el derecho del trabajo es una respuesta ante todo política —y 
después normativa— a la cuestión social que afecta al mundo 
del trabajo. Este mundo, conformado por una estructura de 
clase específica que se enfrenta al capital, está compuesto por 
hombres/trabajadores/blancos: es a ellos, por ende, a quienes 
están dirigidas las normas de protección y distribución que 
ofrece esa respuesta normativa. La evidencia de la historia 
muestra, por contrapartida, que las mujeres no fueron parte de 
ese trato, como tampoco lo fueron en muchos otros consensos 
con que la modernidad benefició a los hombres y ciudadanos.

Si bien es poco lo que el derecho del trabajo puede hacer, toda 
vez que las transformaciones en el largo plazo responden a 
una enorme cantidad de factores, sí es posible que a lo menos 
el derecho no los reproduzca. Es pertinente subrayar que el 
objetivo igualador de que trabajadores y trabajadoras sean 
equitativamente corresponsables en labores de reproducción 
social no se obtendrá solo por medio de las normas del derecho 
del trabajo, sino que se requieren cambios también culturales. 
No obstante ello, de todas formas es posible pensar en leyes 
laborales que fomenten la corresponsabilidad, evitando la 
reproducción de roles asignados tradicionalmente a cada 
uno de los sexos. Por lo tanto, el derecho no debe continuar 
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reproduciendo esquemas profundamente desiguales de los que 
ha sido parte hasta ahora. Para ello, la mirada de género que 
debe inspirar los cambios normativos va a imponer dilemas 
acerca de: si se mantienen estructuras desiguales o colabora, de 
alguna manera, a desmontarlas; si se mantiene el esquema de 
dual eaner o bien se avanza hacia uno de dual career, en que 
trabajadores y trabajadoras asumen iguales responsabilidades en 
el hogar y en el trabajo asalariado. Hay un nuevo sujeto político 
del derecho del trabajo, la mujer, que no parece estar recibiendo 
la suficiente atención.

3.2. Los avances en el caso de Chile: ¿brotes emergentes de 
corresponsabilidad? 

Estas mismas interrogantes pueden dirigirse a la legislación 
laboral chilena en su conjunto: su origen en las luchas sociales 
de la clase obrera siembran las mismas dudas acerca de su real 
vocación igualadora en lo que se refiera a los géneros en las 
labores de reproducción social. De hecho, la propia historia de 
las leyes laborales, que se ha reseñado brevemente, indica una 
tendencia más bien neutral a la igualdad en una primera etapa, 
con énfasis en la protección de la maternidad de las trabajadoras. 
Un segundo aire implicó, desde los años noventa del siglo XX, 
un tenue cambio hacia la conciliación trabajo-familia y, más 
adelante, hacia la corresponsabilidad. No obstante estas últimas 
normas, como es el caso de la Ley Sanna, se evidencia una mirada 
de género en esa tendencia. Pero, se trata de situaciones más 
bien excepcionales, en que es una enfermedad o una situación 
grave que afecta a un hijo o hija de trabajadores y trabajadoras, 
lo que justifica en definitiva el uso de un permiso de cuidados. 
En este contexto, han sido escasos los esfuerzos por permitir 

una forma de conciliación que permita la corresponsabilidad 
y que subvierta los esquemas clásicos de género en el diario 
vivir de las trabajadoras y los trabajadores. Los esquemas de 
masculinidad/feminidad que asignan roles y responsabilidad 
no han sido alterados aún, permaneciendo hasta ahora bastante 
intactos. Es preciso, todavía, que la mirada de género haga su 
efecto, y cambie el foco de trabajadores a cuidadores.

Notas

1 Véase el artículo de la Wikipedia en http://bcn.cl/3a455. El título alude a 
los ejecutivos de Madison Avenue, de Nueva York, donde se encontraban 
las agencias de publicidad, pero es a la vez una metáfora de los ‘hombres 
locos’ que trabajan en la industria. 

2 Bourdieu asigna a la familia, la iglesia y la escuela el rol de las instancias 
principales en la reproducción de ese orden. Es, con todo, la familia la que 
asume el rol principal en la imposición de la “(…) experiencia precoz de la 
división sexual del trabajo y de la representación legítima de esta división, 
asegurada por el lenguaje e inscrita en el lenguaje” (Bourdieu 2018: 179).

3 Se refiere al miembro de la familia que gana dinero para mantener al resto, 
en este caso: un hombre.

4 La consolidación del modelo de bienestar se produce sobre la base de 
las regulaciones socio políticas a que está sometido el capital, tanto en 
su versión financiera (control del endeudamiento) como en el recurso a 
la mano de obra, mediante relaciones laborales sometidas al derecho y al 
poder de los sindicatos. Se llama a esto “capitalismo embridado”, es decir 
regulado y ordenado por el Estado. El proceso de neoliberalización, para 
Harvey, responde justamente al declive de esas limitaciones que operaban 
desde el Estado sobre capital y trabajo, y su entrega amplia a las fuerzas 
del mercado.  

5 Para Harvey, el neoliberalismo es una teoría de prácticas político-
económicas que promueve el desarrollo de las capacidades y las libertades 
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empresariales, en un marco de derechos de propiedad privadas fuertes, 
mercados libres y libertad de comercio, en que el Estado debe proveer de 
un marco institucional adecuado para esos desarrollos y la apertura de 
mercados nuevos allí donde no existían. En cuanto a los mercados laborales, 
estos deben regirse por la libertad, concebida en términos individuales, y la 
flexibilidad (Harvey 2007: 6, 73-84).

6 En general, las mujeres privilegiadas pueden traspasar las funciones de 
cuidado a otras mujeres, con un componente de clase y raza que acentúa las 
diferencias. La brecha no se cierra, sino más bien se traslada de las familias 
ricas a las pobres, o del norte global al sur global, empleando a mujeres en 
las escalas salariales más bajas (Fraser 2016: 114; Rittich 2004: 118). De 
este modo, las migraciones transnacionales generan, como afirma Mills, un 
constante flujo de mujeres pobres que asumirán a bajo costo las labores de 
cuidados que soportan a los hogares del mundo desarrollado (Mills 2016: 
291). 

7 Federici argumenta, en ese mismo sentido, que los trabajos domésticos 
han sido permanentemente ignorados por la izquierda, desde el momento 
en que esta aceptó al salario como línea divisoria entre la producción y la 
no producción: de esta manera las tradiciones de pensamiento asociadas a 
la izquierda han estado ajenas al rol que cumple el trabajo doméstico en la 
reproducción del capital (Federici 2018: 27). 

8 Por medio de instructivo presidencial, existe la obligación de solo 
acompañar informes de productividad a algunos proyectos de ley. 

9 Ver más en Álvarez, P. y otras (2021).

10 Las políticas de desfamiliarización de los cuidados implican trasladar 
las labores de reproducción social a servicios externos que pueden ser 
prestados por el Estado o por el mercado. Como se ha visto, en las sociedades 
industriales las labores de cuidado han sido tradicionalmente prestadas, 
sin remuneración, por las mujeres, madres e hijas. Como afirma Esping-
Andersen, la idea de desfamiliarización no posee un sentido “antifamiliar”, 
sino más en un indicador del grado en que las responsabilidades 
asistenciales de la unidad familiar se relajan, ya sea a cuenta del Estado o 
del mercado, con la consiguiente autonomía de la mujer (Esping-Andersen 
2000: 53, 72 -75)

11 Véase en este mismo libro el Capítulo 4.

12 A la madre trabajadora o al padre trabajador, a elección de la primera, si 
ambos son trabajadores, o cuando ella falta por cualquier causa.
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Como se ha podido apreciar a lo largo de este libro, Chile ha 
logrado importantes avances institucionales respecto de la 
sensibilidad de género de su Poder Legislativo, incluso si se 
lo compara con dos casos latinoamericanos avanzados en la 
materia. En efecto, si tomamos los cuatro ejes utilizados, tanto 
en el Capítulo 2 como en el 3, se pueden distinguir con claridad 
una serie de logros. 

Participación de mujeres 

En relación a la participación femenina en el Congreso 
Nacional, Chile cuenta con leyes que promueven el ingreso de 
las mujeres a la política institucional —leyes N° 19.884 de 2003 
y N° 20.840 de 2015—, al igual que Costa Rica y México; no 
obstante, en estos últimos dos países, dicha legislación comenzó 
a ser creada con bastante anterioridad —por ejemplo: la Ley N° 
7.142 de promoción e igualdad social de la mujer de 1990 en 
Costa Rica y Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales de 1993 en México. 

En cuanto a las cifras, Chile alcanza lo que se considera el 
umbral de representación de mujeres en 2021, posterior a la 
Ley N° 20.840, que corresponde a un mínimo de un 30% de 
parlamentarias, que permitiría la capacidad para influir en las 
decisiones legislativas.

Desarrollo de orgánica con perspectiva de género

En relación al desarrollo de orgánica para la perspectiva de 
género dentro del parlamento, Chile, Costa Rica y México 
cuentan con una serie de instancias, donde la más recurrente 
de estos casos son las comisiones legislativas sobre mujer. En 
Chile, junto con comisiones legislativas de mujer, tanto en 
Cámara como Senado, se reconocen las ‘bancadas femeninas’ 
que dinamizan la agenda de género. La Asamblea Legislativa 
de Costa Rica, por su parte, posee una orgánica de género 
compuesta por una comisión de mujer, la Unidad Técnica de 
Igualdad y Equidad de Género y el Grupo Parlamentario de 
Mujeres Diputadas; mientras que en México lo que se observa 
son comisiones de igualdad de género en ambas cámaras.

CONCLUSIÓN: AVANCES Y DESAFÍOS DEL CONGRESO NACIONAL EN MATERIA DE SENSIBILIDAD DE 
GÉNERO 
Luis Castro
Mario Poblete
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Transversalización del perspectiva de género

Respecto de la transversalización de la perspectiva de género 
dentro del Poder Legislativo, algunos ejemplos de estos 
tres casos son los siguientes. En Chile se cuenta con sendos 
protocolos de prevención y sanción del acoso sexual, tanto 
para la Cámara como el Senado; en Costa Rica existe el 
Sistema de Gestión para la ‘Igualdad de Género’, la ‘Matriz de 
Responsabilidades RASCI’ y la ‘Política de Equidad e Igualdad 
de Género’; mientras que en México ambas cámaras cuentan 
con unidades de igualdad de género.

Desarrollo de legislación con perspectiva de género

Finalmente, en relación a instancias que apoyen el desarrollo de 
legislación con perspectiva de género, Chile cuenta con instancias 
como la Biblioteca del Congreso Nacional y el Departamento de 
Evaluación de la Ley de la Cámara1. La primera corresponde a 
un servicio de análisis experto que se proporciona durante el 
proceso legislativo; mientras que la segunda ocurre luego de 
que la ley ya está en vigor (Martínez, Poblete & Ugalde 2014). 
En ambos casos, en respuesta a requerimiento parlamentario. En 
el caso de Costa Rica, en cambio, el camino seguido consistió 
en que el Grupo Parlamentario de Mujeres Diputadas firmó un 
Pacto de Sororidad, para impulsar la Agenda de Igualdad de 
Género, aprobándose varias leyes en este ámbito; mientras que 
en México se creó, en 2015, una unidad específica para este 
propósito, a saber: el Centro de Estudios Legislativos para la 
Igualdad de Género.

A pesar de estos avances, aún se puede observar la situación 
de nuestro país desde una perspectiva crítica. Efectivamente, 
tal como señala la Organización para la Seguridad y la 
Cooperación en Europa (OSCE 2021), no basta simplemente 
con mejorar la representación de las mujeres, desarrollar más 
orgánica y transversalizar el perspectiva de género al interior 
del Poder Legislativo de forma aislada, sino que “(…) para ser 
sensibles al género, los parlamentos necesitan transformarse 
en instituciones que trabajen continuamente para eliminar la 
desigualdad de género” (OSCE 2021: 15). 

Por ejemplo, en cuanto a la participación de mujeres, es 
esperable que se siga mejorando aún en la proporcionalidad de la 
representación femenina. Así, al igual que en Chile, el promedio 
de las cámaras bajas o únicas de Europa han alcanzado, en 
2021, el objetivo del 30% de representación, pero son varios 
parlamentos europeos los que ya han incluso superado el 40% 
(OSCE 2021: 23-24).

Sin embargo, como se señaló, además de la cantidad, se requiere 
que la participación mejore también en calidad. Y con esto no 
nos referimos necesariamente a ocupar cargos de liderazgo 
dentro del Congreso Nacional —cuestión en la que, como se 
aprecia en el Capítulo 3, se han logrado ciertos avances en 
Chile—, sino que se convierta en un mejor reflejo de la sociedad 
que representan2, tanto debido a la noción de justicia que 
demandan grupos habitualmente excluidos como por cuestiones 
de eficacia, toda vez que “(…) la diversidad de representación 
en las instituciones políticas mejora (…) la legislación y los 
procesos políticos” (OSCE 2021: 21). 

Es por ello que, en este punto, conviene introducir el concepto 
de ‘interseccionalidad’ (cf. McCall 2005). Este dice relación con 
“(…) cómo las intersecciones entre diferentes desigualdades 
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pueden afectar (…) [las] oportunidades (…) sociales [de 
las personas], creando desventajas para (…) [quienes] se 
encuentran en el punto de intersección entre desigualdades 
concretas, como es el caso de las mujeres afroamericanas” 
(Lombardo & Verloo 2010: 12). En el ámbito de la política, 
a su vez, la interseccionalidad de las desigualdades afecta 
negativamente a determinados grupos, toda vez que estrategias 
políticas aisladas de género podrían, por ejemplo, excluir 
a mujeres que sufren otras desigualdades, tales como las 
étnicas, de diversidad sexual, asociadas a las discapacidades, 
etc. (Lombardo & Verloo 2010). En efecto, este argumento 
lo sostiene la OSCE (2021: 21): la entrada de una mujer a la 
política se ve aquejada no solo por el factor de género, sino que 
también por desigualdades interseccionales que las afectan y 
pueden potenciar la desigualdad propia del género3.

En tal sentido, los avances logrados —y los que se busquen de 
aquí en adelante— en materia de desarrollo de una orgánica con 
perspectiva de género al interior de Congreso Nacional o de la 
transversalización de este al interior de la institución debieran ir 
incorporando esta noción de interseccionalidad, de modo de ir 
enriqueciendo el desarrollo de un parlamento sensible al género 
internamente. 

En efecto, existen experiencias fuera de América Latina, en 
los ejes del desarrollo de orgánicas y transversalización, que 
la región bien podría ir incorporando. Una de ella corresponde 
a los ‘parlamentos familiares’ (OSCE 2021: 30 y ss.), con el 
que se busca equilibrar el mundo laboral con el personal. Las 
dimensiones que pueden componer a un ‘parlamento familiar’ 
son variadas, desde modificaciones de la infraestructura —
instalaciones para el cuidado de niñas y niños o habitaciones 
familiares— hasta avances en cambios de las condiciones 

laborales —licencia por paternidad, voto delegado mediante 
poder, voto a distancia, flexibilización horaria, subsidios por el 
cuidado de menores, entre otros—, los cuales pueden beneficiar 
no solo a las parlamentarias y parlamentarios, sino también a 
todo el personal del Poder Legislativo.

Lo que más se ha aplicado en países europeos es aquello 
relacionado con cambios en la infraestructura, predominando 
la creación de espacios para la lactancia —en más de un 40% 
de los parlamentos europeos—, seguido por las habitaciones 
familiares y las guarderías; mientras que respecto de los 
cambios en las condiciones laborales lo que más se identifica 
son los horarios de trabajo flexible  (OSCE 2021: 31). Como 
es bien sabido, la lactancia tiene un fuerte acento en la esfera 
de la intimidad y del rol de la mujer en cuanto madre, de modo 
que, si bien espacios para la lactancia son altamente necesarios, 
creemos representarían una primera fase en el desarrollo de 
infraestructura con perspectiva de género.

En esta línea, la transversalización apuntaría, complementando 
lo anterior, a la instalación de la corresponsabilidad, es decir, al 
compartir las responsabilidades parentales en torno a la crianza 
y a los cuidados en general. A pesar de ya existir en Chile la 
Ley de Corresponsabilidad Parental N° 20.680, el desafío para 
el Congreso Nacional sería en la línea de ir desarrollando e 
implementando mejoras, tanto infraestructurales como laborales, 
para que, sin distinción de género, se logre compatibilizar 
trabajo y vida personal de forma más armónica y equitativa, 
siendo no solo para representantes, sino también para todo el 
personal de la institución.

Ahora bien, en la creación misma de leyes con perspectiva de 
género, el avance del Congreso Nacional ha sido significativo, 
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especialmente en los últimos años. Tal como se indicó en el 
Capítulo 4 de este libro, 22 leyes con perspectiva de género 
se dictaron en años recientes, de un total de 67 identificadas, 
que van desde 1990 hasta la fecha; mientras que entre 2020 
y 2022 se ha concentrado la presentación de proyectos de 
ley con perspectiva de género. Sin duda que este explosivo 
aumento reciente da cuenta de la importancia que ha adquirido 
la temática, siendo no solo una preocupación al interior del 
Congreso Nacional, sino que se convierte en un tema prioritario 
a nivel país. Asimismo, el Capítulo 4 nos ilustra sobre las 
materias específicas que han tratado las leyes con perspectiva de 
género, surgiendo principalmente en el ámbito de los derechos 
laborales y aquellas contra la violencia hacia la mujer.

Así, el Capítulo 5 abordó la producción legislativa en Chile 
en materia de violencia hacia la mujer, reconociendo tres 
principales caminos normativos desde los cuales se ha enfrentado 
la violencia de género, a saber: el femicidio, la violencia 
intrafamiliar y el acoso sexual. El Capítulo 6, por su parte, da 
cuenta del camino que toma la legislación nacional en materia 
de derechos laborales con perspectiva de género, identificando 
dos grupos de leyes: aquellas que buscan protección a la 
maternidad de las mujeres trabajadoras y aquellas que tienden 
a ampliar a la persona destinataria de los derechos en pos de 
las responsabilidades familiares, es decir, incorporando también 
al padre trabajador —aunque todavía residualmente— en una 
suerte de transición hacia la corresponsabilidad. 

Pero si bien se ha avanzado en materia de legislación con 
perspectiva de género, gracias a la presión social que han 
ejercido grupos de mujeres, tanto desde dentro como desde 
fuera del Congreso Nacional, se trata tan solo de 67 leyes que 
han incorporado la perspectiva de género. Entonces, la pregunta 
que se desprende es cómo institucionalizar el análisis de género 
en la producción legislativa. 

Tal como señalamos al principio de esta Conclusión, en 
la Parte I de este libro se relevaron algunas experiencias 
relativas al desarrollo de legislación con perspectiva de 
género, especialmente respecto de los casos de Costa Rica, 
México y Chile. No obstante ello, y desde una perspectiva de 
los desafíos, es importante considerar otros mecanismos que 
pueden contribuir al propósito de crear leyes con sensibilidad 
de género. En consecuencia, finalmente, queremos referirnos 
a tres desafíos que bien pueden considerarse para mejorar la 
legislación en este aspecto.

Importancia del análisis de impacto de género en las iniciativas 
de ley

La experiencia comparada sugiere que el Parlamento deba 
disponer de la información necesaria para pronunciarse 
sobre consideraciones de género. En algunos países, existe la 
obligación de acompañar un informe de evaluación de impacto 
de género en todas las iniciativas de ley que se tramitan en el 
proceso legislativo (Álvarez, Weidenslaufer & Truffello 2021)4. 
Al respecto, desde 1999, la Unión Europea cuenta con una ‘Guía 
para la evaluación del impacto en función del género’, como 
instrumento de aplicación de la integración de la dimensión de 
género. Esto significa “(…) comparar y apreciar, en función 
de criterios pertinentes con respecto al género, la situación y 
la tendencia actual con la evolución que cabría esperar como 
resultado de la introducción de la política propuesta” (UE 1999: 
8). 
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Además, en este marco, es relevante incorporar el análisis 
del impacto normativo de las medidas contenidas en las 
iniciativas de ley, en orden a procurar su correcta inserción en 
el ordenamiento jurídico, así como a garantizar la seguridad 
jurídica. En este ámbito, caracterizado por cambios sociales 
y culturales profundos, es vital para la ciudadanía contar con 
leyes claras, sin lagunas, que permitan ‘saber a qué atenerse’ en 
la orientación de la conducta. 

 

Consulta a grupos destinatarios de un proyecto de ley

La OSCE (2021: 45), por su parte, señala que el mecanismo 
más común dentro de los parlamentos para asegurar la 
sensibilidad de género en el proceso legislativo es la consulta 
a los grupos que serían los principales beneficiarios o afectados 
por un determinado proyecto de ley. En este sentido, un caso 
extraeuropeo, como es la Cámara de Representantes de los 
Estados Unidos, recomendó, en 2021, diseñar un nuevo método 
para recoger la opinión de personas invitadas a las audiencias de 
las comisiones legislativas. Este mecanismo, no cupo duda, se 
debería basar en la noción de interseccionalidad, toda vez que 
se propuso que abordara cuestiones relativas a amplio espectro 
de desigualdades, a saber: de raza, color, etnia, religión, sexo, 
orientación sexual, identidad de género, discapacidad, edad u 
origen nacional (OSCE 2021: 45).

Además de la noción de interseccionalidad inserta en la 
propuesta de este mecanismo, lo que se observa, por añadidura, 
es la regularización de un proceso que cuente con lineamientos 
y criterios claros respecto de cómo se elige a la persona o grupo 

invitado a presentar y plantear sus puntos de vista en el debate 
legislativo.

Vinculación entre parlamentos y personas expertas en género

En esta misma línea, se ha considerado como otro aspecto 
crítico del proceso legislativo con sensibilidad de género la 
vinculación que establecen los parlamentos con especialistas 
en género que no pertenecen al personal del Poder Legislativo. 
Estos vínculos son relevantes, ya que aportan información 
valiosa en la identificación de la discriminación de género 
que permiten iluminar el debate legislativo. De esta forma, la 
OSCE (2021: 49) recomienda que los parlamentos establezcan 
relaciones con personas expertas en género, pero que también 
cuenten con experiencia en minorías étnicas o personas con 
discapacidades. Así, se puede lograr un acceso más sólido y 
completo a información que garantice un debate legislativo más 
profundo (OSCE 2021: 49). Esto, por cierto que también, se 
basa en una noción de interseccionalidad, fundamental para la 
creación de leyes.

La OSCE (2021: 49) ha recopilado información de que los 
parlamentos europeos se apoyan en una amplia gama de personas 
expertas en género, que no solo provienen de la academia, 
sino también de diversas organizaciones sociales y del aparato 
central del estado, así como de los gobiernos locales. El punto 
crítico, empero, tiene que ver con la calidad de la relación que 
se establece entre un parlamento y las personas expertas en 
género. En efecto, las relaciones pueden ser ‘formales’, es decir, 
cuando estas se han tornado regulares o, idealmente, cuando 
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se establecieron acuerdos de colaboración; mientras que son 
‘informales’ cuando estas tienen un carácter más bien esporádico 
y no se cuenta con convenio alguno. Lo que se observa en la 
práctica, sin embargo, es que la mayor parte de las relaciones 
que se establecen en los parlamentos europeos son informales, 
mientras que solo en torno a un décimo de esas relaciones de 
asesoría son formales (OSCE 2021: 49). Este aspecto también 
se convierte en un desafío sobre el cual avanzar en sensibilidad 
de género en el Congreso Nacional de Chile.

Notas

1 Las cuales, a grandes rasgos, corresponden a tipos de asesorías internas 
e institucionales, de carácter formal —debido  a que se encuentran 
reconocidas en la estructura del Poder Legislativo, su ejercicio está 
regulado— y son consideradas objetivas, es decir, guiadas por criterios 
metodológicos claros y con neutralidad política (Martínez, Poblete & 
Ugalde 2014).

2 Para una clasificación de los tipos de representación política, véase Pitkin 
(1985).

3 En el ámbito lingüístico, piénsese, por ejemplo, en la incorporación del 
lenguaje de señas en los espacios de debate parlamentario —algo ya 
incorporado en el Congreso Nacional de Chile— o bien la traducción a 
lenguas originarias del territorio nacional de esas instancias —algo aún no 
implementado. 

4 Por ejemplo, en España, la obligación del informe es una documentación 
perentoria solo para proyectos de ley que tienen su origen en el Gobierno 
(Álvarez, Weidenslaufer & Truffello 2021).
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GLOSARIO

Análisis de género

Es una forma sistemática de observar el impacto diferenciado 
de desarrollos, políticas, programas y legislaciones sobre los 
hombres y las mujeres (ONU Mujeres 2017: 12).

Boletín

Número asignado a los proyectos de ley presentados, el cual en 
su registro indica la comisión a la que fue enviado y permite 
revisar en línea su estado de tramitación a través del Sistema de 
Tramitación de Proyectos de Ley.

Brecha de género

Se refiere a cualquier disparidad entre la condición o posición 
de los hombres y la de las mujeres en la sociedad. Puede haber 
brechas de género en muchos ámbitos, tales como: ingresos, 
participación económica y oportunidad, acceso a educación, 
salud, esperanza de vida y empoderamiento político (ONU 
Mujeres 2017: 15).

Cámara de Origen

Es aquella Cámara en la que se presenta el proyecto de ley, 
dándose inicio a la tramitación legislativa (Senado 2022: 8).

Cámara Revisora

Es aquella Cámara que conoce el proyecto para aprobarlo, 
rechazarlo o incluso rehacerlo –dentro de las ideas matrices del 
proyecto–, una vez que ha sido despachado por la Cámara de 
Origen (Senado 2022: 8).

Comisión Legislativa

Son instancias de trabajo donde se estudian y analizan en detalle 
los proyectos de ley. En el caso del Senado están conformadas 
por cinco legisladores y en la Cámara de Diputadas y Diputados 
se integran por 13 parlamentarias y parlamentarios (Senado 
2022: 10).

Convención de Belém do Pará

Se conoce con ese nombre por haber sido suscrita en esa ciudad 
de Brasil en junio de 1994, por varios países del Cono Sur 
(OEA 1994). La Convención de Belém do Pará es el primer 
instrumento en abordar específicamente el problema de la 
violencia contra la mujer, y es el producto de la labor de la 
Comisión Interamericana de Mujeres, perteneciente al sistema 
de la Organización de Estados Americanos. En la actualidad, la 
han ratificado o adherido a ella la mayor parte de los Estados 
Americanos, con la excepción de Cuba, EE.UU. y Canadá. 
A partir de la Convención, en 2004, se creó el Mecanismo de 
Seguimiento de la Convención de Belém do Pará, que establece 
un sistema de evaluación y apoyo a los Estados parte.
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Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW).

La CEDAW, adoptada en 1979 por la Asamblea General de la 
ONU, articula la naturaleza y el significado de la discriminación 
basada en el sexo y la igualdad de género, fijando las obligaciones 
de los Estados de eliminar la discriminación y generar acciones 
positivas, para lograr una igualdad sustantiva; abarcando tanto 
leyes discriminatorias como prácticas y costumbres, referidas a 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. No 
solo aplica a la acción estatal, sino también a la responsabilidad 
de los Estados de abordar la discriminación de actores privados 
contra las mujeres (ONU Mujeres 2017: 19).

Corresponsabilidad

De acuerdo con el Ministerio de la Mujer y Equidad de 
Género la corresponsabilidad es el “(….) reparto equitativo o 
responsabilidad compartida y asumida por igual entre dos o más 
personas. Se trata de un equilibrio en el reparto de las tareas, la 
toma de decisiones y la responsabilidad entre las personas en 
las distintas esferas de la vida, es decir, en la vida personal, en 
el hogar, en el trabajo y en la esfera pública” (Ministerio de la 
Mujer y Equidad de Género s/f: 6).

Cuotas

Los sistemas de cuotas han sido considerados como una de las 
medidas especiales o acciones afirmativas más eficaces para 
aumentar la participación política de las mujeres. Las cuotas 
legales de candidatos, establecidas a través de constituciones 
y/o leyes electorales o de partidos, requieren que un número 
mínimo de candidaturas sean mujeres, o bien del sexo menos 
representado (ONU Mujeres 2017: 21)

Crisis de los cuidados

Las labores de cuidados son aquellas que tienen que ver con la 
reproducción social y se desarrollan a través del nacimiento y 
cuidado de los hijos e hijas, su crianza, la realización de tareas 
domésticas y el cuidado de las personas de la tercera edad y 
dependientes. Son tareas indispensables para la producción y 
el sustento de la sociedad actual, especialmente las industriales 
del siglo XX, que les asignaron preferentemente este rol a las 
mujeres1. Tras la incorporación de estas al mercado de trabajo 
formal, las labores de cuidado han sufrido un desmedro, en 
buena parte debido a la falta de participación de los hombres 
en estas.

Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la 
Mujer

En 1993 la Asamblea General adoptó la Declaración sobre la 
Eliminación de la Violencia contra la Mujer, que complementa a 
la CEDAW en sus esfuerzos para eliminar la violencia contra las 
mujeres. La Declaración define la ‘violencia contra las mujeres’ 
como todo acto de violencia que tenga o pueda tener como 
resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para 
la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la 
privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida 
pública como en la vida privada. Define que la violencia contra 
la mujer se entenderá que abarca los siguientes actos, aunque 
sin limitarse a ellos: la violencia física, sexual y psicológica que 
se produzca en la familia, dentro de la comunidad en general y 
perpetrada o tolerada por el Estado (ONU Mujeres 2017: 23). 
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Discriminación por razón de género

Toda distinción, exclusión o restricción basada en el 
sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera (CEDAW, 
artículo 1°). La discriminación puede provenir de la ley (de 
jure) o de la práctica (de facto). La CEDAW reconoce y aborda 
ambas formas de discriminación, ya sea que estén recogidas en 
las leyes, políticas, procedimientos o en la práctica.

Empoderamiento

El empoderamiento se refiere al proceso mediante el cual tanto 
hombres como mujeres asumen el control sobre sus vidas: 
establecen su propias agendas, adquieren habilidades (o son 
reconocidas por sus propias habilidades y conocimientos), 
aumentando su autoestima, solucionando problemas y 
desarrollando la autogestión. Es un proceso y un resultado 
(ONU Mujeres 2017: 33).

Equilibrio de género 

Se refiere a la participación de aproximadamente el mismo 
número de mujeres y hombres dentro de una actividad u 
organización. Algunos ejemplos son: representación en comités, 
estructuras de toma de decisiones, o proporción de mujeres y 
hombres en la plantilla de personal (Red de Conocimientos 
Electorales s/f)

Equidad de género

La equidad es un principio de justicia emparentado con la idea 
de igualdad sustantiva y reconocimiento de las diferencias; así 
la equidad es una ‘igualdad en la diferencia’. Así, la Unesco la 
define como “Imparcialidad en el trato que reciben mujeres y 
hombres de acuerdo con sus necesidades respectivas, ya sea con 
un trato igualitario o con uno diferenciado pero que se considera 
equivalente en lo que se refiere a los derechos, los beneficios, 
las obligaciones y las posibilidades. En el ámbito del desarrollo, 
un objetivo de equidad de género a menudo requiere incorporar 
medidas encaminadas a compensar las desventajas históricas y 
sociales que arrastran las mujeres” (UNESCO 2014:106).

Femicidio 

Se entiende como la forma más extrema de la violencia ejercida 
por los hombres contra las mujeres en su deseo de obtener 
poder, dominación o control (INM 2007: 66). En ese marco se 
ha definido como la “muerte violenta de mujeres, por el hecho 
de ser tales” o “asesinato de mujeres por razones asociadas a su 
género” (ONU Mujeres 2017: 40)2.

Feminicidio

Surge a partir de la insuficiencia que tendría la voz femicidio 
para dar cuenta devla misoginia u odio a las mujeres presente 
en estos crímenes y la responsabilidad estatal al favorecer la 
impunidad de estos o los crímenes en la esfera pública (ONU 
Mujeres 2017: 79).
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Género

Sexo y género no son términos equivalentes. Mientras que sexo 
se refiere a las diferencias biológicas, género guarda relación 
con las diferencias sociales, que pueden modificarse, ya que 
la identidad, las funciones y las relaciones de género vienen 
determinadas por la sociedad (UIP 2008: 6). Así, el género se 
refiere a los roles, comportamientos, actividades, y atributos que 
una sociedad determinada en una época determinada considera 
apropiados para hombres y mujeres. Además de los atributos 
sociales y las oportunidades asociadas con la condición de 
ser hombre y mujer, así como las relaciones entre mujeres 
y hombres, y niñas y niños, el género también se refiere a 
las relaciones entre mujeres y las relaciones entre hombres. 
Estos atributos, oportunidades y relaciones son construidos 
socialmente y aprendidos a través del proceso de socialización 
(ONU Mujeres 2017: 43).

Interseccionalidad

Este concepto hace referencia al fenómeno social en el que 
se articulan –y, por tanto, se potencian– las desigualdades. 
Específicamente, ha tenido un desarrollo desde las teorías 
feministas en que la desigualdad basada en el género se da, 
muchas veces, en intersección con otras desigualdades fundadas 
en lo étnico, el origen nacional, las discapacidades, la edad, 
entre otras (Lombardo & Verloo 2013).

Igualdad de género3

Refiere a la igualdad de derechos, responsabilidades y 
oportunidades de mujeres y hombres, así como también, 
de  niñas y  niños; y, por tanto, implica que los intereses, 
necesidades y prioridades de mujeres y hombres se toman en 
cuenta, reconociendo la diversidad de diferentes grupos de 
mujeres y hombres. La igualdad entre mujeres y hombres se 
considera una cuestión de derechos humanos, siendo tanto 
un requisito como un indicador del desarrollo centrado en las 
personas (ONU Mujeres 2017: 46).

Male Breadwinner

Es un anglicismo que suele designar un modelo de organización 
de la familia que se basa en un hombre que trabaja fuera del 
hogar –quien ‘gana el pan’– por un salario, y una mujer que 
se dedica a las tareas domésticas al interior del hogar. En este 
sistema, el hombre gana el dinero necesario para el sostén de 
otros dependientes. Es característico de las sociedad industriales 
capitalistas de la segunda mitad del siglo XX y determina una 
fuerte división de roles de género. Se considera, en la actualidad, 
en franco declive.

Mensaje

Corresponde a un proyecto de ley que es presentado por la 
Presidencia de la República  (Senado 2022: 28).
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Moción

Corresponde a un proyecto de ley que es presentado por 
parlamentarias o parlamentarios. Si se presenta en el Senado, 
puede ser patrocinado por no más de 5 senadores y, de 
presentarse  en la Cámara de Diputadas y Diputados, los autores 
no pueden ser más de 10  legisladores (Senado 2022: 28).

Paridad de Género

Es otro término utilizado para referirse a la igualdad de 
representación de mujeres y hombres en un ámbito determinado. 
Trabajar para lograr la paridad de género –igual representación– 
es un componente clave para lograr la igualdad de género y, junto 
con la incorporación de una perspectiva de género, conforman 
estrategias gemelas (ONU Mujeres 2017: 55).

Participación política de las mujeres

Refiere a la capacidad de las mujeres para participar por igual 
que los hombres, en todos los niveles y aspectos de la vida 
política y la toma de decisiones. La participación de las mujeres 
y el acceso a las estructuras formales de poder político varían 
de un país a otro. Las restricciones estructurales y funcionales 
que enfrentan las mujeres están determinadas por las relaciones 
sociales y políticas en una sociedad. El patrón común de 
exclusión política de las mujeres se deriva de los discursos 
sociales y políticos, las estructuras e instituciones políticas, y las 
restricciones socioculturales y funcionales que ponen límites a 
la libertad individual y colectiva de las mujeres (ONU Mujeres 
2017: 56).

Parlamento sensible al género 

Es aquel que responde a las necesidades e intereses tanto de 
hombres como de mujeres en lo que se refiere a sus estructuras, 
funcionamiento, métodos y tareas; pero también es aquel que, 
a nivel macro, promueve la igualdad de género y se propone 
lograrla en toda la sociedad. Para ello, incorpora la perspectiva 
de género en todas las responsabilidades parlamentarias tales 
como, la elaboración de legislación, las tareas de control y la 
función de representación (UIP 2008: 6). 

Perspectiva de género4 

Es el proceso de evaluación de las consecuencias para las mujeres 
y los hombres de cualquier actividad planificada, inclusive las 
leyes, políticas o programas, en todos los sectores y niveles. 
Es una estrategia destinada a hacer que las preocupaciones y 
experiencias de las mujeres, así como de los hombres, sean 
un elemento integrante de la elaboración, la aplicación, la 
supervisión y la evaluación de las políticas y los programas en 
todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que 
las mujeres y los hombres se beneficien por igual y se impida 
que se perpetúe la desigualdad. El objetivo final es, pues, lograr 
la igualdad entre los géneros (UIP 2008: 6)

Presupuesto sensible al género

Es una herramienta que analiza las asignaciones presupuestarias, 
el gasto público y la tributación desde una perspectiva de género. 
Posteriormente, puede utilizarse para promover la reasignación 
de un ítem de la partida presupuestaria para atender mejor las 
prioridades de las mujeres así como las de los hombres, lo cual 
lo hace sensible al género (ONU 2017: 61).
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Promulgación de la ley

Consiste en un decreto de la Presidencia de la República en el 
que se fija el texto definitivo de la ley (Senado 2022: 26).

Proyecto de ley

Es una propuesta de creación, modificación o eliminación de 
normas legales, que se presenta en el Congreso Nacional para su 
discusión y posterior aprobación o rechazo (Senado 2022: 28).

Publicación de la ley

Es el acto administrativo que consiste en publicar el decreto 
promulgatorio en el Diario Oficial. Este trámite se debe realizar 
dentro de los cinco días hábiles siguientes a su promulgación 
(Senado 2022: 26).

Sexismo

Es una forma de discriminación basada en el sexo, donde el 
sexo masculino es entendido como “lo universal”, supeditando 
al sexo femenino a lo secundario y en una posición inferior en 
una escala jerárquica (Araya 2004). Así, mediante el sexismo 
se ha oprimido, subordinado y negado los derechos de las 
mujeres en todos los ámbitos de las relaciones humanas a veces 
con mecanismos sutiles y en otros casos incluso violentos que 
invisibilizan, estereotipan, desvalorizan y humillan a las mujeres 
(Alcaldía de Medellín 2011).

Sistema de Tramitación de Proyectos de Ley

Es el sistema de información legislativa del Congreso Nacional 
de Chile, el cual permite acceder al estado de tramitación de un 
proyecto de ley.

 

Trámite o Tramitación Legislativa

Es la fase de discusión y votación de un proyecto de ley en cada 
Cámara durante el proceso legislativo. Se denomina primer 
trámite constitucional a la fase de tramitación en la Cámara de 
origen. Luego, en el segundo trámite constitucional, la Cámara 
Revisora estudia, vota y, eventualmente, modifica el proyecto. 
Finalmente, en el tercer trámite, la Cámara de Origen aprueba 
o rechaza las modificaciones que hubiere recibido el proyecto. 
También pueden efectuarse otros trámites, tales como: comisión 
mixta o insistencia. (Senado 2022: 33).

Transversalización de género

Su objetivo es diseñar e implementar proyectos, programas y 
políticas de desarrollo que no refuercen las desigualdades de 
género existentes (Neutrales al género); que intenten corregir 
las desigualdades de género existentes (Sensibles al género); e 
intenten redefinir los roles y relaciones de género de las mujeres 
y los hombres (Positivo/transformador de género) (ONU 
Mujeres 2017: 76)
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Violencia doméstica

Es aquella que ocurre en la esfera privada, generalmente entre 
personas que se encuentran relacionadas a través de la sangre, 
la intimidad o la ley. La violencia doméstica casi siempre es un 
delito de género específico, perpetrado por hombres en contra de 
las mujeres y puede tomar varias formas, incluyendo violencia 
física, psicológica o sexual. Puede incluir también la privación 
económica y el aislamiento (ONU Mujeres 2017: 77). 

Violencia emocional 

Se refiere al maltrato psicológico y a los mecanismos de 
dominación que puede emplear el agresor para controlar el 
tiempo, la libertad de movimiento y los contactos sociales y las 
redes de pertenencias que limita la participación de la víctima 
en actividades fuera del ámbito doméstico (ONU Mujeres 2017: 
78)

Violencia de género

Es un término genérico para cualquier acto perjudicial  en contra 
de la voluntad de una persona, y que está basado en diferencias 
socialmente adjudicadas (género) entre mujeres y hombres. 
Existen distintos tipos, tales como, la violencia física, sexual, 
psicológica y socioeconómica5. 

Violencia contra la mujer en la Convención de Belém do Pará

Para la Convención de Belém do Pará, en su artículo 1°, la 
violencia contra la mujer debe entenderse como “(…) cualquier 
acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño 
o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el 
ámbito público como en el privado” (OEA 1994).

Violencia contra las mujeres

Todo acto de violencia que tenga o pueda tener como resultado 
un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, 
así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación 
arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública 
como en la vida privada6. 
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Notas

1 Un trabajo seminal respecto del rol de la mujer en el apuntalamiento del 
capitalismo y del desarrollo industrial es del Davis (1937).

2 Saccomano (2017) señala que los autores identifican cuatro subcategorías: 
El femicidio íntimo es aquel cometido por un hombre con el cual la víctima 
tenía o solía tener una relación íntima, familiar, de convivencia, o afines. 
En el femicidio no íntimo, el asesino puede ser un amigo, un conocido o un 
extraño, y la violación sexual a menudo concurre con este tipo de feminicidio. 
El femicidio por conexión recoge el asesinato de cualquier mujer que trató 
de intervenir o quedó atrapada en una acción de feminicidio. Finalmente, 
los femicidios sexuales son los asesinatos precedidos de tortura y abuso 
sexual. 

3 La terminología preferida dentro de las Naciones Unidas es igualdad de 
género, en lugar de equidad de género.  Durante la conferencia de Beijing en 
1995, se acordó que se utilizaría el término igualdad.  Más tarde el comité 
de la CEDAW lo confirmó en su Recomendación General 28.

4 En la actualidad, la mayoría de los países utilizan indistintamente el 
concepto de perspectiva de género o el de enfoque de género para connotar 
la misma comprensión. Ahora bien, una definición de ‘enfoque de género’ 
se refiere a identificar y caracterizar las particularidades contextuales y 
situaciones vivenciadas por las personas de acuerdo con su sexo y a los 
constructos sociales asociados con dicho sexo, con sus implicaciones 
y diferencias económicas, políticas, psicológicas, culturales y jurídicas, 
identificando brechas y patrones de discriminación (DANE 2022).

5 La violencia física es un acto que intenta provocar dolor o daño físico. 
Incluye golpear, quemar, patear, dar puñetazos, desfigurar, etc.,  y que en 
su forma más extrema puede llevar al feminicidio o asesinato de una mujer 
por razón de género. 
La violencia sicológica puede abarcar menosprecio, ridiculización, uso de 
malas palabras, amenazas de ejercer otras formas de violencia contra la 
víctima, o contra alguien o algo que ella aprecia. 
Por su parte, la violencia sexual comprende acciones que afectan a las 
víctimas de manera similar y que pueden ocurrir tanto en el ámbito privado 
como público. Como ejemplos, se puede mencionar: la explotación/el abuso 
sexual y la prostitución forzada; la  violencia doméstica; trata de personas; 
matrimonio forzado/precoz; prácticas tradicionales perjudiciales, tales 
como la mutilación genital femenina.
La violencia psicológica, en tanto, puede abarcar  conductas amenazantes 

que no necesariamente implican violencia física ni abuso verbal. Se ejerce 
violencia psicológica cuando se la mantiene en aislamiento o confinamiento, 
se retiene información, o se mantiene a la persona en la ignorancia, etc.
La violencia socioeconómica es causa y a la vez efecto de las relaciones de 
poder entre hombres y mujeres, predominantes en las sociedades. Algunas 
de las formas más típicas de violencia socioeconómica incluyen quitarle a 
la víctima sus ganancias, no permitirle tener un ingreso separado o ejercer 
violencia física que la incapacita para el trabajo (ONU Mujeres 2017: 76).

6 Esta se entenderá que abarca los siguientes actos, aunque sin limitarse a 
ellos: 
La violencia física, sexual y psicológica que se produzca en la familia, 
incluidos el maltrato, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violencia 
relacionada con la dote, la violación en el matrimonio, la mutilación genital 
femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para la mujer, los actos de 
violencia perpetrados por la pareja, violencia no conyugal y la violencia 
relacionada con la explotación.
La violencia física, sexual y psicológica perpetrada dentro de la comunidad 
en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación 
sexuales en lugares públicos y en el trabajo, en instituciones educacionales 
y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada.
La violencia física, sexual y psicológica perpetrada o tolerada por el Estado, 
donde quiera que ocurra (ONU Mujeres 2017: 76).
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Diputadas dialogando en un receso de una sesión de sala 

Créditos de la foto: Cámara de Diputadas y Diputados de Chile.






